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188-C.S. CAMARA DE SENADORES 12 de junio de 2007 


1) TEXTO DE LA CITACION 


“Montevideo, 8 de junio de 2007. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
ordinaria el próximo martes 12 de junio, ala hora 16, a fin de 
informarse de los asuntos entrados y considerar el siguien- 
te 


ORDEN DEL DIA 


1) Exposición del señor Presidente del Senado, por el 
término de 20 minutos, relacionada con la República 
de Haití y el desempeño del contingente de las Fuer- 
zas Armadas Uruguayas en dicho país, en el marco de 
la Misión de Estabilización y Paz de las Naciones 
Unidas. 

Carp. N*841/07 


Discusión general y particular de los siguientes proyec- 
tos de ley: 


2) por el que se crean normas para la promoción y 
defensa de la competencia. 
Carp. N* 493/06 - Rep. N*468/07 y Anexo I 


3) por el cual se aprueba el Acuerdo contra el Tráfico 
Mlícito de Migrantes entre los Estados Parte del 
MERCOSUR, suscrito en Belo Horizonte, República 
Federativa del Brasil, el 16 de diciembre de 2004. 

Carp. N* 794/07 - Rep. N* 474/07 


4) por el cual se aprueba el Acuerdo contra el Tráfico 
TNlícito de Migrantes entre los Estados Partes del 
MERCOSUR, la República de Bolivia y la República 
de Chile, suscrito en Belo Horizonte, República 
Federativa del Brasil, el 16 de diciembre de 2004. 

Carp. N* 793/07 - Rep. N* 475/07 


5) por el cual se aprueba el Convenio para la Protección, 
Conservación, Recuperación y Devolución de Bie- 
nes Culturales, Arqueológicos, Artísticos e Históri- 
cos Robados, Exportados o Transferidos HNlícitamente, 
entre la República Oriental del Uruguay y la Repúbli- 
ca del Perú, suscrito en Montevideo, el 4 de noviem- 
bre de 2002. 

Carp. N* 752/07 - Rep. N* 473/07 


6) por el cual se aprueban el Convenio de Seguridad 
Social entre la República Oriental del Uruguay y el 
Reino de los Países Bajos y el Acuerdo Administra- 
tivo para la Implementación del Convenio de Seguri- 
dad Social, entre la República Oriental del Uruguay 
y el Reino de los Países Bajos, suscritos en la ciudad 
de Montevideo, el 11 de octubre de 2005. 

Carp. N” 792/07 - Rep. N*476/07 


7) por el que se designa "Islas Baleares” la Escuela 
N* 317 del departamento de Montevideo, jurisdic- 
ción Este, dependiente del Consejo Nacional de Edu- 
cación Primaria, Administración Nacional de Educa- 
ción Pública. 

Carp. N* 802/07 - Rep. N* 466/07 


8 


= 


por el que se designa "Profesor Julio Fernández" el 
Jardín de Infantes N* 88 del departamento de Treinta 
y Tres, dependiente del Consejo Nacional de Educa- 
ción Primaria, Administración Nacional de Educa- 
ción Pública. 

Carp. N* 803/07 - Rep. N* 467/07 


9 


— 


por el que se designa "General Aparicio Saravia", el 
Liceo Rural de Villa Masoller, del departamento de 
Rivera, dependiente del Consejo de Educación Se- 
cundaria, Administración Nacional de Educación 
Pública. 

Carp. N* 501/06 - Rep. N* 480/07 


10) por el que se designa "Eduardo Víctor Haedo", el 
Liceo N* 4 de la ciudad de Maldonado, dependiente 
del Consejo de Educación Secundaria, Administra- 
ción Nacional de Educación Pública. 

Carp. N* 529/06 - Rep. 481/07 


11) por el que se designa "Protector de los Pueblos 
Libres", el Liceo de Chapicuy, del departamento de 
Paysandú, dependiente del Consejo de Educación 
Secundaria, Administración Nacional de Educación 
Pública. 

Carp. N* 606/06 - Rep. 482/07 


12) por el que se designa "Maestro Ruben Lena", la 
Escuela N?* 3, de Villa María Isabel (Isla Patrulla), del 
departamento de Treinta y Tres, dependiente del 
Consejo de Educación Primaria, Administración Na- 
cional de Educación Pública. 

Carp. 646/06 - Rep. 483/07 


13) por el que se designa "Isla de las Palomas", el Liceo 
Rural de La Paloma, departamento de Durazno, de- 
pendiente del Consejo Nacional de Educación Se- 
cundaria, Administración Nacional de Educación 
Pública. 

Carp. N*790/07 - Rep. N* 465/07 


14) Informe de la Comisión de Asuntos Administrativos 
relacionado con la solicitud de venia del Poder Eje- 
cutivo, a efectos de designar como Director del Ins- 
tituto Nacional del Niño y Adolescente del Uruguay 
(INAU) al psicólogo Jorge Luis Ferrando Gutiérrez. 

Carp. N* 812/07 - Rep. N* 457/07 


15) Informe de la Comisión de Asuntos Internacionales 
relacionado con la solicitud de Acuerdo del Poder 
Ejecutivo a efectos de acreditar en calidad de Emba- 
jador Extraordinario y Plenipotenciario de la Repúbli- 
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ca ante el Gobierno de la República Libanesa, al 
doctor Jorge Luis Jure Arnoletti. 
Carp. 820/07 - Rep. 484/07 


16) Informes de la Comisión de Asuntos Administrati- 
vos relacionados con las solicitudes de venia del 
Poder Ejecutivo, a fin de destituir de sus cargos a: 


- unafuncionaria del Ministerio de Salud Pública - "Ad- 
ministración de los Servicios de Salud del Estado" 
(ASSE). (Plazo constitucional vence el 26 de julio de 
2007). 

Carp. N* 810/07 - Rep. N*459/07 


- ¡unfuncionario del Ministerio de Salud Pública - "Hos- 
pital Pasteur". (Plazo constitucional vence el 10 de 
julio de 2007). 

Carp. N*783/07 - Rep. N*458/07 


- un funcionario del Ministerio de Economía y Finan- 
zas - Dirección General Impositiva. (Plazo constitu- 
cional vence el 2 de agosto de 2007). 

Carp. N* 817/07 - Rep. N* 478/07 


Santiago González Barboni 
Secretario 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Abreu, Alfie, Amaro, 
Antía, Baráibar, Bentancor, Breccia, Cid, Couriel, Da 
Rosa, Dalmás, Gallinal, Heber, Korzeniak, Lapaz, 
Larrañaga, Long, Lorier, Michelini, Moreira, Oliver, 
Penadés, Percovich, Romero, Sanguinetti, Saravia, 
Topolansky y Vaillant. 


FALTAN: conlicencia, los señores Senadores Fernández 
Huidobro, Lara Gilene y Ríos; y con aviso, la señora 
Senadora Castro. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 16 y 20 minutos) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“El Poder Ejecutivo remite mensaje solicitando venia 
para destituir de su cargo a una funcionaria del Ministerio 
de Salud Pública. 

- ALA COMISIÓN DE ASUNTOS ADMINISTRATIVOS. 
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- ycomunica la promulgación de los siguientes pro- 
yectos de ley: 


- porel que se designa “Capitán Manuel Antonio 
Artigas” la Escuela N” 95, Especial para 
Discapacitados Intelectuales, del departamento 
de San José. 


- porelque se aprueba el Acuerdo sobre Exención 
de Traducción de Documentos Administrativos 
para Efectos de Inmigración entre los Estados 
Partes del MERCOSUR. 


- porel quese deroga el Decreto-Ley N* 14.538, de 
25 de junio de 1976, y se designa “Barros Blancos” 
la actual ciudad denominada Capitán Juan Anto- 
nio Artigas, ubicada en la 22* Sección Judicial del 
departamento de Canelones. 


- porel que se autoriza al Banco Central del Uru- 
guay a proceder a la acuñación de monedas de 
diferentes valores. 

- AGREGUENSE A SUS ANTECEDENTES Y 
ARCHIVENSE. 


La Cámara de Representantes remite aprobados los si- 
guientes proyectos de ley: 


- porel que se designa “Maestra María Teresa Macri” 
la Escuela N* 49 de la localidad de Piedra Sola, depar- 
tamento de Paysandú, dependiente del Consejo de 
Educación Primaria, Administración de Educación 
Pública (ANEP). 

- ALA COMISIÓN DE EDUCACION Y CULTURA. 


- porel que se dictan normas para la utilización del 
espectro radioeléctrico y la libertad de expresión a 
través de los medios de radiodifusión comunitarios. 

- ALA COMISIÓN DE POBLACION, DESARROLLO E 

INCLUSION. 


La Cámara de Representantes remite nota comunicando 
laexposición escrita presentada por el señor Representante 
Jaime Mario Trobo, referente a la situación del fútbol en el 
interior. 

- ALA COMISIÓN DE EDUCACION Y CULTURA. 


La Comisión de Constitución y Legislación eleva los 
informes elaborados con relación a la solicitud de desafuero 
del señor Senador de la República Juan Justo Amaro (Artícu- 
lo 114 de la Constitución de la República). 

- REPARTASE. SE ENCUENTRA EN EL ORDEN DEL 
DIA DE LA SESION EXTRAORDINARIA DEL DIA DE MA- 
NANA. 


La Comisión de Educación y Cultura eleva informados 
los siguientes proyectos de ley: 
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- Porelque se designa “Maestro Ruben Lena” la Escue- 
la N* 3 de Villa María Isabel (Isla Patrulla), departa- 
mento de Treinta y Tres, dependiente del Consejo de 
Educación Primaria, Administración Nacional de 
Educación Pública. 


- Por el que se designa “Protector de los Pueblos 
Libres” el Liceo de Chapicuy, departamento de 
Paysandú, dependiente del Consejo de Educación 
Secundaria, Administración Nacional de Educación 
Pública. 


- Porelquese designa “Eduardo Víctor Haedo” el Liceo 
N* 4 de la ciudad de Maldonado, dependiente del 
Consejo Nacional de Educación Secundaria, Admi- 
nistración Nacional de Educación Pública. 


- Porel que se designa “General Aparicio Saravia” el 
Liceo Rural de la Localidad de Masoller, departamen- 
to de Rivera, dependiente del Consejo de Educación 
Secundaria, Administración Nacional de Educación 
Pública. 


La Comisión de Asuntos Internacionales eleva informa- 
da la solicitud de Acuerdo remitida por el Poder Ejecutivo, 
aefectos de acreditar en calidad de Embajador Extraordina- 
rio y Plenipotenciario de la República ante el Gobierno de la 
República Libanesa, al doctor Jorge Luis Jure Arnoletti. 

- HANSIDO REPARTIDOS. ESTAN INCLUIDOS EN EL 
ORDEN DEL DIA DE LA SESION DE HOY. 


La Comisión de Defensa Nacional eleva la solicitud de 
venia del Poder Ejecutivo, a efectos de conferir el ascenso 
al grado de General del Ejército Nacional, por el Sistema de 
Selección, al señor Coronel Neris Mauro Corbo López. 

- REPARTASE E INCLUYASE EN EL ORDEN DEL DIA 
DE LA PROXIMA SESION ORDINARIA. 


La Junta Departamental de Colonia remite nota comuni- 
cando su apoyo al Proyecto de Resolución remitido por su 
similar de Treinta y Tres, tendiente a la instrumentación de 
la enseñanza del lenguaje de señas como materia curricular 
en las escuelas públicas, y a que en todos los organismos 
estatales haya funcionarios capacitados para la atención de 
personas sordas. 


La Junta Departamental de Maldonado remite nota ad- 
juntando iniciativa del señor Edil Javier Sena, referente a la 
implementación por parte del Gobierno Nacional de una 
rebaja en los porcentajes de cobro de alcantarillado domi- 
ciliario. 


La Junta Departamental de Durazno remite copia de las 
palabras vertidas en Sala por los señores Ediles con rela- 
ción al planteamiento efectuado por los señores integrantes 
del CSEU, filial Durazno, y solicita el apoyo de esta Cámara al 
tema de Rendición de Cuentas y Ley de Educación. 

- TENGANSE PRESENTES.” 
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4) INASISTENCIAS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a lo que 
establece el artículo 53 del Reglamento de la Cámara de 
Senadores, dese cuenta de las inasistencias a las anteriores 
convocatorias, en el caso de que existieran. 


(Se da de las siguientes:) 
SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


A la sesión ordinaria del día 6 de junio, faltó con aviso 
el señor Senador Heber. 


En lo que respecta a las inasistencias de los señores 
Senadores a sus respectivas Comisiones, cabe informar 
que: 


- A la sesión de la Comisión de Industria, Energía, 
Comercio, Turismo y Servicios del 6 de junio, faltó con aviso 
el señor Senador Heber. 


- Ala sesión de la Comisión de Asuntos Administrativos 
del mismo día, faltó con aviso el señor Senador Ríos. 


- A la sesión de la Comisión de Vivienda y Ordenamiento 
Territorial del mismo día, faltó con aviso el señor Senador 
Moreira. 


- A la sesión de la Comisión de Educación y Cultura del 
mismo día, faltaron con aviso los señores Senadores Breccia 
y Lorier. 


- A la sesión de la Comisión de Presupuesto del mismo 
día, faltó con aviso, por asistir a otra Comisión, el señor 
Senador Vaillant. 


- A la sesión de la Comisión de Asuntos Internacionales 
del 7 de junio, faltaron con aviso los señores Senadores 
Abreu, Heber y Larrañaga. 


- A la sesión de la Comisión de Ganadería, Agricultura y 
Pesca del mismo día, faltaron con aviso los señores Sena- 
dores Da Rosa y Gallinal. 


- A la sesión de la Comisión de Salud Pública integrada 
con Hacienda del mismo día, faltaron con aviso los señores 
Senadores Heber, Larrañaga y Sempronl. 


- A la sesión de la Comisión de Asuntos Laborales y 
Seguridad Social del mismo día, faltaron con aviso los 
señores Senadores Gallinal y Romero. 


- A la Comisión de Defensa Nacional del mismo día, faltó 
con aviso el señor Senador Moreira. 
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5) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa informa que el señor 
Senador Fernández Huidobro ha presentado un certificado 
médico donde consta que se le recomienda hacer reposo 
durante treinta días, por lo que solicita prórroga de la 
licencia que ya le fuera concedida por este Cuerpo, a partir 
del día 20 de junio y hasta el 4 de julio inclusive. 


Se va a votar si se amplía la licencia concedida. 
(Se vota:) 


-17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


6) DIFERENTES PLANTEAMIENTOS RELACIONA- 
DOS CON NUEVA PALMIRA Y SUS INMEDIACIO- 
NES 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la hora 
previa. 


Tiene la palabra el señor Senador Lapaz. 
SEÑOR LAPAZ.- Muchas gracias, señor Presidente. 


Hoy voy a plantear asuntos de diversa índole pero todos 
de interés para la comunidad y que hacen a consolidar su 
desarrollo. 


En primer lugar, Nueva Palmira tiene hoy el segundo 
puerto del Uruguay. Es la salida al mar hacia todos los 
puertos del mundo de las mercaderías de los países de la 
Cuenca del Plata, de la inmensa mayoría de los granos 
nacionales de exportación. La naturaleza proyectó a Nueva 
Palmira. 


Tres puertos, más otros en proyecto. Doce firmas con 
depósitos de granos o mercaderías en tránsito, más amplia- 
ciones y nuevos depósitos, están “en bandeja de salida” 
para un futuro cercano. La producción nacional de granos 
y la que baja por la Hidrovía, de países como Paraguay y 
Bolivia, han colapsado las capacidades de almacenaje. 


Una ciudad que creció en el comercio mercantil, pero 
quedó en el ayer en infraestructura y servicios. 


La mayoría de los operadores portuarios y los vecinos 
Opinan que tienen el principal puerto granelero del país y el 
segundo nacional, pero la ciudad como tal se quedó en el 
tiempo. El gran reclamo es que la ciudad no siga colapsada 
en capacidad de depósitos de granos, en falta de puertos, 
de rutas y servicios apropiados. 


A fines de 2004 comenzaron los trabajos de reconstruc- 
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ción de la mitad del tramo de la Ruta 21, entre Nueva Palmira 
y Dolores en una primera etapa, por parte del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas a través de la empresa Alvaro 
Palenga. 


Las tareas durarían 18 meses pero, señor Presidente, han 
pasado 30 meses, un año más, y las mismas están muy lejos 
de finalizar, restando aún entre seis y nueve meses más de 
trabajo, y para peor se paralizaron, sí escucharon bien, 
están detenidas y con la incertidumbre de no conocerse 
fecha de reanudación. 


La empresa a comienzos de este mes retiró parte de las 
maquinarias, y no todas, porque los obreros ocuparon el 
obrador y no permitieron que se las llevaran. 


La firma aduce falta de pagos del Gobierno Nacional que 
no le permite hacer frente a los gastos que origina la obra, 
entre ellos los salarios del personal que reclama incumpli- 
miento de la empresa Palenga. 


Lo cierto es que existe una enorme preocupación en la 
región por este hecho. 


A su vez el estado del pavimento de balasto es lamenta- 
ble. Dos puentes fueron derribados y por ahora se pasa por 
el costado, pero cuando se produzcan lluvias superiores a 
50 milímetros, se desbordarán los arroyos, desaparecerán 
los improvisados puentecitos y la Ruta 21 quedará cortada. 


Esta situación ocasiona graves perjuicios para los pro- 
ductores, los camioneros, los vecinos, los estudiantes, los 
docentes, el transporte de pasajeros, etcétera, en una Ruta 
21 que tiene cada vez más tránsito entre Dolores y Nueva 
Palmira. 


Urge que el Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
encuentre pronto las soluciones para reanudar la ejecución 
de los trabajos que ya estaban atrasados, y hoy detenidos 
por las circunstancias que les he relatado, esperando que 
pronto culmine este calvario. 


(Ocupa la Presidencia la doctora Mónica Xavier) 


- A su vez la gente de la región también reclama por la 
reconstrucción total de la Ruta 21, entre Nueva Palmira y 
Dolores, la reconstrucción de la Ruta 12, la construcción de 
nuevos accesos evitando el pasaje de camiones por las 
plantas urbanas de Dolores y Nueva Palmira, la reconstruc- 
ción del puente del Sauce, el primero de hormigón del país, 
que cumple cien años en diciembre. 


En Nueva Palmira impulsan la construcción de una nue- 
va playa de estacionamiento para camiones y terminación 
de la actual, instalación de una estación de combustible 
fuera de la ciudad, y otros servicios incluidos los de prime- 
ros auxilios, en las proximidades del área portuaria. También 
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ampliación urgente del muelle oficial y preparar una sala de 
emergencia hospitalaria para cubriremergencias de magni- 
tud. 


Haciéndome eco de los reclamos de productores agríco- 
la-ganaderos, industriales, prestadores de servicios, ope- 
radores portuarios y vecinos, pido que en bien de la región 
suroeste del país y de esta ciudad puerto en particular sean 
atendidas estas necesidades prontamente. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sea 
enviada a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, a los 
Ministerios de Transporte y Obras Públicas, de Economía 
y Finanzas y de Salud Pública, a la Dirección Nacional de 
Vialidad, ala Administración Nacional de Puertos, a ANCAP 
y alas Intendencias Municipales y Juntas Departamentales 
de Colonia y Soriano. 


7) DESABASTECIMIENTO DE SUPERGAS EN MON- 
TEVIDEO 


SEÑORA PRESIDENTA (Dra. Mónica Xavier).- Para re- 
ferirse a otro tema, continúa en el uso de la palabra el señor 
Senador Lapaz. 


SEÑOR LAPAZ.- Segundo punto. Preocupado por el 
tema, me voy a permitir leer un editorial del diario “El 
Telégrafo” de Paysandú, cuyo contenido compartimos to- 
talmente. 


Este fin de semana el aumento de la demanda por las 
bajas temperaturas y el retraso de un barco agotaron el 
stock de supergás en Montevideo, generando una crisis de 
abastecimiento. 


Las empresas de distribución indicaron que en mayo los 
pedidos crecieron entre un 20% y un 40%, lo que es normal 
si se considera que la demanda de supergás tiene directa 
relación con las necesidades de calefacción en nuestro 
país. Como es de suponer que crezca la demanda en estos 
meses, es habitual que ANCAP refuerce la producción de la 
refinería de La Teja, pero este año no fue posible porque 
está cerrada, en etapa de mantenimiento desde el 16 de abril. 


El Director de ANCAP, Germán Riet, argumentó que el 
mantenimiento de la refinería era necesario, ya que debe 
realizarse cada dos años y hacía cuatro que no se cumplía, 
por lo que se procurará el arribo de otros cargamentos de 
gas de Petrobrás Argentina para evitar nuevos 
desabastecimientos. 


La repercusión se sintió en Montevideo, ya que en el 
interior los distribuidores -considerando las habituales 
demoras por traslados y distancia- cuentan con un stock 
propio en cada departamento. 


Que las garrafas en los domicilios estén un día sin 
reponerse no es la peor catástrofe en nuestro país, porque 
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con un poco más de abrigo o una estufa eléctrica se resiste. 
Sin embargo, lo que resulta triste es la confirmación de que 
la previsión no es una de nuestras características como 
país. Cuando las cosas funcionan, no es mérito de nadie 
sino sencillamente arte de la casualidad, y cuando hay una 
contingencia -aunque sea pequeña- primero sufrimos las 
consecuencias y después la “emparchamos” hasta que 
dure, y la famosa frase “lo atamos con alambre” de la canción 
de Ignacio Copani parece tener cada vez mayor actualidad. 


¿Por qué sabiendo que la refinería no está operativa se 
demora la solicitud del cargamento? Estas son preguntas 
obvias que surgen al presentarse esta situación, pero resta 
conocer el impacto que, en los costos para ANCAP y en los 
servicios básicos para muchos uruguayos, éstas maniobras 
implican. 


Solicito que la versión taquigráfica de estas palabras sea 
enviada a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, Minis- 
terios de Industria, Energía y Minería, y de Economía y 
Finanzas, a ANCAP, al diario “El Telégrafo” y ala Organ1- 
zación de Prensa del Interior. 


S) VACUNA PARA PREVENIR EL CANCER DE UTERO 


SEÑORA PRESIDENTA (Dra. Mónica Xavier).- Para re- 
ferirse a otro tema, continúa en el uso de la palabra el señor 
Senador Lapaz. 


SEÑOR LAPAZ.- Tercer punto. La vacuna que protege 
a las mujeres del cáncer de útero, de amplia difusión en el 
mundo, se utiliza en Argentina, Brasil, Europa y Estados 
Unidos, evitando -con un porcentaje del 100%- este terrible 
mal que mata a casi 150 mujeres por año en Uruguay. 


El Ministerio de Salud Pública ha argumentado que está 
estudiando su efectividad en los uruguayos, como si “uru- 
guayo” fuera una etnia o un grupo humano específico. 


El otro argumento es que debe analizarse el costo. 


En nuestro país, desde siempre, la vacunación es gratis 
-de polio, tétano, difteria, varicela o gripe-; sin embargo el 
Ministerio dice que está estudiando el tema. No puede 
argumentar razones de quién es el proveedor, porque la 
vacuna la compra la Organización Mundial de la Salud y 
luego la distribuye a los Estados. 


Estamos hablando de tres dosis por año a quince mil 
niñas que no hayan tenido relaciones sexuales, a un costo 
por persona de US$ 360, o sea, US$ 5:400.000 por año. Este 
es el asunto. Con ello 150 mujeres por año dejarán de morir 
por cáncer de útero, y dejarán el penoso vía crucis de la 
radioterapia. 


Es hora de que las autoridades asuman la responsabili- 


12 de junio de 2007 


dad, porque la actitud del Gobierno solo afecta a los pobres, 
porque los que tienen recursos van al exterior un fin de 
semana con sus hijas y las vacunan. 


Solicito que la versión taquigráfica de estas palabras sea 
enviada a la Presidencia de la República, a la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, a los Ministerios de Salud 
Pública, de Educación y Cultura, de Desarrollo Social y de 
Economía y Finanzas, a la Organización Mundial de la Salud 
y al Instituto Nacional de la Mujer. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA (Dra. Mónica Xavier).- Se vana 
votar los trámites solicitados por el señor Senador con 
relación a sus tres intervenciones. 


(Se vota:) 


- 17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


9) ROSA LUNA. HOMENAJE A SU MEMORIA A REA- 
LIZARSE EL 12DE JULIO 


SEÑORA PRESIDENTA (Dra. Mónica Xavier).- Conti- 
nuando con la hora previa, tiene la palabra el señor Senador 
Long. 


SEÑOR LONG.- Señor Presidente: en este mes se cum- 
plen años del nacimiento -el 20 de junio- y de la muerte -el 
13 de junio- de una gran mujer uruguaya, que debe ser 
recordada por muchas razones: me refiero a Rosa Luna. 


En el caso de su cumpleaños, si hoy nos estuviera 
acompañando físicamente, estaríamos celebrando sus se- 
tenta años. Ello nos hace pensar que en aquel aciago 1993, 
cuando partió a tierras lejanas, tenía solamente 55 años. 
¡Qué temprano se nos fue esta gran mujer! 


Evocar a Rosa Luna es evocar el conventillo del “Medio 
Mundo” -“el caserón de chocolate” como lo definiera Car- 
los Páez Vilaró-, donde naciera y mamara el sabor del 
candombe, entre otros, de su padre Alberto “Fino” Carballo; 
ese templo de la cultura popular que, como tantas otras 
cosas, arrasó la dictadura. 


Sus inicios como vedette se desarrollan allá por los años 
cincuenta, en las épocas en que “la diosa Gularte plumereaba 
su reinado”, como bien dicen los versos de mi coterráneo 
“El Sabalero”. 


No era fácil destacarse cuando Martha Gularte era el 
referente a alcanzar. En su libro “Sin tanga y sin tongo” - 
título más que ocurrente-, Rosa Luna refleja muy bien este 
particular momento: “Es interesante separar colegas de 
rivales. Colegas tuve y tengo un millón. Rival, una sola: 
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Martha Gularte”. Por ello, cuando alcanza su apogeo e 
instala su reinado, lo que ocurre por los años sesenta, no 
solamente es un triunfo de su arte y de la estética voluptuo- 
sa de su cuerpo, sino también la consagración del arte de 
raíces negras en el Uruguay, su definitiva integración como 
nuestro arte, como nuestras raíces, es decir, de todos los 
uruguayos. A partir de ese momento, muchos artistas le 
tributan su homenaje, entre otros, Carlos Páez Vilaró, Horacio 
Guaraní, Washington “Canario” Luna y José Carbajal, “El 
Sabalero”. 


Esto es una victoria sobre la discriminación y sobre los 
guetos para una raza, en un país como el nuestro, que tiene 
tantas cosas maravillosas pero que a veces exhibe también 
una maravillosa hipocresía y un doble discurso que no 
reconoce inhibiciones, el cual se ha manifestado en esa 
orgullosa afirmación de que nadie es más que nadie, que a 
veces -más de las que debería- se estrella contra la realidad. 


Por esta razón, homenajear a Rosa Luna, tal como lo estamos 
haciendo en la tarde de hoy, es también una forma de 
expresar nuestro compromiso con las minorías postergadas 
de nuestro pueblo y nuestra solidaridad con aquellos que 
sufren discriminación por causa de su raza o de su religión 
y con aquellos de quienes ni siquiera reconocemos su 
existencia, como acontece con los descendientes de nues- 
tros indígenas o con quienes discriminamos por tener 
alguna discapacidad. 


No podríamos finalizar esta breve semblanza de esta 
gran mujer, que supo lucir su arte con “Morenada”, “Sere- 
nata Africana”, “Marabunta” y “Palán Palán”, sin mencio- 
nar dos de sus amores: uno de ellos es el fútbol, y dentro de 
este deporte, su querido Nacional, que acompañó desde la 
Amsterdam, con sol y con lluvia, para deleite de sus hin- 
chas, entre los que me encontraba; y el otro, Wilson, 
nuestro gran caudillo, del que dijo: “Yo creo que a los 
elegidos como Wilson que actúan buscando el bien de la 
sociedad, sólo un Dios puede juzgarlo. Y cualquiera sea el 
fallo, no dudo que la historia lo mantendrá en su total 
dimensión”. 


Su fallecimiento se produce un 13 de junio -por lo que 
mañana se cumplirán catorce años- en Toronto, Canadá, 
donde se encontraba de gira. Cuando su cuerpo fue traído 
a Montevideo, el recibimiento popular fue inolvidable. 


El 12 de julio vamos a realizar un homenaje a Rosa Luna 
en una de las Salas de este emblemático Palacio Legislativo 
y confiamos que otros Legisladores y numerosos urugua- 
yos, en general, nos estarán acompañando. Esto es inspi- 
rador para los uruguayos que queremos construir una so- 
ciedad mejor y además para nosotros es un placer seguir 
evocando “la danza de Rosa Luna en el antiguo empedra- 
do”. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sea 
enviada a Mundo Afro, a Cuareim 1080, a DAEPCU, a la 
Asociación Cultural Tangó, a Serpentina, al Ministerio de 
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Educación y Cultura, a las Juntas Departamentales de todo 
el país y, por supuesto, a su familia. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA (Dra. Mónica Xavier).- Se vaa 
votar el trámite solicitado por el señor Senador. 


(Se vota:) 


- 17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


10) IMPUESTO AL USO DE ARMAMENTOS 


SEÑORA PRESIDENTA (Dra. Mónica Xavier).- Conti- 
nuando con la hora previa tiene la palabra el señor Senador 
Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señora Presidenta: me propongo 
desarrollar en diez minutos el esbozo de una utopía que, con 
otras características pero con la misma esencia, habíamos 
presentado en alguna Legislatura anterior. 


Se basa en lo que se conoció en el mundo -sobre todo en 
el de la economía y, quizás, en el de la filosofía- como la Tasa 
Tobin, aquella especie de impuesto mínimo que gravaría 
todos los movimientos financieros predominantemente es- 
peculativos con el cual, en los cálculos que este genial 
hombre hacía, se eliminaba prácticamente la pobreza de 
todos los niños del mundo. 


Recuerdo que en varios países se formó un movimiento 
de apoyo; en el Uruguay existe y tiene, sin duda, como 
finalidad ir contra la pobreza, estar a favor de la paz e 
impregnado de un gran universalismo. Dicho movimiento 
tuvo alguna vinculación -como ocurre en nuestro país- con 
la época en que se difundió una gran idea -¡que vaya a saber 
por qué razones ha sido totalmente abandonada!- que con- 
sistía en establecer el esperanto como idioma universal que 
contribuyera a unir a todos los pueblos del mundo y a hacer 
ver al ser humano que pertenece a una especie y que toda 
la humanidad sería una integración más que regional, es 
decir, la más importante de todas, siendo, finalmente, el país 
la humanidad. 


Me consta que en determinados momentos, con todos 
los problemas domésticos y cotidianos que tenemos, puede 
pensarse que plantear cuestiones de esta naturaleza no deja 
de ser una utopía, pero es saludable que de vez en cuando 
lo hagamos. Personalmente -por razones ideológicas y al- 
gunas otras que quizás tienen que ver con mi propia biolo- 
gía-, tengo esas etapas de pensamientos universalistas que 
me atrapan y me incitan a decir lo que estoy expresando. Con 
una osadía intelectual que reconozco -podríamos decir, casi 
un atrevimiento intelectual-, diría que, inspirado en esas 
ideas del genial Tobin, mi propuesta de hoy es distinta. 
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Llevando el tema al idioma cotidiano del Derecho Finan- 
ciero, diría que habría que hacer una variación en el mundo 
actual del hecho imponible del que hablaba Tobin, que eran 
los movimientos especulativos financieros en el mundo, el 
cero y pico por mil que él ponía como impuesto sobre esos 
movimientos. Teniendo en cuenta en la actualidad la cantidad 
de billones de dólares que en los últimos diez años se han 
gastado en armamentos -me refiero a billones tanto en el 
sentido en que lo usan los norteamericanos, que son los mil 
millones, como los millones de millones, que es como lo enten- 
demos nosotros-, ese impuesto estaría concebido -para que la 
utopía sea tal- en un 2 por mil sobre lo que se gasta en la 
producción y venta de armamentos, pero propondría que 
fuera de un 4 por mil de lo que se gasta en el uso de armamen- 
tos. Estoy pensando en hacer todos los esfuerzos posibles 
para que el Uruguay plantee esta propuesta en todos los 
ámbitos internacionales donde actúa. El sujeto pasivo de esto 
-bajando al lenguaje cotidiano del Derecho Financiero- serían 
todos los países del planeta, sin excepciones, es decir, los 
ricos, los pobres, los pacifistas y los guerreristas. 


Reitero que el armamento sería el hecho imponible. Des- 
de luego, esta idea central es una ilusión, pero basta realizar 
dos o tres operaciones -que hasta yo podría hacer, porque 
no son difíciles- para darse cuenta de que si eso se pudiera 
establecer en un planeta civilizado, la pobreza en el mundo 
prácticamente desaparecería, sobre todo para los niños, lo 
que significaría que dentro de unos años no existiría. 


En una publicación muy completa del Instituto Interna- 
cional para la Investigación sobre la Paz se divulgaron hace 
poco algunas cifras de lo que cada país gasta en armamento, 
ya sea en su producción, compra, fabricación o uso. Por 
ejemplo, en el año 2006, el 46% de los armamentos los gastó, 
los usó y los fabricó Estados Unidos, al que siguen, en 
porcentajes mucho menores, Gran Bretaña, Francia, Alema- 
nia, Rusia, China y Japón. 


Es verdad que en una primera impresión la idea aparece 
como una utopía tan irrealizable que cae descolgada en una 
sesión del Senado uruguayo; pero cuando alguien planteó 
la idea del voto universal -que se llevó acabo en países muy 
pequeños de Europa- por primera vez en un pueblito de 
Alemania -según mis modestas investigaciones-, era algo 
impensable y la famosa democracia ateniense de la Edad 
Media que siempre se citaba era un ejemplo democrático a 
pesar de que tenía un 20% de ciudadanos y un 80% de 
esclavos. Sin embargo, se sigue hablando de la democracia 
ateniense y hoy en día constituye una utopía que se ha 
hecho realidad. 


También la clasificación de las formas de gobierno que 
hizo Aristóteles en el siglo IV antes de Cristo, distinguien- 
do entre gobiernos puros e impuros según los gobernantes 
actuaran en interés propio o del pueblo, constituía una 
utopía para esa época. Era algo totalmente impensable en 
ese momento; sin embargo, actualmente está más vigente 
que nunca. De modo que hay muchas utopías que se han 
alcanzado. 
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El Uruguay, por mil razones que no tengo tiempo de 
explicar pero que me gustaría contarles algún día, está en 
condiciones de que no lo miren con sonrisas irónicas cuan- 
do realice este planteo en todos los ámbitos en que sea 
necesario si lo hace con claridad y con crudeza, dada la 
cantidad de blasones que tiene en materia de cumplimiento 
del Derecho Internacional. Me refiero, por ejemplo, a las 
Naciones Unidas, sobre todo en el Consejo Económico y 
Social, en las Comisiones de Derechos Humanos, en la 
Asamblea General y en cualquier organismo universal o 
regional en el que no haya derecho de veto, porque este 
sería un síntoma de que no tenemos la posibilidad de veto 
en los organismos internacionales. Por ejemplo, en el Con- 
sejo de Seguridad de las Naciones Unidas todos se reirían 
si alguien planteara algo así. A lo mejor muchos se ríen 
ahora también al plantearlo en este ámbito; personalmente, 
no merío. 


Voy a solicitar que la versión taquigráfica de estas 
palabras sea remitida a la Cancillería y al Consejo de Minis- 
tros, ofreciendo aportar algunas ideas para que el planteo 
se concrete por Uruguay a todos los niveles internaciona- 
les que sea posible. Se trata de un tema que, por razones 
comprensibles de pertenencia partidaria, he conversado 
hace muchos años con el señor Canciller y también con el 
señor Presidente de la República, de manera que no les va 
a sorprender que les lleguen estas palabras. Seguramente 
me pedirán que concrete de inmediato alguna propuesta 
estableciendo cuál sería el órgano encargado del control de 
la recaudación y de la distribución del impuesto, cuáles los 
criterios para dicha distribución y qué pasaría si dos o tres 
potencias dijeran que, se resuelva lo que se resuelva, no 
van a hacer caso. 


Termino con la siguiente reflexión: ¡qué puede represen- 
tar para los países que gastan tanto en armamento un 2 por 
mil sobre los gastos y cuántos beneficios aparejaría para la 
humanidad! 


Solicito nuevamente que la versión taquigráfica de estas 
palabras sea enviada al Consejo de Ministros y a la Canci- 
llería del Uruguay. 


SEÑORA PRESIDENTA (Dra. Mónica Xavier).- Se vaa 
votar el trámite solicitado. 


(Se vota:) 


-15en 16. Afirmativa. 


11) MALA CALIDAD DEL GASOIL. REPERCUSIONES 
EN MOTORES CON SISTEMA HDI 


SEÑORA PRESIDENTA (Dra. Mónica Xavier).- Conti- 
nuando con la hora previa, tiene la palabra el señor Senador 
Penadés. 
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SEÑOR PENADES..- Señora Presidenta: en la tarde de 
hoy queremos referirnos a una situación que se viene dando 
con relación a los vehículos con motor a gasoil que tienen 
el sistema HDI. 


Como consecuencia de la pésima calidad del gasoil que 
produce actualmente ANCAP, estos vehículos están te- 
niendo serios problemas que realmente le ocasionan perjui- 
cios en su funcionamiento y que lleva a que, a la mitad de 
los kilómetros en que estaba previsto, deban hacer mante- 
nimiento y correcciones, producto del deterioro que produ- 
ce el exceso de azufre del combustible que está refinando 
ANCAP hoy en día. 


El perjuicio económico que se está ocasionando a miles 
de compatriotas que invirtieron no poco dinero en la compra 
de su vehículo es impresionante. Varias marcas han anun- 
ciado ya que han dejado de importar y que no pondrán más 
ala venta en el mercado nacional vehículos con este sistema 
de motor, debido a que no quieren hacerse responsables de 
los daños que la pésima calidad del gasoil uruguayo les 
ocasiona. Sin embargo, el daño no repercute solamente en 
el motor, señora Presidenta, sino también en el bolsillo de 
los ciudadanos que invirtieron sus recursos en comprar 
estos vehículos y que hoy se ven tremendamente perjudi- 
cados. 


Repito que estos vehículos fueron pensados para recibir 
los primeros mantenimientos de alto nivel cuando han reco- 
rrido más de 300.000 kilómetros, pero en muchos de ellos ha 
debido abrirse el motor a los 150.000 kilómetros o menos. 
¿Quién paga dicho perjuicio? El pobre ciudadano que tuvo 
la mala idea de hacer una inversión no menor en dólares con 
una enorme presión tributaria para comprar estos vehícu- 
los. 


La pregunta que uno se plantea es quién defiende a 
estos ciudadanos. ¿Quién hace que la inversión en algo que 
se ha deteriorado, se les resarza de alguna manera, que la 
puedan recuperar o, en todo caso, que el vehículo pueda 
seguir manteniendo su valor? Estos ciudadanos hoy se ven 
perjudicados por algo que no ha sido responsabilidad de 
ellos, que es el refinamiento de un pésimo combustible. 


Creo que este tipo de situaciones que afecta a no pocas 
personas sino a miles de uruguayos, deberían ser conside- 
radas por el Gobierno con mucha atención. Asimismo, pen- 
samos que instituciones como la Liga de Defensa Comercial 
O las que defienden al consumidor, deberían tomar cartas en 
el asunto exigiendo la inmediata atención de la Administra- 
ción Nacional de Combustibles, Alcohol y Pórtland en el 
sentido de mejorar de inmediato la calidad del gasoil que 
produce o de pensar en la importación de gasoil refinado, 
que en la región se produce con mejores estándares de 
calidad. Tomando estas medidas se dejaría de perjudicar a 
tantos orientales que hoy, lamentablemente, se ven afecta- 
dos por una razón absolutamente exógena a sus responsa- 
bilidades. 
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En razón de lo expuesto, señora Presidenta, solicito que 
la versión taquigráfica de mis palabras pase al Ministerio de 
Economía y Finanzas, a ASCOMA, a la Liga de Defensa 
Comercial, a la Liga Uruguaya de Defensa del Consumidor 
y ala Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y 
Pórtland. 


SEÑORA PRESIDENTA (Dra. Mónica Xavier).- Se vaa 
votar el trámite solicitado. 


(Se vota:) 


- 18en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


12) TRABAJO INFANTIL 


SEÑORA PRESIDENTA (Dra. Mónica Xavier).- Conti- 
nuando con la hora previa, tiene la palabra la señora Sena- 
dora Percovich. 


SEÑORA PERCOVICH.- Señora Presidenta: no quería 
que pasara este 12 de junio, día en que reflexionamos 
internacionalmente sobre el trabajo infantil, sin referirme al 
tema, ya que los Legisladores y las Legisladoras todavía 
tenemos una deuda de adecuación de estos capítulos en el 
Código de la Niñez y la Adolescencia. 


En un país donde lamentablemente hay demasiados 
niños y adolescentes que más que trabajar diría que desa- 
rrollan estrategias de sobrevivencia, creo que las autorida- 
des que cumplen un rol rector con relación a las obligacio- 
nes para con esos niños, cuyo principal derecho es no tener 
que abandonar el sistema educativo y sí poder completarlo 
y, por supuesto, también poder jugar y crecer con la mayor 
cantidad de posibilidades, tienen una responsabilidad es- 
pecialmente importante al respecto. 


En el actual Código se deben introducir algunas modifi- 
caciones -más allá de que el capítulo es bastante completo- 
con relación a las tareas y condiciones nocivas de trabajo. 
En ese sentido, pienso que debemos incorporar algo que no 
quedó aprobado en ocasión de la sanción del Código en el 
año 2004, y tiene relación con que no es sólo el Instituto del 
Niño y Adolescente del Uruguay el que debe definir el 
listado de tareas que podrían no ser nocivas en caso de que 
las cumplieran, sobre todo, adolescentes; habría que intro- 
ducir, además, al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
porque es bueno que el organismo encargado de esta res- 
ponsabilidad tenga una mirada específica sobre la niñez y 
la adolescencia, ya que los inspectores deben ser capacita- 
dos en esta área. Es de señalar que a lo largo de estos años 
los Legisladores y las Legisladoras hemos recibido denun- 
cias de algunas infracciones con relación a que los niños 
cumplan, a veces con sus familias, algunas tareas que 
ciertamente no son para su edad. 


Otro elemento que nos parece que también debemos 
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debatir -son todos temas muy discutibles, pero para eso 
estamos los Legisladores- es la posibilidad de la habilita- 
ción del trabajo artístico y deportivo. La tendencia de 
discusión del comité específico que existe en el Uruguay - 
que se ha reunido sistemáticamente durante años al respec- 
to y que integran el INAU, el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social y organizaciones no gubernamentales que 
trabajan en los temas de la niñez y la adolescencia- es la 
prohibición de ese trabajo. Sin embargo, hay un reclamo real 
a nivel cultural, como por ejemplo la participación, sobre 
todo de los adolescentes en la época de Carnaval, en 
algunas actividades que requerirían, por lo menos, un con- 
trol del INAU y del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, así como la existencia de normas claras al respecto. 
Nos parece que allí, en general, hay una atención de distin- 
tos organismos del Estado que debería estar mejor regla- 
mentada que en el actual Código. 


Por último, pensamos que también habría que modificar 
y afinar el artículo 167 del actual Código, que tiene que ver 
con el carné que tendrían los niños y adolescentes habili- 
tados para poder cumplir alguna tarea. Nos parece que allí 
habría que profundizar un poco los pasos que correspon- 
den al INAU y las formas en que debería entregarse ese 
carné, cómo debe renovarse, así como los plazos y las 
condiciones específicas a exigir para el examen médico. 
Creemos que este es todo un tema de cambio de cultura, 
específicamente en los ámbitos de la salud, y que, muchas 
veces, da lugar a malas interpretaciones del sistema médico, 
así como con relación a la posibilidad de la habilitación 
correspondiente. Muchas veces hemos recibido denuncias 
de adolescentes que al ir a buscar ese apoyo desde los 
organismos del Estado vinculados a la salud, si no concu- 
rren acompañados por un mayor, no pueden retirar la habi- 
litación médica correspondiente. Consideramos que la pro- 
tección de la salud y el seguimiento de ese adolescente es 
una responsabilidad que no podemos rehuir de ninguna 
manera y, además, es algo que está habilitado por los 
primeros artículos del Código de la Niñez y la Adolescencia 
que, justamente, recoge los derechos y obligaciones que 
tienen los niños, las familias, la comunidad y el Estado a ese 
respecto. 


Por lo expuesto, solicitamos que la versión taquigráfica 
de nuestras palabras pase -que es un adelanto de la discu- 
sión que deberemos tener, entre otros, en este ámbito 
legislativo- al Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay 
y al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, que son dos 
de los organismos implicados en este tema. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA (Dra. Mónica Xavier).- Se vaa 
votar el trámite solicitado por la señora Senadora Percovich. 


(Se vota:) 


-15en 17. Afirmativa. 
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13) DESEMPEÑO DEL CONTINGENTE URUGUAYO EN 
HAITI 


SEÑORA PRESIDENTA (Dra. Mónica Xavier).- El Sena- 
do ingresa al Orden del Día con la consideración del asunto 
que figura en primer término: “Exposición del señor Presi- 
dente del Senado, por el término de 20 minutos, relacionada 
con la República de Haití y el desempeño del contingente de 
las Fuerzas Armadas Uruguayas en dicho país, en el marco 
de la Misión de Estabilización y Paz de las Naciones Unidas 
(Carp. N* 841/07)”. 


Tiene la palabra el señor Presidente del Senado. 


SEÑOR NIN NOVOA.- La verdad es que este viaje a Haití 
que realizamos en el mes de mayo, autorizados por este 
Cuerpo, me ha motivado para compartir con los señores 
Senadores las experiencias vividas durante cinco días en 
ese país. 


Naturalmente, como dice el título de la presentación, el 
motivo fundamental de este viaje fue acompañar a los 
soldados de nuestras Fuerzas Armadas que se están desem- 
peñando en el marco de la Misión de Estabilización de las 
Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH). Lo hicimos acom- 
pañados por el señor Comandante en Jefe del Ejército, 
Teniente General Jorge Rosales, que por cierto nos honró 
con su compañía durante toda la misión. Asimismo, quiero 
destacar que fui acompañado por el Embajador del Uruguay 
ante la República Dominicana, que es Embajador concurren- 
te en la República de Haití, señor Duncan Croce. 


No quiero ofender la inteligencia ni el conocimiento de 
los señores Senadores, pero me parece imprescindible ha- 
cer una brevísima referencia geofísica sobre la República de 
Haití para ubicarnos con algunos datos, porque la sola 
mención de los números puede causar alguna impresión. 


Haití tiene una superficie aproximada de 25.000 kilóme- 
tros cuadrados, similar a la de los departamentos de Cerro 
Largo y Paysandú juntos. Ambos departamentos del Uru- 
guay tienen, sumados, unos 220.000 ó 230.000 habitantes 
aproximadamente, mientras que en Haití, en esa misma su- 
perficie, viven unos 8:500.000 de personas, de las cuales el 
95% son negros y el 5% restante mulatos. Sin lugar a dudas, 
componen una de las sociedades más pobres del hemisferio 
occidental y, también, del mundo, con una renta per cápita 
de U$S 510 por año, lo que habla claramente de las necesi- 
dades y de las vicisitudes a las cuales está sometido ese 
pueblo. 


La llegada a Puerto Príncipe, su capital, con 2:000.000 de 
habitantes, resulta altamente impactante. Da la sensación 
de que la gente vive en la calle, come en la calle, se asea en 
la calle y cocina en la calle; creo que solamente entra a sus 
casas para dormir, en la noche. Es un gran mercado perma- 
nente donde todo se intercambia en la acera pública. Allí se 
hace el pan, se cocina, se vende la mandioca y el carbón, que 
es el sistema de cocción de más del 90% de los haitianos. 
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Hace unos días, estuve leyendo el libro “Una verdad 
inconveniente”, de Al Gore -lo recomiendo y tuve el honor 
de presentarlo en el Uruguay-, que tiene una muestra foto- 
gráfica formidable. Trae una foto -lo pude comprobar direc- 
tamente- de la línea divisoria entre Haití y la República 
Dominicana: cuando uno la traspasa, ve claramente el mo- 
mento en que deja un país e ingresa al otro, por el desarrollo 
de la vegetación de la República Dominicana en contraste 
con la realidad de Haití. Cuando uno recorre sus calles y ve, 
básicamente en Puerto Príncipe, cómo las mujeres haitianas 
salen todos los días con una chismosa a comprar uno o dos 
kilos de carbón vegetal, entiende el drama de la 
deforestación. No tienen otro sistema de cocción más que 
el de quemar carbón en una especie de parrillero donde 
hacen sus comidas diarias. 


Sólo el 4% de los haitianos tiene una canilla que les 
habilita a tomar agua potable; el resto tiene que procurár- 
sela a través de algunas canillas públicas y, básicamente, de 
las lluvias. Es muy común ver a la gente bañándose en las 
veredas, en donde desaguan las canaletas en los días de 
lluvia. Prácticamente no existen calles asfaltadas, ni mucho 
menos carreteras; todas las calles son de piedra, de tierra, 
de tosca, de balasto. También hay un problema muy grande 
con la luz, puesto que no hay energía eléctrica, cosa que se 
repite en República Dominicana, en donde los apagones 
duran cuatro, cinco, seis, siete u ocho horas, por lo que la 
mayoría de las casas tiene -obviamente, eso no sucede en 
Haití porque el nivel de ingresos no lo permite- sus propios 
equipos generadores. 


Digo que la historia de Haití es una historia por el poder 
entre negros y mulatos. Haití, ubicado entre Cuba y Puerto 
Rico, que ocupa el tercio oeste de la isla La Española -que, 
como todos sabemos, fue a la que arribó Colón en 1492-, 
mientras que el resto pertenece a la República Dominicana, 
fue un centro muy importante de tráfico de esclavos. De 
manera que eso explica esta población, esta raza, esta etnia 
de 95% de negros en este país. 


Esta lucha entre negros y mulatos también deviene de 
una lucha por la emancipación, por la liberación y por la 
abolición de la esclavitud. Haití fue uno de los primeros 
países -si no el primero- que proclamó su independencia, 
como recordábamos hoy, en otro ámbito, con el ex Presi- 
dente Sanguinetti. En 1791, el héroe nacional, un negro 
llamado Toussaint L”Ouverture, fue el que por medio de una 
revuelta de los negros abolió la esclavitud, impulsado na- 
turalmente por las tendencias y las ideas liberales de la 
Revolución Francesa, que proclamaban ya la libertad, la 
igualdad y la fraternidad. Pero una vez que los franceses 
supieron que L*Ouverture quería implantar en Haití una 
república negra, inmediatamente, en 1802, lo hicieron pri- 
sionero, muriendo en cautiverio en el año 1803. Lo sucede 
el señor Jean-Jacques Dessalines, que expulsa alos france- 
ses en 1804, proclama la independencia de toda la isla La 
Española -quedando toda ella con el nombre Haití- y se 
convierte en el emperador Jacques I, siendo asesinado en 
1806. 
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En 1843, el este hizo una secesión definitiva y pasó a ser 
República de Santo Domingo, hoy República Dominicana, 
y el oeste pasó a ser Haití. En 1844, Faustine Soulouque 
impulsó una revolución agraria llamada “de los piquets”, se 
proclamó emperador Faustine I y lanzó una severa represión 
contra los mulatos, reinando despiadada y brutalmente 
durante diez años. Fue destronado en 1859 por un mulato, 
Nicolás Geffrard, que restauró la república y gobernó hasta 
1867. 


Hasta 1910 el país fue gobernado exclusivamente por los 
mulatos y tuvo un período de relativa prosperidad y desa- 
rrollo. Fue entonces que los Estados Unidos empezaron a 
interesarse en esta prometedora isla y terminaron ocupán- 
dola militarmente en 1915, permaneciendo en ella durante 
casi veinte años, hasta 1934. Bajo la ocupación norteame- 
ricana se sucedieron, como los señores Senadores pueden 
imaginar, innumerables revueltas sociales que propiciaron 
la llegada al poder del ejército. Diversas juntas militares se 
fueron sucediendo en el poder hasta que, en 1957, llegó el 
más conocido de todos los presidentes y tiranos de Haití: 
Francois Duvalier, llamado “Papa Doc”. Apoyado en una 
milicia paramilitar denominada “Voluntarios de la Seguri- 
dad Nacional”, conocidos como “tonton-macoutes”, sem- 
bró el temor y sofocó cualquier clase de resistencia. Francois 
Duvalier fue electo Presidente, pero en 1961 disolvió el 
Parlamento, en 1964 se declaró Presidente vitalicio y, con 
los “tonton-macoutes”, impulsó una campaña sangrienta 
contra los opositores. En el año 1967 se realizaron en Haití 
dos mil fusilamientos, es decir, casi siete por día. 


En enero de 1971, la Asamblea Nacional enmendó la 
Constitución para permitir a Duvalier designar a su hijo Jean 
Claude como su sucesor. Una vez muerto su padre, quien 
todos recuerdan como “Baby Doc” asumió alos diecinueve 
años de edad, y gobernó igual que aquél hasta que, en 1986, 
fue derrocado por un levantamiento popular. 


Por cierto que el fin de la era Duvalier no significó sin 
embargo el fin de la dictadura. Se sucedieron golpes de 
Estado entre militares que se derrocaban unos a otros hasta 
que en 1990 Jean Bertrand Aristide, un sacerdote católico 
que se había hecho abogado de los pobres, obtuvo una 
victoria electoral aplastante, no obstante lo cual fue derro- 
cado en 1991 por un golpe militar que las Naciones Unidas 
y la OEA se apresuraron a condenar y a decretar sanciones 
contra el régimen de Raúl Cedrás. El país fue sometido a un 
bloqueo económico a partir de 1993 y, finalmente, los Esta- 
dos Unidos decidieron una intervención militar en setiem- 
bre de 1994. El Presidente Aristide fue restablecido en sus 
funciones en octubre de ese año, cuando su mandato llega- 
ba a su fin. 


En diciembre de 1995, y debido a sus éxitos económicos, 
su Primer Ministro, René Préval, fue elegido Presidente, con 
un 88% de apoyo. En este sentido, hay que destacar que en 
Haití vota aproximadamente un 30% de los habilitados, por 
razones hasta de imposibilidad de transporte y de moviliza- 
ción. Al sustituir a Aristide, Préval se transforma en el único 
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Presidente electo en reemplazar a otro Presidente electo en 
doscientos años; es decir que había que remontarse dos- 
cientos años para encontrar un Presidente que hubiera sido 
sustituido por otro Presidente democrático. 


Luego lo sucedió nuevamente Aristide en el año 2001, 
quien al restablecer relaciones diplomáticas con Cuba y 
acercarse políticamente a Venezuela, se granjeó la antipatía 
de los Estados Unidos, que alentó un golpe militar en 2004 
que lo derrocó, secuestró y deportó a la República 
Centroafricana, llevado por el Ejército de aquel país. 


A partir del derrocamiento de Aristide, el país se sumer- 
gió en la anarquía total y resurgieron episodios violentísimos 
protagonizados básicamente por bandas armadas que ve- 
nían de la liquidación de los ejércitos y de la policía. 
Precisamente, el hecho de que hubieran quedado armadas, 
constituye uno de los gravísimos problemas que hasta el 
día de hoy tiene esta República porque, además, se dedica- 
ban a controlar las operaciones de contrabando, de tráfico 
de armas y de drogas, la trata de personas, etcétera. Estos 
episodios violentísimos culminaron con la intervención en 
Haití de los Cascos Azules de las Naciones Unidas. Natu- 
ralmente que la Organización de Estados Americanos y las 
Naciones Unidas ya habían comenzado su participación en 
febrero de 1993, cuando desplegaron una operación con- 
junta por mandato del Consejo de Seguridad. 


Es decir que no hay una irrupción de un día para otro, 
sino que se trata de un proceso continuo de descaecimiento 
de la calidad de vida en el país, que obligó alos organismos 
internacionales a ir tomando, muchas veces a pedido del 
propio Presidente, como vamos a ver ahora, acciones en ese 
sentido. Cuando el 29 de febrero de 2004 Aristide fue 
derrocado, asumió el Presidente de la Corte Suprema, y 
entonces presentó una solicitud autorizando la entrada de 
tropas de las Naciones Unidas a Haití. En respuesta a esa 
solicitud, el Consejo aprobó una resolución autorizando el 
despliegue de la Fuerza Multinacional Provisional -así se 
llamaba en un inicio- que, en consulta con el Presidente 
interino y el Primer Ministro, formaron un gobierno de 
transición compuesto de trece miembros. Este gobierno 
logró un amplio consenso con los representantes de los 
partidos políticos y de organizaciones de la sociedad civil, 
que firmaron el llamado “Pacto de Consenso sobre la Tran- 
sición Política”, por el cual se celebrarían elecciones muni- 
cipales, parlamentarias y presidenciales en 2005, además de 
adoptar medidas en materia de seguridad, desarrollo, lucha 
contra la impunidad y la corrupción, descentralización, 
reforma judicial, consolidación institucional de los partidos 
políticos y de las organizaciones de la sociedad civil, así 
como también que los firmantes entablaran conversaciones 
con las Naciones Unidad con respecto al Estatuto de la 
Fuerza Multinacional Provisional y el seguimiento de la 
operación de mantenimiento de la paz. 


Estos Acuerdos permiten que el Secretario General de 
las Naciones Unidas recomiende el establecimiento de una 
operación de estabilización multidimensional, que se deno- 
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minará “Misión de Estabilización de las Naciones Unidas en 
Haití”, MINUSTAH. El 30 de abril de 2004, el Consejo de 
Seguridad aprueba la Resolución N* 1.542, en la que se 
establece que la MINUSTAH tiene tres mandatos o come- 
tidos específicos: en primer lugar, crear un entorno seguro 
y estable; en segundo término, apoyar el proceso político 
que se está desarrollando en Haití y, por último, trabajar en 
materia de derechos humanos. 


En ese marco es que Uruguay está participando en esta 
misión, y también en este marco fue que nosotros visitamos 
al contingente uruguayo que hoy está compuesto por 1.147 
efectivos. Es el segundo contingente -después de Brasil, 
que tiene 1.211- dentro de una fuerza que es, básicamente, 
centro y sudamericana, ya que sólo cuatro países no son 
americanos: Sri Lanka, Jordania, Nepal y uno más que no 
recuerdo en este momento. 


Las bases militares del Uruguay están desplegadas en 
ocho lugares estratégicos de Haití -ocupan todo el país- y, 
sobre este tema, tendríamos que destacar varios elementos. 
En primer lugar, que nuestros soldados -por ser, además, 
una fuerza multidimensional- están llevando adelante una 
tarea que trasciende lo estrictamente militar pero, en todo 
caso, después hablaremos sobre este tema. Las Naciones 
Unidas son las que suministran el alojamiento básico, que 
es muy cómodo -cabe decir que Haití es un lugar muy difícil 
para vivir por su clima tropical y sus altas temperaturas-, ya 
que todos los dormitorios y gran parte de las instalaciones 
cuentan, por ejemplo, con aire acondicionado. Dicho orga- 
nismo también suministra el alimento de estos soldados -en 
lo que significa un despliegue de organización realmente 
importante, porque no sólo abarca las tropas uruguayas, 
sino también las demás, integradas por alrededor de 8.000 
soldados-, tomando en cuenta las características y culturas 
alimentarias de cada uno de los contingentes de esos paí- 
ses. Por ejemplo, nuestros efectivos reciben yerba brasile- 
ña para tomar mate. 


Por otro lado, tengo que decir que nuestros soldados 
tienen un prestigio realmente destacable y eso es lo que más 
me llamó la atención. Además, visitar alos soldados en mi 
carácter de Vicepresidente de la República y acompañado, 
además, por el señor Comandante en Jefe del Ejército, 
resultó -y así nos lo hicieron saber- un apoyo muy impor- 
tante para los propios efectivos militares. Nos pareció que 
el Gobierno no debía olvidar a aquellos que están desempe- 
ñando esa misión en aquel país, en una República latinoa- 
mericana que sentimos muy lejana, quizás por condiciones 
étnicas y hasta lingilísticas que no nos son muy afines. Sin 
lugar a dudas, debe existir un compromiso latinoamericano 
para hacer sentir a ese sufrido pueblo que podemos y 
estamos en condiciones de darle una mano, en la medida de 
las posibilidades que tenga cada uno. 


El principal drama que tiene Haití es que no tiene Estado. 
Visité el puerto de Puerto Príncipe y pude apreciar que la 
sede de la Aduana está absolutamente bombardeada y 
prendida fuego. Los barcos llegan allí, desembarcan en 
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chalanas, nadie controla nada y, en consecuencia, hay 
tareas para hacer por parte de la comunidad internacional. 
Todos los puertos son iguales: no hay control alguno; se 
bajan armas, drogas, personas -por lo tanto hay tráfico de 
gente-, y la población casi no paga impuestos. Haití vive, 
prácticamente, de la ayuda internacional y de las remesas 
que mandan los haitianos que están en el exterior -como 
consecuencia de tantas guerras, revoluciones y represio- 
nes-, básicamente en Estados Unidos, Jamaica y otros 
países. De modo que en ese país las remesas se constituyen 
en un fenómeno creciente, en la misma proporción que lo es 
la corriente migratoria, y hoy representan el segundo ingre- 
so del país. 


SEÑORA PRESIDENTA (Dra. Mónica Xavier).- Ha llega- 
do a la Mesa una moción en el sentido de que se prorrogue 
el tiempo de que dispone el señor Presidente del Senado. 


Se va a votar. 

(Se vota:) 

-25en 26. Afirmativa. 

Puede continuar el señor Presidente del Senado. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Muchas gracias, señora Presi- 
denta y señores Senadores. 


Quiero hacer una autocrítica eminentemente personal, 
que no involucra a nadie más que a mí. Cuando esta Opera- 
ción comenzó a delinearse en el año 2004 y Uruguay fue 
llamado para integrarla, recuerdo que nuestra fuerza políti- 
ca -y yo, particularmente-no votó la autorización. Aclaro 
que hablo exclusivamente a título personal. Creo que no lo 
hice porque nos faltaban datos y había una circunstancia 
que para nosotros representaba, de alguna manera, una luz 
amarilla en cuanto a la seguridad de nuestros hombres. 
Históricamente, Uruguay ha integrado las fuerzas de paz 
bajo el Capítulo VI de la definición que hacen las Naciones 
Unidas, pero esta misión se iba a hacer bajo el Capítulo VII. 
Allí se indica, de algún modo -para decirlo de una manera 
más sencilla-, que una cosa es el mantenimiento de la paz, 
y otra laimposición de la paz. En aquel momento Haití estaba 
asolado por las bandas armadas que provenían del ejército 
en disolución y de la policía, y hay que considerar que ese 
país tiene 1.500 policías para 8:000.000 de habitantes. Los 
señores Senadores imaginarán lo que es el sistema judicial, 
las cárceles y la violación de los derechos humanos. Por lo 
tanto, los peligros a los que podían estar sometidos nues- 
tros compatriotas cambiaban radicalmente. 


Una vez que uno va a Haití o a una misión de paz de 
estas características y se interioriza de las condiciones en 
las que desarrollan su labor nuestras fuerzas armadas, no 
tiene otro camino que reconocer, en primer lugar, su 
profesionalismo, producto, además, de órdenes inequívo- 
cas desde el punto de vista de las reglas para el uso de la 
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fuerza. Quiero leer algunas, porque me parece que estas 
disposiciones, incorporadas al quehacer diario por gente 
con formación y con calidad humana como la que tenemos 
los uruguayos, hacen superlativo ese relacionamiento con 
la sociedad, así como la apreciación de la sociedad en 
relación con estos integrantes. 


Las reglas generales para el uso de la fuerza establecen 
que se aplicará en todo tiempo y en toda circunstancia el 
principio de fuerza mínima y de proporcionalidad. Asimis- 
mo, disponen que siempre que la situación operativa lo 
permita, se harán todos los esfuerzos razonables para con- 
trolar una situación mediante medidas que excluyan el uso 
de la fuerza, incluyendo el contacto personal y la negocia- 
ción. Dichas medidas incluyen indicaciones mediante la voz 
y visuales, medios de comunicación por radio u otros me- 
dios electrónicos, maniobras, cargado de armas, disparos 
de advertencia u otros medios que no incluyan la aplicación 
de la fuerza. Al mismo tiempo, estas reglas dicen que se 
apelará al uso de la fuerza, incluyendo una fuerza letal, 
únicamente en caso de que fracasen todos los demás me- 
dios para controlar la situación, o en caso de que un ataque 
sea tan inesperado que un instante de demora podría pro- 
ducir la muerte o heridas graves a uno mismo o a otros 
efectivos designados. También se establece que toda fuer- 
za debe ser limitada en su intensidad y duración y estar de 
acuerdo con el nivel de la amenaza. En este sentido, se dice 
que en algunos casos es posible que la urgencia operativa 
obligue al uso inmediato de una fuerza letal. Además, se 
debe utilizar la fuerza únicamente cuando sea imprescindi- 
ble para lograr su objetivo inmediato, para proteger a sus 
soldados, personal de la ONU u otros efectivos, instalacio- 
nes, equipos, etcétera. La decisión de abrir fuego se tomará, 
únicamente, en cumplimiento de una orden del Comandante 
presente en el lugar de los hechos y bajo su control, a menos 
que no haya tiempo suficiente para obtener dicha orden. A 
su vez, antes de abrir fuego hay que dar una advertencia 
final: “Alto o disparo”, por lo menos tres veces, en francés, 
lo que se enseña a todos los soldados que allí están. El 
fuego debe ser dirigido y controlado; solamente se abrirá 
fuego como último recurso. Si es posible, deberá dirigirse 
un único disparo contra partes no vitales del cuerpo para 
evitar producir una muerte. No se permite el fuego indiscri- 
minado y el fuego para producir un efecto determinado no 
debe durar más de lo necesario para obtener el objetivo 
inmediato. 


Deseo destacar que todos aquellos con quienes tuvimos 
oportunidad de hablar, como el Primer Ministro -porque el 
Presidente estaba en Estados Unidos-, el representante 
especial del Secretario General de Naciones Unidas -luego 
nos referiremos a las autoridades de la MINUSTAH-, los 
Senadores y Diputados, y el Comandante en Jefe de las 
Fuerzas de Paz, hicieron hincapié en el profesionalismo de 
los uruguayos para el uso de estos elementos que hemos 
leído. Aclaro que no sucede lo mismo con otras Fuerzas 
Armadas que también forman parte de esta misión. Algu- 
nos, acuciados por el nerviosismo, o quizás por el temor, 
muchas veces tienden a reaccionar mucho más allá de lo 
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aconsejable en función de la situación que están viviendo, 
lo que ha generado hechos desagradables. 


¿Por qué digo que uno palpa el prestigio de las Fuerzas 
Armadas uruguayas en esta misión? Tengamos en cuenta 
que se trata de una fuerza multidimensional, es decir, se 
trata de una operación de las llamadas de cuarta generación, 
que trasciende lo estrictamente militar. Una de las tareas de 
nuestras Fuerzas Armadas tuvo que ver con el apoyo al 
proceso eleccionario. Como sabemos, las elecciones en 
Haití fueron complejas, votó aproximadamente el 30% de los 
habilitados y, en muchos casos, las urnas debieron ser 
trasladadas por efectivos uruguayos a lomo de burro por las 
montañas. He tenido oportunidad de ver fotos de soldados 
uruguayos tirando de un burrito con seis o siete urnas. 
Además, como parte de las fuerzas integrantes de la misión 
de paz, nuestros soldados organizaron el día de la elección, 
custodiaron las urnas y las mesas, y repartieron las listas. 
Quiere decir que realizaron un gran despliegue en apoyo a 
ese proceso electoral. Al igual que muchos países, Haití 
tiene instaurado el balotaje o segunda vuelta. Hete aquí 
que, en esas condiciones tan adversas desde el punto de 
vista físico y geográfico, entre otros, el hoy Presidente 
Préval no alcanzó al 50%, sino que llegó al 49%. Por tal 
motivo, a nivel de Naciones Unidas se dio una gran discu- 
sión en cuanto a la conveniencia de celebrar nuevas elec- 
ciones en Haití. Como en este mundo está todo inventado, 
por suerte apareció la solución belga que consiste en contar 
los votos estrictamente válidos, descartando los votos en 
blanco y los anulados, que eran muchos. De esa manera, 
Préval pasó del 49% al 54% y, en base a una solución 
realmente sabia, lo impusieron como Presidente de la Repú- 
blica. 


Por otra parte, los soldados uruguayos llevan a cabo un 
cúmulo de actividades en materia de acciones civiles y 
ayuda humanitaria. De las ocho bases uruguayas pudimos 
visitar seis, en las cuales tuvimos la oportunidad de estar 
en contacto con los oficiales superiores y con todos los 
efectivos allí asignados. Tanto el Comandante en Jefe como 
yo les hablamos de los valores que estaban defendiendo y, 
en definitiva, procuramos darles una inyección de ánimo y 
de estímulo. Tengamos en cuenta que estaban en el período 
de hacer el recambio. Sin duda, en los últimos días la 
ansiedad por volver a la patria va creciendo, y se necesita 
una palabra de apoyo y de estímulo; no sabemos si las 
nuestras fueron útiles pero esperamos que sí. Al respecto, 
con el Comandante en Jefe habíamos llegado a la conclusión 
de que esto era importante. 


En una de las bases, Fort Liberté, al noreste de Haití, dos 
días antes de nuestra llegada había habido un gran tornado, 
justo sobre la frontera con República Dominicana. Cabe 
destacar que ambos países están separados por el Río 
Masacre, cuyo nombre se debe a una terrible batalla que 
otrora se dio en ese lugar. Allí hay un puente de caracterís- 
ticas muy especiales, puesto que está cerrado tres días a la 
semana y solamente se abre los fines de semana. Entonces, 
la gente está esperando que se abra para ir de un lado al otro 
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alos efectos de intercambiar, comerciar, etcétera. En esa 
localidad, llamada Ouanaminthe, en la frontera con Repúbli- 
ca Dominicana, este tornado había tirado árboles, roto 
puentes y destrozado casas. Cuando se supo que iba a 
llegar el Vicepresidente del Uruguay, el Alcalde y el Conse- 
jo local nos pidieron que los soldados uruguayos siguieran 
haciendo esas tareas de ayuda que consistían, por ejemplo, 
en el arreglo de puentes, poda de árboles, traslado de la 
gente, etcétera. A los dos días el Presidente de República 
Dominicana también concurrió a ese lugar porque, natural- 
mente, del otro lado había una ciudad que había sufrido los 
efectos del tornado. 


Debo decir que uno se siente muy orgulloso cuando 
encapsulado en esas caravanas militares, con cuatro blin- 
dados adelante y cuatro atrás, recorre las calles de Puerto 
Príncipe y ve un blindado con la bandera uruguaya y a 
nuestros efectivos distribuyendo agua potable entre los 
vecinos, donando alimentos, limpiando las playas, entre- 
gando materiales en las escuelas o limpiando los mercados, 
que son en la calle. Imaginen en qué estado quedan éstas 
luego de que miles de haitianos van allí a intercambiar 
productos, comida y ropa, ya que no existen organizaciones 
locales -como nuestros Municipios- que se encarguen de 
dejar en condiciones el lugar. 


No todos saben que hay misiones del Ministerio de 
Salud Pública, misiones de policías -hay policías trabajando 
para lareorganización de la policía haitiana- y que también 
interviene la OSE con sus plantas potabilizadoras. Al res- 
pecto, cabe señalar que hay muchas plantas potabilizadoras 
donadas a un pueblo que no cuenta con agua potable. 


En definitiva, estas son las condiciones por las cuales 
uno ve el prestigio que tienen los uruguayos y siente con 
admiración y satisfacción el testimonio de todas las auto- 
ridades. La MINUSTAH es la primera fuerza de paz bajo la 
dirección política y militar de personalidades de origen 
sudamericano. El Embajador Edmond Mulet, que es un 
guatemalteco, es el representante directo especial del Se- 
cretario General de las Naciones Unidas, y el señor Luiz 
Carlos Da Costa, de Brasil, es el representante especial 
adjunto. El Comandante de la Fuerza es el General Carlos 
Alberto Dos Santos Cruz, que es brasileño, y el Segundo 
Comandante de la Fuerza es el General Raúl Gloodtdofsky, 
uruguayo, que hasta hace poco tiempo estuvo desempe- 
ñándose en la Casa Militar y que en un llamado abierto de 
Naciones Unidas para integrar este Comando fue el mejor 
calificado y, por lo tanto, el que accedió al cargo. 


Podemos extraer las siguientes conclusiones. Visto hoy 
con una perspectiva distinta, las misiones de paz son muy 
importantes para el Uruguay, no solamente en este caso de 
Haití -al que doy una trascendencia más importante porque 
se trata, además, de una patria latinoamericana que tenemos 
demasiado lejos y que habría que incorporar-, sino también 
para el resto. No solamente son muy importantes por el 
hecho de que se recojan de Naciones Unidas buenas sumas 
de dinero para llevar adelante estas tareas, que permiten la 
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renovación del armamento del Ejército y la mejor remunera- 
ción de los efectivos que allí están, sino también porque 
estamos involucrándonos en una operativa de carácter 
mundial con una nueva modalidad, como son estas misio- 
nes de cuarta generación, multidimensionales. Ya no se 
trata únicamente de mandar efectivos militares a controlar 
situaciones en países donde hay problemas, sino que se 
trata de tener en algunos países ayudas más integrales, 
como aquí hemos descrito. 


A nivel de nuestras Fuerzas Armadas, esta es la primera 
vez que se integra una unidad conjunta de varias ramas de 
las Fuerzas Armadas, pero también de civiles, como el caso 
de la gente de OSE. Yo creo que nuestros hombres contri- 
buyen eficazmente a proyectar laimagen de nuestro país en 
el ámbito internacional, porque además hay una motivación 
que también quiero compartir con ustedes. Cuando se pre- 
para el contingente que saldrá a las misiones de paz, uno 
puede suponer que entre los principales estímulos para que 
los soldados quieran ir se encuentra la remuneración eco- 
nómica, que es buena y les permite satisfacer muchas nece- 
sidades. Eso es verdad, pero cuando se estudia el perfil 
psicológico de quienes van a estas misiones, la motivación 
económica es mencionada en primer lugar sólo por el 4% de 
los entrevistados; pero lo que hace que nuestros hombres 
quieran ir aesas misiones de paz es, fundamentalmente, la 
posibilidad de una superación profesional y de estar en un 
campo práctico donde aplicar sus conocimientos teóricos. 


Entre las muestras que nos dieron de situaciones que se 
vivieron en algunos barrios de Puerto Príncipe, sobre todo 
en uno llamado Cité Soleil, que es un barrio muy complejo 
en el que hay muchos robos y secuestros -la representación 
de Uruguay no estaba en Puerto Príncipe, pero se le pidió 
que fuera allí a tratar, justamente, de combatir a una de las 
bandas más peligrosas que había en esa ciudad-, cabe 
señalar la que tuvo lugar en un operativo realizado en las 
calles, donde uno de los blindados, maniobrando bajo 
fuego enemigo, quedó atascado entre dos casas y no podía 
salir. Imaginen ustedes un vehículo blindado, de origen 
checoslovaco, con una gran cobertura de hierro, atascado 
y bajo fuego, con el conductor adentro, que sólo tiene una 
mirilla de unos veinte centímetros por diez -o treinta por 
veinte- hacia delante y otra en el costado, sin otra salida que 
la escotilla, que está en la parte superior, o por atrás, aunque 
en esa posición estaban los soldados que cargan el vehícu- 
lo, recibiendo el impacto de quince balas en esa mirilla, sin 
poder moverse y rezando -si creía en algo- para que a esa 
mirilla no le fallara el blindaje. Efectivamente, el blindaje no 
le falló y luego, cuando los soldados uruguayos rescataron 
el transporte blindado -al que, por supuesto, le habían 
robado las ametralladoras y demás-, lo dejaron como un 
trofeo para mostrar la calidad de los blindados, pero tam- 
bién para describir las circunstancias bajo las cuales tienen 
que actuar. 


Además de ese episodio de Cité Soleil -que yo recuerdo 
porque fue muy impactante escucharlo; naturalmente, no- 
sotros no lo vimos-, un conjunto de hombres integrado por 
fuerzas uruguayas, bolivianas y brasileñas, tuvo que entrar 
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bajo fuego en ese barrio para sacar de una escuela a una 
banda que allí estaba y que, inclusive, tenía un francotira- 
dor apostado en una torre de agua. En esas operaciones 
siempre aparece la Cruz Roja y organizaciones de derechos 
humanos, que de alguna manera tratan de poner un poco de 
orden. Lo cierto es que había que tratar de bajar al franco- 
tirador de la torre de agua -ustedes imaginarán que con otro 
francotirador-, pero las organizaciones de derechos huma- 
nos decían que a las torres de agua no se les puede tirar. 
Claro que en este caso mediaba una circunstancia 
especialísima que obligaba a ello. 


Lo descrito muestra la valentía y el arrojo con que están 
actuando en ese lugar nuestros soldados uruguayos. Estos 
testimonios que nosotros hemos recogido del Embajador 
Edmond Mulet -que me apresuro a decir que estará en 
nuestro país en el mes de junio, oportunidad en que también 
irá a Brasil, Argentina y Chile, y ya solicito que las Comisio- 
nes de Defensa Nacional, y quizás también las de Asuntos 
Internacionales de ambas Cámaras, lo reciban, porque es 
una persona con la que resulta muy interesante conversar, 
y además quiere hacerlo-, así como también del Primer 
Ministro, los Comandantes de la fuerza militar, los Presiden- 
tes del Senado y de la Cámara de Diputados, e incluso de los 
intelectuales haitianos -con algunos de los cuales pudimos 
mantener contacto en la casa del Cónsul honorario urugua- 
yo en Haití, que es un francés-, hablan de la calidad de los 
recursos humanos uruguayos. 


Quería compartir estas palabras y estas experiencias con 
ustedes, en primer lugar porque ustedes me autorizaron a 
viajar a ese país y, en segundo término, porque nosotros y 
la Cámara de Representantes somos los que autorizamos a 
nuestras Fuerzas Armadas a salir en estas misiones; quería 
compartir un testimonio de primera mano con ustedes, mi 
testimonio acerca de la importancia que para nosotros, los 
uruguayos, tienen estas operaciones, y el orgullo y la 
satisfacción que debemos sentir por la especialización, el 
profesionalismo, el arrojo y la valentía de estos soldados 
que están dejando bien en alto, por cierto, los prestigios del 
país. 


Era cuanto quería decirles y agradezco mucho a las 
señoras Senadoras, a los señores Senadores y a la Presiden- 
cia. 


SEÑOR PENADES .- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Dra. Mónica Xavier).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR PENADES.- En primer lugar, corresponde agra- 
decer al Presidente del Senado la posibilidad de que, con el 
relato que acaba de finalizar y que ha sido tremendamente 
exhaustivo y esclarecedor de la situación que se está pade- 
ciendo en Haití, nos permita hablar en la tarde de hoy del 
tema de las misiones de paz. 


Si me permite la señora Presidenta, quisiera hacer una 
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primera sugerencia en forma amigable y en nombre del 
Partido Nacional, en cuanto a que en las próximas visitas de 
este tenor el señor Vicepresidente de la República pueda ser 
acompañado por una representación política. Si bien nos 
sentimos plenamente representados por la presencia del 
Presidente del Cuerpo, entendemos que es bueno crear la 
posibilidad de que todas las fuerzas políticas puedan par- 
ticipar de este tipo de visitas para transmitir a las tropas 
orientales, acantonadas en las diferentes misiones de paz 
que nuestro país lleva adelante, el respeto y la considera- 
ción que nos merecen. 


En segundo lugar, queremos reconocer con satisfacción 
que el Presidente del Senado recordara -esto habla de una 
muy buena honestidad intelectual- que el Frente Amplio 
votó en contra de esta misión de paz, así como lo ha hecho 
respecto de otras misiones. Como se sabe, fundamentó 
fuertemente en contra de esta misión de paz, por lo que 
manifestamos nuestra satisfacción por la hidalguía de reco- 
nocerlo en la tarde de hoy. Además, esperamos que ese 
reconocimiento abra una instancia futura sobre el rol, la 
trascendencia y la importancia estratégica que para el Uru- 
guay tienen las misiones de paz. 


No voy a hablar sobre la situación de Haití, a la que con 
tanta claridad se refirió el Presidente del Senado, sino 
relatar y recordar en estos breves minutos que Uruguay 
participó en misiones de paz y en misiones de observación 
militar desde la década de los cuarenta, y se retomó la táctica 
de llevar adelante las misiones de paz como un elemento de 
importancia estratégica en la política de defensa nacional 
durante el gobierno del Partido Nacional de 1990. 


También quiero decir que lo que el Presidente del Sena- 
do pudo recoger en esta visita a Haití -me refiero al recono- 
cimiento internacional, a la profesionalidad, al amor por la 
causa, a la vocación de servicio, a eso que nos hace ser 
orientales- ha sido reconocido en todas las misiones de paz 
que el Uruguay ha llevado adelante en todos los continen- 
tes. Desde la presencia uruguaya en Camboya, hasta la 
actual en el Congo, pasando por la de Eritrea, oficiales y 
personal subalterno de las Fuerzas Armadas Uruguayas 
han sido permanentemente reconocidos por su valor y por 
su profesionalidad. En estos momentos recuerdo una carta 
enviada por el Secretario General de las Naciones Unidas, 
señor Butros Butros-Gali, al entonces Presidente, doctor 
Julio María Sanguinetti -ahora presente en el Senado-, 
reconociendo y felicitando a los oficiales orientales que 
participaban en las misiones de paz desplegadas en aquella 
época en Africa. 


Me permito tributar homenaje, señora Presidenta, a los 
oficiales y al personal subalterno que murieron en las 
misiones de paz y a quienes han sufrido daños irreparables. 
Ahora recuerdo a un Capitán del Ejército Nacional que en 
un proceso de “desminado” perdiera una pierna, al intentar 
desactivar una mina antipersonal, que son las que han 
causado y causan estragos en civiles, fundamentalmente 
niños, en muchas partes del mundo. 
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Aprovechando la oportunidad de que hoy el Presidente 
del Senado trae el tema, digo que falta el análisis estratégico 
que Uruguay le debe dar a las misiones de paz. Es cierto que 
el cambio del Capítulo VI al Capítulo VII se ha venido dando 
y también lo es que han cambiado las misiones de paz 
denominadas tradicionales por las de imposición de paz, así 
como también que hoy se está analizando lo que se conoce 
como las operaciones de estabilidad, que no es un tema 
menor y que va a ameritar una definición política del gobier- 
no uruguayo para la posible participación en futuras misio- 
nes de paz de nuestras Fuerzas Armadas. 


También me permito decir que Uruguay debería insistir 
sobre la posibilidad de ingresar en las operaciones logísticas 
de paz, que son las que le van a permitir al Uruguay, no sólo 
el despliegue de personal, sino el despliegue de lo que 
implica el suministro a las tropas, de lo que hoy participan, 
como club muy exclusivo, fundamentalmente los países que 
financian las misiones de paz y a las Naciones Unidas. 
Nunca hemos entendido, señora Presidenta, cómo el Uru- 
guay no puede -pero debería hacerlo- llevar adelante una 
política estratégica para lograr que las carnes, el arroz y el 
agua puedan ser vendidos por nuestros empresarios. Mu- 
chas veces hemos dicho que a las misiones de paz les ha 
faltado la sustentabilidad del aparato del Estado. Cuando 
Brasil participa en las misiones de paz, Itamaratí es la 
primera línea detrás de la presencia de las Fuerzas Armadas 
en los despliegues que ese país decide. 


Señora Presidenta: el Secretario General de las Naciones 
Unidades, el señor Butros Butros Gali, planteó en el año 
2000 el desafío de replantear las misiones de paz, y en junio 
de 2006 ya se constituyó en las Naciones Unidades una 
Comisión para operaciones de construcción de la paz. 
Asimismo, en los Estados Unidos se llevó adelante un 
debate -el señor Senador Moreira y quien habla, junto con 
otros Representantes, escuchamos sobre el tema en el 
Departamento de Estado y en el Pentágono- sobre las 
operaciones de estabilidad, que no sólo refieren al mante- 
nimiento de la paz sino, por ejemplo, a la que se está 
llevando en Haití, que como bien decía el Presidente del 
Senado en su informe, es la reconstrucción absoluta de 
esos Estados. Entonces, ya no sólo se participa en las 
operaciones de mantenimiento de la paz, sino además en la 
reconstrucción del Poder Ejecutivo, del Poder Legislativo y 
del Poder Judicial, así como también en operaciones que 
permiten, ya no el despliegue de las Fuerzas Armadas, sino 
de fuerzas policiales. En este sentido, hemos visto con 
acierto el despliegue de un agregado policial en las Nacio- 
nes Unidas por parte de nuestra República. 


No quiero cansar más al Senado, pero en nombre del 
Partido Nacional quería levantar mi voz saludando el infor- 
me del Presidente y teniendo presente el reconocimiento de 
la política llevada adelante por el Uruguay desde hace largo 
tiempo, participando de estas operaciones de paz que hoy 
reúnen el consenso de todos los partidos políticos y no sólo 
del Partido Nacional y del Partido Colorado, como sucedía 
en el pasado. También me permito pedir que pongan espe- 
cial atención quienes están redactando el proyecto de ley 
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de defensa nacional que próximamente enviará el Poder 
Ejecutivo al Parlamento, porque tiene un artículo en el que 
se define la participación -o la posible participación- en las 
misiones de paz y allí se utilizan conceptos pasados de 
moda en relación a lo que se habla en las Naciones Unidas, 
que son las nuevas operaciones de construcción de la paz 
u operaciones de estabilidad. Si esa definición no se modi- 
fica en el Ministerio de Defensa Nacional o en el Parlamento, 
se podría poner en peligro la presencia de Uruguay en tan 
importante escenario mundial, como es el de las operacio- 
nes de paz. Las Fuerzas Armadas Uruguayas -el Ejército 
Nacional primero, por haber sido la avanzada, la Fuerza 
Aérea y la Armada Nacional- han cumplido un rol de desta- 
que en todos los lugares donde han sido desplegadas. En 
cuanto al personal civil, aquí se hizo un reconocimiento a la 
OSE por las usinas potabilizadoras de agua. Recuerdo que 
durante la Presidencia del señor Amaro en dicho Organis- 
mo, hubo varios anuncios de donaciones y del envío del 
personal de OSE para la instalación de esa estrategia comer- 
cial que reclamábamos y que se llevó adelante en la Admi- 
nistración anterior. Digo esto para los que a veces piensan 
que todo lo que se hizo antes estuvo mal. 


Es así, entonces, que creo que este informe que con tanta 
altura y autoridad ha dado el señor Presidente, nos permite 
reflexionar sobre estos temas y sobre definiciones de carác- 
ter estratégico en política exterior. Esta tiene un componen- 
te en las Fuerzas Armadas y en la política de defensa 
nacional que en su momento iniciamos, que hoy nos congra- 
tulamos de que sea reconocido y que nos permite elevar 
nuestra voz desde el Senado, saludando al personal hoy 
desplegado no solamente en Haití, sino en todas las misio- 
nes de paz que el Uruguay lleva adelante en todo el globo 
terrestre. El Uruguay es el país que tiene más Fuerzas 
Armadas per cápita desplegadas fuera de su territorio na- 
cional y creo que eso habla de la profesionalidad, de la 
vocación de servicio y, fundamentalmente, de los desafíos 
de su política exterior. Creo que se debe trabajar para que 
estas cosas no queden solamente en los reconocimientos, 
sino que empiecen a ser la construcción de una política de 
Estado en cuanto a la defensa nacional y a la política 
exterior, que deberíamos concretar a la brevedad. 


Es todo lo que tenía que decir, señora Presidenta. 
Muchas gracias. 
SEÑOR SANGUINETTL.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Dra. Mónica Xavier).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Señora Presidenta: en breves 
palabras quiero agradecer a nuestro Presidente por la expo- 
sición que ha hecho, felicitarlo por su misión y reconocer 
que de su intervención surge un amplio consenso, no sobre 
la existencia misma de las misiones de paz, sino sobre sus 
objetivos y sus lineamientos hacia el futuro. Creo que esto 
es importante. 
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Esta misión de Haití, sobre la cual él mismo revierte una 
vieja posición personal, tuvo una particularidad y es que 
fue una misión estrictamente latinoamericana; fue una ini- 
ciativa muy fuerte del Brasil, que asumió el comando de la 
operación militar y que le dio, en consecuencia, un tinte, una 
coloración muy significativa y muy valiosa que, felizmente, 
hoy vemos en este país tan infortunado como es Haití. Es 
el primero que declaró su independencia y el que, desgra- 
ciadamente, sigue siendo el más pobre. Alejo Carpentier 
comienza su famoso libro “El Siglo de las Luces” con la 
descripción de la llegada de la guillotina a nuestro hemis- 
ferio como expresión de la Revolución Francesa que arriba- 
ba; triste destino, realmente. 


El Uruguay, como se ha señalado, tiene una larga tradi- 
ción en esto, que en continuidad comienza en 1948 en 
Cachemira, pero ya había habido una misión al Chaco del 
General Campos, quien produjo un informe hasta hoy recor- 
dado. Por lo tanto, es una política de muy largo aliento que 
el país ha desarrollado. Quizás una de las misiones más 
importantes que el Uruguay ha llevado a cabo, fue la de 
Camp David, que no se hizo bajo la bandera de las Naciones 
Unidas, sino por un acuerdo internacional y, desde enton- 
ces, el Uruguay ha tenido un contingente muy importante 
en la península del Sinaí. 


De modo que sólo cabe complacernos por la exposición 
que hemos oído; creo que esto nos abre caminos a todos. 
En nuestro país la política exterior siempre ha sido un 
capítulo fundamental y lo seguirá siendo. Además, el tema 
seguirá evolucionando, como necesariamente lo están re- 
quiriendo las nuevas actuaciones internacionales. Simple- 
mente, expresamos nuestro reconocimiento a la exposición 
y nuestra complacencia por poder coincidir todos en esta 
orientación y en este capítulo clave de nuestra política 
exterior y de nuestro tributo a la paz mundial, que hemos 
sostenido desde siempre, desde las primeras conferencias 
internacionales hace, justamente, cien años. 


Muchas gracias. 
SEÑOR COURIEL .- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Dra. Mónica Xavier).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR COURIEL..- Señora Presidenta: fue muy exhaus- 
tiva e interesante la exposición que nos brindó el señor 
Presidente del Senado, por lo que lo felicitamos individual- 
mente y públicamente en este momento. 


No voy a hablar de las misiones de paz -y lo voy a hacer 
brevemente-, sino de algo que manifestó permanentemente: 
lo valioso que son los soldados uruguayos en Haití, su 
profesionalismo, su vocación y su capacidad. Esto me lleva, 
necesariamente, auna experiencia que tuve durante mucho 
tiempo, cuando viví en muchos países de América Latina, y 
es que los uruguayos siempre se destacan. Tuve esta 
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experiencia hace exactamente 43 años, cuando hice un 
curso del ILPES en Santiago de Chile, porque los uruguayos 
en todos los cursos eran los mejores. Recuerdo que en cierta 
ocasión alguien me preguntó si un concepto que estaba 
exponiendo lo había aprendido allí y le respondí que no, que 
me lo había enseñado mi profesor, Luis Aquiles Faroppa, 
que acaba de cumplir 91 años y al que fui a saludar, como 
correspondía, porque fue el que me formó, básicamente, 
como economista. Aclaro, por supuesto, que él no tiene 
ninguna responsabilidad por lo que yo pueda decir, bien o 
mal, en materia económica. 


Entonces, desde ese punto de vista, lo que uno siente es 
que el Uruguay tiene un sistema educativo que ayudó 
enormemente a esta diferenciación de los uruguayos. En 
ese sentido, recuerdo que Germán Rama decía que la dife- 
rencia del Uruguay con el resto de los países latinoamerica- 
nos está en la enseñanza primaria y, dentro de ésta, en la 
pública. Este no es un hecho menor, porque a mí, por lo 
menos, en la enseñanza primaria me enseñaron a pensar, a 
reflexionar y a enfrentar problemas nuevos. Es por eso que 
los uruguayos tienen una capacidad de adaptación a nivel 
internacional, que no se percibe en otros países latinoame- 
ricanos. 


También me tocó trabajar en el Perú y allí conocí América 
Latina, porque allí conocí la pobreza y los problemas indí- 
genas y sociales que, en ese caso, eran básicamente racia- 
les. Entonces, también entendí que el Uruguay tenía unas 
madres bien alimentadas, lo que permitía que sus hijos 
tuvieran una evolución completamente distinta a la de otros 
países latinoamericanos. 


Probablemente algunos de estos elementos se han dete- 
riorado pero, sin duda, el hecho de que el Uruguay siga 
siendo el país de América Latina con mejor distribución del 
ingreso también es fruto de su historia, de su sistema 
educativo y, a mi entender, fundamentalmente, del estado 
de bienestar que viene desde principios del siglo pasado. 
Entonces, este también es un reconocimiento al país. Per- 
manentemente, nuestro Presidente del Senado quería mos- 
trar la alegría que él sentía cuando, en todos lados, le decían 
que los uruguayos son fantásticos. Simplemente, quiero 
resaltar que algunos elementos por los cuales los urugua- 
yos se diferencian siempre del resto del mundo son: su 
capacidad, su posibilidad de adaptación, su información y 
su formación. Básicamente, esto es el sistema educativo 
uruguayo, y, personalmente, sigo estando muy contento de 
que sigamos teniendo un sistema estupendo, pese a los 
deterioros que ha tenido en los últimos tiempos. 


SEÑOR DA ROSA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Dra. Mónica Xavier).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR DA ROSA.- Señora Presidenta: en muchas opor- 
tunidades hemos tenido ocasión de ver a los soldados que 
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han cumplido misiones en el exterior dentro del programa de 
las llamadas misiones de paz, transmitir a sus familias y a su 
entorno social sus vivencias que, sin duda son extraordina- 
rias, más allá del escenario, de las circunstancias o de lo 
apartado del mundo en que se desarrollen. Siempre he 
valorado positivamente este proceso, incluso en tiempos 
en que esto era discutido. Recuerdo que, en más de una 
oportunidad, se señalaba a estas misiones de paz como 
comprometedoras de la soberanía nacional o que norespon- 
dían al interés nacional. He podido ver, en muchos casos, 
cómo esa experiencia de varios soldados termina siendo 
enriquecedora, no sólo en cuanto a lo monetario o a lo 
económico estrictamente dicho, sino por lo que significa 
esaexperiencia de vida como ser humano, que generalmente 
las personas que van a cumplir esa clase de misiones traen 
y trasmiten a su familia y al entorno social. Poreso me parece 
muy importante y sumamente interesante que el señor Vice- 
presidente de la República haya traído este tema al seno de 
este Cuerpo; creo que es de los temas que hacen al país real, 
a lo que vive nuestra gente y a las experiencias que se 
desarrollan en la vida militar, de las cuales muchas veces los 
políticos o los hombres públicos nos ocupamos poco o 
sabemos poco. 


Considero que esto también da lugar a lo que recién 
mencionaba el señor Senador Penadés, en cuanto a que va 
generando el ámbito necesario y adecuado para que un país 
pequeño como el Uruguay, que se precia de su gran estabi- 
lidad democrática a lo largo de su vida independiente y que 
se precia de su nivel de educación -al cual recién hacía 
especial referencia el señor Senador Couriel-, vaya pensan- 
do seriamente en los nuevos tiempos, en el porvenir, pues 
un país pequeño como el nuestro debe necesariamente 
tener políticas de Estado, es decir, políticas que verdadera- 
mente generen consenso a nivel de los partidos políticos. 
Más allá del Gobierno circunstancial, o sea, de quien ocupe 
circunstancialmente la conducción del Poder Ejecutivo y, 
por tanto, el Comando de las Fuerzas Armadas, estos temas 
necesariamente deben ser de todos los uruguayos y de todo 
el sistema político. 


Ya que se ha anunciado en más de una oportunidad la 
posibilidad de tener un próximo debate sobre una ley de 
defensa nacional, creo que esta es una buena instancia para 
discutir en torno a estos temas y para generar un ámbito 
donde todos podamos construir políticas de Estado. Quiero 
enfatizar esto especialmente porque todos debemos coinci- 
dir en cuanto a la necesidad de que estos asuntos estén por 
fuera y más allá de enfoques y de situaciones 
circunstanciales en las que gobierne una u otra corriente 
política o de pensamiento. 


Por consiguiente, señora Presidenta, me congratulo por 
el informe que ha presentado el señor Presidente del Sena- 
do. Creo que es realmente muy interesante y enriquecedor 
para todos conocer estas experiencias que están viviendo 
uruguayos que están representando al país, haciendo un 
esfuerzo y realizando un aporte, volcando lo mucho que 
este país tiene y lo mucho que ha dado a la paz en lugares 
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donde, lamentablemente, no existe ese beneficio del cual 
gozamos. Merefiero a distintas regiones del mundo que son 
castigadas por la conflictividad, por los enfrentamientos 
armados o por los potenciales conflictos armados que se 
plantean. 


En consecuencia, señora Presidenta, creo que esta es 
una muy feliz circunstancia. ¡Ojalá que este clima y este 
enfoque que todos los partidos políticos han transmitido 
hoy con respecto a este tema, se materialicen y se configu- 
ren en una política de Estado y de consenso nacional en 
torno al papel de las Fuerzas Armadas y de la defensa 
nacional, que tiene que ser instrumentado y desarrollado en 
el país para muchos años! 


SEÑOR MOREIRA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Dra. Mónica Xavier).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR MOREIRA.- En similar sentido a lo expresado 
por varios señores Senadores de todas las colectividades 
políticas, quiero señalar mi beneplácito por las expresiones 
que se han vertido en Sala. Destaco la actitud de amplitud, 
de reconocimiento y de autocrítica que ha tenido el señor 
Vicepresidente de la República, pues ha cambiado su óptica 
en cuanto a lo que representan para el Uruguay, para las 
Fuerzas Armadas y para todo el sistema político, estas 
delegaciones que configuran misiones de paz. Creo que no 
existe mejor momento que este año para plantear este tema, 
puesto que el Parlamento va a analizar el proyecto de ley de 
defensa nacional, que va a redefinir puntos muy importan- 
tes para el futuro de la defensa del país y de nuestras 
Fuerzas Armadas. Destacar la importancia de estas misio- 
nes de paz me parece un hecho muy positivo y alentador. 
¡Ojalá que el mismo consenso que tenemos en cuanto a la 
relevancia, importancia y significación de estas misiones de 
paz lo tengamos, también, para la aprobación de la nueva ley 
de defensa nacional, dado que es un instrumento legal de 
sumaimportancia! 


Consideramos que estas misiones de paz son de las 
embajadas que tiene el país que más lo honran y que más 
reconocimiento internacional le han permitido ganar. El 
hecho de que las Fuerzas Armadas uruguayas estén en una 
misión tan primordial como el reestablecimiento y la preser- 
vación de las instituciones democráticas, de que estén 
llevando a cabo acciones que no son sólo militares sino que 
también entran en el terreno de lo civil, que muchas veces 
tienen que ver con el decoro y la dignidad de las condicio- 
nes de vida que -como tan gráficamente se expresara- son 
tan duras en la República de Haití, es no sólo para las 
Fuerzas Armadas, como delegación representativa de la 
democracia uruguaya, sino para todos quienes integramos 
este Cuerpo, algo que nos llena de satisfacción. 


Francamente, nos gustó mucho escuchar la versión que 
nos dio el señor Vicepresidente de la República acerca de su 
experiencia vivida allí. Tal como decía el señor Senador 
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Penadés, en la Comisión de Defensa Nacional recibiremos 
al Comisionado que nos visitará, y ojalá que nosotros 
también podamos repetir la valiosa y fructífera experiencia 
que vivió el señor Presidente visitando las misiones de paz 
en la República de Haití. 


SEÑORA PRESIDENTA (Dra. Mónica Xavier).- Puede 
continuar el señor Presidente del Senado. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Sé que ha llegado una moción a 
la Mesa para que, al igual que se procede en la hora previa, 
se envíe la versión taquigráfica de estas palabras a la señora 
Ministra de Defensa Nacional y a los Comandantes en Jefe 
de la Fuerza Aérea, del Ejército y de la Armada Nacional. 
Como creo que todos estamos con un ánimo muy positivo 
-creo que las palabras aquí vertidas servirán para ese deba- 
te que todos pensamos dar, y el Gobierno es el primero de 
todos los actores que abre la posibilidad de hacerlo-, suge- 
riría que la versión taquigráfica de lo que aquí se dijo fuera 
también remitida a las Comisiones de Defensa Nacional de 
ambas Cámaras, ya que serán los ámbitos naturales donde 
se va a analizar lo que aquí se ha expresado. 


Por último, quiero decir que este reconocimiento que he 
hecho, y que ha causado cierto grado de sorpresa con 
respecto a mi posición personal sobre la autorización para 
que nuestras Fuerzas Armadas salgan del país en misiones 
de paz, también lo manifesté en una de las bases que están 
en Haití, frente a doscientos soldados y atodos los Oficia- 
les Superiores. Esa fue la primera expresión de ese senti- 
miento que fue producto, precisamente, de los cuatro días 
anteriores en que recorrí y vi la realidad de la República de 
Haití y la realidad uruguaya en aquel país. 


De manera que agradezco a los señores Senadores to- 
dos los aportes que han hecho y los conceptos que han 
vertido. Reitero que me gustaría ampliar la moción en el 
sentido de remitir también la versión taquigráfica de estas 
palabras a las Comisiones de Defensa Nacional de ambas 
Cámaras. 


SEÑORA PRESIDENTA (Dra. Mónica Xavier).- Léase la 
moción completa, agregando también al Ministerio de Rela- 
ciones Exteriores como otro destinatario. 


(Selee:) 
SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Mocionamos para que el informe realizado por parte del 
Sr. Vicepresidente y las palabras de los Senadores se envíen 
a los Ministerios de Defensa Nacional y de Relaciones 
Exteriores, a los Comandantes en Jefe del Ejército, de la 
Armada Nacional y de la Fuerza Aérea y alas Comisiones de 
Defensa Nacional de ambas Cámaras”. 


SEÑORA PRESIDENTA (Dra. Mónica Xavier).- Se vaa 
votar la moción formulada. 
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-22en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


14) PROMOCION Y DEFENSA DE LA COMPETENCIA 


SEÑORA PRESIDENTA (Dra. Mónica Xavier).- El Sena- 
do ingresa a la consideración del asunto que figura en 
segundo término del Orden del Día: “Proyecto de ley por el 
que se crean normas para la promoción y defensa de la 
competencia. (Carp. N* 493/06 - Rep. N*468/07 y Anexo 1)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N” 493/06 
Rep. N* 468/07 
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Comisión de Hacienda 


TEXTO DELPROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO 
APROBADO 


CAPITULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 1”. (Objeto).- La presente ley es de orden 
público y tiene por objeto fomentar el bienestar de los 
actuales y futuros consumidores y usuarios, a través de la 
promoción y defensa de la competencia, el estímulo a la 
eficiencia económica y la libertad e igualdad de condiciones 
de acceso de empresas y productos a los mercados. 


Artículo 2”. (Principio general).- Todos los mercados 
estarán regidos por los principios y reglas de la libre com- 
petencia, excepto las limitaciones establecidas por ley, por 
razones de interés general. 


Se prohíbe el abuso de posición dominante, así como 
todas las prácticas, conductas o recomendaciones, indivi- 
duales o concertadas, que tengan por efecto u objeto, 
restringir, limitar, obstaculizar, distorsionar o impedir la 
competencia actual o futura en el mercado relevante. 


A efectos de valorar las prácticas, conductas o recomen- 
daciones indicadas en el párrafo que antecede, el órgano de 
aplicación podrá tomar en cuenta siesas prácticas, conduc- 
tas O recomendaciones generan ganancias de eficiencia 
económica de los sujetos, unidades económicas y empresas 
involucradas, la posibilidad de obtener las mismas a través 
de formas alternativas, y el beneficio que se traslada a los 
consumidores. La conquista del mercado resultante del 
proceso natural fundado en la mayor eficiencia del agente 
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económico en relación con sus competidores, no constitu- 
ye una conducta de restricción de la competencia. 


El ejercicio de un derecho, facultad o prerrogativa excep- 
cional otorgada o reconocida por ley no se considerará 
práctica anticompetitiva ni abuso de posición dominante. 


Artículo 3”. (Ambito subjetivo).- Todas las personas 
físicas y jurídicas, públicas y privadas, nacionales y extran- 
jeras, que desarrollen actividades económicas con o sin 
fines de lucro, en el territorio uruguayo, están obligadas a 
regirse por los principios de la libre competencia. 


Quedan también obligados en idénticos términos, quie- 
nes desarrollen actividades económicas en el extranjero, en 
tanto éstas desplieguen total o parcialmente sus efectos en 
el territorio uruguayo. 


Artículo 4”. (Prácticas prohibidas).- Las prácticas que 
se indica a continuación, se declaran expresamente prohi- 
bidas, en tanto configuren alguna de las situaciones enun- 
ciadas en el artículo 2* de la presente ley. 


La enumeración que se realiza es a título enunciativo. 


A) Concertar o imponer directa o indirectamente precios 
de compra o venta u otras condiciones de transac- 
ción de manera abusiva. 


B) Limitar, restringir o concertar de modo injustificado 
la producción, la distribución y el desarrollo tecno- 
lógico de bienes, servicios o factores productivos, 
en perjuicio de competidores o consumidores. 


C) Aplicar injustificadamente a terceros condiciones 
desiguales en el caso de prestaciones equivalentes, 
colocándolos así en desventaja importante frente ala 
competencia. 


D) Subordinar la celebración de contratos a la acepta- 
ción de obligaciones complemenarias o suplementa- 
rias que, por su propia naturaleza o por los usos 
comerciales, no tengan relación con el objeto de esos 
contratos. 


E) Coordinar la presentación o abstención a licitaciones 
o concursos de precios, públicos o privados. 


F) Impedir el acceso de competidores a infraestructuras 
que sean esenciales para la producción, distribución 
o comercialización de bienes, servicios o factores 
productivos. 


G) Obstaculizar injustificadamente el acceso al mercado 
de potenciales entrantes al mismo. 


H) Establecer injustificadamente zonas o actividades 
donde alguno o algunos de los agentes económicos 
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operen en forma exclusiva, absteniéndose los restan- 
tes de operar en la misma. 


D Rechazar injustificadamente la venta de bienes o la 
prestación de servicios. 


J) Las mismas prácticas enunciadas, cuando sean re- 
sueltas a través de asociaciones o gremiales de agen- 
tes económicos. 


Artículo 5”. (Mercado relevante).- A efectos de evaluar 
si una práctica afecta las condiciones de competencia, 
deberá determinarse cuál es el mercado relevante en el que 
la misma se desarrolla. Esto implica analizar, entre otros 
factores, la existencia de productos o servicios sustitutos, 
así como el ámbito geográfico comprendido por el mercado, 
definiendo el espacio de competencia efectiva que corres- 
ponda. El órgano de aplicación establecerá los criterios 
generales para la determinación del mercado relevante. 


Artículo 6”. (Abuso de posición dominante).- A efectos 
de lo previsto en el artículo 2” se entiende que uno o varios 
agentes gozan de una posición dominante en el mercado 
cuando pueden afectar sustancialmente las variables rele- 
vantes de éste, con prescindencia de las conductas de sus 
competidores, compradores o proveedores. 


Se considera que existe abuso de posición dominante 
cuando el o los agentes que se encuentran en tal situación 
actúan de manera indebida, con el fin de obtener ventajas 
o causar perjuicios a otros, los que no hubieran sido posi- 
bles de no existir tal posición de dominio. 


Artículo 7”. (Notificación de concentraciones).- Todo 
acto de concentración económica deberá ser notificado al 
órgano de aplicación diez días antes de la celebración del 
mismo por las empresas participantes cuando se dé por lo 
menos una de las condiciones siguientes: 


A) Cuando como consecuencia de la operación se alcan- 
ce una participación igual o superior al 50% (cincuen- 
ta por ciento) del mercado relevante. 


B) Cuando la facturación bruta anual en el territorio 
uruguayo del conjunto de los participantes en la 
operación, en cualquiera de los últimos tres ejerci- 
cios contables, sea igual o superior a UL750:000.000 
(setecientos cincuenta millones de unidades 
indexadas). 


A los efectos de la interpretación del presente artículo, 
se considerarán posibles actos de concentración económi- 
ca aquellas operaciones que supongan una modificación de 
la estructura de control de las empresas partícipes me- 
diante: fusión de sociedades, adquisición de acciones, de 
cuotas o de participaciones sociales, adquisición de esta- 
blecimientos comerciales, industriales o civiles, adquisi- 
ciones totales o parciales de activos empresariales, y toda 
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otra clase de negocios jurídicos que importen la transferen- 
cia del control de la totalidad o parte de unidades económi- 
cas o empresas. 


El órgano de aplicación reglamentará la forma y el con- 
tenido de las notificaciones requeridas, así como las san- 
ciones correspondientes en concordancia con lo dispuesto 
por los artículos 17, 18 y 19 de la presente ley. Asimismo, 
podrá requeririnformación periódica alasempresas involucra- 
das a efectos de realizar un seguimiento de las condiciones 
de mercado en los casos en que entienda conveniente. 


Artículo 8”.- La obligación de notificación a que hace 
referencia el artículo anterior no corresponde cuando: 


a) la adquisición de empresas en las cuales el compra- 
dor ya tenía al menos un 50% (cincuenta por ciento) 
de las acciones de la misma; 


b) las adquisiciones de bonos, debentures, obligacio- 
nes, cualquier otro título de deuda de la empresa, o 
acciones sin derecho a voto; 


c) la adquisición de una única empresa por parte de una 
única empresa extranjera que no posea previamente 
activos o acciones de otras empresas en el país; 


d) adquisiciones de empresas, declaradas en quiebra o 
no, que no haya registrado actividad dentro del país 
en el último año. 


Artículo 9”. (Autorización de concentración monopó- 
lica).- En los casos en que el acto de concentración econó- 
mica implique la conformación de un monopolio de hecho, 
dicho proceso deberá ser autorizado por el órgano de apli- 
cación. El análisis de estos casos deberá incorporar, entre 
otros factores, la consideración del mercado relevante, la 
competencia externa y las ganancias de eficiencia. Si el 
órgano de aplicación no se expidiera en un plazo de noventa 
días desde la notificación correspondiente, se dará por 
autorizado el acto. 


La autorización expresa o tácita por parte del órgano de 
aplicación, de una concentración monopólica de hecho, de 
ninguna forma constituirá un monopolio de origen legal de 
acuerdo con lo establecido en el numeral 17) del artículo 85 
de la Constitución de la República. Dicha autorización no 
podrá limitar el ingreso de otros agentes al mercado, a los 
cuales les serán de aplicación las disposiciones de la pre- 
sente ley. 


CAPITULO II 


PROCEDIMIENTO PARA LA INVESTIGACION Y SAN- 
CION DEPRACTICAS PROHIBIDAS 


Artículo 10. (Competencia).- El órgano de aplicación 
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será competente para desarrollar los procedimientos ten- 
dientes a investigar, analizar y sancionar las prácticas 
prohibidas por la presente ley. Podrá actuar de oficio y por 
denuncia. 


Artículo 11. (Medidas preparatorias).- Antes de iniciar 
formalmente una investigación, el órgano de aplicación 
podrá requerir información de cualquier persona, física o 
jurídica, pública o privada, que le permita tomar conoci- 
miento de actos o hechos relativos a la conformación de los 
mercados y a las prácticas que se realizan en los mismos. 


Asimismo, si lo estimare oportuno, el órgano de aplica- 
ción podrá requerir ante la Justicia ordinaria la realización 
de medidas probatorias con carácter reservado y sin noticia 
de los eventuales investigados o terceros, tales como la 
exhibición y obtención de copias de documentos civiles y 
comerciales, libros de comercio, libros de actas de órganos 
sociales, bases de datos contables y correspondencia. 


A tales efectos serán competentes los Jueces Letrados 
de Primera Instancia en lo Civil de Montevideo y los Jueces 
Letrados de Primera Instancia del Interior, según corres- 
ponda. 


Artículo 12. (Presentación de la denuncia).- Cualquier 
persona física o jurídica, pública o privada, nacional o 
extranjera, puede denunciar la existencia de prácticas pro- 
hibidas por la presente ley. 


La denuncia deberá presentarse por escrito ante el órga- 
no de aplicación, conteniendo la identificación del denun- 
ciante y la descripción precisa de la conducta presuntamen- 
te anticompetitiva que está siendo desarrollada, acompa- 
ñando en la misma oportunidad todos los medios probato- 
rios que disponga a ese respecto. 


Sin perjuicio de que el denunciante deberá identificarse 
en todos los casos, podrá solicitar del órgano de aplicación, 
por motivos fundados, que mantenga reserva acerca de su 
identidad. 


De la denuncia formulada se deberá conferir vista a los 
denunciados, salvo que se la considerara manifiestamente 
improcedente. 


Si el órgano de aplicación entendiere que, además de los 
sujetos denunciados expresamente, pudieran existir otras 
personas que también fueran presuntamente infractores de 
los preceptos de esta ley, también conferirá vista a las 
mismas, conforme a lo preceptuado por el artículo 66 de la 
Constitución de la República. 


Artículo 13. (Cese preventivo).- En cualquier momento 
del procedimiento el órgano de aplicación podrá expedirse 
acerca de las posibles consecuencias dañosas de la con- 
ducta objeto de los procedimientos. 
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En caso que la misma fuese capaz de producir daños 
graves, podrá disponer el cese preventivo de esa conducta. 


Artículo 14. (Prueba).- Toda persona física o jurídica, 
pública o privada, nacional o extranjera, queda sujeta al 
deber de colaboración con el órgano de aplicación y estará 
obligada a proporcionar a requerimiento de éste, en un plazo 
de diez días corridos contados desde el siguiente al que le 
fuere requerida, toda la información que conociere y todo 
documento que tuviere en su poder. En caso que la informa- 
ción fuera requerida del o de los involucrados en la conduc- 
ta que se investiga, su omisión en proporcionarla deberá 
entenderse como una presunción en su contra. 


Los deberes establecidos en este artículo en ningún 
caso significan la obligación de revelar secretos comercia- 
les, planos “como hacer”, inventos, fórmulas y patentes. 


Artículo 15. (Medidas cautelares).- Sin perjuicio de la 
posibilidad de disponer el cese preventivo de las prácticas 
investigadas a que refiere el artículo 13 de la presente ley, 
el órgano de aplicación está facultado para solicitar a la 
Justicia ordinaria las medidas cautelares que considere 
pertinentes, con carácter reservado y sin noticia, antes de 
iniciar las actuaciones administrativas o durante el trans- 
curso de las mismas. 


A tales efectos serán competentes los Jueces Letrados 
de Primera Instancia en lo Civil de Montevideo y los Jueces 
Letrados de Primera Instancia del Interior, según corres- 
ponda, y se aplicarán, en cuanto fuera pertinente, las solu- 
ciones del artículo 311 y siguientes del Código General del 
Proceso, excepto en lo que se refiere a la prestación de 
contracautela, de la cual queda exonerado el órgano de 
aplicación. 


Asimismo, en lo que respecta a la previsión del artículo 
311.2 del Código General del Proceso se interpretará la 
misma en el sentido de que las medidas cautelares caduca- 
rán si el órgano de aplicación no iniciara las actuaciones 
administrativas dentro del plazo de treinta días corridos 
contados desde que se hicieron efectivas aquéllas. 


Artículo 16. (Compromisos de cese y conciliación).- El 
órgano de aplicación podrá suspender las actuaciones, por 
un término no mayor a diez días corridos, a efectos de 
acordar con el presunto infractor un compromiso de cese o 
modificación de la conducta investigada, salvo que la ilegi- 
timidad de la misma y la identidad de quien lo realizó fueren 
evidentes. 


También podrá suspender las actuaciones por idéntico 
plazo, por solicitud conjunta de denunciante y denunciado, 
aefectos de considerar la posible conciliación, siempre que 
la conducta investigada consista en la situación prevista 
por el artículo 6” de esta ley y el único perjudicado por la 
misma sea el denunciante. 
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Artículo 17. (Sanciones).- Cuando las actuaciones ad- 
ministrativas concluyeran con la consideración de que se 
desarrollaron prácticas anticompetitivas, el Órgano de apli- 
cación deberá ordenar su cese inmediato y de los efectos de 
las mismas que aún subsistieren, así como sancionar a sus 
autores y responsables. 


Las sanciones consistirán en: 
A) Apercibimiento. 


B) Apercibimiento con publicación de la resolución, a 
costa del infractor, en dos diarios de circulación 
nacional. 


C) Multa que se determinará entre una cantidad mínima 
de UI 100.000 (cien mil unidades indexadas) y una 
cantidad máxima del que fuere superior de los si- 
guientes valores: 


1) 20:000.000 UI (veinte millones de unidades 
indexadas). 


2) El equivalente al 10% (diez por ciento) de la fac- 
turación anual del infractor. 


3) El equivalente a tres veces el perjuicio causado 
por la práctica anticompetitiva, si fuera determi- 
nable. 


Las sanciones podrán aplicarse independiente o con- 
juntamente según resulte de las circunstancias del caso. 


A efectos de su determinación, se tomará en cuenta: la 
entidad patrimonial del daño causado; el grado de partici- 
pación de los responsables; la intencionalidad; la condi- 
ción de reincidente; y la actitud asumida durante el desarro- 
llo de las actuaciones administrativas. 


Estas sanciones también podrán aplicarse a aquellos 
que incumplan las obligaciones dispuestas por el artículo 
14 de esta ley. 


Enel caso de prácticas concertadas entre competidores, 
se considerará como especial atenuante la denuncia realiza- 
da por uno de los miembros del acuerdo o el aporte que éste 
brinde para la obtención de pruebas suficientes para la 
sanción de los restantes infractores. 


Artículo 18. (Publicación).- Las resoluciones del órga- 
no de aplicación serán publicadas en su página electrónica 
institucional. Asimismo, este podrá dar una descripción 
detallada de los casos analizados. 


Artículo 19. (Sanciones a Administradores, Directo- 
res y Representantes de Personas Jurídicas, y a Socieda- 
des Controlantes).- Además de las sanciones que el órgano 
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de aplicación imponga a las personas jurídicas que realicen 
conductas prohibidas por esta ley, también podrán imponer 
multas a los integrantes de sus órganos de administración 
y representación que hayan contribuido activamente en el 
desarrollo de la práctica. 


Las conductas desarrolladas por una persona jurídica 
controlada por otra, serán también imputables a la 
controlante. De la misma manera, las responsabilidades que 
pudieren corresponder a los integrantes de los órganos de 
administración y representación de la sociedad controlada, 
podrán también ser imputadas a quienes cumplen las mis- 
mas funciones en la sociedad controlante. 


Artículo 20. (Título Ejecutivo).- El testimonio de la 
resolución firme que imponga pena de multa constituirá 
título ejecutivo. 


CAPITULO MI 
ORGANO DE APLICACION 


Artículo 21. (Comisión de Promoción y Defensa de la 
Competencia).- El órgano de aplicación de las disposiciones 
de la presente ley será la Comisión de Promoción y Defensa de 
la Competencia, que funcionará como órgano desconcentrado 
en el ámbito del Ministerio de Economía y Finanzas. 


El funcionamiento de la Comisión se ajustará a lo que 
disponga el reglamento que la misma habrá de dictar, que 
contendrá como mínimo del régimen de convocatoria, deli- 
beración, votación y adopción de resoluciones. 


Artículo 22.- La Comisión estará integrada por tres 
miembros designados por el Poder Ejecutivo actuando en 
Consejo de Ministros, entre personas que, por sus antece- 
dentes personales, profesionales y conocimiento de la 
materia, aseguren independencia de criterio, objetividad e 
imparcialidad en su desempeño. 


Los miembros de la Comisión tendrán dedicación exclu- 
siva, con excepción de la actividad docente y de investiga- 
ción. Si al momento de la designación ocuparan otros car- 
gos públicos, quedarán suspendidos en los mismos a partir 
de la toma de posesión de dicho cargo y por todo el tiempo 
que actúen como integrantes de la Comisión, de acuerdo 
con lo establecido por el artículo 21 de la Ley N* 17.930, de 
19 de diciembre de 2005. 


Su mandato durará seis años y podrán ser designados 
nuevamente. 


Las renovaciones se realizarán de a un miembro cada dos 
años; a efectos de hacer posible dicho sistema de renovación, 
los tres primeros miembros que se designen tendrán, respec- 
tivamente, mandatos de dos, cuatro y seis años de duración. 


Artículo 23.- La representación del Organo de aplica- 
ción será ejercida por su Presidente. 
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La Presidencia de la Comisión será ejercida por todos 
sus integrantes por espacio de dos años, en forma rotativa. 
En el caso de la primera integración de la Comisión, la 
Presidencia será ejercida, en primer término, por el miembro 
designado con mandato de dos años; y en segundo término, 
por el miembro designado con mandato de cuatro años. 


Artículo 24.- Los integrantes de la Comisión podrán ser 
destituidos por el Presidente de la República, actuando en Con- 
sejo de Ministros, en cualquiera de los siguientes casos: 


A) Negligencia o mal desempeño en sus funciones. 
B) Incapacidad sobreviniente. 
C) Condena por delito doloso. 


D) Comisión de actos que afecten su buen nombre o el 
prestigio del órgano. 


Los miembros de la Comisión serán suspendidos pre- 
ventivamente en sus funciones, en caso de ser procesados 
por delito doloso o padecer impedimento físico momentáneo 
para desempeñar la función. La suspensión se verificará de 
pleno derecho, por el dictado del auto de procesamiento, inde- 
pendientemente de que el mismo sea objeto de recursos. 


Artículo 25.- En caso de destitución, renuncia o falleci- 
miento, la duración del mandato de quien lo sustituya, será 
igual al tiempo que restare del mandato original. 


Artículo 26. (Funciones y facultades).- Compete a la 
Comisión de Promoción y Defensa de la Competencia: 


A) Emitir normas generales e instrucciones particulares 
que contribuyan al cumplimiento de los objetivos de 
la presente ley. 


B) Realizar los estudios e investigaciones que conside- 
re pertinentes, a efectos de analizar la competencia 
en los mercados. 


C) Requerir de las personas físicas o jurídicas, públicas 
o privadas, la documentación y colaboración que 
considere necesarias. Los datos e informaciones 
obtenidos sólo podrán ser utilizados para las finali- 
dades previstas en esta ley, sujeto a las limitaciones 
establecidas en el artículo 14 de la presente ley. 


D) Realizar investigaciones sobre documentos civiles y 
comerciales, libros de comercio, libro de actas de 
órganos sociales y bases de datos contables. 


E) Asesorar al Poder Ejecutivo en materia de promoción 
y políticas de competencia. 


F) Emitir recomendaciones no vinculantes, dirigidas al 
Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial, 
Gobiernos Departamentales, y entidades y organis- 
mos públicos, relativos al tratamiento, protección, 
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regulación, restricción o promoción de la competen- 
ciaen leyes, reglamentos, ordenanzas municipales y 
actos administrativos en general. Estas recomenda- 
ciones se realizarán respecto de leyes, reglamentos, 
ordenanzas municipales y otros actos administrati- 
vos vigentes o a estudio de cualquiera de los orga- 
nismos señalados. 


G) Emitir recomendaciones no vinculantes, de carácter 
general o sectorial, respecto de las modalidades de la 
competencia en el mercado. 


H) Emitir dictámenes y responder consultas que le for- 
mule cualquier persona física o jurídica, pública o 
privada, acerca de las prácticas concretas que realiza 
o pretende realizar, o que realizan otros sujetos. 


D Mantener relaciones con otros órganos de defensa 
de la competencia, nacionales o internacionales, y 
participar en los foros internacionales en que se dis- 
cutan o negocien temas relativos a la competencia. 


Artículo 27. (Sectores regulados).- En los sectores que 
están sometidos al control o superintendencia de órganos 
reguladores especializados, tales como el Banco Central del 
Uruguay, la Unidad Reguladora de Servicios de Energía y 
Agua y la Unidad Reguladora de Servicios de Comunicacio- 
nes, la protección y fomento de la competencia estarán a 
cargo de dichos órganos. 


El alcance de la actuación de los mismos incluirá activi- 
dades que tengan lugar en mercados vertical u horizontal- 
mente relacionados con los mercados bajo control y regu- 
lación, en la medida en que afecten las condiciones compe- 
titivas de los mercados que se encuentran bajo sus respec- 
tivos ámbitos de actuación regulatoria. 


En el desarrollo de este cometido, los órganos regulado- 
res deberán cumplir con todas y cada una de las disposicio- 
nes de la presente ley, pudiendo, en caso de entenderlo 
conveniente, efectuar consultas no vinculantes a la Comi- 
sión de Promoción y Defensa de la Competencia. 


CAPITULO IV 


DISPOSICIONES FINALES 


Artículo 28. (Prescripción).- Las acciones que tienen 
su origen en la realización de prácticas prohibidas por la 
presente ley, prescribirán alos cinco años de verificadas las 
mismas, tanto en lo que respecta a la potestad pública de 
investigar y sancionar alos responsables, como al derecho 
de los perjudicados directamente por las mismas a obtener 
el resarcimiento de los daños padecidos. 


La prescripción se interrumpe con el acto que dispone la 


iniciación de un procedimiento de oficio o en el acto que 
ordena dar vista de la denuncia al presunto responsable. 


Artículo 29. (Remisión).- En todo lo no previsto en esta 
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ley oen su derecho reglamentario, relativo al procedimiento 
para la investigación y sanción de prácticas prohibidas, se 
aplicarán las soluciones del Decreto N* 500/991, de 27 de 
setiembre de 1991, sus modificativos y concordantes. 


Artículo 30. (Derogaciones).- Se derogan los artículos 
13, 14 y 15 de la Ley N* 17.243, de 29 de junio de 2000, los 
artículos 157 y 158 de la Ley N* 17.296, de 21 de febrero de 2001, 
y el artículo 699 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996. 


Artículo 31. (Modificaciones).- Se modifica el artículo 
65 de la Ley N* 17.296, de 21 de febrero de 2001, el que 
quedará redactado de la siguiente manera: 


“ARTICULO 65.- Toda iniciativa en materia de tasas a 
ser percibidas por las unidades ejecutoras de la Admi- 
nistración Central por concepto de trámites, servicios o 
similares requerirá informe previo de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto (OPP), la que actuará de 
conformidad con los criterios establecidos en los artícu- 
los 700 a702 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996”. 


Artículo 32. (Reglamentación).- La presente ley será re- 
glamentada en lo pertinente por el Poder Ejecutivo dentro de los 
ciento veinte días contados a partir de su promulgación. 


Sala de la Comisión, a 16 de mayo de 2007. 


Alberto Breccia, Miembro Informante; 
Isaac Alfie (con salvedades); Milton 
Antognazza, Juan José Bentancor, Car- 
los Daniel Camy (con salvedades); Al- 
berto Couriel, Luis Alberto Heber (con 
salvedades); Rafel Michelini. 
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La Cámara de Representantes de la República Oriental del 
Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguiente 


PROYECTODELEY 
CAPITULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 1”. (Objeto).- La presente ley es de orden 
público y tiene por objeto fomentar el bienestar de los 
actuales y futuros consumidores y usuarios, a través de la 
promoción y defensa de la competencia, el estímulo a la 
eficiencia económica y la libertad e igualdad de condiciones 
de acceso a los mercados. 


Artículo 2”. (Principio general).- Todos los mercados 
estarán regidos por los principios y reglas de la libre com- 
petencia, excepto las limitaciones establecidas por ley, por 
razones de interés general. 
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Se prohíbe el abuso de posición dominante, así como 
todas las prácticas, conductas o recomendaciones, indivi- 
duales o concertadas, que tengan por efecto u objeto, 
restringir, limitar, obstaculizar, distorsionar o impedir la 
competencia actual o futura en el mercado relevante. 


El ejercicio de un derecho, facultad o prerrogativa excep- 
cional otorgada o reconocida por ley no se considerará 
práctica anticompetitiva ni abuso de posición dominante. 


A efectos de valorar su legitimidad o ilegítimidad, el 
órgano de aplicación podrá tomar en cuenta si esas prácti- 
cas, conductas o recomendaciones generan ganancias de 
eficiencia económica de los sujetos, unidades económicas 
y empresas involucradas, la posibilidad de obtener las 
mismas a través de formas alternativas, y el beneficio que 
se traslada a los consumidores. 


Artículo 3”. (Ambito subjetivo).- Están obligadas a re- 
girse por los principios y reglas de la libre competencia 
todas las personas físicas y jurídicas, públicas y privadas, 
nacionales y extranjeras, que desarrollen, actividades eco- 
nómicas con o sin fines de lucro, en el territorio uruguayo. 


Quedan también obligados en idénticos términos, quie- 
nes desarrollen actividades económicas en el extranjero, en 
tanto las mismas desplieguen total o parcialmente sus efec- 
tos en el territorio uruguayo. 


Artículo 4”. (Prácticas prohibidas).- Se declaran expre- 
samente prohibidas, en tanto configuren alguna de las 
situaciones enunciadas en el artículo 2” de la presente ley, 
las prácticas que se indican a continuación. 


La enumeración que se realizará es a título enunciativo. 


A) Concertar o imponer directa o indirectamente precios 
de compra o venta u otras condiciones de transac- 
ción de manera abusiva. 


B) Limitar, restringir o concertar de modo injustificado 
la producción, la distribución y el desarrollo tecno- 
lógico de bienes, servicios o factores productivos, 
en perjuicio de competidores o de consumidores. 


C) Aplicar injustificadamente a terceros condiciones 
desiguales en el caso de prestaciones equivalentes, 
colocándolos así en desventaja importante frente a la 
competencia. 


D) Subordinar la celebración de contratos o la acepta- 
ción de obligaciones complementarias o suplementarias 
que, por su propia naturaleza o por los usos comercia- 
les, no tengan relación con el objeto de esos contratos. 


E) Coordinar la presentación o abstención a licitaciones 
o concursos de precios, públicos o privados. 


F) Impedir el acceso de competidores a infraestructuras 
que sean esenciales para la producción, distribución 
o comercialización de bienes, servicios o factores 
productivos. 
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G) Obstaculizar injustificadamente el acceso al mercado 
de potenciales entrantes al mismo. 


H) Establecer injustificadamente zonas o actividades 
donde alguno o algunos de los agentes económicos 
operen en forma exclusiva, absteniéndose los restan- 
tes de operar en la misma. 


D Las mismas prácticas ya enunciadas, cuando sean 
resueltas a través de asociaciones o gremiales de 
agentes económicos. 


Artículo 5”. (Mercado relevante).- A efectos de evaluar 
si una práctica afecta las condiciones de competencia, 
deberá determinarse cuál es el mercado relevante en el que 
la misma se desarrolla. Esto implica analizar, entre otros 
factores, la existencia de productos o servicios sustitutos, 
así como el ámbito geográfico comprendido por el mercado, 
definiendo el espacio de competencia efectiva que corres- 
ponda. El órgano de aplicación establecerá los criterios 
generales para la determinación del mercado relevante. 


Artículo 6”. (Abuso de posición dominante).- Se entiende 
que una o varias empresas gozan de una posición dominante 
en el mercado cuando pueden afectar sustancialmente las va- 
riables relevantes del mismo, con prescindencia de las conduc- 
tas de sus competidores, compradores, clientes o proveedores. 


Se considera que existe abuso de posición dominante 
cuando la o las empresas que se encuentran en tal situación 
actúan de manera indebida, con el fin de obtener ventajas 
o causar perjuicios a otros, los que no hubieran sido posi- 
bles de no existir tal posición de dominio. 


Artículo 7”. (Notificación de concentraciones).- Todo 
acto de concentración económica deberá ser notificado al 
órgano de aplicación por las empresas participantes cuan- 
do se dé por lo menos una de las condiciones siguientes: 


A) Cuando como consecuencia de la operación se alcan- 
ce una participación igual o superior al 60% (sesenta 
por ciento) del mercado relevante. 


B) Cuando la facturación bruta anual en el territorio 
uruguayo del conjunto de los participantes en la 
operación, en cualquiera de los últimos tres ejerci- 
cios contables, sea igual o superior a UI 1.000:000.000 
(mil millones de unidades indexadas). 


A los efectos de la interpretación del presente artículo, 
se considerarán posibles actos de concentración económica 
aquellas operaciones que supongan una modificación de la 
estructura de control de las empresas partícipes mediante: 
fusión de sociedades, adquisición de opciones, de cuotas o de 
participaciones sociales, adquisición de establecimientos co- 
merciales, industriales o civiles, adquisiciones totales o 
parciales de activos empresariales, y toda otra clase de 
negocios jurídicos que importen la transferencia del control 
de la totalidad o parte de unidades económicas o empresas. 


Las notificaciones requeridas deberán presentarse en 
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forma previa o en un plazo no mayor a los treinta días de 
efectuadas las operaciones correspondientes. El órgano de 
aplicación reglamentará la forma y el contenido de las 
notificaciones requeridas, así como las sanciones corres- 
pondientes en concordancia con lo dispuesto por los artí- 
culos 16, 17 y 18 de la presente ley. Asimismo, podrá 
requerir información periódica a las empresas involucradas 
a efectos de realizar un seguimiento de las condiciones de 
mercado en los casos en que entienda conveniente. 


Artículo $”. (Autorización de concentración 
monopólica).- en los casos en que el acto de concentración 
económica implique la conformación de un monopolio de he- 
cho, dicho proceso deberá ser autorizado por el órgano de 
aplicación. El análisis de esos casos deberá incorporar, entre 
otros factores, la consideración del mercado relevante, la 
competencia externa y las ganancias de eficiencia. Si el órgano 
de aplicación no se expidiera en un plazo de noventa días desde 
la notificación correspondiente, se dará por autorizado el acto. 


En caso de autorización expresa o tácita por parte del 
órgano de aplicación, de una concentración monopólica de 
hecho, de ninguna forma constituirá un monopolio de ori- 
gen legal de acuerdo con lo establecido en el numeral 17) del 
artículo 85 de la Constitución de la República. Dicha auto- 
rización no podrá limitar el ingreso de otros agentes al 
mercado, alos cuales les serán de aplicación las disposicio- 
nes de la presente ley. 


CAPITULO Il 


PROCEDIMIENTO PARA LA INVESTIGACION Y 
SANCION DE PRACTICAS PROHIBIDAS 


Artículo 9”. (Competencia).- El órgano de aplicación 
será competente para desarrollar los procedimientos ten- 
dientes a investigar, analizar y sancionar las prácticas 
prohibidas por la presente ley. Podrá actuar de oficio o por 
denuncia. 


Artículo 10. (Medidas preparatorias).- Antes de iniciar 
formalmente una investigación, el órgano de aplicación 
podrá requerir información de cualquier persona, física o 
jurídica, pública o privada, que le permita tomar conoci- 
miento de actos o hechos relativos a la conformación de los 
mercados y a las prácticas que se realizan en los mismos. 


Asimismo, si lo estimare oportuno, el órgano de aplica- 
ción podrá requerir ante la Justicia ordinaria la realización 
de medidas probatorias con carácter reservado y sin noticia 
de los eventuales investigados o terceros, tales como la 
exhibición y obtención de copias de documentos civiles y 
comerciales, libros de comercio, libros de actas de órganos 
sociales, bases de datos contables y correspondencia. 


A tales efectos serán competentes los Jueces Letrados 


de Primera Instancia en lo Civil de Montevideo y los Jueces 
Letrados de Primera Instancia del Interior, según corresponda. 


Artículo 11. (Presentación de la denuncia).- Cualquier 
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persona, física o jurídica, pública o privada, nacional o 
extranjera, puede denunciar la existencia de prácticas pro- 
hibidas, sin necesidad de acreditar interés legítimo o dere- 
cho subjetivo. 


La denuncia deberá presentarse por escrito ante el órga- 
no de aplicación, conteniendo la identificación del denun- 
ciante y la descripción precisa de la conducta presuntamen- 
te anticompetitiva que está siendo desarrollada o se planea 
desarrollar, acompañando en la misma oportunidad los me- 
dios probatorios que dan mérito a la misma. 


Sin perjuicio de que el denunciante deberá identificarse 
en todos los casos, podrá solicitar al órgano de aplicación, 
por motivos fundados, que mantenga reserva acerca de su 
identidad. 


De la denuncia formulada se deberá conferir vista a los 
denunciados. 


Si el órgano de aplicación entendiere que, además de los 
sujetos denunciados expresamente por el denunciante, 
pudieran existir otras personas que también fueran presun- 
tamente infractores de los preceptos de esta ley, también 
conferirá vista a las mismas, de acuerdo con los artículos 66 y 
72 de la Constitución de la República, con idénticos propó- 
sitos y consecuencias que si hubieren sido denunciados. 


El órgano de aplicación podrá iniciar lainvestigación de 
oficio cuando considere que pudieran estar desarrollándo- 
se prácticas prohibidas. 


Artículo 12. (Cese preventivo).- En cualquier momento 
del procedimiento el órgano de aplicación podrá expedirse 
acerca de las posibles consecuencias dañosas de la con- 
ducta objeto de los procedimientos. 


En caso de que la misma fuese capaz de producir daños 
graves, o ya los estuviere produciendo, podrá disponer el 
cese preventivo de esa conducta. 


Artículo 13. (Prueba).- Toda persona, física o jurídica, 
pública o privada, nacional o extranjera, queda sujeta al 
deber de colaboración con el órgano de aplicación y estará 
obligada a proporcionar arequerimiento de éste, en un plazo 
de diez días corridos contados desde el siguiente al que le 
fuere requerida, toda la información que conociere y todo 
documento que tuviere en su poder. 


Artículo 14. (Medidas cautelares).- Sin perjuicio de la 
posibilidad de disponer el cese preventivo de las prácticas 
investigadas a que refiere el artículo 12 de la presente ley, 
el órgano de aplicación está facultado para requerir a la 
Justicia ordinaria la realización de todas las medidas 
cautelares que considere pertinentes, con carácter reserva- 
do y sin noticia, antes de iniciar las actuaciones administra- 
tivas o durante el transcurso de las mismas. 


A tales efectos serán competentes los Jueces Letrados 
de Primera Instancia en lo Civil de Montevideo y los Jueces 
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Letrados de Primera Instancia del Interior, según corresponda, 
y se aplicarán, en cuanto fuera pertinente, las soluciones 
del artículo 311 y siguientes del Código General del Proceso, 
excepto en lo que se refiere a la prestación de contracautela, 
de la cual queda exonerado el órgano de aplicación. 


Asimismo, en lo que respecta a la previsión del artículo 
311.2 del Código General del Proceso se interpretará la 
misma en el sentido de que las medidas cautelares caduca- 
rán si el órgano de aplicación no iniciara las actuaciones 
administrativas dentro del plazo de treinta días corridos 
contados desde que se hicieron efectivas aquéllas. 


Artículo 15. (Compromisos de cese y conciliaciones).- 
El órgano de aplicación podrá suspender las actuaciones, 
en cualquier estado en que se hallaren, por espacio no 
mayor a diez días corridos, a efectos de acordar con el 
presunto infractor un compromiso de cese o modificación 
de la conducta investigada, salvo que la ilegitimidad de la 
misma y la identidad de quien la realizó fueren evidentes. 


También podrá suspender las actuaciones por idéntico 
plazo, por solicitud conjunta de denunciante y denunciado, 
y aefectos de considerar posibles conciliaciones, siempre 
que la conducta investigada consista en la situación previs- 
ta por el artículo 6” de esta ley y el único perjudicado por la 
misma sea el denunciante. 


Artículo 16. (Sanciones).- Cuando las actuaciones ad- 
ministrativas concluyeran con la constatación de que se 
desarrollaron prácticas anticompetitivas, el órgano de apli- 
cación deberá ordenar su cese inmediato y de los efectos de 
las mismas que aún subsistieren, así como sancionar a sus 
autores y responsables. 


Las sanciones consistirán en: 
A) Apercibimiento. 


B) Apercibimiento con publicación de la resolución, a 
costa del infractor, en dos diarios de circulación 
nacional. 


C) Multa que se determinará entre una cantidad mínima 
de UI 100.000 (cien mil unidades indexadas) y una 
cantidad máxima del que fuere superior de los si- 
guientes valores: 


1) 20:000.000 UI (veinte millones de unidades 
indexadas). 


2) El equivalente al 10% (diez por ciento) de la fac- 
turación anual del infractor. 


3) El equivalente a tres veces el perjuicio causado 
por la práctica anticompetitiva, si fuera determi- 
nable. 


Las sanciones podrán aplicarse independientemente o 
conjuntamente según resulte de las circunstancias del caso. 
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A efectos de su determinación, se tomará en cuenta: la 
entidad patrimonial del daño causado; el grado de partici- 
pación de los responsables; la intencionalidad; la condi- 
ción de reincidente; y la actitud asumida durante el desarro- 
llo de las actuaciones administrativas. 


Estas sanciones también podrán aplicarse a aquellos 
que incumplan las obligaciones dispuestas por el artículo 
12 de esta ley. 


Enel caso de prácticas concertadas entre competidores, 
se considerará como especial atenuante la denuncia realiza- 
da por uno de los miembros del acuerdo o el aporte que éste 
brinde para la obtención de pruebas suficientes para la 
sanción de los restantes infractores. 


Artículo 17. (Publicación).- Una descripción de los 
casos analizados y las resoluciones correspondientes se- 
rán publicadas en la página institucional del órgano de 
aplicación. 


Artículo 18. (Sanciones a Administradores, Directo- 
res y Representantes de Personas Jurídicas, y a Socieda- 
des Controlantes).- Además de las sanciones que corres- 
ponda imponer a las personas jurídicas que realicen con- 
ductas prohibidas por esta ley, también podrán imponer 
multas a los integrantes de sus órganos de administración 
y representación que hayan contribuido activamente en el 
desarrollo de la práctica. 


Las conductas desarrolladas por una persona jurídica 
controlada por otra, serán también imputables a la 
controlante. De la misma manera, las responsabilidades que 
pudieren corresponder a los integrantes de los órganos de 
administración y representación de la sociedad controlada, 
también se aplicarán a quienes cumplen las mismas funcio- 
nes en la sociedad controlante. 


Artículo 19. (Título Ejecutivo).- El testimonio de la 
resolución firme que imponga pena de multa constituirá 
título ejecutivo. 


CAPITULO III 


ORGANO DE APLICACION 


Artículo 20. (Comisión de Promoción y Defensa de la 
Competencia).- El órgano de aplicación de las disposicio- 
nes de la presente ley será la Comisión de Promoción y 
Defensa de la Competencia, que funcionará como órgano 
desconcentrado en el ámbito del Ministerio de Economía y 
Finanzas. 


La Comisión estará integrada por tres miembros desig- 
nados por el Poder Ejecutivo actuando en Consejo de 
Ministros, entre personas que, por sus antecedentes perso- 
nales, profesionales y conocimiento de la materia, aseguren 
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independencia de criterio, eficiencia, objetividad e impar- 
clalidad en su desempeño. 


Al menos uno de los integrantes deberá ser abogado y 
otro economista, con más de cinco años en el ejercicio de la 
profesión. Los miembros de la Comisión tendrán dedicación 
exclusiva, con excepción de la actividad docente y de 
investigación. Si al momento de la designación ocuparan 
otros cargos públicos, quedarán suspendidos en los mis- 
mos a partir de su aceptación y por todo el tiempo que 
actúen como integrantes de la Comisión, de acuerdo con lo 
establecido por el artículo 21 de la Ley N* 17.930, de 19 de 
diciembre de 2005. 


Su mandato durará seis años y podrán ser designados 
nuevamente. 


Las renovaciones se realizarán de a un miembro cada dos 
años; a efectos de hacer posible dicho sistema de renova- 
ción, los tres primeros miembros que se designen tendrán, 
respectivamente, mandatos de dos, cuatro y seis años de 
duración. 


El Presidente de la Comisión tendrá a su cargo la repre- 
sentación del órgano. 


La Presidencia de la Comisión será ejercida por espacio 
de dos años, en forma rotativa, de manera que todos sus 
integrantes tengan la oportunidad de ocupar dicho cargo. 
En el caso de la primera integración de la Comisión, la 
Presidencia será ejercida, en primer término, por el miembro 
designado con mandato de dos años; y en segundo término, 
por el miembro designado con mandato de cuatro años. 


Los integrantes de la Comisión podrán ser destituidos 
por el Presidente de la República, actuando en Consejo de 
Ministros, en cualquiera de los siguientes casos: 


A) Negligencia o mal desempeño de sus funciones. 


B) Incapacidad sobreviniente. 


C) Condena por delito doloso. 


D) Comisión de actos que afecten su buen nombre o el 
prestigio del órgano. 


Los miembros de la Comisión serán suspendidos 
preventinamente en sus funciones, en caso de ser procesa- 
dos por delito doloso o impedimento físico momentáneo 
para desempeñar la función. La suspensión se verificará de 
pleno derecho, por el dictado del auto de procesamiento, 
independientemente de que el mismo sea objeto de recur- 
SOS. 


En caso de destitución, la duración del mandato de quien 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-215 


sea designado para ocupar el lugar del miembro removido, 
será igual al tiempo que restare a este último para terminar 
el suyo. 


El funcionamiento de la Comisión se ajustará a lo que 
disponga el reglamento que la misma habrá de dictar, que 
contendrá como mínimo el régimen de convocatoria, delibe- 
ración, votación y adopción de resoluciones. 


Artículo 21. (Funciones y facultades).- Compete a la 
Comisión de Promoción y Defensa de la Competencia: 


A) Dar cumplimiento a las disposiciones de la presente 
ley. 


B) Emitir normas generales e instrucciones particulares 
que contribuyan al cumplimiento de los objetivos de 
la presente ley. 


C) Realizar los estudios e investigaciones que conside- 
re pertinentes, a efectos de analizar la competencia 
en los mercados. 


D) Requerir de las personas físicas o jurídicas, públicas 
o privadas, la documentación y colaboración que 
considere necesarias. 


E) Realizar investigaciones sobre documentos civiles y 
comerciales, libros de comercio, libros de actas de 
órganos sociales, bases de datos contables y corres- 
pondencia. 


F) Asesorar al Poder Ejecutivo en materia de promoción 
y políticas de competencia. 


G) Emitir recomendaciones no vinculantes, dirigidas al 
Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial, 
Gobiernos Departamentales, y entidades y organis- 
mos públicos, relativos al tratamiento, protección, 
regulación, restricción o promoción de la competen- 
ciaen leyes, reglamentos, ordenanzas municipales y 
actos administrativos en general. Estas recomenda- 
ciones se realizarán respecto de leyes, reglamentos, 
ordenanzas municipales y otros actos administrati- 
vos vigentes o a estudio de cualquiera de los orga- 
nismos señalados. 


H) Emitir recomendaciones no vinculantes, de carácter 
general o sectorial, respecto de las modalidades de la 
competencia en el mercado. 


D Emitir dictámenes y responder consultas que le for- 
mule cualquier persona física o jurídica, pública o 
privada, acerca de la legitimidad o ilegitimidad de 
prácticas concretas que pretende realizar, o que rea- 
lizan otros sujetos. 
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J) Mantener relaciones con otros órganos de defensa 
de la competencia, nacionales o internacionales, y 
participar en todos los foros internacionales en que 
se discutan o negocien temas relativos a la compe- 
tencia. 


Artículo 22. (Sectores regulados).- En los sectores que 
están sometidos al control o superintendencia de órganos 
reguladores especializados, tales como el Banco Central del 
Uruguay, la Unidad Reguladora de Servicios de Energía y 
Agua y la Unidad Reguladora de Servicios de Comunicacio- 
nes, la protección y fomento de la competencia estarán a 
cargo de los órganos reguladores especializados. 


El alcance de la actuación de los mismos incluirá activi- 
dades que tengan lugar en mercados vertical u horizontal- 
mente relacionados con los mercados bajo control y regu- 
lación, en la medida en que afecten las condiciones compe- 
titivas de los mercados que se encuentran bajo sus respec- 
tivos ámbitos de actuación regulatoria. 


En el desarrollo de este cometido, los órganos regulado- 
res deberán cumplir con todas y cada una de las disposicio- 
nes de la presente ley. 


CAPITULO IV 


DISPOSICIONES FINALES 


Artículo 23. (Prescripción).- Las acciones que tienen 
su origen en la realización de prácticas prohibidas por la 
presente ley, prescribirán a los cinco años de verificadas las 
mismas, tanto en lo que respecta a la potestad pública de 
investigar y sancionar a los responsables, como el derecho 
de los perjudicados directamente por las mismas a obtener 
el resarcimiento de los daños padecidos. 


La prescripción se interrumpe con el acto que dispone la 
iniciación de un procedimiento de oficio o con el acto que 
ordena dar vista de la denuncia al presunto responsable, o 
por la comisión de nuevas conductas prohibidas. 


Artículo 24. (Remisión).- En todo lo no previsto en esta 
ley oen su decreto reglamentario, relativo al procedimiento 
para la investigación y sanción de prácticas prohibidas, se 
aplicarán las soluciones del Decreto N* 500/991, de 27 de 
setiembre de 1991. 


Artículo 25. (Derogaciones).- Se derogan los artículos 
13, 14 y 15 de la Ley N* 17.243, de 29 de junio de 2000, los 
artículos 157 y 158 de la Ley N* 17.296, de 21 de febrero de 
2001, y el artículo 699 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 
1996. 


Artículo 26. (Modificaciones).- Se modifica el artículo 
65 de la Ley N* 17.296, de 21 de febrero de 2001, el que 
quedará redactado de la siguiente manera: 


CAMARA DE SENADORES 


12 de junio de 2007 


“ARTICULO 65.- Toda iniciativa en materia de tasas a 
ser percibidas por las unidades ejecutoras de la Admi- 
nistración Central por concepto de trámites, servicios o 
similares requerirá informe previo de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto (OPP), la que actuará de 
conformidad con los criterios establecidos en los artícu- 
los 699 a 702 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996”. 


Artículo 27. (Reglamentación).- La presente ley será 
reglamentada en lo pertinente por el Poder Ejecutivo dentro 
de los noventa días contados a partir de su publicación. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 2 de mayo de 2006. 


Julio Cardozo Ferreira 
Presidente 


Marti Dalgalarrondo Añón 
Secretario. 


DISPOSICIONES CITADAS 


Artículo referente 
Artículo 25 


Ley N* 17.243, de 
29 de junio de 2000 


CAPITULO IV 
NORMAS SOBRE DEFENSA DELA COMPETENCIA 


Artículo 13.- Las empresas que desarrollen actividades 
económicas, cualquiera fuere su naturaleza jurídica, están 
sujetas a las reglas de la competencia, sin perjuicio de las 
limitaciones que se establecieren por ley y por razones de 
interés general (artículos 7” y 36 de la Constitución de la 
República) o que resulten del carácter de servicio público 
de la actividad de que se trate. 


Artículo 14.- Prohíbense los acuerdos y las prácticas 
concertadas entre los agentes económicos, las decisiones 
de asociaciones de empresas y el abuso de la posición 
dominante de uno o más agentes económicos que tengan 
por efecto impedir, restringir o distorsionar la competencia 
y el libre acceso al mercado de producción, procesamiento, 
distribución y comercialización de bienes y servicios, tales 
como: 


A) Imponer en forma permanente, directa o indirecta- 
mente, precios de compra o venta u otras condicio- 
nes de transacción de manera abusiva para los con- 
sumidores. 
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B) Restringir, de modo injustificado, la producción, la 
distribución y el desarrollo tecnológico, en perjuicio 
de empresas o de consumidores. 


C) Aplicar injustificadamente a terceros contratantes 
condiciones desiguales en el caso de prestaciones 
equivalentes, colocándolos así en desventaja impor- 
tante frente a la competencia. 


D) Subordinar la celebración de contratos a la acepta- 
ción de obligaciones complementarias o suplementa- 
rias que, por su propia naturaleza o por los usos 
comerciales, no tengan relación con el objeto de esos 
contratos, en perjuicio de los consumidores. 


E) En forma sistemática, vender bienes o prestar servi- 
cios a precio inferior al costo, sin razones fundadas 
en los usos comerciales, incumpliendo con las obli- 
gaciones fiscales o comerciales. 


La aplicación de estas normas procede cuando la distor- 
sión en el mercado genere perjuicio relevante al interés 
general. 


Artículo 15.- El Poder Ejecutivo reglamentará las dispo- 
siciones del presente Capítulo y dispondrá las medidas 
pertinentes para la aplicación de dichas disposiciones. 


Toda contienda que se suscite que refiera a la materia 
regulada en este Capítulo podrá ser sometida por las partes 
aarbitraje, de conformidad con lo dispuesto en el Título VIII 
del Libro II del Código General del Proceso (Ley N* 15.982, 
de 18 de octubre de 1988). La reglamentación promoverá la 
habilitación de centros especializados a tales efectos. 


Ley N” 17.296, de 
21 de febrero de 2001 


Artículo 157.- La reglamentación dictada por el Poder 
Ejecutivo establecerá a qué repartición del Estado se le 
asigna competencia en el control de los actos y conductas 
prohibidos por el artículo 14 de la Ley N* 17.243, de 29 de 
junio de 2000, que serán sancionados de la siguiente forma: 


A) Apercibimiento. 


B) Apercibimiento con publicación a costa del infrac- 
tor. 


C) Orden de cese definitivo de los actos o conductas 
prohibidos y la remoción de sus efectos. 


D) Multa de 500 UR (quinientas unidades reajustables) 
hasta 20.000 UR (veinte mil unidades reajustables) 
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según que la infracción se califique de leve, grave o 
muy grave. 


Las sanciones podrán aplicarse independiente o con- 
juntamente según resulte de las circunstancias del caso. En 
el caso de que la gravedad de la infracción lo amerite, podrá 
ordenarse el cese provisorio de los actos o conductas 
prohibidos, sin perjuicio de la iniciación del proceso admi- 
nistrativo que corresponda. 


Los criterios que se tendrán en consideración para de- 
terminar la gravedad de la infracción serán el daño causado, 
la modalidad y alcance de la restricción de la competencia, 
la participación del infractor en el mercado, la duración de 
la práctica prohibida y la reincidencia o antecedentes del 
infractor. 


Artículo 158.- El órgano de aplicación de las normas 
contenidas en los artículos 13, 14 y 15 de la Ley N* 17.243, 
de 29 de junio de 2000, tendrá las siguientes funciones y 
facultades: 


A) Requerir a las autoridades nacionales o municipales 
y alos particulares, la documentación, información y 
colaboración que juzgue necesarias a los efectos de 
cumplir con sus cometidos y en especial, con los 
estudios e investigaciones de mercado que conside- 
re pertinentes. 


B) Habilitar los centros especializados a que refiere el 
artículo 15 de la Ley N* 17.243, de 29 de junio de 2000. 


C) Emitir opinión en los asuntos que se sometan a su 
consideración o que analice en el marco de su com- 
petencia e informar y asesorar respecto de acuerdos, 
prácticas restrictivas, decisiones de empresas y de- 
más cuestiones relativas a la defensa de la competen- 
cia. 


D) Imponer las sanciones establecidas en la presente 
ley. 


E) Dispondrá de las más amplias facultades de investi- 
gación y fiscalización, pudiendo requerir de los orga- 
nismos especializados la colaboración necesaria a 
los efectos de la realización de inspecciones, inves- 
tigaciones, pericias, controles y comprobaciones. 
Podrá asimismo, requerir la comparecencia de los 
investigados y de terceros a los efectos de propor- 
cionar información. Los datos e informaciones obte- 
nidos solo podrán ser utilizados para las finalidades 
previstas en esta ley. 


F) Solicitar en forma fundada, al Juez competente, las 
medidas cautelares que estime pertinentes, procedi- 
miento en el que estará exonerado de prestar contra 
cautela. 
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G) Proyectar y someter a la consideración del Poder 
Ejecutivo el procedimiento pertinente, a los efectos 
de la constatación de la realización de los actos o las 
prácticas prohibidas y la aplicación de sanciones, ya 
sea de oficio o por denuncia de parte interesada y 
legitimada al respecto, garantizándose al denuncia- 
do o investigado el ejercicio del derecho de defensa. 


H) Promover la celebración de acuerdos, conciliaciones 
o compromisos de cese, en los asuntos sometidos a 
su consideración. 


Ley N* 16.736, de 
5 de enero de 1996 


Artículo 669.- Sustitúyese el artículo 8* del Título 14 
(PAT) del Texto Ordenado 1991, por el siguiente: 


“ARTICULO 8”.- Para la determinación del monto 
imponible no se computarán en el activo de títulos de 
Deuda Pública, Nacional o Municipal, valores emitidos 
por el Banco Hipotecario del Uruguay, por el Banco 
Central del Uruguay, Bonos y Letras de Tesorería, accio- 
nes de la Corporación Nacional para el Desarrollo y 
participaciones en el patrimonio de los sujetos pasivos 
comprendidos en los literales B) y C) del artículo 1”. Al 
solo efecto de la determinación ficta del valor del ajuar 
y muebles de la casa habitación se computarán: 


A) Saldos de precio que deriven de importaciones, 
préstamos y depósitos en moneda extranjera, de 
personas físicas y jurídicas extranjeras domicilia- 
das en el exterior. 


B) Obligaciones o debentures, títulos de ahorro u 
otros similares sujetos al pago de este Impuesto 
por vía de retención. 


C) Depósitos en instituciones bancarias O cajas 
populares, cuyos titulares sean personas físicas. 


D) Acciones de sociedades comprendidas en el ar- 
tículo 4 del Decreto-Ley N* 15.322, de 17 de 
setiembre de 1982”. 


Artículo referente 
Artículo 26 


Ley N* 17.296, de 
21 de febrero de 2001 


Artículo 65.- Toda iniciativa en materia de regulaciones 
y restricciones administrativas que afecten la competencia 
entre particulares o la competitividad, así como en materia 
de tasas, a ser percibidas por las unidades ejecutoras de la 
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Administración Central por concepto de trámites, servicios 
o similares, requerirá informe previo de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto. 


La Oficina de Planeamiento y Presupuesto actuará de 
conformidad con los criterios establecidos en los artículos 
699 a 702 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996. 


Exceptúase de lo dispuesto en los incisos precedentes, 
toda iniciativa en materia de regulaciones y restricciones 
administrativas que afecten la competencia entre particula- 
res o la competitividad, que fuere evaluada por la Unidad 
Reguladora de Servicios de Comunicaciones (URSEC) o por 
la Unidad Reguladora de la Energía Eléctrica (UREE). 


Carp. N” 298/05 
Anexo lal 

Rep. N*322/06 
Marzo de 2006 


Comisión de Hacienda 


INFORME 


Señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Hacienda recomienda al Cuerpo 
aprobar el presente proyecto de ley referente ala promoción 
y defensa de la competencia. 


Analizando el proyecto presentado con la firma de va- 
rios Legisladores, y a su vez, teniendo otra iniciativa por 
parte del Poder Ejecutivo, la Comisión trabajó escuchando 
distintos actores de la sociedad y la academia 
intercambiando opiniones y contando, además, con la pre- 
sencia del economista Mario Bergara (Subsecretario) y 
asesores del Ministerio de Economía y Finanzas. 


Luego de un pormenorizado estudio en varias reuniones 
de la Comisión, se concluye hoy con el voto favorable a la 
iniciativa presentada por el Poder Ejecutivo, con modifica- 
ciones realizadas al mismo en la búsqueda del mayor respal- 
do al presente proyecto de ley. 


Las políticas de competencia en términos generales, 
están integradas por un conjunto de leyes o disposiciones 
que buscan asegurar que la competencia en el mercado no 
se restrinja, en el sentido de reducir el bienestar. El presente 
proyecto de ley pone el acento en el bienestar de los 
consumidores y usuarios actuales y futuros, siendo éste su 
objeto, mientras que la promoción y defensa de la compe- 
tencia, es el medio por el cual se resguarda aquélla, conjun- 
tamente con el estímulo a la eficiencia y la libertad e igual- 
dad de acceso a los mercados. 


En la exposición de motivos que nos remitiera el Poder 
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Ejecutivo, se hace referencia a los objetivos del proyecto de 
ley y se manifiesta que “la existencia de mercados compe- 
titivos permite que los ciudadanos dispongan del mayor 
número de bienes y servicios al menor precio posible, crea 
los estímulos para la constante búsqueda de la calidad de 
los mismos y para la innovación, que las empresas asignen 
sus recursos escasos en forma eficiente y todo ello redunde 
en beneficio para el consumidor”. 


En este análisis no podemos dejar de tener en cuenta dos 
variables, las dimensiones de la economía nacional y por 
consiguiente las economías de escala necesarias para la 
inserción local, regional e internacional y el principio de 
libertad que consagra y protege nuestra Constitución. “En 
términos generales, las empresas operan en Uruguay en un 
régimen de economía de mercado, basado en la libertad de 
actuación tanto de oferentes como de demandantes” y este 
proyecto tiende a regular por ley las relaciones entre éstos, 
evitando los abusos que la falta de reglamentación permite, 
con las consecuencias que ello genera en la parte más débil 
de la relación. 


Por tanto, este proyecto tiende a habilitar la participa- 
ción del Estado, bajo reglas claras para los operadores 
económicos, consagrando los principios y reglas de la libre 
competencia en los mercados, sancionando acciones o 
conductas llevadas a cabo por agentes económicos en 
violación de ciertas normas. 


Dicha sanción recae sobre conductas o prácticas consi- 
deradas anticompetitivas que en términos generales se 
clasifican en explotativas y exclusorias. Los principales 
tipos, sancionados corrientemente en el mundo son las 
prácticas de colusión (conducta explotativa concertada 
entre competidores que tiene por objeto limitar o eliminar la 
competencia entre ellos), las prácticas de obstaculización a 
la entrada y de depredación (prácticas exclusorias que 
tienen por objeto la eliminación de competidores actuales o 
potenciales) y las prácticas llamadas de “abuso de posición 
dominante” (de carácter explotativo, como tipos de discri- 
minación de precios, ventas atadas). 


El artículo 2* del proyecto establece el principio general 
y enuncia las prácticas o conductas prohibidas “...el abuso 
de posición dominante, así como todas las prácticas, con- 
ductas o recomendaciones, individuales o concertadas, 
que tengan por efecto u objeto, restringir, limitar, obstacu- 
lizar, distorsionar o impedir la competencia actual o futura 
en el mercado relevante”. 


Complementariamente, se agrega, también a nivel de 
principio, la facultad de tomar en consideración para valorar 
la legitimidad o ilegítimidad de éstos actos si “generan 
ganancias de eficiencia económica..., la posibilidad de ob- 
tener las mismas a través de formas alternativas y el bene- 
ficio que se traslada a los consumidores”. 


Se está priorizando el uso de la regla de la razón, es decir 
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un análisis que evalúe y sopese argumentos de ejercicio de 
poder de mercado y argumentos de eficiencia, lo cual resulta 
crucial. No todo ejercicio de poder de mercado, no todos los 
acuerdos entre empresas son anticompetitivos. Diversas 
prácticas que “ex ante” parecen limitar la competencia es 
posible que tengan su justificación y solucionen proble- 
mas. Se deben contemplar las ganancias de eficiencia que 
producen y los beneficios a los usuarios o consumidores. 


El proyecto define en sus siguientes artículos prácticas 
prohibidas a título enunciativo, los conceptos de mercado 
relevante, posición dominante y abuso de posición domi- 
nante. 


Con referencia al tema de las Concentraciones el proyec- 
to de ley no prevé un proceso de autorización previo o 
posterior de las operaciones de concentración, salvo en el 
caso extremo de un proceso de concentración que da lugar 
a un monopolio de hecho. No obstante, se introduce un 
mecanismo de notificación que permitirá al órgano de la 
Competencia el seguimiento de las conductas y comporta- 
mientos de aquellas concentraciones o fusiones que sobre- 
pasen en conjunto un determinado umbral de participación 
del mercado relevante o determinado monto de ventas 
anuales (artículo 79). La obligación de notificación proveerá 
una base de datos al órgano de aplicación a partir de la cual 
éste tendrá elementos para tomar ciertas acciones como 
solicitar mayor información, seguir con más atención el 
mercado donde se está produciendo un proceso de con- 
centración y eventualmente actuar de oficio ante una con- 
ducta anticompetitiva. La ley deja para el órgano de apli- 
cación la reglamentación y el contenido de las notificacio- 
nes. 


La característica de economía abierta y pequeña de 
nuestro país requiere niveles de concentración más o me- 
nos altos por temas de escala mínima eficiente. Del punto de 
vista conceptual se entiende que las formas de estructura 
de mercados no determinan de manera causal conductas o 
resultados anticompetitivos. Una concentración económi- 
ca noes en sí misma ni buena ni mala, existiendo principal- 
mente dos motivos que la inducen: la obtención de un mayor 
poder de mercado conjunto con la posibilidad de aumentar 
precios, y el incremento de eficiencia económica con el 
resultado de disminuir costos. El primer motivo genera 
efectos negativos y el segundo beneficios para la sociedad. 
A priori entonces es difícil saber cuál va a ser el factor 
predominante. De todas maneras, si las prácticas resultan- 
tes de procesos de concentraciones fueran dañinas, serían 
sancionadas como conductas anticompetitivas. 


En el proyecto de ley se entendió no obstante, que una 
concentración extrema requería otro tipo de control más 
exigente, y se introduce el artículo 8” que contiene un 
control de tipo estructural, donde se requiere autorización 
para el caso de un proceso de fusión o adquisición que 
implique la conformación de un monopolio (monopsonio). 
Complementariamente se introducen criterios para evaluar 
en forma integral los beneficios o perjuicios que una con- 
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centración monopólica pueda acarrear; el análisis del mer- 
cado relevante, la competencia externa y las ganancias de 
eficiencia. 


Por tanto, este proyecto, que ponemos a vuestra consi- 
deración, “introduce una serie de mecanismos que permiten 
ejercer un control sobre aquellas conductas anticompetitivas 
que implican un perjuicio para los habitantes, además de 
instrumentar y desarrollar el necesario asesoramiento que 
permita orientar los mercados hacia ámbitos más competi- 
tivos. Con ello, se busca enfatizar el aspecto educativo con 
el objetivo de crear una mayor conciencia entre la ciudada- 
nía y los empresarios de los beneficios de la competencia, 
fomentando el desarrollo de una cultura en la materia, sin 
descuidar el aspecto represivo de las conductas que con- 
travengan lo establecido en la normativa”. 


Este proyecto contribuye a mejorar el clima de inversión. 
Las políticas de competencia garantizan reglas de juego y 
la seguridad que éstas dan alientan procesos de inversión, 
con su consecuente impacto sobre el empleo y el crecimien- 
to económico. 


El análisis, control y sanción de conductas y prácticas 
prohibidas serán desarrollados por una Comisión de Promo- 
ción y Defensa de la Competencia que funcionará como 
órgano colegiado desconcentrado en la órbita del MEF, con 
la necesaria independencia y transparencia de su actua- 
ción. 


El proyecto establece un sistema de proceso con las 
debidas garantías e intervención de la justicia ordinaria en 
los casos que corresponda. 


En síntesis, “se busca dotar de un instrumento adicional 
en la búsqueda de la mejora de la calidad de vida de los 
habitantes de la República y, a la vez, de fomento y desarro- 
llo de empresas más eficientes, através de la creación de un 
órgano de aplicación específico e independiente con co- 
metidos tanto de represión como de evaluación y asesora- 
miento”. 


Por los argumentos expuestos, proponemos al Cuerpo la 
aprobación del presente proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 15 de marzo de 2006. 


Alfredo Asti, Miembro Informante; 
Eduardo Brenta, Gonzalo Mujica, Rosa 
Quintana, Pablo Pérez González, José 
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Amorín, con salvedades que expresará 
en Sala. José Carlos Cardoso, con sal- 
vedades que expresará en Sala; Jorge 
Gandini, con salvedades que expresará 
en Sala; Iván Posada, con las siguientes 
salvedades. 


1. Antecedentes 


En la pasada Legislatura, a instancias de los Diputados 
del Frente Amplio Víctor Rossi, Ruben Obispo y Artigas 
Barrios se creó la Comisión Especial para el Estudio de 
Soluciones Legislativas referentes a la Libertad de Co- 
mercio en el Uruguay. Después de un largo período de 
trabajo, la Comisión resolvió solicitar al Catedrático de 
Derecho Comercial Grado V de la Facultad de Derecho y de 
la Facultad de Ciencias Económicas y de Administración, 
Dr. Siegbert Rippe la redacción de un proyecto de ley que 
estableciera un cuerpo normativo tendiente a regular la 
Libertad de Comercio y la Defensa de la Competencia. 
Finalmente el proyecto fue redactado, en trabajo conjunto, 
porel referido catedrático y el Profesor Agregado Grado IV 
de Técnica Notarial II y de Comercio Internacional de la 
Facultad de Derecho Dr. Daniel Hargain. Dicho proyecto, 
presentado por los integrantes de la Comisión Especial, 
tómo estado parlamentario, y luego de un estudio detenido 
en el que recibimos a diversas delegaciones -entre ellas 
representantes del Poder Ejecutivol de entonces- aproba- 
mos el mismo, con algunas escasas modificaciones. Poste- 
riormente, la Cámara de Representantes por una amplísima 
mayoría, le dio media sanción al proyecto. 


En las jornadas de trabajo en la Comisión Especial, la 
principal objeción planteada por los representantes del 
Poder Ejecutivo encabezado por el Dr. Jorge Batlle, fue la 
referida al Control de Concentraciones, Capítulo III del 
proyecto, donde se establecía el control previo de las 
concentraciones económicas. De hecho, este fue el punto 
central del debate en la Comisión Especial que por mayoría 
circunstancial conformada por los representantes del Fren- 
te Amplio y del Partido Independiente terminó laudando la 
discusión del tema manteniendo el capítulo en cuestión. 


En la consideración en el plenario de la Cámara, los 
capítulos del proyecto -excepto el Capítulo III- recogieron 
aprobación unánime o por amplísima mayoría. El Capítulo HI 
fue aprobado por amplia mayoría, recogiendo el apoyo de 
las Bancadas del Frente Amplio y el Partido Independiente 
y de algunos Diputados del Partido Colorado (el Diputado 
Ricardo Molinelli por ejemplo) y del Partido Nacional. En 
suma, el proyecto de ley fue aprobado tal como había sido 
elevado a consideración de la Cámara. 


1 En representación del Ministerio de Economía y Finanzas concurrieron la Ec. Fany Trylesinski (Directora Nacional de Comercio) y la Dra. Eva Holz, y en 
representación del Minsterio de Industria, Energía y Minería, el entonces Ministro Dr. Pedro Bordaberry. 
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Al comienzo del nuevo período legislativo, promovimos 
junto a Diputados de todos los Partidos Políticos, la presen- 
tación del proyecto aprobado por la Cámara de Represen- 
tantes en la pasada Legislatura, procurando una rápida 
aprobación de la iniciativa, en función de los antecedentes 
que mencionamos en párrafos anteriores. 


Sin embargo, algunos meses después, el Poder Ejecutivo 
presentó un proyecto de ley, que si bien toma como base el 
aprobado en la Legislatura anterior, elimina el control pre- 
vio de las concentraciones económicas e introduce otras 
modificaciones que juzgamos inconvenientes. Lo novedoso 
es que la ahora Bancada mayoritaria fundamente la elimi- 
nación del Capítulo HIT tomando prestado los argumentos 
expresados por los representantes del Gobierno del Dr. 
Batlle. 


2. Salvedades al proyecto de ley 


2.1 Salvedades de carácter general 


En primer lugar, cabe expresar que acompañamos con 
nuestro voto el pase a la discusión particular del presente 
proyecto, en tanto supone incorporar un cuerpo normativo 
que regula la libertad de comercio y defensa de la competen- 
cia, aún cuando sigue dejando un vacío respecto al control 
de las concentraciones económicas. 


A nuestro juicio el principal déficit de este proyecto de 
ley refiere a lainexistencia de disposiciones que regulen las 
concentraciones económicas. Quienes respaldan la exclu- 
sión de normas que prevean el control previo de las concen- 
traciones expresan que las mismas restrinjan las inversio- 
nes. 


Nuestro país tiene por cierto una tasa de inversión muy 
baja, y al legislar a este respecto hay que tener especial 
cuidado. En todo caso, importan las posiciones filosóficas 
que los distintos partidos políticos tenemos respecto a la 
relación entre Estado y mercado. Quienes adherimos a la 
visión de la socialdemocracia, compartimos la vigencia de 
las palabras de ese gran representante social demócrata que 
fue Willy Brandt: “tanto mercado como sea posible, tanta 
intervención del Estado como sea necesaria”. Vale decir 
que mientras el mercado asigne adecuadamente los recur- 
sos, bueno es dejar que éste actúe, pero cuando no cumple 
con esa función, cuando se producen distorsiones en su 
funcionamiento, bueno es que el Estado intervenga para 
corregirlas. 


Compartimos plenamente que los sistemas de regula- 
ción de la defensa de la competencia permiten cada vez más 
las concentraciones económicas como parte del proceso de 
globalización de la economía, y que muchas veces esos 
procesos permiten mayor eficiencia a través de economías 
de escala e incorporación de nuevas tecnologías. Negar que 
tal proceso existe sería no ser la realidad que nos circunda, 
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pero eso no obsta a que se prevea un mecanismo que nos 
permita impedir situaciones indeseadas. La ausencia del 
control previo de concentraciones económicas determinará 
que aún cuando se verifiquen distorsiones en el funciona- 
miento del mercado, nada podrá hacerse. 


A este respecto, nos importa compartir con los señores 
Representantes la reflexión del Dr. Siegbert Rippe en la 
sesión de la Comisión de Hacienda, del 22 de febrero del 
corriente año: “Quiero aprovechar la oportunidad para re- 
flexionar en voz alta parte de esta temática. Comparto que 
definitivamente pueda haber un cambio a nivel de la legis- 
lación global sobre permitir o facilitar las concentraciones 
y, eventualmente, observar si hay o no abuso de posición 
dominante cuando esa concentración se da dentro de la 
economía globalizada. Pero también presiento que cuando 
Estados Unidos o los países de la Unión Europea avanzan en 
este desarrollo, hay toda una historia detrás; son décadas 
y décadas de desarrollo económico. Entonces, uno se plan- 
tea si este país, partiendo de cero, debe llegar a la posición 
extrema que se está dando en el mundo. En nuestra opinión 
y en el marco de la región, en Uruguay hay todavía un 
camino por andar. Una cosa es que ciertas concentraciones 
se puedan realizar porque mejoran la eficiencia y no nece- 
sitan autorización previa porque no están dentro de los 
patrones requeridos por la ley, y otra cosa diferente es 
sostener que en este país no debería haber un sistema de 
control previo de concentraciones cuando se cumplen de- 
terminadas pautas. Nosotros manejamos ciertos conceptos 
-algunos fueron recogidos- en cuanto a que toda concen- 
tración empresarial o societaria que implicara tener una 
participación mayor con un determinado porcentaje en el 
mercado o cuando hubiera una facturación anual de deter- 
minadas Unidades Indexadas, debería existir por lo menos 
la intervención del órgano de contralor a los efectos de 
autorizar o no tal proceso concentrativo. ¿Cómo se modifica 
esto? Sin perjuicio de mantener los dos criterios, el Poder 
Ejecutivo hace lo siguiente. En lugar del 40% del sector 
acepta que sea el 60%. Por otro lado, mantiene las mismas 
Unidades Indexadas en materia de prerrequisitos para que 
una concentración requiera modificación. La diferencia 
conceptual está en que mientras en el proyecto original, si 
se daban ciertas pautas, había que tener autorización previa 
en el marco del Poder Ejecutivo, ahora solo se requiere una 
notificación. Por lo tanto, el Poder Ejecutivo está aceptando 
que se produzca la concentración. Entonces, si se produce 
la concentración, ¿cómo puede hacer el órgano de aplica- 
ción de esta normativa para controlar si hay o no abuso de 
posición dominante o si hay o no suficiente poder de 
mercado? Una vez que yo acepto la concentración, es 
mucho más fácil prevenir que reprimir. En nuestra muy 
personal opinión, a veces es difícil aplicar ciertas medidas 
preventivas en una economía como la nuestra, que debería 
ser lo más competitiva posible. Pero téngase presente que 
es lo menos competitiva que ustedes puedan imaginar, 
porque en este país los acuerdos provisorios implícitos o 
explícitos dominan el mercado; prácticamente no debe de 
haber sector de nuestra economía en donde no haya acuer- 
dos implícitos en materia de precios, división de mercados, 
oferta de productos, etcétera. 
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Es muy difícil pensar que pueda haber una real, efectiva 
e independiente competencia en nuestro país, y es uno de 
los temas que hay que atacar. Me gustaría invitarlos a 
reflexionar nuevamente sobre si es conveniente aceptar 
que se produzcan tales concentraciones y que haya una 
limitante para notificar. ¿Pero después, qué? ¿Cómo hago 
yo si una empresa toma el 60% del mercado? ¿Cómo hago 
yo si una empresa toma el 94% o el 96% del mercado, como 
ocurre con algunas empresas en este país? ¿Cómo hago 
para deshacer lo que permití que se construyera? Perso- 
nalmente -esto lo he manejado de manera abierta-, entiendo 
que debería reflexionarse sobre si no sería conveniente 
evitar determinadas situaciones con una política preventi- 
va flexible y no con una política represiva que quizá sea 
imposible aplicar después. Una vez que haya una concen- 
tración, ¿cómo hago para volver atrás si hay una posición 
dominante? ¿Cómo hago divisiones de sociedades o de 
empresas? ¿Cómo vuelvo atrás un acto empresarial que yo, 
poder público, permití que se produjera? Ese es, para mí, 
un tema particularmente delicado. En algunas concentra- 
ciones producidas en este país no me consta que se haya 
podido estudiar el fenómeno, reprimirlo ni lograr una 
marcha atrás, porque yo lo avalé con mi prescindencia 
respecto de ese proceso de concentración. 


Invitaría nuevamente a la reflexión. Creo que es mejor 
prevenir que reprimir en su momento. Insisto y estoy de 
acuerdo con el doctor Hargain: es un tema de definición de 
política de Estado. ¿Quiero concentaciones? ¿No quiero 
concentraciones? ¿Quiero prevenirlas? ¿Me alcanza con 
que sea notificado? Yo pregunto lo siguiente. Acá se dice: 
“Notifíquese”. ¿Y? ¿Qué hago yo con la notificación? ¿Me 
doy por enterado de quese ha producido tal o cual proceso? 
Es más: nos enteramos de los procesos de concentración 
por la prensa; ni siquiera somos notificados de absoluta- 
mente nada. La prensa nos informa permanentemente so- 
bre los procesos de concentración empresarial que en este 
país se están dando. 


Entonces, uno se pregunta: ¿qué hago yo con la notifi- 
cación? ¿Qué va a hacer el Tribunal de Defensa de la 
Competencia una vez notificado? Si además no se da sufi- 
ciente infraestructura humana, técnica y financiera a ese 
Tribunal, obviamente no podrá cumplir ninguno de sus 
cometidos. Y evidentemente esta no es una ley presupuestal, 
sino una ley de creación de tal órgano, con tales cometidos. 
Luego habrá necesidad de una ley presupuestal -vía Presu- 
puesto o Rendición de Cuentas- que le dé los recursos 
necesarios para que esto pueda funcionar. Y como están las 
cosas, uno no sabe si eso se va a dar o no. 


Insisto: reflexiónese sobre si se debe prevenir o reprimir, 
sobre cuán posible es una cosa o la otra. 


En segundo lugar, lo que ha hecho el Poder Ejecutivo es 
decir: “bueno, diferente es el caso del monopolio de he- 
cho”. Claro, no toma en cuenta el oligopolio. Sin entrar en 
teoría económica, hay diferentes grados de concentración 
empresarial. El monopsonio es el último grado en la escala 
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de concentración empresarial. El tema es cómo detecto yo 
que hay un monopolio. ¿Cómo se hace para detectar preven- 
tivamente que se va a producir un monopolio? Se dice que 
si hay un monopolio de hecho, entonces se requiere previa 
autorización. ¿Cómo se va a poder detectar por parte del 
Poder Ejecutivo la existencia de tales monopolios de he- 
cho? ¿Y qué pasa si hay un monopolio de hecho y no se 
denuncia por las partes? ¿Cómo se hace para investigar? 
Siyo no obligo preventivamente a que a mí se me informe 
y se me pida autorización para generar el monopolio o la 
concentración empresarial, no tengo formas 
instrumentales, yo, como Poder Ejecutivo o Tribunal de 
Defensa de la Competencia, para investigar si hay o no un 
monopolio. 


A mí me da la impresión -muy sobria y muy modestamen- 
te- de que no debería hablarse de esto y que debería revisarse 
nuevamente toda la concepción vinculada con concentra- 
ciones empresariales, aceptando una vez más y de entrada 
que esto es un tema de política de Estado: si quiero o no 
quiero esto que está ocurriendo”. 


A este mismo respecto, el ex Diputado y actual Intenden- 
te de Rocha expresaba en oportunidad de la discusión en 
Sala de este tema: “Creo que este capítulo es el corazón de 
la ley, porque mal podemos arreglar las cosas establecien- 
do penalidades para determinadas actitudes o conductas, si 
en definitiva estamos permitiendo que se generen las con- 
diciones previas a la adopción de esas conductas. Difícil- 
mente puede darse una actitud de abuso de la posición 
dominante en el mercado si no se produce una concentra- 
ción muy fuerte de poder económico en alguno de los 
actores o agentes económicos de determinado sector. Por 
eso pienso que es el corazón de la ley. Si sacamos eso, la ley 
seguirá valiendo, pero valdrá mucho menos. Seguramente, 
va a haber muchas más dificultades en la aplicación poste- 
rior y, si no incluimos este capítulo, quizás nos lleguemos 
a convencer en el futuro de la necesidad de volver a legislar 
en la materia”. 


Lamentablemente, en el seno de vuestra asesora ha 
primado la idea sostenida en general por la doctrina 
neoliberal que recoge el viejo principio del pensamiento 
liberal económico: “laissez faire, laissez passer”. 


2.2 Salvedades en particular 


Sin perjuicio de otras salvedades que expresaremos en 
Sala, queremos realizar los siguientes comentarios respecto 
alos artículos que a continuación se mencionan. En relación 
al artículo 1%, el proyecto incorpora como objeto de la 
proyectada ley “el bienestar de los actuales y futuros 
consumidores y usuarios...” Creemos que el artículo así 
redactado pierde de vista que el objeto fundamental de esta 
ley debe ser como se establecía en el proyecto aprobado por 
esta Cámara en la Legislatura anterior: “la promoción y 
defensa de la competencia, la promoción de la eficiencia 
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económica, la libertad de iniciativa, la apertura de los 
mercados, la desconcentración del poder económico, así 
como evitar los usos indebidos de poder de mercado”. Como 
bien lo expresaba el Dr. Hargain en su comparecencia en la 
Comisión: “La normativa de defensa de la competencia trata 
de mejorar el sistema de mercado y no a uno de los sectores 
que conforman los sujetos económicos, que son por un 
lado, las empresas, por otro los consumidores y por otro, el 
Estado. En general, la doctrina económica suele dividir así 
alos sujetos que operan en el mercado. Aquí no se trata de 
apuntar a un grupo, de favorecer a los consumidores y 
desproteger alos otros sujetos que operan en el mercado. 
Me permito sugerir esta modificación porque tiene conse- 
cuencias prácticas muy importantes. Tanto en Estados 
Unidos como en Europa los organismos de defensa de la 
competencia siempre están tratando de equilibrar losinte- 
reses de los productores con los de los consumidores a la 
hora de aplicar las políticas y las normas de defensa de la 
competencia”. Y agregaba más adelante: “Lo que tiene que 
hacer el organismo de defensa de la competencia es prote- 
ger el buen funcionamiento del mercado y no aquel que 
funciona incluso distorsionalmente, siempre y cuando fa- 
vorezca a un grupo de sujetos que interactúan en el mer- 
cado, como son los consumidores”. 


Respecto al artículo 2”, el proyecto del Poder Ejecutivo, 
en el inciso segundo, deja de lado el concepto que se 
planteaba en el proyecto aprobado en la pasada Legislatu- 
ra. En efecto, el inciso segundo del citado proyecto estable- 
cía: “Se prohíbe en general el abuso de posición de merca- 
do...”. El concepto de abuso de posición de mercado es más 
adecuado que el recogido por el proyecto en consideración: 
abuso de posición dominante. Al respecto el Dr. Hargain 
expresa: “En el proyecto que redactamos con el doctor 
Rippe preferimos hablar del abuso de poder de mercado y 
no del abuso de poder dominante. ¿Por qué? Porque el poder 
dominante, de acuerdo a como es definido en general, sólo 
puede tener un sujeto en el mercado, que es quien se 
comporta en forma independiente, fija precios, condicio- 
nes de contratación y no tiene en cuenta a la competencia. 
En el caso de los supermercados -vuelvo al supermercadismo 
porque es el ejemplo más vívido que podemos utilizar- no 
hay nadie que tenga poder dominante; nadie domina el 
mercado del supermecadismo. ¿Por qué? Porque hay, por lo 
menos, dos grandes operadores en ese sector - Tienda 
Inglesa, y el conglomerado Disco, Devoto y Geant- y nin- 
guno se comporta en forma independiente del otro ni puede 
hacer lo que quiera y no tener en cuenta las decisiones del 
otro. Al contrario, entre ellos se produce lo que en economía 
se llama la “teoría de los juegos”; cada vez que uno actúa, 
está pensando en lo que el otro va a hacer y viceversa. 
Entonces, no hay nadie que tenga poder dominante. Sin 
embargo, tienen un poder económico sustancial que les 
permite, usándolo abusivamente, obtener ventajas enor- 
mes en detrimento de otros sectores de la economía”. Com- 
partiendo este razonamiento creemos que es mejor la pro- 
puesta contenida en el artículo 2 en el proyecto de la pasada 
Legislatura (Repartido 167). 


Asimismo, consideramos muy importante incorporar el 
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último inciso del artículo 2* del proyecto del repartido 167: 
“La conquista del mercado resultante de la mayor eficien- 
cia en relación con los competidores, no constituye res- 
tricción de la competencia”. 
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ACTA N* 67 


En Montevideo, el dieciséis de mayo de dos mil siete, a la 
hora dieciséis y veintiséis minutos, se reúne la Comisión de 
Hacienda de la Cámara de Senadores. 
Presiden los señores Senadores Luis Alberto Heber, y Juan 
José Bentancor, Presidente y Vicepresidente de la Comisión 
respectivamente. Asisten los señores Senadores, Isaac 
Alfie, Milton Antognazza, Alberto Breccia, Carlos Daniel 
Camy, Alberto Couriel y Rafael Michelini. ____________ 
Falta con aviso el señor Jorge Larrañaga, quién remite nota 
justificando su inasistencia. 
Actúa en Secretaría, el Secretario de Comisión señor Rodolfo 
Caimi con la colaboración de la funcionaria Verónica Can- 
ter: ac a a a 
La Comisión tiene a consideración el siguiente: 
ORDEN DEL DIA: 
1) Nota de la Coordinadora de Sindicatos de la Enseñanza 
solicitando entrevista en relación a la Rendición de Cuen- 
tas. 

2) Nota de la Junta Departamental de Maldonado adjuntan- 
do la versión taquigráfica de las manifestaciones del Edil 
José María Juan, relacionadas con la próxima implantación 
del Impuesto a la Renta de las Personas Físicas. ________ 
3) Mensaje y Proyecto de Ley del Poder Ejecutivo por el 
que se exonera del Impuesto al Valor Agregado, del impues- 
to alas Rentas de las actividades económicas y del impues- 
to a las rentas de los no residentes, alos artistas extranjeros 
(Carpeta N*780/2007. Distribuido N* 1576/2007). _______ 
4) Proyecto de Ley aprobado por la Cámara de Represen- 
tantes por el que se autoriza al Banco Central del Uruguay 
a proceder a la acuñación de monedas de diferentes valores 
(Carpeta N*784/2007. Distribuido N* 1593/2007). _______ 
5) Proyecto de Ley aprobado por la Cámara de Represen- 
tantes por el que se exonera de los gravámenes impuestos 
por el Literal H) del artículo 71 de la Ley N* 17.738, de 7 de 
enero de 2004 a la importación por parte del Ministerio de 
Salud Pública y de la administración de los Servicios de 
Salud del Estado, de todo tipo de equipo e instrumental 
médico y de equipo, instrumental y material odontológico. 
(Carpeta N*786/2007. Distribuido N* 1592/2007). _______ 
2) Elección de Vicepresidente. Es electo el señor Senador 
Juan José Bentancor por seis votos en siete señores Sena- 
dores presentes (Artículo 151 del Reglamento de la Cámara 
de Senadores 
3%) Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representan- 
tes relativo a la Promoción y Defensa de la Competencia. 
Régimen. Carpeta N*493/2006._________ 
Se consideran los siguientes artículos: 
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Artículo 12. Se vota: 7en7. Afirmativa. UNANIMIDAD. __ 
Artículo 21. Se vota: 7en7. Afirmativa. UNANIMIDAD. __ 
Artículo 22. Se vota: 6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Con modificaciones. rr 
Artículo 23. Se vota: 6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Con modificaciones. 
Artículo 24. Se desglosa el último inciso a efectos de hacer 
un nuevo artículo. Se vota: 6 en 6. Afirmativa. UNANIMI- 
DAD. Con modificaciones. 
Artículo 24/1. Aditivo. Era el último inciso del artículo 24 y 
pasa ser el artículo 25. Se vota: 6 en 6. Afirmativa. UNANI- 
MIDAD. Con modificaciones. 


Artículo 26. Se vota: 6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Con modificaciones. 


Artículo 28. Se vota: 5en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. ___ 
Artículo 29. Se vota: 5en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. __ 
Artículo 30. Se vota: 6en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. ___ 
Artículo 31. Se vota: 6en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. ___ 
Artículo 32. Se vota: 6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Con modificaciones. 
El señor Senador Breccia solicita la reconsideración de los 
artículos 2* y 14. Se vota sureconsideración: 6en 6. Afirma- 
tiva. UNANIMIDAD. 
Artículo 2*. Se vota: 4en 6. Afirmativa. Con modificaciones. 
Artículo 14. Se vota: 5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Con modificaciones. 
El señor Senador Michelini pide la reconsideración del 
artículo 12. Se vota su reconsideración: 6en 6. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. 
TEXTO DEL PROYECTO DELE Y SUSTITUTIVO APROBA- 
DOS 2-2 A A TA 
CAPITULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

ARTICULO 1”. (Objeto).- La presente ley es de orden públi- 
co y tiene por objeto fomentar el bienestar de los actuales 
y futuros consumidores y usuarios, a través de la promo- 
ción y defensa de la competencia, el estímulo a la eficiencia 
económica y la libertad e igualdad de condiciones de acceso 
de empresas y productos a los mercados. 

ARTICULO 2”. (Principio general).- Todos los mercados 
estarán regidos por los principios y reglas de la libre com- 
petencia, excepto las limitaciones establecidas por ley, por 
razones de interés general. 

Se prohíbe el abuso de posición dominante, así como todas 
las prácticas, conductas o recomendaciones, individuales 
o concertadas, que tengan por efecto u objeto, restringir, 
limitar, obstaculizar, distorsionar o impedir la competencia 
actual o futura en el mercado relevante. 

A efectos de valorar las prácticas, conductas o recomenda- 
ciones indicadas en el párrafo que antecede, el órgano de 
aplicación podrá tomar en cuenta siesas prácticas, conduc- 
tas o recomendaciones generan ganancias de eficiencia 
económicas de los sujetos, unidades económicas y empre- 
sas involucradas, la posibilidad de obtener las mismas a 
través de formas alternativas, y el beneficio que se traslada 
a los consumidores. La conquista del mercado resultante 
del proceso natural fundado en la mayor eficiencia del 
agente económico en relación con sus competidores, no 
constituye una conducta de restricción de la competencia. 
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El ejercicio de un derecho, facultad o prerrogativa excepcio- 
nal otorgada o reconocida por ley no se considerará prác- 
tica anticompetitiva ni abuso de posición dominante. 
ARTICULO 3”. (Ambito subjetivo).- Todas las personas 
físicas y jurídicas, públicas y privadas, nacionales y extran- 
jeras, que desarrollen actividades económicas con o sin 
fines de lucro, en el territorio uruguayo, están obligadas a 
regirse por los principios de la libre competencia. 

Quedan también obligados en idénticos términos, quienes 
desarrollen actividades económicas en el extranjero, en 
tanto éstas desplieguen total o parcialmente sus efectos en 
el territorio uruguayo. 

ARTICULO 4”. (Prácticas prohibidas).- Las prácticas que se 
indica a continuación, se declaran expresamente prohibi- 
das, en tanto configuren alguna de las situaciones enuncia- 
das en el artículo 2* de la presente ley. 

La enumeración que se realiza es a título enunciativo. 

A) Concertar o imponer directa o indirectamente precios de 
compra o venta u otras condiciones de transacción de 
manera abusiva. 

B) Limitar, restringir o concertar de modo injustificado la 
producción, la distribución y el desarrollo tecnológico de 
bienes, servicios o factores productivos, en perjuicio de 
competidores o de consumidores. 

C) Aplicar injustificadamente a terceros condiciones des- 
iguales en el caso de prestaciones equivalentes, colocán- 
dolos así en desventaja importante frente a la competencia. 
D) Subordinar la celebración de contratos a la aceptación 
de obligaciones complementarias o suplementarias que, por 
su propia naturaleza o por los usos comerciales, no tengan 
relación con el objeto de esos contratos. 

E) Coordinar la presentación o abstención a licitaciones o 
concursos de precios, públicos o privados. 

F) Impedir el acceso de competidores a infraestructuras 
que sean esenciales para la producción, distribución o 
comercialización de bienes, servicios o factores producti- 
vos. 

G) Obstaculizar injustificadamente el acceso al mercado de 
potenciales entrantes al mismo. 

H) Establecer injustificadamente zonas o actividades don- 
de alguno o algunos de los agentes económicos operen en 
forma exclusiva, absteniéndose los restantes de operar en 
la misma. 

D Rechazar injustificadamente la venta de bienes o la 
prestación de servicios. 

J) Las mismas prácticas enunciadas, cuando sean resuel- 
tas a través de asociaciones o gremiales de agentes econó- 
micos. 

ARTICULO 5”. (Mercado relevante).- A efectos de evaluar 
si una práctica afecta las condiciones de competencia, 
deberá determinarse cuál es el mercado relevante en el que 
la misma se desarrolla. Esto implica analizar, entre otros 
factores, la existencia de productos o servicios sustitutivos, 
así como el ámbito geográfico comprendido por el mercado, 
definiendo el espacio de competencia efectiva que corres- 
ponda. El órgano de aplicación establecerá los criterios 
generales para la determinación del mercado relevante. 
ARTICULO €”. (Abuso de posición dominante).- A efectos 
de lo previsto en el artículo 2” se entiende que uno o varios 
agentes gozan de una posición dominante en el mercado 
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cuando pueden afectar sustancialmente las variables rele- 
vantes de éste, con prescindencia de las conductas de sus 
competidores, compradores, o proveedores. 

Se considera que existe abuso de posición dominante cuan- 
do el o los agentes que se encuentran en tal situación 
actúan de manera indebida, con el fin de obtener ventajas 
O causar perjuicios a otros, los que no hubieran sido posi- 
bles de no existir tal posición de dominio. 

ARTICULO 7”. (Notificación de concentraciones).- Todo 
acto de concentración económica deberá ser notificado al 
órgano de aplicación diez días antes de la celebración del 
mismo por las empresas participantes cuando se dé por lo 
menos una de las condiciones siguientes: 

A) Cuando como consecuencia de la operación se alcance 
una participación igual o superior al 50% (cincuenta por 
ciento) del mercado relevante. 

B) Cuando la facturación bruta anual en el territorio uru- 
guayo del conjunto de los participantes en la operación, en 
cualquiera de los últimos tres ejercicios contables, seaigual 
o superior a UL750:000.000 (setecientos cincuenta millones 
de unidades indexadas). 

A los efectos de la interpretación del presente artículo, se 
considerarán posibles actos de concentración económica 
aquellas operaciones que supongan una modificación de la 
estructura de control de las empresas partícipes mediante: 
fusión de sociedades, adquisición de acciones, de cuotas 
o de participaciones sociales, adquisición de estableci- 
mientos comerciales, industriales o civiles, adquisiciones 
totales o parciales de activos empresariales, y toda otra 
clase de negocios jurídicos que importen la transferencia 
del control de la totalidad o parte de unidades económicas 
o empresas. 

El órgano de aplicación reglamentará la forma y el contenido 
de las notificaciones requeridas, así como las sanciones 
correspondientes en concordancia con lo dispuesto por los 
artículos 17, 18 y 19 de la presente ley. Asimismo, podrá 
requerir información periódica a las empresas involucradas 
a efectos de realizar un seguimiento de las condiciones de 
mercado en los casos en que entienda conveniente. 
ARTICULO 8".- La obligación de notificación a que hace 
referencia el artículo anterior no corresponde cuando: 

a) la adquisición de empresas en las cuales el comprador ya 
tenía al menos un 50% (cincuenta por ciento) de las accio- 
nes de la misma; 

b) las adquisiciones de bonos, debentures, obligaciones, 
cualquier otro título de deuda de la empresa, o acciones sin 
derecho a voto; 

c) la adquisición de una única empresa por parte de una 
única empresa extranjera que no posea previamente activos 
O acciones de otras empresas en el país; 

d) adquisiciones de empresas, declaradas en quiebra o no, 
que no hayan registrado actividad dentro del país en el 
último año. 

ARTICULO 9%, (Autorización de concentración 
monopólica).- En los casos en que el acto de concentración 
económica implique la conformación de un monopolio de 
hecho, dicho proceso deberá ser autorizado por el órgano 
de aplicación. El análisis de estos casos deberá incorporar, 
entre otros factores, la consideración del mercado relevan- 
te, la competencia externa y las ganancias de eficiencia. Si 
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el órgano de aplicación no se expidiera en un plazo de 
noventa días desde la notificación correspondiente, se dará 
por autorizado el acto. 

La autorización expresa o tácita por parte del órgano de 
aplicación, de una concentración monopólica de hecho, de 
ninguna forma constituirá un monopolio de origen legal de 
acuerdo con lo establecido en el numeral 17) del artículo 85 
de la Constitución de la República. Dicha autorización no 
podrá limitar el ingreso de otros agentes al mercado, a los 
cuales les serán de aplicación las disposiciones de la pre- 
sente ley. 

CAPITULO < 

PROCEDIMIENTO PARA LA INVESTIGACION Y SAN- 
CION DEPRACTICAS PROHIBIDAS 

ARTICULO 10. (Competencia).- El órgano de aplicación 
será competente para desarrollar los procedimientos ten- 
dientes a investigar, analizar y sancionar las prácticas 
prohibidas por la presente ley. Podrá actuar de oficio o por 
denuncia. 

ARTICULO 11. (Medidas preparatorias).- Antes de iniciar 
formalmente una investigación, el órgano de aplicación 
podrá requerir información de cualquier persona, física o 
jurídica, pública o privada, que le permita tomar conoci- 
miento de actos o hechos relativos a la conformación de los 
mercados y a las prácticas que se realizan en los mismos. 
Asimismo, si lo estimare oportuno, el órgano de aplicación 
podrá requerir ante la Justicia ordinaria la realización de 
medidas probatorias con carácter reservado y sin noticia de 
los eventuales investigados o terceros, tales como la exhi- 
bición y obtención de copias de documentos civiles y 
comerciales, libros de comercio, libros de actas de órganos 
sociales, bases de datos contables y correspondencia. 

A tales efectos serán competentes los Jueces Letrados de 
Primera Instancia en lo Civil de Montevideo y los Jueces Le- 
trados de Primera Instancia del Interior, según corresponda. 
ARTICULO 12. (Presentación de la denuncia).- Cualquier 
persona, física o jurídica, pública o privada, nacional o 
extranjera, puede denunciar la existencia de prácticas pro- 
hibidas por la presente ley. 

La denuncia deberá presentarse por escrito ante el órgano 
de aplicación, conteniendo la identificación del denuncian- 
te y la descripción precisa de la conducta presuntamente 
anticompetitiva que está siendo desarrollada, acompañan- 
do en la misma oportunidad todos los medios probatorios 
que disponga a ese respecto. 

Sin perjuicio de que el denunciante deberá identificarse en 
todos los casos, podrá solicitar del órgano de aplicación, 
por motivos fundados, que mantenga reserva acerca de su 
identidad. 

De la denuncia formulada se deberá conferir vista a los 
denunciados, salvo que se la considerara manifiestamente 
improcedente. 

Si el órgano de aplicación entendiere que, además de los 
sujetos denunciados expresamente, pudieran existir otras 
personas que también fueran presuntamente infractores de 
los preceptos de esta ley, también conferirá vista a las 
mismas, conforme a lo preceptuado por el artículo 66 de la 
Constitución de la República. 

ARTICULO 13. (Cese preventivo).- En cualquier momento 
del procedimiento el órgano de aplicación podrá expedirse 
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acerca de las posibles consecuencias dañosas de la con- 
ducta objeto de los procedimientos. 

En caso que la misma fuese capaz de producir daños graves, 
podrá disponer el cese preventivo de esa conducta. 
ARTICULO 14. (Prueba).- Toda persona física o jurídica, 
pública o privada, nacional o extranjera, queda sujeta al 
deber de colaboración con el órgano de aplicación y estará 
obligada a proporcionar a requerimiento de éste, en un 
plazo de diez días corridos contados desde el siguiente al 
que le fuere requerida, toda la información que conociere y 
todo documento que tuviere en su poder. En caso que la 
información fuera requerida del o de los involucrados en la 
conducta que se investiga, su omisión en proporcionarla 
deberá entenderse como una presunción en su contra. 
Los deberes establecidos en este artículo en ningún caso 
significan la obligación de revelar secretos comerciales, 
planos, “como hacer”, inventos, fórmulas y patentes. 
ARTICULO 15. (Medidas cautelares). Sin perjuicio de la 
posibilidad de disponer el cese preventivo de las prácticas 
investigadas a que refiere el artículo 13 de la presente ley, 
el órgano de aplicación está facultado para solicitar a la 
Justicia ordinaria las medidas cautelares que considere 
pertinentes, con carácter reservado y sin noticia, antes de 
iniciar las actuaciones administrativas o durante el trans- 
curso de las mismas. 

A tales efectos serán competentes los Jueces Letrados de 
Primer Instancia en lo Civil de Montevideo y los Jueces 
Letrados de Primera Instancia del Interior, según corres- 
ponda, y se aplicarán, en cuanto fuera pertinente, las solu- 
ciones del artículo 311 y siguientes del Código General del 
Proceso, excepto en lo que se refiere a la prestación de 
contracautela, de la cual queda exonerado el órgano de 
aplicación. 

Asimismo, en lo que respecta a la previsión del artículo 
311.2 del Código General del Proceso se interpretará la 
misma en el sentido de que las medidas cautelares caduca- 
rán si el órgano de aplicación no iniciara las actuaciones 
administrativas dentro del plazo de treinta días corridos 
contados desde que se hicieron efectivas aquéllas. 
ARTICULO 16. (Compromisos de cese y conciliación).- El 
órgano de aplicación podrá suspender las actuaciones, por 
un término no mayor a diez días corridos, a efectos de 
acordar con el presunto infractor un compromiso de cese o 
modificación de la conducta investigada, salvo que la ilegi- 
timidad de la misma y la identidad de quien la realizó fueren 
evidentes. 

También podrá suspender las actuaciones por idéntico 
plazo, por solicitud conjunta de denunciante y denunciado, 
a efectos de considerar la posible conciliación, siempre que 
la conducta investigada consista en la situación prevista en 
el artículo 6” de esta ley y el único perjudicado por la misma 
sea el denunciante. 

ARTICULO 17. (Sanciones).- Cuando las actuaciones admi- 
nistrativas concluyeran con la constatación de que se 
desarrollaron prácticas anticompetitivas, el órgano de apli- 
cación deberá ordenar su cese inmediato y de los efectos de 
las mismas que aún subsistieren, así como sancionar a sus 
autores y responsables. 

Las sanciones consistirán en: 

A) Apercibimiento. 
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B) Apercibimiento con publicación de la resolución, a cos- 
ta del infractor, en dos diarios de circulación nacional. 

C) Multa que se determinará entre una cantidad mínima de 
UI 100.000 (cien mil unidades indexadas) y una cantidad 
máxima del que fuere superior de los siguientes valores: 
1) UL20:000.000 (veinte millones de unidades indexadas). 
2) El equivalente al 10% (diez por ciento) de la facturación 
anual del infractor. 

3) El equivalente a tres veces el perjuicio causado por la 
práctica anticompetitiva, si fuera determinable. 

Las sanciones podrán aplicarse independiente o conjunta- 
mente según resulte de las circunstancias del caso. 

A efectos de su determinación, se tomará en cuenta, la 
entidad patrimonial del daño causado; el grado de partici- 
pación de los responsables; la intencionalidad; la condi- 
ción de reincidente; y la actitud asumida durante el desarro- 
llo de las actuaciones administrativas. 

Estas sanciones también podrán aplicarse a aquellos que 
incumplan las obligaciones dispuestas por el artículo 14 de 
esta ley. 

En el caso de prácticas concertadas entre competidores, se 
considerará como especial atenuante la denuncia realizada 
por uno de los miembros del acuerdo o el aporte que éste 
brinde para la obtención de pruebas suficientes para la 
sanción de los restantes infractores. 

ARTICULO 18. (Publicación).- Las resoluciones del órgano 
de aplicación serán publicadas en su página electrónica 
institucional. Asimismo, este podrá dar una descripción 
detallada de los casos analizados. 

ARTICULO 19. (Sanciones a Administradores, Directores y 
Representantes de Personas Jurídicas, y a Sociedades 
Controlantes).- Además de las sanciones que el órgano de 
aplicación imponga a las personas jurídicas que realicen 
conductas prohibidas por esta ley, también podrán imponer 
multas a los integrantes de sus órganos de administración 
y representación que hayan contribuido activamente en el 
desarrollo de la práctica. 

Las conductas desarrolladas por una persona jurídica con- 
trolada por otra, serán también imputables a la controlante. 
De la misma manera, las responsabilidades que pudieren 
corresponder a los integrantes de los órganos de adminis- 
tración y representación de la sociedad controlada, podrán 
también ser imputadas a quienes cumplen las mismas fun- 
ciones en la sociedad controlante. 

ARTICULO 20. (Título Ejecutivo).- El testimonio de la reso- 
lución firme que imponga pena de multa constituirá título 
ejecutivo. 

CAPITULO II 

ORGANO DE APLICACION 

ARTICULO 21. (Comisión de Promoción y Defensa de la 
Competencia).- El órgano de aplicación de las disposicio- 
nes de la presente ley será la Comisión de Promoción y 
Defensa de la Competencia que funcionará como órgano 
desconcentrado en el ámbito del Ministerio de Economía y 
Finanzas. 

El funcionamiento de la Comisión se ajustará a lo que 
disponga el reglamento que la misma habrá de dictar, que 
contendrá como mínimo el régimen de convocatoria, delibe- 
ración, votación y adopción de resoluciones. 
ARTICULO 22.- La Comisión estará integrada por tres miem- 
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bros designados por el Poder Ejecutivo actuando en Con- 
sejo de Ministros, entre personas que, por sus anteceden- 
tes personales, profesionales y conocimiento de la materia, 
aseguren independencia de criterio, eficiencia, objetividad 
e imparcialidad en su desempeño. 

Los miembros de la Comisión tendrán dedicación exclusiva, 
con excepción de la actividad docente y de investigación. 
Si al momento de la designación ocuparan otros cargos 
públicos, quedarán suspendidos en los mismos a partir de 
la toma de posesión de dicho cargo y por todo el tiempo que 
actúen como integrantes de la Comisión, de acuerdo con lo 
establecido por el artículo 21 de la Ley N* 17.930, de 19 de 
diciembre de 2005. 

Su mandato durará seis años y podrán ser designados 
nuevamente. 

Las renovaciones se realizarán de a un miembro cada dos 
años; a efectos de hacer posible dicho sistema de renova- 
ción, los tres primeros miembros que se designen tendrán, 
respectivamente, mandatos de dos, cuatro y seis años de 
duración. 

ARTICULO 23.- La representación del Organo de aplicación 
será ejercida por su Presidente. 

La Presidencia de la Comisión será ejercida por todos sus 
integrantes por espacio de dos años, en forma rotativa. En 
el caso de la primera integración de la Comisión, la Presiden- 
cla será ejercida, en primer término, por el miembro designa- 
do con mandato de dos años; y en segundo término, por el 
miembro designado con mandato de cuatro años. 
ARTICULO 24.- Los integrantes de la Comisión podrán ser 
destituidos por el Presidente de la República, actuando en 
Consejo de Ministros, en cualquiera de los siguientes ca- 
SOS: 

A) Negligencia o mal desempeño en sus funciones. 

B) Incapacidad sobreviniente. 

C) Condena por delito doloso. 

D) Comisión de actos que afecten su buen nombre o el 
prestigio del órgano. 

Los miembros de la Comisión serán suspendidos preventi- 
vamente en sus funciones, en caso de ser procesados por 
delito doloso o padecer impedimento físico momentáneo para 
desempeñar la función. La suspensión se verificará de pleno 
derecho, por el dictado del auto de procesamiento, indepen- 
dientemente de que el mismo sea objeto de recursos. 
ARTICULO 25.- En caso de destitución, renuncia o falleci- 
miento, la duración del mandato de quien lo sustituya, será 
igual al tiempo que restare del mandato original. 
ARTICULO 26. (Funciones y facultades).- Compete a la 
Comisión de Promoción y Defensa de la Competencia: 

A) Emitir normas generales e instrucciones particulares 
que contribuyan al cumplimiento de los objetivos de la 
presente ley. 

B) Realizar los estudios e investigaciones que considere 
pertinentes, a efectos de analizar la competencia en los 
mercados. 

C) Requerir de las personas físicas o jurídicas, públicas o 
privadas, la documentación y colaboración que considere 
necesarias. Los datos e informaciones obtenidos sólo po- 
drán ser utilizados para las finalidades previstas en esta ley, 
sujeto a las limitaciones establecidas en el artículo 14 de la 
presente ley. 
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D) Realizar investigaciones sobre documentos civiles y 
comerciales, libros de comercio, libros de actas de órganos 
sociales y bases de datos contables. 

E) Asesorar al Poder Ejecutivo en materia de promoción y 
políticas de competencia. 

F) Emitir recomendaciones no vinculantes, dirigidas al Poder 
Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial, Gobiernos 
Departamentales, y entidades y organismos públicos, rela- 
tivos al tratamiento, protección, regulación, restricción o 
promoción de la competencia en leyes, reglamentos, orde- 
nanzas municipales y actos administrativos en general. 
Estas recomendaciones se realizarán respecto de leyes, 
reglamentos, ordenanzas municipales y otros actos admi- 
nistrativos vigentes o a estudio de cualquiera de los orga- 
nismos señalados. 

G) Emitir recomendaciones no vinculantes, de carácter 
general o sectorial, respecto de las modalidades de la com- 
petencia en el mercado. 

H) Emitir dictámenes y responder consultas que le formule 
cualquier persona física o jurídica, pública o privada, acerca 
de las prácticas concretas que realiza o pretende realizar o 
que realizaran otros sujetos. 

D Mantener relaciones con otros órganos de defensa de la 
competencia, nacionales o internacionales, y participar en 
los foros internacionales en que se discutan o negocien 
temas relativos a la competencia. 

ARTICULO 27. (Sectores regulados).- En los sectores que 
están sometidos al control o superintendencia de órganos 
reguladores especializados, tales como el Banco Central del 
Uruguay, la Unidad Reguladora de Servicios de Energía y 
Agua y la Unidad Reguladora de Servicios de Comunicacio- 
nes, la protección y fomento de la competencia estarán a 
cargo de dichos órganos. 

El alcance de la actuación de los mismos incluirá activida- 
des que tengan lugar en mercados vertical u horizontalmen- 
te relacionados con los mercados bajo control y regulación, 
en la medida en que afecten las condiciones competitivas de 
los mercados que se encuentran bajo sus respectivos ám- 
bitos de actuación regulatoria. 

En el desarrollo de este cometido, los órganos reguladores 
deberán cumplir con todas y cada una de las disposiciones 
de la presente ley, pudiendo, en caso de entenderlo, efec- 
tuar consultas no vinculantes a la Comisión de Promoción 
y Defensa de la Competencia. 

CAPITULO IV 

DISPOSICIONES FINALES 

ARTICULO 28. (Prescripción).- Las acciones que tienen su 
origen en la realización de prácticas prohibidas por la pre- 
sente ley, prescribirán a los cinco años de verificadas las 
mismas, tanto en lo que respecta a la potestad pública de 
investigar y sancionar a los responsables, como al derecho 
de los perjudicados directamente por las mismas a obtener 
el resarcimiento de los daños padecidos. 

La prescripción se interrumpe con el acto que dispone la 
iniciación de un procedimiento de oficio o con el acto que 
ordena dar vista de la denuncia al presunto responsable. 

ARTICULO 29. (Remisión).- En todo lo no previsto en esta 
ley oen su decreto reglamentario, relativo al procedimiento 
para la investigación y sanción de prácticas prohibidas, se 
aplicarán las soluciones del Decreto N* 500/991, de 27 de 
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setiembre de 1991, sus modificativos y concordantes. 
ARTICULO 30. (Derogaciones).- Se derogan los artículos 
13, 14 y 15 de la Ley N* 17.243, de 29 de junio de 2000, los 
artículos 157 y 158 de la Ley N* 17.296, de 21 de febrero de 
2001, y el artículo 699 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 
1996. 

ARTICULO 31. (Modificaciones).- Se modifica el artículo 65 
de la Ley N* 17.296, de 21 de febrero de 2001, el que quedará 
redactado de la siguiente manera: 

“Artículo 65.- Toda iniciativa en materia de tasas a ser 
percibidas por las Unidades Ejecutoras de la Administra- 
ción Central por concepto de trámites, servicios o similares 
requerirá informe previo de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto (OPP), la que actuará de conformidad con los 
criterios establecidos en los artículos 700 a 702 de la Ley 
N* 16.736, de 5 de enero de 1996”. 

ARTICULO 32. (Reglamentación).- La presente ley será 
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reglamentada en lo pertinente por el Poder Ejecutivo dentro 
de los ciento veinte días contados a partir de su 
promulgación. 

De lo actuado se toma versión taquigráfica cuya copia 
dactilografiada luce en el Distribuido N* 1666/2007, que 
forma parte integrante de la presente Acta. __________ 
Siendo la hora dieciocho, se levanta la sesión. _______ 
Para constancia se labra la presente Acta que, una vez 
aprobada, firman el señor Presidente y el señor Secretario 
de la Comisión. 


Luis Alberto Heber 
Presidente 


Rodolfo Caimi 
Secretario. 
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Carp. N” 493/06 
Rep. N* 468/07 
Anexo I 


PROMOCION Y DEFENSA DE LA COMPETENCIA 


PROYECTO DELEY 
APROBADO PORLA 
CAMARA DE REPRESENTANTES 


CAPITULOI 
DISPOSICIONES GENERALES 


ARTICULO 1”. (Objeto).- La presente ley es de 
orden público y tiene por objeto fomentar el bien- 
estar de los actuales y futuros consumidores y 
usuarios, através de la promoción y defensa de la 
competencia, el estímulo a la eficiencia económi- 
ca y la libertad e igualdad de condiciones de 
acceso a los mercados. 


ARTICULO 2”. (Principio general).- Todos los 
mercados estarán regidos por los principios y 
reglas de la libre competencia, excepto las limita- 
ciones establecidas por ley, por razones de inte- 
rés general. 


Se prohíbe el abuso de posición dominante, así 
como todas las prácticas, conductas o recomen- 
daciones, individuales o concertadas, que tengan 
por efecto u objeto, restringir, limitar, obstaculi- 
zar, distorsionar o impedir la competencia actual 
o futura en el mercado relevante. 


El ejercicio de un derecho, facultad o prerrogativa 
excepcional otorgada o reconocida por ley no se 
considerará práctica anticompetitiva ni abuso de 
posición dominante. 


A efectos de valorar su legitimidad o ilegitimidad, 
el órgano de aplicación podrá tomar en cuenta si 
esas prácticas, conductas o recomendaciones 
generan ganancias de eficiencia económica de los 
sujetos, unidades económicas y empresas 
involucradas, la posibilidad de obtener las mis- 
mas através de formas alternativas, y el beneficio 
que se traslada a los consumidores. 


NORMAS 


COMPARATIVO 
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PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO 
APROBADO POR LA COMISION 
DE HACIENDA 


CAPITULOI 
DISPOSICIONES GENERALES 


ARTICULO 1”. (Objeto).- La presente ley es de 
orden público y tiene por objeto fomentar el bien- 
estar de los actuales y futuros consumidores y 
usuarios, a través de la promoción y defensa de la 
competencia, el estímulo a la eficiencia económi- 
ca y la libertad e igualdad de condiciones de 
acceso de empresas y productos a los mercados. 


ARTICULO 2”. (Principio general).- Todos los 
mercados estarán regidos por los principios y 
reglas de la libre competencia, excepto las limita- 
ciones establecidas por ley, por razones de inte- 
rés general. 


Se prohíbe el abuso de posición dominante, así 
como todas las prácticas, conductas o recomen- 
daciones, individuales o concertadas, que tengan 
por efecto u objeto, restringir, limitar, obstaculi- 
zar, distorsionar o impedir la competencia actual 
o futura en el mercado relevante. 


PASO A SER EL ULTIMO INCISO DE ESTE 
ARTICULO 


A efectos de valorar las prácticas, conductas o 
recomendaciones indicadas en el párrafo que 
antecede, el órgano de aplicación podrá tomar en 
cuenta si esas prácticas, conductas o recomenda- 
ciones generan ganancias de eficiencia económi- 
ca de los sujetos, unidades económicas y empre- 
sas involucradas, la posibilidad de obtener las 
mismas a través de formas alternativas, y el bene- 
ficio que se traslada a los consumidores. La con- 
quista del mercado resultante del proceso natu- 
ral fundado en la mayor eficiencia del agente 
económico en relación con sus competidores, no 
constituye una conducta de restricción de la com- 
petencia. 


El ejercicio de un derecho, facultad o prerrogativa 
excepcional otorgada o reconocida por ley no se 
considerará práctica anticompetitiva ni abuso de 
posición dominante. 
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ARTICULO 3". (Ambito subjetivo).- Están obliga- 
das a regirse por los principos y reglas de la libre 
competencia todas las personas físicas y jurídi- 
cas, públicas y privadas, nacionales y extranje- 
ras, que desarrollen actividades económicas con 
o sin fines de lucro, en el territorio uruguayo. 


Quedan también obligados en idénticos términos, 
quienes desarrollen actividades económicas en el 
extranjero, en tanto las mismas desplieguen total 
o parcialmente sus efectos en el territorio urugua- 


yo. 


ARTICULO 4”. (Prácticas prohibidas).- Se decla- 
ran expresamente prohibidas, en tanto configu- 
ren alguna de las situaciones enunciadas en el 
artículo 2* de la presente ley, las prácticas que se 
indican a continuación. 


La enumeración que se realizará es a título 
enunciativo. 


A) Concertar o imponer directa o indirecta- 
mente precios de compra o venta u otras condicio- 
nes de transacción de manera abusiva. 


B) Limitar, restringir o concertar de modo in- 
justificado la producción, la distribución y el 
desarrollo tecnológico de bienes, servicios o fac- 
tores productivos, en perjuicio de competidores 
o de consumidores. 


C) Aplicar injustificadamente a terceros con- 
diciones desiguales en el caso de prestaciones 
equivalentes, colocándolos así en desventaja 
importante frente a la competencia. 


D) Subordinar la celebración de contratos a la 
aceptación de obligaciones complementarias o 
suplementarias que, por su propia naturaleza o 
por los usos comerciales, no tengan relación con 
el objeto de esos contratos. 


E) Coordinar la presentación o abstención a 
licitaciones o concursos de precios, públicos o 
privados. 


F) Impedir el acceso de competidores a 
infraestructuras que sean esenciales para la pro- 
ducción, distribución o comercialización de bie- 
nes, servicios o factores productivos. 


G) Obstaculizar injustificadamente el acceso 
al mercado de potenciales entrantes al mismo. 


H) Establecer injustificadamente zonas o acti- 
vidades donde alguno o algunos de los agentes 
económicos operen en forma exclusiva, abste- 
niéndose los restantes de operar en la misma. 
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ARTICULO 3”. (Ambito subjetivo).- Todas las 
personas físicas y jurídicas, públicas y privadas, 
nacionales y extranjeras, que desarrollen activi- 
dades económicas con o sin fines de lucro, en el 
territorio uruguayo, están obligadas a regirse 
por los principios de la libre competencia. 


Quedan también obligados en idénticos términos, 
quienes desarrollen actividades económicas en el 
extranjero, en tanto ésas desplieguen total o par- 
cialmente sus efectos en el territorio uruguayo. 


ARTICULO 4”. (Prácticas prohibidas).- Las prác- 
ticas que se indica a continuación, se declaran 
expresamente prohibidas, en tanto configuren 
alguna de las situaciones enunciadas en el artícu- 
lo 2* de la presente ley. 


La enumeración que se realiza es a título 
enunciativo. 


A) Concertar o imponer directa o indirecta- 
mente precios de compra o venta u otras condicio- 
nes de transacción de manera abusiva. 


B) Limitar, restringir o concertar de modo in- 
justificado, la producción, la distribución y el 
desarrollo tecnológico de bienes, servicios o fac- 
tores productivos, en perjuicio de competidores 
o de consumidores. 


C) Aplicar injustificadamente a terceros con- 
diciones desiguales en el caso de prestaciones 
equivalentes, colocándolos así en desventaja 
importante frente a la competencia. 


D) Subordinar la celebración de contratos ala 
aceptación de obligaciones complementarias o 
suplementarias que, por su propia naturaleza o 
por los usos comerciales, no tengan relación con 
el objeto de esos contratos. 


E) Coordinar la presentación o abstención a 
licitaciones o concursos de precios, públicos o 
privados. 


F) Impedir el acceso de competidores a 
infraestructuras que sean esenciales para la pro- 
ducción, distribución o comercialización de bie- 
nes, servicios o factores productivos. 


G) Obstaculizar injustificadamente el acceso 
al mercado de potenciales entrantes al mismo. 


H) Establecer injustificadamente zonas o acti- 
vidades donde alguno o algunos de los agentes 
económicos operen en forma exclusiva, abste- 
niéndose los restantes de operar en la misma. 
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D Las mismasprácticas yaenunciadas, cuan- 
do sean resueltas a través de asociaciones oO 
gremiales de agentes económicos. 


ARTICULO $5". (Mercado relevante).- A efectos 
de evaluar si una práctica afecta las condiciones 
de competencia, deberá determinarse cuál es el 
mercado relevante en el que la misma sea desarro- 
lla. Esto implica analizar, entre otros factores, la 
existencia de productos o servicios sustitutos, 
así como el ámbito geográfico comprendido por el 
mercado, definiendo el espacio de competencia 
efectiva que corresponda. El órgano de aplica- 
ción establecerá los criterios generales para la 
determinación del mercado relevante. 


ARTICULO €”. (Abuso de posición dominante).- 
Se entinde que una o varias empresas gozan de 
una posición dominante en el mercado cuando 
pueden afectar sustancialmente las variables re- 
levantes del mismo, con prescindencia de las 
conductas de sus competidores, compradores, 
clientes o proveedores. 


Se considera que existe abuso de posición domi- 
nante cuando la o las empresas que se encuentran 
en tal situación actúan de manera indebida, con el 
fin de obtener ventajas o causar perjuicios a 
otros, los que no hubieran sido posibles de no 
existir tal posición de dominio. 


ARTICULO 7”. (Notificación de concentracio- 
nes).- Todo acto de concentración económica 
deberá ser notificado al órgano de aplicación por 
las empresas participantes cuando se dé por lo 
menos una de las condiciones siguientes: 


A) Cuando como consecuencia de la opera- 
ción se alcance una participación igual o superior 
al 60% (sesenta por ciento) del mercado relevan- 
te. 


B) Cuando la facturación bruta anual en el 
territorio uruguayo del conjunto de los partici- 
pantes en la operación, en cualquiera de los últi- 
mos tres ejercicios contables, seaigual o superior 
a UI 1.000:000.000 (mil millones de unidades 
indexadas). 


A los efectos de la interpretación del presente 
artículo, se considerarán posibles actos de con- 
centración económica aquellas operaciones que 
supongan una modificación de la estructura de 
control de las empresas partícipes mediante: fu- 
sión de sociedades, adquisición de opciones, de 
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D Rechazar injustificadamente la venta de 
bienes o la prestación de servicios. 


J) Las mismas prácticas enunciadas, cuando 
sean resueltas a través de asociaciones o gremia- 
les de agentes económicos. 


ARTICULO $5". (Mercado relevante).- A efectos 
de evaluar si una práctica afecta las condiciones 
de competencia, deberá determinarse cuál es el 
mercado relevante en el que la misma se desarro- 
lla. Esto implica analizar, entre otros factores, la 
existencia de productos o servicios sustitutos, 
así como el ámbito geográfico comprendido por el 
mercado, definiendo el espacio de competencia 
efectiva que corresponda. El órgano de aplica- 
ción establecerá los criterios generales para la 
determinación del mercado relevante. 


ARTICULO €”. (Abuso de posición dominante).- 
A efectos de lo previsto en el artículo 2” se 
entiende que uno o varios agentes gozan de una 
posición dominante en el mercado cuando pue- 
den afectar sustancialmente las variables rele- 
vantes de éste, con prescindencia de las conduc- 
tas de sus competidores, compradores, o provee- 
dores. 


Se considera que existe abuso de posición domi- 
nante cuando el o los agentes que se encuentran 
en tal situación actúan de manera indebida, con 
el fin de obtener ventajas o causar perjuicios a 
otros, los que no hubieran sido posibles de no 
existir tal posición de dominio. 


ARTICULO 7”. (Notificación de concentracio- 
nes).- Todo acto de concentración económica 
deberá ser notificado al órgano de aplicación diez 
días antes de la celebración del mismo por las 
empresas participantes cuando se dé por lo me- 
nos una de las condiciones siguientes: 


A) Cuando como consecuencia de la opera- 
ción se alcance una participación igual o superior 
al 50% (cincuenta por ciento) del mercado rele- 
vante. 


B) Cuando la facturación bruta anual en el 
territorio uruguayo del conjunto de los partici- 
pantes en la operación, en cualquiera de los últi- 
mos tres ejercicios contables, sea igual o supe- 
rior a UI 750:000.000 (setecientos cincuenta 
millones de unidades indexadas). 


A los efectos de la interpretación del presente 
artículo, se considerarán posibles actos de con- 
centración económica aquellas operaciones que 
supongan una modificación de la estructura de 
control de las empresas participes mediante: fu- 
sión de sociedades, adquisición de acciones, de 
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cuotas o de participaciones sociales, adquisición 
de establecimientos comerciales, industriales o 
civiles, adquisiciones totales o parciales de acti- 
vos empresariales, y toda otra clase de negocios 
jurídicos que importen la transferencia del con- 
trol de la totalidad o parte de unidades económi- 
cas O empresas. 


Las notificaciones requeridas deberán presentar- 
se en forma previa o en un plazo no mayor a los 
treinta días de efectuadas las operaciones corres- 
pondientes. El órgano de aplicación reglamentará 
la forma y el contenido de las notificaciones re- 
queridas, así como las sanciones correspondien- 
tes en concordancia con lo dispuesto por los 
artículos 16, 17 y 18 de la presente ley. Asimismo, 
podrá requerir información periódica a las empre- 
sas involucradas a efectos de realizar un segui- 
miento de las condiciones de mercado en los 
casos en que entienda conveniente. 


ARTICULO 8". (Autorización de concentración 
monopólica).- En los casos en que el acto de 
concentración económica implique la conforma- 
ción de un monopolio de hecho, dicho proceso 
deberá ser autorizado por el órgano de aplicación. 
El análisis de estos casos deberá incorporar, en- 
tre otros factores, la consideración del mercado 
relevante, la competencia externa y las ganancias 
de eficiencia. Si el órgano de aplicación no se 
expidiera en un plazo de noventa días, desde la 
notificación correspondiente, se dará por autori- 
zado el acto. 


En caso de autorización expresa o tácita por parte 
del órgano de aplicación, de una concentración 
monopólica de hecho, de ninguna forma consti- 
tuirá un monopolio de origen legal de acuerdo con 
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cuotas o de participaciones sociales, adquisición 
de establecimientos comerciales, industriales o 
civiles, adquisiciones totales o parciales de acti- 
vos empresariales, y toda otra clase de negocios 
jurídicos que importen la transferencia del con- 
trol de la totalidad o parte de unidades económi- 
cas O empresas. 


El órgano de aplicación reglamentará la forma y el 
contenido de las notificaciones requeridas, así 
como las sanciones correspondientes en concor- 
dancia con lo dispuesto por los artículos 17, 18 y 
19 de la presente ley. Asimismo, podrá requerir 
información periódica a las empresas involucradas 
aefectos de realizar un seguimiento de las condi- 
ciones de mercado en los casos en que entienda 
conveniente. 


ARTICULO $8".- La obligación de notificación a 
que hace referencia el artículo anterior no corres- 
ponde cuando. 


a) la adquisición de empresas en las cuales el 
comprador ya tenía al menos un 50% (cincuenta 
por ciento) de las acciones de la misma; 


b) las adquisiciones de bonos, debentures, 
obligaciones, cualquier otro título de deuda de la 
empresa, o acciones sin derecho a voto; 


c) la adquisición de una única empresa por 
parte de una única empresa extranjera que no 
posea previamente activos o acciones de otras 
empresas en el país; 


d) adquisiciones de empresas, declaradas en 
quiebra o no, que no hayan registrado actividad 
dentro del país en el último año. 


ARTICULO 09”. (Autorización de concentración 
monopólica).- En los casos en que el acto de 
concentración económica implique la conforma- 
ción de un monopolio de hecho, dicho proceso 
deberá ser autorizado por el órgano de aplicación. 
El análisis de estos casos deberá incorporar, en- 
tre otros factores, la consideración del mercado 
relevante, la competencia externa y las ganancias 
de eficiencia. Si el órgano de aplicación no se 
expidiera en un plazo de noventa días desde la 
notificación correspondiente, se dará por autori- 
zado el acto. 


La autorización expresa o tácita por parte del 
órgano de aplicación, de una concentración 
monopólica de hecho, de ninguna forma consti- 
tuirá un monopolio de origen legal de acuerdo con 
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lo establecido en el numeral 17) del artículo 85 de 
la Constitución de la República. Dicha autoriza- 
ción no podrá limitar el ingreso de otros agentes 
al mercado, alos cuales les serán de aplicación las 
disposiciones de la presente ley. 


CAPITULO II 
PROCEDIMIENTO PARA LA INVESTIGACION 
Y SANCION DEPRACTICAS PROHIBIDAS 


ARTICULO 9. (Competencia).- El órgano de apli- 
cación será competente para desarrollar los pro- 
cedimientos tendientes a investigar, analizar y 
sancionar las prácticas prohibidas por la presente 
ley. Podrá actuar de oficio o por denuncia. 


ARTICULO 10. (Medidas preparatorias). Antes 
de iniciar formalmente una investigación, el órga- 
no de aplicación podrá requerir información de 
cualquier persona, física o jurídica, pública o 
privada, que le permita tomar conocimiento de 
actos o hechos relativos a la conformación de los 
mercados y a las prácticas que se realizan en los 
mismos. 


Asimismo, si lo estimare oportuno, el órgano de 
aplicación podrá requerir ante la Justicia ordina- 
ria la realización de medidas probatorias con ca- 
rácter reservado y sin noticia de los eventuales 
investigados o terceros, tales como la exhibición 
y obtención de copias de documentos civiles y 
comerciales, libros de comercio, libros de actas de 
órganos sociales, bases de datos contables y 
correspondencia. 


A tales efectos serán competentes los Jueces 
Letrados de Primera Instancia en lo Civil de Mon- 
tevideo y los Jueces Letrados de Primera Instan- 
cia del Interior, según corresponda. 


ARTICULO 11. (Presentación de la denuncia).- 
Cualquier persona, física o jurídica, pública o 
privada, nacional o extranjera, puede denunciar la 
existencia de prácticas prohibidas, sin necesidad 
de acreditar interés legítimo o derecho subjetivo. 


La denuncia deberá presentarse por escrito ante 
el órgano de aplicación, conteniendo la identifi- 
cación del denunciante y la descripción precisa 
de la conducta presuntamente anticompetitiva 
que está siendo desarrollada o se plantea desa- 
rrollar, acompañando en la misma oportunidad los 
medios probatorios que dan mérito a la misma. 


Sin perjuicio de que el denunciante deberá iden- 
tificarse en todos los casos, podrá solicitar al 
órgano de aplicación, por motivos fundados, que 
mantenga reserva acerca de su identidad. 


CAMARA DE SENADORES 


Con modificaciones 


C.S.-233 


lo establecido en el numeral 17) del artículo 85 de 
la Constitución de la República. Dicha autoriza- 
ción no podrá limitar el ingreso de otros agentes 
al mercado, a los cuales les serán de aplicación las 
disposiciones de la presente ley. 


CAPITULO IU 
PROCEDIMIENTO PARA LA INVESTIGACION 
Y SANCION DELAS PRACTIVAS PROHIBIDAS 


ARTICULO 10. (Competencia).- El órgano de apli- 
cación será competente para desarrollar los pro- 
cedimientos tendientes a investigar, analizar y 
sancionar las prácticas prohibidas por la presente 
ley. Podrá actuar de oficio o por denuncia. 


ARTICULO 11. (Medidas preparatorias).- Antes 
de iniciar formalmente una investigación, el órga- 
no de aplicación podrá requerir información de 
cualquier persona, física o jurídica, pública o 
privada, que le permita tomar conocimiento de 
actos o hechos relativos a la conformación de los 
mercados y a las prácticas que se realizan en los 
mismos. 


Asimismo, si lo estimare oportuno, el órgano de 
aplicación podrá requerir ante la Justicia ordina- 
ria la realización de medidas probatorias con ca- 
rácter reservado y sin noticia de los eventuales 
investigados o terceros, tales como la exhibición 
y obtención de copias de documentos civiles y 
comerciales, libros de comercio, libros de actas de 
órganos sociales, bases de datos contables y 
correspondencia. 


A tales efectos serán competentes los Jueces 
Letrados de Primera Instancia en lo Civil de Mon- 
tevideo y los Jueces Letrados de Primera Instan- 
cia del Interior, según corresponda. 


ARTICULO 12. (Presentación de la denuncia).- 
Cualquier persona, física o jurídica, pública o 
privada, nacional o extranjera, puede denunciar la 
existencia de prácticas prohibidas por la presente 
ley. 


La denuncia deberá presentarse por escrito ante 
el órgano de aplicación, conteniendo la identifi- 
cación del denunciante y la descripción precisa 
de la conducta presuntamente anticompetitiva 
que está siendo desarrollada, acompañando en la 
misma oportunidad todos los medios probatorios 
que disponga a ese respecto. 


Sin perjuicio de que el denunciante deberá iden- 
tificarse en todos los casos, podrá solicitar del 
órgano de aplicación, por motivos fundados, que 
mantenga reserva acerca de su identidad. 
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De la denuncia formulada se deberá conferir vista 
a los denunciados. 


Si el órgano de aplicación entendiere que, además 
de los sujetos denunciados expresamente por el 
denunciante, pudieran existir otras personas que 
también fueran presuntamente infractores de los 
preceptos de esta ley, también conferirá vista a 
las mismas, de acuerdo con los artículos 66 y 72 
de la Constitución de la República, con idénticos 
propósitos y consecuencias que si hubieren sido 
denunciados. 


El órgano de aplicación podrá iniciar la investiga- 
ción de oficio cuando considere que pudieran 
estar desarrollándose prácticas prohibidas. 


ARTICULO 12. (Cese preventivo).- En cualquier 
momento del procedimiento el órgano de aplica- 
ción podrá expedirse acerca de las posibles con- 
secuencias dañosas de la conducta objeto de los 
procedimientos. 


En caso de que la misma fuese capaz de producir 
daños graves, o ya los estuviere produciendo, 
podrá disponer el cese preventivo de esa conduc- 
ta. 


ARTICULO 13. (Prueba).- Toda persona, física o 
jurídica, pública o privada, nacional o extranjera, 
queda sujeta al deber de colaboración con el 
órgano de aplicación y estará obligada a propor- 
cionar arequerimiento de éste, en un plazo de diez 
días corridos contados desde el siguiente al que 
le fuere requerida, toda la información que 
conociere y todo documento que tuviere en su 
poder. 


ARTICULO 14. (Medidas cautelares).- Sin perjui- 
cio de la posibilidad de disponer el cese preven- 
tivo de las prácticas investigadas a que refiere el 
artículo 12 de la presente ley, el órgano de aplica- 
ción está facultado para requerir a la Justicia 
ordinaria la realización de todas las medidas 
cautelares que considere pertinentes, con carác- 
ter reservado y sin noticia, antes de iniciar las 
actuaciones administrativas o durante el trans- 
curso de las mismas. 


A tales efectos serán competentes los Jueces 
Letrados de Primera Instancia en lo Civil de Mon- 
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De la denuncia formulada se deberá conferir vista 
a los denunciados, salvo que se la considerara 
manifiestamente improcedente. 


Si el órgano de aplicación entendiere que, además 
de los sujetos denunciados expresamente, pudie- 
ran existir otras personas que también fueran 
presuntamente infractores de los preceptos de 
esta ley, también conferirá vista a las mismas, 
conforme a lo preceptuado por el artículo 66 de 
la Constitución de la República. 


ARTICULO 13. (Cese preventivo).- En cualquier 
momento del procedimiento el órgano de aplica- 
ción podrá expedirse acerca de las posibles con- 
secuencias dañosas de la conducta objeto de los 
procedimientos. 


En caso que la misma fuese capaz de producir 
daños graves, podrá disponer el cese preventivo 
de esa conducta. 


ARTICULO 14. (Prueba).- Toda persona, física o 
jurídica, pública o privada, nacional o extranjera, 
queda sujeta al deber de colaboración con el 
órgano de aplicación y estará obligada a propor- 
cionar arequerimiento de éste, en un plazo de diez 
días corridos contados desde el siguiente al que 
le fuere requerida, toda la información que 
conociere y todo documento que tuviere en su 
poder. En caso que la información fuera requeri- 
da del o de los involucrados en la conducta que se 
investiga, su omisión en proporcionarla deberá 
entenderse como una presunción en su contra. 


Los deberes establecidos en este artículo en nin- 
gún caso significan la obligación de revelar se- 
cretos comerciales, planos, “como hacer”, in- 
ventos, fórmulas y patentes. 


ARTICULO 15. (Medidas cautelares).- Sin perjui- 
cio de la posibilidad de disponer el cese preven- 
tivo de las prácticas investigadas a que refiere el 
artículo 13 de la presente ley, el órgano de aplica- 
ción está facultado para solicitar a la Justicia 
ordinaria las medidas cautelares que considere 
pertinentes, con carácter reservado y sin noticia, 
antes de iniciar las actuaciones administrativas o 
durante el transcurso de las mismas. 


A tales efectos serán competentes los Jueces 
Letrados de Primera Instancia en lo Civil de Mon- 
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tevideo y los Jueces Letrados de Primera Instan- 
cia del Interior, según corresponda, y se aplica- 
rán, en cuanto fuera pertinente, las soluciones del 
artículo 311 y siguientes del Código General del 
Proceso, excepto en lo que se refiere a la presta- 
ción de contracautela, de la cual queda exonerado 
el órgano de aplicación. 


Asimismo, en lo que respecta a la previsión del 
artículo 311.2 del Código General del Proceso se 
interpretará la misma en el sentido de que las 
medidas cautelares caducarán si el órgano de 
aplicación no iniciara las actuaciones administra- 
tivas dentro del plazo de treinta días corridos 
contados desde que se hicieron efectivas aqué- 
llas. 


ARTICULO 15. (Compromisos de cese y concilia- 
ciones).- El órgano de aplicación podrá suspen- 
der las actuaciones, en cualquier estado en que se 
hallaren, por espacio no mayor a diez días corri- 
dos, aefectos de acordar con el presunto infractor 
un compromiso de cese o modificación de la con- 
ducta investigada, salvo que la ilegitimidad de la 
misma y la identidad de quien la realizó fueren 
evidentes. 


También podrá suspender las actuaciones por 
idéntico plazo, por solicitud conjunta de denun- 
ciante y denunciado, y a efectos de considerar 
posibles conciliaciones, siempre que la conducta 
investigada consista en la situación prevista por 
el artículo 6* de esta ley y el único perjudicado por 
la misma sea el denunciante. 


ARTICULO 16. (Sanciones).- Cuando las actua- 
ciones administrativas concluyeran con la cons- 
tatación de que se desarrollaron prácticas 
anticompetitivas, el órgano de aplicación deberá 
ordenar su cese inmediato y de los efectos de las 
mismas que aún subsistieren, así como sancionar 
a sus autores y responsables: 


Las sanciones consistirán en: 
A) Apercibimiento. 


B) Apercibimiento con publicación de la reso- 
lución, a costa del infractor, en dos diarios de 
circulación nacional. 


C) Multa que se determinará entre una canti- 
dad mínima de UI 100.000 (cien mil unidades 
indexadas) y una cantidad máxima del que fuere 
superior de los siguientes valores: 


1) UL20:000.000 (veinte millones de unidades 
indexadas). 
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tevideo y los Jueces Letrados de Primera Instan- 
cia del Interior, según corresponda, y se aplica- 
rán, en cuanto fuera pertinente, las soluciones 
del artículo 311 y siguientes del Código General 
del Proceso, excepto en lo que se refiere a la 
prestación de contracautela, de la cual queda 
exonerado el órgano de aplicación. 


Asimismo, en lo que respecta a la previsión del 
artículo 311.2 del Código General del Proceso se 
interpretará la misma en el sentido de que las 
medidas cautelares caducarán si el órgano de 
aplicación no iniciara las actuaciones administra- 
tivas dentro del plazo de treinta días corridos 
contados desde que se hicieron efectivas aqué- 
llas. 


ARTICULO 16. (Compromisos de cese y concilia- 
ción).- El órgano de aplicación podrá suspender 
las actuaciones, por un término no mayor a diez 
días corridos, aefectos de acordar con el presun- 
to infractor un compromiso de cese o modifica- 
ción de la conducta investigada, salvo que la 
ilegitimidad de la misma y la identidad de quién la 
realizó fueren evidentes. 


También podrá suspender las actuaciones por 
idéntico plazo, por solicitud conjunta de denun- 
ciante y denunciado, a efectos de considerar la 
posible conciliación, siempre que la conducta 
investigada consista en la situación prevista por 
el artículo 6” de esta ley y el único perjudicado por 
la misma sea el denunciante. 


ARTICULO 17. (Sanciones).- Cuando las actua- 
ciones administrativas concluyeran con la cons- 
tatación de que se desarrollaron prácticas 
anticompetitivas, el órgano de aplicación deberá 
ordenar su cese inmediato y de los efectos de las 
mismas que aún subsistieren, así como sancionar 
a sus autores y responsables. 


Las sanciones consistirán en: 
A) Apercibimiento. 


B) Apercibimiento con publicación de la re- 
solución, a costa del infractor, en dos diarios de 
circulación nacional. 


C) Multa que se determinará entre una canti- 
dad mínima de UI 100.000 (cien mil unidades 
indexadas) y una cantidad máxima del fue fuere 
superior de los siguientes valores: 


1) UL20:000.000 (veinte millones de unidades 
indexadas). 
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2) El equivalente al 10% (diez por ciento) de la 
facturación anual del infractor. 


3) El equivalente a tres veces el perjuicio cau- 
sado por la práctica anticompetitiva, si fuera de- 
terminable. 


Las sanciones podrán aplicarse independiente- 
mente o conjuntamente según resulte de las cir- 
cunstancias del caso. 


A efectos de su determinación, setomará en cuen- 
ta: la entidad patrimonial del daño causado; el 
grado de participación de los responsables; la 
intencionalidad; la condición de reincidente; y la 
actitud asumida durante el desarrollo de las ac- 
tuaciones administrativas. 


Estas sanciones también podrán aplicarse a aque- 
llos que incumplan las obligaciones dispuestas 
por el artículo 12 de esta ley. 


En el caso de prácticas concertadas entre compe- 
tidores, se considerará como especial atenuante 
la denuncia realizada por uno de los miembros de 
acuerdo o el aporte que éste brinde para la obten- 
ción de pruebas suficientes para la sanción de los 
restantes infractores. 


ARTICULO 17. (Publicación).- Una descripción 
de los casos analizados y las resoluciones corres- 
pondientes serán publicadas en la página 
institucional del órgano de aplicación. 


ARTICULO 18. (Sanciones a Administradores, 
Directores y Representantes de Personas Jurídi- 
cas, y a Sociedades Controlantes).- Además de 
las sanciones que corresponda imponer a las per- 
sonas jurídicas que realicen conductas prohibi- 
das por esta ley, también podrán imponer multas 
a los integrantes de sus Órganos de administra- 
ción y representación que hayan contribuido ac- 
tivamente en el desarrollo de la práctica. 


Las conductas desarrolladas por una persona 
jurídica controlada por otra, serán también impu- 
tables a la controlante. De la misma manera, las 
responsabilidades que pudieren corresponder a 
los integrantes de los órganos de administración 
y representación de la sociedad controlada, tam- 
bién se aplicarán a quienes cumplen las mismas 
funciones en la sociedad controlante. 


ARTICULO 19. (Título Ejecutivo).- El testimonio 
de la resolución firme que imponga pena de multa 
constituirá título ejecutivo. 
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2) El equivalente al 10% (diez por ciento) de la 
facturación anual del infractor. 


3) El equivalente a tres veces el perjuicio cau- 
sado por la práctica anticompetitiva, si fuera de- 
terminable. 


Las sanciones podrán aplicarse independiente o 
conjuntamente según resulte de las circunstan- 
cias del caso. 


A efectos de su determinación, se tomarán en 
cuenta: la entidad patrimonial del daño causado; 
el grado de participación de los responsables; la 
intencionalidad; la condición de reincidente; y la 
actitud asumida durante el desarrollo de las actua- 
ciones administrativas. 


Estas sanciones también podrán aplicarse a aque- 
llos que incumplan las obligaciones dispuestas 
por el artículo 14 de esta ley. 


En el caso de prácticas concertadas entre compe- 
tidores, se considerará como especial atenuantes 
la denuncia realizada por uno de los miembros del 
acuerdo o el aporte que éste brinde para la obten- 
ción de pruebas suficientes para la sanción de los 
restantes infractores. 


ARTICULO 18. (Publicación).- Las resoluciones 
del órgano de aplicación serán publicadas en su 
página electrónica institucional. Asimismo, este 
podrá dar una descripción detallada de los ca- 
sos analizados. 


ARTICULO 19. (Sanciones a Administradores, 
Directores y Representantes de Personas Jurídi- 
cas, y a Sociedades Controlantes).- Además de las 
sanciones que el órgano de aplicación imponga a 
las personas jurídicas que realicen conductas 
prohibidas por esta ley, también podrán imponer 
multas a los integrantes de sus órganos de admi- 
nistración y representación que hayan contribui- 
do activamente en el desarrollo de la práctica. 


Las conductas desarrolladas por una persona ju- 
rídica controlada por otra, serán también imputa- 
bles a la controlante. De la misma manera, las 
responsabilidades que pudieren corresponder a 
los integrantes de los órganos de administración 
y representación de la sociedad controlada, po- 
drán también ser imputadas a quienes cumplen 
las mismas funciones en la sociedad controlante. 


ARTICULO 20. (Título Ejecutivo).- El testimonio 
de la resolución firme que imponga pena de multa 
constituirá título ejecutivo. 
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CAPITULO III 
ORGANO DE APLICACION 


ARTICULO 20. (Comisión de Promoción y Defen- 
sa de la Competencia).- El órgano de aplicación de 
las disposiciones de la presente ley será la Comi- 
sión de Promoción y Defensa de la Competencia, 
que funcionará como órgano desconcentrado en 
el ámbito del Ministerio de Economía y Finanzas. 


La Comisión estará integrada por tres miembros 
designados por el Poder Ejecutivo actuando en 
Consejo de Ministros, entre personas que, por 
sus antecedentes personales, profesionales y 
conocimiento de la materia, aseguren indepen- 
dencia de criterio, eficiencia, objetividad e impar- 
clalidad en su desempeño. 


Al menos uno de los integrantes deberá ser abo- 
gado y otro economista, con más de cinco años en 
el ejercicio de la profesión. Los miembros de la 
Comisión tendrán dedicación exclusiva, con ex- 
cepción de la actividad docente y de investiga- 
ción. Si al momento de la designación ocuparan 
otros cargos públicos, quedarán suspendidos en 
los mismos a partir de su aceptación y por todo el 
tiempo que actúen como integrantes de la Comi- 
sión, de acuerdo con lo establecido por el artículo 
21 de la Ley N* 17.930, de 19 de diciembre de 2005. 


Su mandato durará seis años y podrán ser desig- 
nados nuevamente. 


Las renovaciones se realizarán de a un miembro 
cada dos años; a efectos de hacer posible dicho 
sistema de renovación, los tres primeros miem- 
bros que se designen tendrán, respectivamente, 
mandatos de dos, cuatro y seis años de duración. 


El Presidente de la Comisión tendrá a su cargo la 
representación del órgano. 


La Presidencia de la Comisión será ejercida por 
espacio de dos años, en forma rotativa, de manera 
que todos sus integrantes tengan la oportunidad 
de ocupar dicho cargo. En el caso de la primera 
integración de la Comisión, la Presidencia será 
ejercida, en primer término, por el miembro desig- 
nado con mandato de dos años; y en segundo 
término, por el miembro designado con mandato 
de cuatro años. 
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CAPITULO III 
ORGANO DE APLICACION 


ARTICULO 21. (Comisión de Promoción y Defen- 
sa de la Competencia). El órgano de aplicación de 
las disposiciones de la presente ley será la Comi- 
sión de Promoción y Defensa de la Competencia, 
que funcionará como órgano desconcentrado en 
el ámbito del Ministerio de Economía y Finanzas. 


El funcionamiento de la Comisión se ajustará alo 
que disponga el reglamento que la misma habrá de 
dictar, que contendrá como mínimo el régimen de 
convocatoria, deliberación, votación y adopción 
de resoluciones. 


ARTICULO 22.- La Comisión estará integrada por 
tres miembros designados por el Poder Ejecutivo 
actuando en Consejo de Ministros, entre perso- 
nas que, por sus antecedentes personales, profe- 
sionales y conocimiento de la materia, aseguren 
independencia de criterio, eficiencia, objetividad 
e imparcialidad en su desempeño. 


Los miembros de la Comisión tendrán dedicación 
exclusiva, con excepción de la actividad docente 
y de investigación. Si al momento de la designa- 
ción ocuparan otros cargos públicos, quedarán 
suspendidos en los mismos a partir de la toma de 
posesión de dicho cargo y por todo el tiempo que 
actúen como integrantes de la Comisión, de acuer- 
do con lo establecido por el artículo 21 de la Ley 
N* 17.930, de 19 de diciembre de 2005. 


Su mandato durará seis años y podrán ser desig- 
nados nuevamente. 


Las renovaciones se realizarán de a un miembro 
cada dos años; a efectos de hacer posible dicho 
sistema de renovación, los tres primeros miem- 
bros que se designen tendrán, respectivamente, 
mandatos de dos, cuatro y seis años de duración. 


ARTICULO 23.- La representación del Organo 
de aplicación será ejercida por su Presidente. 


La Presidencia de la Comisión será ejercida por 
todos sus integrantes por espacio de dos años, en 
forma rotativa. En el caso de la primera integra- 
ción de la Comisión, la Presidencia será ejercida, 
en primer término, por el miembro designado con 
mandato de dos años; y en segundo término, por 
el miembro designado con mandato de cuatro 
años. 
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Los integrantes de la Comisión podrán ser desti- 
tuidos por el Presidente de la República, actuan- 
do en Consejo de Ministros, en cualquiera de los 
siguientes casos: 


A) Negligencia o mal desempeño en sus fun- 
ciones. 


B) Incapacidad sobreviniente. 
C) Condena por delito doloso. 


D) Comisión de actos que afecten su buen 
nombre o el prestigio del órgano. 


Los miembros de la Comisión serán suspendidos 
preventivamente en sus funciones, en caso de ser 
procesados por delito doloso o impedimento físi- 
co momentáneo para desempeñar la función. La 
suspensión se verificará de pleno derecho, por el 
dictado del auto de procesamiento, independien- 
temente de que el mismo sea objeto de recursos. 


En caso de destitución, la duración del mandato 
de quien sea designado para ocupar el lugar del 
miembro removido, será igual al tiempo que restare 
a este último para terminar el suyo. 


El funcionamiento de la Comisión se ajustaráa lo 
que disponga el reglamento que la misma habrá de 
dictar, que contendrá como mínimo el régimen de 
convocatoria, deliberación, votación y adopción 
de resoluciones. 


ARTICULO 21. (Funciones y facultades).- Com- 
pete a la Comisión de Promoción y Defensa de la 
Competencia: 


A) Dar cumplimiento a las disposiciones de la 
presente ley. 


B) Emitir normas generales e instrucciones 
particulares que contribuyan al cumplimiento de 
los objetivos de la presente ley. 


C) Realizar los estudios e investigaciones que 
considere pertinentes, a efectos de analizar la 
competencia en los mercados. 


D) Requerir de las personas físicas o jurídi- 
cas, públicas o privadas, la documentación y 
colaboración que considere necesarias. 
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ARTICULO 24.- Los integrantes de la Comisión 
podrá ser destituidos por el Presidente de la Re- 
pública, actuando en Consejo de Ministros, en 
cualquiera de los siguientes casos: 


A) Negligencia o mal desempeño en sus fun- 
ciones. 


B) Incapacidad sobreviniente. 
C) Condena por delito doloso. 


D) Comisión de actos que afecten su buen 
nombre o el prestigio del órgano. 


Los miembros de la Comisión serán suspendidos 
preventivamente en sus funciones, en caso de ser 
procesados por delito doloso o padecer impedi- 
mento físico momentáneo para desempeñar la 
función. La suspensión se verificará de pleno 
derecho, por el dictado del auto de procesamien- 
to, independientemente de que el mismo sea ob- 
jeto de recursos. 


ARTICULO 25.- En caso de destitución, renuncia 
o fallecimiento, la duración del mandato de quien 
lo sustituya, será igual al tiempo que restare del 
mandato original. 


ARTICULO 26. (Funciones y facultades).- Com- 
pete a la Comisión de Promoción y Defensa de la 
Competencia: 


A) Emitir normas generales e instrucciones 
particulares que contribuyan al cumplimiento de 
los objetivos de la presente ley. 


B) Realizar los estudios e investigaciones que 
considere pertinentes, a efectos de analizar la 
competencia en los mercados. 


C) Requerir de las personas físicas o jurídi- 
cas, públicas o privadas, la documentación y 
colaboración que considere necesarias. Los datos 
einformaciones obtenidos solo podrán ser utili- 
zados para las finalidades previstas en esta ley, 
sujeto a las limitaciones establecidas en el artícu- 
lo 14 de la presente ley. 
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E) Realizar investigaciones sobre documen- 
tos civiles y comerciales, libros de comercio, li- 
bros de actas de órganos sociales, bases de datos 
contables y correspondencia. 


F) Asesorar al Poder Ejecutivo en materia de 
promoción y políticas de competencia. 


G) Emitirrecomendaciones no vinculantes, di- 
rigidas al Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Po- 
der Judicial, Gobiernos Departamentales, y enti- 
dades y organismos públicos, relativos al trata- 
miento, protección, regulación, restricción o pro- 
moción de la competencia en leyes, reglamentos, 
ordenanzas municipales y actos administrativos 
en general. Estas recomendaciones se realizarán 
respecto de leyes, reglamentos, ordenanzas mu- 
nicipales y otros actos administrativos vigentes 
oaestudio de cualquiera de los organismos seña- 
lados. 


H) Emitirrecomendaciones no vinculantes, de 
carácter general o sectorial, respecto de las moda- 
lidades de la competencia en el mercado. 


D Emitir dictámenes y responder consultas 
que le formule cualquier persona física o jurídica, 
pública o privada, acerca de la legitimidad o ilegi- 
timidad de prácticas concretas que pretende rea- 
lizar, o que realizan otros sujetos. 


J) Mantener relaciones con otros órganos de 
defensa de la competencia, nacionales o interna- 
cionales, y participar en todos los foros interna- 
cionales en que se discutan o negocien temas 
relativos a la competencia. 


ARTICULO 22. (Sectores regulados).- En los sec- 
tores que están sometidos al control o 
superintendencia de órganos reguladores espe- 
cializados, tales como el Banco Central del Uru- 
guay, la Unidad Reguladora de Servicios de Ener- 
gía y Agua y la Unidad Reguladora de Servicios 
de Comunicaciones, la protección y fomento de la 
competencia estarán a cargo de los órganos regu- 
ladores especializados. 


El alcance de la actuación de los mismos incluirá 
actividades que tengan lugar en mercados verti- 
cal u horizontalmente relacionados con los merca- 
dos bajo control y regulación, en la medida en que 
afecten las condiciones competitivas de los mer- 
cados que se encuentran bajo sus respectivos 
ámbitos de actuación regulatoria. 


En el desarrollo de este cometido, los órganos 
reguladores deberán cumplir con todas y cada 
una de las disposiciones de la presente ley. 
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D) Realizar investigaciones sobre documen- 
tos civiles y comerciales, libros de comercio, li- 
bros de actas de órganos sociales y bases de 
datos contables. 


E) Asesorar al Poder Ejecutivo en materia de 
promoción y políticas de competencia. 


F) Emitirrecomendaciones no vinculantes, di- 
rigidas al Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Po- 
der Judicial, Gobiernos Departamentales, y enti- 
dades y organismos públicos, relativos al trata- 
miento, protección, regulación, restricción o pro- 
moción de la competencia en leyes, reglamentos, 
ordenanzas municipales y actos administrativos 
en general. Estas recomendaciones se realizarán 
respecto de leyes, reglamentos, ordenanzas muni- 
cipales y otros actos administrativos vigentes o a 
estudio de cualquiera de los organismos señala- 
dos. 


G) Emitirrecomendaciones no vinculantes, de 
carácter general o sectorial, respecto de las moda- 
lidades de la competencia en el mercado. 


H) Emitir dictámenes y responder consultas 
que le formule cualquier persona física o jurídica, 
pública o privada, acerca de las prácticas concre- 
tas que realiza o pretende realizar, o que realizan 
otros sujetos. 


D Mantener relaciones con otros órganos de 
defensa de la competencia, nacionales o interna- 
cionales, y participar en los foros internacionales 
en que se discutan o negocien temas relativos a la 
competencia. 


ARTICULO 27. (Sectores regulados).- En los sec- 
tores que están sometidos a control o 
superintendencia de órganos reguladores espe- 
cializados, tales como el Banco Central del Uru- 
guay, la Unidad Reguladora de Servicios de Ener- 
gía y Agua y la Unidad Reguladora de Servicios de 
Comunicaciones, la protección y fomento de la 
competencia estarán a cargo de dichos órganos. 


El alcance de la actuación de los mismos incluirá 
actividades que tengan lugar en mercados vertical 
u horizontalmente relacionados con los mercados 
bajo control y regulación, en la medida en que 
afecten las condiciones competitivas de los mer- 
cados que se encuentran bajo sus respectivos 
ámbitos de actuación regulatoria. 


En el desarrollo de este cometido, los órganos 
reguladores deberán cumplir con todas y cada una 
de las disposiciones de la presente ley, pudiendo, 
en caso de entenderlo conveniente, efectuar con- 
sultas no vinculantes a la Comisión de Promoción 
y Defensa de la Competencia. 
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CAPITULOIV 
DISPOSICIONES FINALES 


ARTICULO 23. (Prescripción).- Las acciones que 
tienen su origen en la realización de prácticas 
prohibidas por la presente ley, prescribirán a los 
cinco años de verificadas las mismas, tanto en lo 
que respecta a la potestad pública de investigar 
y sancionar a los responsables, como al derecho 
de los perjudicados directamente por las mismas 
a Obtener el resarcimiento de los daños padeci- 
dos. 


La prescripción se interrumpe con el acto que 
dispone la iniciación de un procedimiento de ofi- 
cio o con el acto que ordena dar vista de la 
denuncia al presunto responsable, o por la comi- 
sión de nuevas conductas prohibidas. 


ARTICULO 24. (Remisión).- En todo lo no previs- 
to en esta ley o en su decreto reglamentario, 
relativo al procedimiento para la investigación y 
sanción de prácticas prohibidas, se aplicarán las 
soluciones del Decreto N* 500/991, de 27 de se- 
tiembre de 1991. 


ARTICULO 25. (Derogaciones).- Se derogan los 
artículos 13, 14 y 15 de la Ley N* 17.243, de 29 de 
junio de 2000, los artículos 157 y 158 de la Ley 
N* 17.296, de 21 de febrero de 2001, y el artículo 
699 de la Ley N” 16.736, de 5 de enero de 1996. 


ARTICULO 26. (Modificaciones).- Se modifica el 
artículo 65 de la Ley N* 17.296, de 21 de febrero de 
2001, el que quedará redactado de la siguiente 
manera: 


“Artículo 65.- Toda iniciativa en materia de tasas 
a ser percibidas por las unidades ejecutoras de la 
Administración Central por concepto de trámites, 
servicios o similares requerirá informe previo de 
la Oficina de Planeamiento y Presupuesto (OPP), 
la que actuará de conformidad con los criterios 
establecidos en los artículos 699 a 702 de la Ley 
N* 16.736, de 5 de enero de 1996”. 


ARTICULO 27. (Reglamentación).- La presente 
ley será reglamentada en lo pertinente por el 
Poder Ejecutivo dentro de los noventa días con- 
tados a partir de su publicación. 
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CAPITULOIV 
DISPOSICIONES FINALES 


ARTICULO 28. (Prescripción).- Las acciones que 
tienen su origen en la realización de prácticas 
prohibidas por la presente ley, prescribirán a los 
cinco años de verificadas las mismas, tanto en lo 
que respecta a la potestad pública de investigar 
y sancionar a los responsables, como al derecho 
de los perjudicados directamente por las mismas 
a Obtener el resarcimiento de los daños padeci- 
dos. 


La prescripción se interrumpe con el acto que 
dispone la iniciación de un procedimiento de ofi- 
cio o con el acto que ordena dar vista de la 
denuncia al presunto responsable, o por la comi- 
sión de nuevas conductas prohibidas. 


ARTICULO 29. (Remisión).- En todo lo no previs- 
to en esta ley o en su decreto reglamentario, 
relativo al procedimiento para la investigación y 
sanción de prácticas prohibidas, se aplicarán las 
soluciones del Decreto N* 500/991, de 27 de se- 
tiembre de 1991, sus modificativos y concordantes. 


ARTICULO 30. (Derogaciones).- Se derogan los 
artículos 13, 14 y 15 de la Ley N* 17.243, de 29 de 
junio de 2000, los artículos 157 y 158 de la Ley 
N* 17.296, de 21 de febrero de 2001, y el artículo 
699 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996. 


ARTICULO 31. (Modificaciones).- Se modifica el 
artículo 66 de la Ley N* 17.296, de 21 de febrero de 
2001, el que quedará redactado de la siguiente 
manera: 


“Artículo 65.- Toda iniciativa en materia de tasas 
a ser percibidas por las unidades ejecutoras de la 
Administración Central por concepto de trámites, 
servicios o similares requerirá informe previo de 
la Oficina de Planeamiento y Presupuesto (OPP), 
la que actuará de conformidad con los criterios 
establecidos en los artículos 700 a 702 de la Ley 
N* 16.736, de 5 de enero de 1996”. 


ARTICULO 32. (Reglamentación).- La presente 
ley será reglamentada en lo pertinente por el 
Poder Ejecutivo dentro de los ciento veinte días 
contados a partir de su promulgación.” 
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SEÑORA PRESIDENTA (Dra. Mónica Xavier).- Léase el 
proyecto. 


(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Breccia. 


SEÑOR BRECCIA.- Señora Presidenta: el proyecto de 
ley a consideración del Cuerpo encuentra como anteceden- 
te inmediato un proyecto elaborado en la pasada Legislatu- 
ra por la denominada “Comisión Especial para el Estudio de 
Soluciones Legislativas referentes a la Libertad de Comer- 
cio en el Uruguay”, que fuera creada a instancias de Legis- 
ladores del Frente Amplio. Esta Comisión, luego de un largo 
período de trabajo, resolvió hacer suya una iniciativa de los 
doctores Rippe y Hargain, la que luego fuera elevada al 
pleno de la Cámara de Representantes y aprobada con los 
votos de Representantes de todas las Bancadas, fundamen- 
talmente, del Frente Amplio, del Partido Independiente y de 
algunos Diputados del Partido Nacional y del Partido Colo- 
rado. 


Ese proyecto, que recibiera media sanción en la Cámara 
de Representantes, fue presentado en esta Legislatura por 
Representantes de las distintas fuerzas que la integran y, 
posteriormente, se le sumó una iniciativa enviada por el 
Poder Ejecutivo. 


Más adelante, en el detalle del articulado del presente 
proyecto de ley veremos que la referencia a los anteceden- 
tes mencionados de ninguna manera resultan gratuitos, por 
cuanto algunas modificaciones que se le han realizado por 
parte de la Comisión de Hacienda no hacen sino reimplantar 
aspectos sustanciales de aquel proyecto original, para sal- 
vaguardar la esencia de la norma. Esos aspectos habían 
sido eliminados tanto en el proyecto aprobado en la Cámara 
de Representantes como en el que fuera enviado por el 
Poder Ejecutivo. 


Atento a lo expresado y a efectos de ilustrar al Cuerpo 
sobre los contenidos del presente proyecto de ley -vaya 
esto como tardío pero merecido homenaje a sus autores-, 
hemos tomado una parte importante de la exposición de 
motivos que sobre aquel proyecto se manejara tanto en la 
Cámara de Representantes como en diversas publicacio- 
nes. 


(Ocupa la Presidencia el señor Rodolfo Nin Novoa) 


- En aquel entonces, en consideraciones que son de 
plena aplicación para el actual proyecto de ley, se decía que 
tenía la finalidad de promover y defender la competencia, 
así como “amparar en sus derechos a amplísimas capas de 
nuestra población; en primer lugar a los consumidores y 
usuarios” actuales y futuros, a través de la promoción y 
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defensa de la competencia, el estímulo de la eficiencia 
económica y la libertad eigualdad de condiciones de acceso 
a los mercados. También se señalaba: “Este es el objetivo 
de la ley cuya sanción se promueve: la libertad de iniciativa, 
la apertura de los mercados, la participación justa y equita- 
tiva de medianas, pequeñas y microempresas, la 
desconcentración del poder económico y la prevención de 
monopolios, oligopolios y usos indebidos de posiciones de 
dominio económico y comercial”. Se agregaba un concepto 
que entendemos particularmente claro: “El derecho a elegir 
la oferta más conveniente está íntimamente ligado al dere- 
cho a comerciar de quienes ofrecen esos bienes y servicios. 
Nada de esto se logra si se constituyen monopolios, 
oligopolios o hay empresas que abusan de sus posiciones 
dominantes en el mercado”. 


A continuación, vamos a hacer una breve reseña de 
Derecho comparado. En el resto del mundo, la defensa de la 
competencia ha sido resuelta desde hace años. El propio 
Tratado de Libre Comercio de América del Norte -NAFTA, 
en su sigla en inglés-, en el capítulo sobre política en materia 
de competencia, monopolios y empresas del Estado, consa- 
graenel artículo 1501 la legislación en materia de competen- 
cia. La primera parte del numeral 1 dice: “Cada una de las 
Partes adoptará o mantendrá medidas que prohíban prácti- 
cas de negocios contrarias a la competencia y emprenderá 
las acciones que procedan al respecto”. Al comienzo del 
numeral 2, se expresa lo siguiente: “Cada una de las Partes 
reconoce la importancia de la cooperación y la coordinación 
entre sus autoridades para impulsar la aplicación efectiva 
de la legislación en materia de competencia en la zona de 
libre comercio”. 


En los Estados Unidos es conocida la Ley Sherman de 
1890 que, incluso, establece: “Toda persona que monopo- 
lice [...] una rama cualquiera de la industria o del comercio 
[...] será considerada culpable de un delito”. Por su parte, 
la Ley Clayton, de 1914, diseñada para fortalecer y hacer 
explícita la intención de la Ley Sherman, establece, en su 
Sección 2 que se considera ilegal la discriminación de 
precios entre compradores cuando ésta no es justificada 
con base en diferencias de costos. En su Sección 3, prohíbe 
la exclusividad o contratos “condicionados” mediante los 
cuales un productor venda un determinado bien solamente 
con la condición de que el comprador adquiera otros pro- 
ductos del mismo vendedor y no de los competidores. En la 
Sección 7 prohíbe la adquisición de acciones de sociedades 
anónimas competidoras cuando el resultado reduzca la 
competencia. En la Sección 8 prohíbe la formación de Juntas 
Directivas con miembros compartidos, es decir, condena la 
situación en la cual el director de una empresa es también 
miembro de la Junta Directiva de otra empresa competidora. 


Junto con los Estados Unidos, ha sido en Europa donde 
este tema de la defensa de los mercados competitivos más 
se ha tratado, legislado y estudiado. Por ejemplo, el Tratado 
de Roma de 1957 de la hoy Unión Europea, en los artículos 
85 a 90 contiene disposiciones similares a las hoy existentes 
en nuestro país, tendientes a evitar que la competencia del 
mercado se restrinja, se impida o se falsee. Toda la legisla- 
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ción comunitaria europea, y la concordante existente en los 
países miembros de la Unión Europea, la de aquellos países 
europeos que todavía no la integran, así como también la de 
Japón, Australia, Nueva Zelanda, Israel y otros, y aun la de 
países americanos como, por ejemplo, Venezuela, Perú, 
Chile y otros, adoptada en la década de los noventa, presen- 
tan sin excepción como denominador común lo siguiente: 
“La prohibición de todos aquellos actos o conductas que 
limiten, restrinjan o distorsionen la competencia o que 
constituyan abuso de una posición dominante en un merca- 
do”, así como “La necesidad de que las fusiones o concen- 
traciones empresariales relevantes sean aprobadas por un 
organismo o tribunal estatal;” y “La imposición de duras 
sanciones a las conductas que pongan en peligro la libertad 
de la competencia”. 


En la región, la situación es la siguiente. El Protocolo de 
Defensa de la Competencia del MERCOSUR, de 17 de di- 
ciembre de 1996, suscrito en Fortaleza y su Anexo, suscrito 
en Río de Janeiro el 10 de diciembre de 1998, en su artículo 
3 consagra que “Es de competencia exclusiva de cada 
Estado Parte la regulación de los actos practicados en su 
respectivo territorio por persona física o jurídica de dere- 
cho público o privado u otra entidad domiciliada en él y 
cuyos efectos sobre la competencia a él se restrinjan”. En 
su artículo 4” establece que constituyen infracciones a esta 
normativa, “independientemente de la culpa, los actos indi- 
viduales concertados, de cualquier forma manifestados, 
que tengan por objeto o efecto, limitar, restringir, falsear o 
distorsionar la competencia o el acceso al mercado, o que 
constituyan abuso de posición dominante en el mercado 
relevante de bienes o servicios en el ámbito del MERCOSUR 
y que afecten al comercio entre los Estados Partes”. 


Los artículos siguientes del Protocolo enumeran una 
serie de conductas consideradas prácticas restrictivas de la 
competencia y consagran el compromiso para los países 
miembros de adoptar normas similares en el plazo de dos 
años. 


El proyecto a estudio de este Cuerpo consagra solucio- 
nes en muchos casos prácticamente iguales a las del men- 
cionado Protocolo y una técnica legislativa que se corres- 
ponde, asimismo, con la del instrumento de referencia. 


Cabe simplemente agregar que en el artículo 8* de dicho 
Protocolo se establece, con relación a sus órganos de 
aplicación -Comisión de Comercio del MERCOSUR y Comité 
de Defensa de la Competencia- que este último, al cual se 
define como órgano de naturaleza intergubernamental, “es- 
tará integrado por los órganos nacionales de aplicación del 
presente Protocolo en cada Estado parte”, con lo cual 
cobran especial relevancia las disposiciones contenidas en 
el presente proyecto, referidas al órgano de aplicación que 
se crea en la misma. 


Nuestros socios del MERCOSUR hace años que cuentan 
con leyes para impedir las distorsiones en el libre funciona- 
miento de los mercados competitivos. En la República Ar- 
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gentina rige la Ley N*25.156, de 16 de setiembre de 1999, y 
en el Brasil la Ley N* 8.158, del año 1991, denominada Ley 
de Defensa de la Concurrencia. Lo llamativo es que ambos 
socios del MERCOSUR aprobaron estas disposiciones en 
pleno vigor de las corrientes desregulatorias, y ello es así 
porque todos los teóricos de estas tendencias aconsejan 
que a medida que los mercados se abren, se deben adoptar 
férreos marcos legales que prohíban y sancionen todas las 
patologías que distorsionan la efectividad de la competen- 
cia. 


En nuestro país, pese a las previsiones establecidas en 
el Protocolo de Defensa de la Competencia del MERCOSUR, 
transcurrieron cuatro años hasta que se sancionó la Ley 
N* 17.243, de 29 de junio de 2000, denominada Ley de 
Urgencia, que incluye un Capítulo IV titulado “Normas de 
Defensa de la Competencia”, que cuenta apenas con tres 
artículos. Entonces, con bastante retraso en cuanto a la 
región y al resto del mundo, en nuestro país se aprueban 
tres escasos artículos de normas de defensa de la compe- 
tencia, que además adolecen de dos carencias importantes: 
la falta de un régimen sancionatorio y la renuncia del poder 
público a fiscalizar este tema. 


En todas las legislaciones conocidas existen claras y 
duras sanciones aplicables a los infractores. Además, en 
esos países existe una repartición pública que realiza el 
seguimiento, recibe las denuncias, autoriza las concentra- 
ciones empresariales y dicta resoluciones. Sin embargo, 
esto no existe en los tres artículos comentados. 


En oportunidad de tratarse el anterior proyecto, del que 
hemos dado cuenta, se decía en palabras totalmente aplica- 
bles al que se informa ahora que, justamente, la importancia 
del mismo como la del actual, deriva del hecho de que el 
primero nos deja a la altura que ya han alcanzado nuestros 
socios del MERCOSUR y en otras partes del mundo. 


En cuanto a decisiones y acciones gubernamentales, 
tenemos que, por otra parte, el proyecto que se informa se 
inscribe en el marco de una serie de decisiones y acciones, 
que tanto el anterior Gobierno como el actual han venido 
adoptando y llevando a cabo en el mismo sentido del 
proyecto de ley que nos ocupa. Ya en el Plan Operativo 
Anual, noviembre 2003, de la Dirección General de Comer- 
cio, Programa de Apoyo a la Defensa de la Competencia y 
del Consumidor, se establecía que en el marco del proceso 
de apertura y competencia de los mercados aparece la 
necesidad de que el Estado asuma una política activa en la 
promoción y defensa nacional de la competencia en el 
ámbito regional e internacional. Luego de mencionar los 
avances obtenidos, en ese sentido, a través de la ya citada 
Ley N* 17.243 y de la Ley N* 17.250, de Defensa del Consu- 
midor, se plantea allí: “Si bien ha habido avances en cuanto 
ala formulación de las políticas y normas relacionadas con 
la defensa de la competencia y del consumidor, se percibe 
que los mercados aún continúan adoleciendo de falta de 
competitividad y ausencia de condiciones de competen- 
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Por su parte, y ya con la actual Administración, en el 
“Compromiso Nacional por el Empleo, los Ingresos y las 
Responsabilidades”, del 14 de diciembre de 2005, se esta- 
blecía como uno de los problemas que enfrenta la creación 
de un adecuado clima de negocios, la escasa competencia 
entre empresas en diversos sectores de la economía origi- 
nada, básicamente, a su vez y dentro de dicho diagnóstico, 
por dos circunstancias: una de ellas es el hecho de que la 
promoción y la defensa de la competencia se encuentran 
relegadas como áreas de interés de la política económica, y 
la otra tiene que ver con una normativa escasa y de dificul- 
tosa aplicación. 


A partir de dicho análisis, el Compromiso Nacional por 
el Empleo, los Ingresos y las Responsabilidades se fijó 
como objetivo: “Promover la competencia y mejorar la efi- 
ciencia económica, defender los intereses y el bienestar de 
los usuarios y consumidores actuales y futuros y garantizar 
un sistema de reglas de juego que estimule la competencia, 
evitando la proliferación de prácticas abusivas, utilizando 
como instrumento para tal objetivo la aprobación de un 
nuevo marco legal que establezca nuevas reglas para la 
promoción y defensa de la competencia”. Esto nos trae 
directamente al proyecto que nos ocupa. 


El señor Subsecretario de Economía y Finanzas, econo- 
mista Mario Bergara, el 7 de diciembre de 2005, decía: “Aquí 
no se plantea solamente la competencia de castigar prácti- 
cas anticompetitivas sino que se plantea la necesidad de 
promover la competencia en los mercados. Esto no ha sido 
una prioridad política en el pasado. La normativa de la 
defensa de la competencia en Uruguay es casi vergonzosa 
y de muy difícil aplicación. La ubicación y la fortaleza 
institucional de la autoridad de competencia son absoluta- 
mente inadecuadas. A su vez, hay competencias difusas 
entre el órgano de aplicación, la autoridad de competencia 
y los organismos reguladores sectoriales tanto en áreas de 
servicios públicos: energía, agua, comunicaciones y tam- 
bién en el sistema financiero”. Además, manifestaba algo 
que nos parece particularmente ilustrativo con respecto a la 
apreciación que de este tema de la competencia se tiene a 
nivel de la sociedad uruguaya y, fundamentalmente, de 
aquellos que son sus protagonistas. Decía el economista 
Bergara: “Con respecto a la cultura competitiva en el Uru- 
guay, lo que va a pasar de aquí en más va a parecer de otro 
mundo, pero es la realidad de la cultura empresarial con 
respecto a los aspectos de competencia. Es muy fácil escu- 
char elementos que critican los monopolios y la actitud 
monopólica del sector público. Déjenme pasar revista a 
unos resultados que arrojó una encuesta que contrató el 
Ministerio de Economía y Finanzas y que terminó hace 
escasos tres o cuatro meses” -estamos hablando de media- 
dos del año 2005, es decir, hace escasos dos años- “que 
incluyó a casi 900 empresarios de todo el país. Casi el 80% 
de los empresarios nunca escuchó hablar de la legislación 
de competencia, sólo el 15% declara estar bien informado y 
el 70% cree que el objetivo es defender a las empresas o a 
los competidores. Partimos bastante mal pero acá viene lo 
peor. La mitad de los empresarios de este país cree que la 
fijación coordinada de precios entre empresas no es una 
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conducta anticompetitiva. La mitad cree que el reparto 
acordado del mercado entre empresas, no es una conducta 
anticompetitiva. Y un tercio cree que firmar contratos de 
exclusividad con todos los proveedores o clientes minoris- 
tas nunca es anticompetitivo”. Es decir que aquí pusimos 
tres caricaturas de lo que son prácticas anticompetitivas en 
todas partes del mundo. En nuestro país, los uruguayos 
pensamos que fijar los precios con los competidores y 
repartirse el mercado son prácticas lícitas desde el punto de 
vista competitivo y, por lo tanto, lo que pauta esto es que 
aquí no se trata solamente de defender la competencia y 
castigar prácticas anticompetitivas, sino también de un 
trabajo de promoción, de educación y de cultura en materia 
de competencia a nivel empresarial. 


En dicha oportunidad, el economista Bergara decía acer- 
ca del proyecto que se informa: “no es sólo un proyecto de 
defensa sino también de promoción de la competencia”. 


Ingresamos ahora, señor Presidente, al análisis exegético 
del proyecto de ley que se informa. Vemos que el artículo 1*, 
con relación al objeto de la norma, establece dos conside- 
raciones importantes: en primer lugar, expresa que ésta es 
de orden público, o sea que no puede ser dejada de lado en 
mérito a ningún acuerdo que se celebre entre particulares y, 
en segundo término, dice que su objetivo es fomentar el 
bienestar de los actuales y futuros consumidores y usua- 
rios, através de los mecanismos que allí se establecen, esto 
es, la promoción y defensa de la competencia, el estímulo a 
la eficiencia económica y la libertad e igualdad de condicio- 
nes en el acceso de las empresas y los productos a los 
mercados. 


Se establece en el artículo 2” el principio general de que 
todos los mercados estarán regidos por la libre competen- 
cia, salvo las limitaciones establecidas por ley y porrazones 
de interés general, contemplándose en consecuencia a los 
monopolios legalmente constituidos. Se prohíbe expresa- 
mente el abuso de posición dominante y todas las demás 
conductas allí enumeradas genéricamente y que afecten en 
cualquier forma la competencia actual o futura en el mercado 
relevante, y se establece, a efectos de valorar dichas con- 
ductas, la posibilidad del órgano de aplicación de evaluar- 
las a la luz de la ganancia en eficiencia económica que ellas 
generen y el beneficio que se traslada al consumidor. 


El artículo 3* establece el ámbito subjetivo de la norma 
permitiendo, a través del inciso segundo, en lo que enten- 
demos un evidente acierto de redacción, abarcar no sola- 
mente a aquellas personas de cualquier naturaleza que 
desarrollan actividad en territorio nacional, sino también a 
aquellas que, desarrollando su actividad en el extranjero, 
desplieguen sus efectos en el territorio nacional, como por 
ejemplo, prácticas de precios concertados entre empresas 
extranjeras que puedan presentarse en licitaciones llama- 
das a surtir efecto en territorio uruguayo. 


El artículo 4” realiza una enumeración de las prácticas 
prohibidas, en la medida en que éstas ingresen en la defini- 
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ción establecida en el artículo 2”. Debe tenerse presente que 
laenumeración se realiza a título enunciativo, esto es, a vía 
de ejemplo, dejándose en consecuencia al criterio del órga- 
no de aplicación la determinación de si las conductas que 
pudieran ser sometidas a su examen ingresan o no en el 
elenco de las prohibidas. Cabe señalar, asimismo, que se 
optó por no configurar la nulidad de pleno derecho de 
dichas prácticas, dejando su apreciación librada al criterio 
del órgano de aplicación, quitándole quizás un poco de 
agilidad al procedimiento administrativo de defensa de la 
competencia, pero ganando en términos de justicia. 


El artículo 5” proporciona una definición técnica adecua- 
da de mercado relevante, a los efectos de apreciar si las 
prácticas que se examinen a la luz de la norma se encuentran 
dentro de aquellas prohibidas por ésta. 


El artículo 6” establece las definiciones de cuándo se 
considera -para la norma- que existe una posición dominan- 
te de mercado y en su inciso segundo establece cuándo 
existe abuso de tal posición. No se sanciona la posición 
dominante; lo que se sanciona es el abuso que desde dicha 
posición se ejerza, norma que está inspirada en el artículo 
82 del Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea. 


El artículo 7* introduce lo que a nuestro entender signi- 
fica una de las modificaciones sustanciales que vuestra 
Comisión de Hacienda ha realizado al proyecto de ley apro- 
bado por la Cámara de Representantes. En efecto, recogien- 
do una observación realizada al respecto por el Director de 
la Comisión Sectorial para el MERCOSUR, economista 
Manuel Quijano, con la colaboración de la doctora Andrea 
Barrios, el Senador Couriel propuso a la Comisión, y ésta 
votó de conformidad, una enmienda al proyecto venido de 
Diputados en el sentido de establecer, en las hipótesis de 
concentración de empresas allí previstas, que la notifica- 
ción de dicha concentración al órgano de aplicación deberá 
ser efectuada en forma previa a su realización, dejándose 
librado a la reglamentación el establecer la forma y el con- 
tenido de la notificación requerida así como las sanciones 
correspondientes que deberán ser establecidas de con- 
formidad a lo dispuesto en los artículos 17, 18 y 19 de la 
misma ley. 


En documento aportado a la Comisión, el economista 
Quijano fundamenta las razones que hacen conveniente, 
para el caso de determinadas concentraciones de empresas, 
una notificación ex ante y así como aquellas que fundamen- 
tan en dichos casos la realizada ex post. Vuestra Comisión 
optó por modificar el proyecto a estudio estableciendo la 
notificación ex ante, disminuyendo el plazo previo previsto 
en la propuesta del economista Quijano de 30 a 10 días y 
elevando los mínimos de participación en el mercado rele- 
vante o de facturación anual, en su caso, que tornan obli- 
gatoria esa notificación anticipada de la concentración, 
habiéndose llegado en consecuencia a lo que entendemos 
es una solución que equilibra armoniosamente las necesi- 
dades de contralor con las de agilidad de la operativa a 
realizarse. 
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El artículo 8% establece, como consecuencia de una 
sugerencia efectuada por el señor Senador Alfie, algunas 
excepciones a la notificación previa prevista en el artículo 
anterior. 


El artículo 9 establece que para el caso de una concen- 
tración monopólica, además de la notificación correspon- 
diente, se debe solicitar autorización -obviamente previa- al 
órgano de aplicación, el que deberá pronunciarse expresa o 
tácitamente en el término de 90 días, y para ello deberá 
considerar el mercado relevante, la competencia externa y 
las ganancias de eficiencia. 


En el Capítulo II del proyecto, artículos 10 a 20 inclusive, 
se establecen normas procedimentales tendientes a la apli- 
cación práctica de la norma, definiéndose al órgano compe- 
tente para la investigación y sanción de las conductas 
anticompetitivas (artículo 10), las medidas preparatorias 
posibles (artículo 11) y las formalidades de presentación de 
la denuncia (artículo 12). En este último artículo se ha 
introducido una modificación de cierta trascendencia al 
venido de Diputados, en cuanto se establece, en la última 
oración del párrafo cuarto, la posibilidad del órgano de 
aplicación de considerar la denuncia “manifiestamente impro- 
cedente” -facultad similar a la otorgada alos magistrados del 
Poder Judicial en ciertos casos-, y con ello se evita el tener 
que tramitar obligatoriamente, mediante el procedimiento 
de la vista, todas y cada una de las denuncias formuladas. 


En el artículo 13 se otorga al órgano de aplicación la 
posibilidad de disponer el cese preventivo de las conductas 
investigadas, facultad de gran trascendencia en las situa- 
ciones cuya prevención y sanción se persigue mediante el 
proyecto que se informa. 


Por el artículo 14, se impone la obligación de colabora- 
ción con el órgano de aplicación por parte de cualquier 
sujeto requerido a tales efectos. En este último aspecto, y 
también recogiendo una sugerencia del economista Quijano, 
la Comisión incluyó en el texto venido de Diputados, al final 
del primer inciso del artículo en examen, una presunción en 
contrario derivada del hecho de no proporcionar informa- 
ción, en caso de que dicha negativa provenga del o de los 
involucrados en la conducta que se investiga. Asimismo, 
vuestra Comisión agregó en este artículo un inciso segun- 
do, que establece limitaciones a los deberes contenidos en 
el mismo, para el caso específico de tratarse de los docu- 
mentos allí enunciados -esto es, secretos comerciales, pla- 
nos, “cómo hacer”, inventos, fórmulas y patentes-, siendo 
esta enumeración de las excepciones al deber de colabora- 
ción establecido en el mismo artículo, de carácter taxativo. 
Quiere decir que fuera de éstas, siempre existe el deber de 
colaboración. 


El artículo 15 establece la facultad de solicitar y obtener 
de la Justicia la adopción de medidas cautelares, posibili- 
dad también de suma importancia para prevenir o disminuir 
en su caso los efectos nocivos que las conductas prohibi- 
das por la norma puedan producir. 
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El artículo 16 otorga al órgano de aplicación la posibili- 
dad de realizar compromisos de cese o modificación de la 
conducta investigada. 


El artículo 17 da cuenta de las sanciones pasibles de ser 
impuestas en caso de constatarse las conductas prohibi- 
das, que van desde el apercibimiento a multas equivalentes 
a tres veces el perjuicio causado por la práctica 
anticompetitiva. 


En el artículo 18 se mantiene la obligación de publicación 
de las resoluciones del órgano de aplicación tal cual venía 
en el proyecto aprobado en la Cámara de Representantes, 
pero se modifican las formas de dicha publicación, estable- 
ciéndose que la misma se realice en la página electrónica 
institucional del órgano, evitándose así los costos de una 
publicación impresa, y facultándolo asimismo a dar una 
descripción detallada de los casos en cuestión, con lo que 
se tiende a alcanzar una de las finalidades de la ley, esto es, 
la promoción de la competencia a través del mejor conoci- 
miento de lo que puedan suponer prácticas 
anticompetitivas. 


En el artículo 19 se otorga al órgano de aplicación la 
posibilidad de imponer sanciones a los administradores, 
directores y representantes de las personas jurídicas 
infractoras y a las sociedades controlantes, así como tam- 
bién a los administradores, directores o representantes de 
estas últimas. 


Por último, en el artículo 20 se establece la configuración 
del título ejecutivo a partir de las resoluciones firmes del 
órgano de aplicación en caso de que se imponga pena de 
multa, disposición que repite normas que se encuentran 
habitualmente en el derecho tributario, así como en el de la 
previsión social, y que tiende a agilitar en grado sumo la 
posibilidad de cobro de las sanciones que se impongan en 
vía administrativa. 


Los artículos 21 a 25 del proyecto aprobado en Comisión 
sustituyen, sin variantes sustanciales, al artículo 20 venido 
de la Cámara de Representantes, habiéndose modificado en 
lo formal por entenderse contrario a los principios de buena 
técnica legislativa el incluir en un solo artículo todo lo 
relativo a determinación del órgano de aplicación de la 
norma, funcionamiento e integración del mismo, forma de 
nombramiento y condiciones necesarias de sus miembros, 
duración de su mandato, renovación, representación, rota- 
ción en los cargos y casos de destitución, suspensión, 
renuncia y fallecimiento. 


El artículo 26 establece las funciones y facultades del 
órgano de aplicación, y vuestra Comisión ha introducido en 
el mismo, concretamente, dos modificaciones con relación 
al proyecto venido de la Cámara de Representantes. En 
primer lugar, se ha eliminado el inciso “A”, en cuanto se 
entiende que establecer expresamente como función del 
órgano el “dar cumplimiento a las disposiciones de la ley” 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-245 


resulta absolutamente sobreabundante. En segundo térmi- 
no, en el inciso “C” se ha agregado una limitación al uso a 
dar por parte del órgano de contralor a los datos que pueda 
requerir de las personas físicas o jurídicas, públicas o 
privadas, estableciendo que sólo podrán ser usados con las 
finalidades previstas por esta ley. 


El artículo 27 establece claramente que el órgano que se 
crea por esta ley no tendrá facultades para controlar aque- 
llos sectores que se encuentran sometidos al control o 
regulación de órganos especializados, tales como el Banco 
Central del Uruguay, URSEA y URSEC, aprovechando para 
establecer el alcance de la actuación de éstos. 


Los artículos 28 a 32 constituyen disposiciones relati- 
vas a la prescripción de las acciones originadas en la 
presente ley y establecen las remisiones, derogaciones y 
modificaciones pertinentes, así como la reglamentación de 
la norma que se informa. 


Es por las razones expuestas en el prólogo de nuestra 
exposición y por el análisis que hemos efectuado de sus 
artículos, que estamos recomendando la aprobación de este 
proyecto de ley. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos el informe que nos 
ha presentado el señor Senador Breccia 


SEÑOR ABREU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ABREU .- Señor Presidente: vamos a tratar de ser 
lo más breve posible por algunas dificultades protocolares 
que tenemos. 


Estamos hablando de un proyecto de ley de suma impor- 
tancia para el país. Diría que este es uno de los temas que 
con más agudeza se han abordado en los últimos tiempos, 
fundamentalmente a través de los procesos de integración. 


Como bien se ha dicho aquí, en el Uruguay hay an- 
tecedentes legislativos a este respecto. Tenemos la Ley 
N* 17.243, que dispone la competencia de la Dirección de 
Comercio y que se va adelantando en aspectos vinculados, 
precisamente, a la competencia. Pero es importante, señor 
Presidente, que así como vamos a aprobar un proyecto de 
ley a nivel de legislación nacional, también tengamos en 
cuenta cómo funciona la legislación a nivel regional, salvo 
que a esta altura del proceso de integración hayamos de- 
cidido recorrer simplemente su camino político, olvidán- 
donos de los aspectos comerciales que hacen a su natura- 
leza. 
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Las leyes de competencia están vinculadas, básica y 
fundamentalmente, a la coordinación y complementación 
de normas jurídicas en el estado de unión aduanera, no en 
las zonas de libre comercio. Es decir que cuando los países 
deciden ingresar en un concepto de unión aduanera -o sea, 
en un estadio más profundo de integración- dejando de lado 
la zona de libre comercio, las normas comunes a la compe- 
tencia son de esencia de esa unión aduanera. Debo decir 
que ésta no es sólo la concreción del arancel externo común; 
si bien este último es el requisito indispensable para 
conformarla, no es suficiente porque necesita, entre otras 
cosas, políticas comerciales y normas comunes para, de 
alguna manera, asegurar que la competencia en ese proceso 
de integración no esté sometida a conductas de carácter 
comercial, estatales o privadas, en particular, de las econo- 
mías más grandes. Estas son las que van fijando las reglas 
y, justamente, las que determinan, entre otras cosas, aque- 
llas conductas que restringen el acceso al mercado, que es 
el principal objetivo que persigue un país pequeño cuando 
se incorpora a un proceso de integración. 


Es bueno que legislemos en este sentido, pero también 
es cierto que en la Comisión hemos discutido -como bien lo 
ha dicho el señor Miembro Informante en la minuciosa 
información que ha brindado-, que hoy hay una norma de 
carácter regional que es, nada menos, que el Protocolo de 
Fortaleza, Decisión 18, de 1996. Esta norma se llama “Proto- 
colo de Defensa de la Competencia en el MERCOSUR” y, 
como dije, es de 1996; quiere decir que tiene once años y aun 
después de todos esos esfuerzos que se han realizado en el 
ámbito de la integración, resulta que esta Decisión, que 
necesita un proceso de internalización jurídica de acuerdo 
con los procedimientos establecidos en el Protocolo de 
Ouro Preto, no ha sido realmente puesta en efecto porque 
hoy no está ratificada, ni los países han suscrito esta norma 
antes de aprobar legislaciones de carácter nacional. 


Quiere decir que en el ámbito de la integración se ha 
renunciado, con voluntad consentida o no, a regular o a 
legislar en forma común sobre un tema tan importante como 
la competencia. Sin regulación de carácter uniforme de la 
competencia, más allá de las normas de carácter nacional o 
de las que cada Estado vaya aprobando, estamos renun- 
ciando también -y, en particular, las economías pequeñas- 
a aquellos escudos jurídicos que nos permitan funcionar en 
un régimen de competencia normal. 


¿Qué es lo que sucede hoy? Como hemos discutido en 
la propia Comisión, lo que ocurre es que los distintos 
Estados van legislando; faltaba que lo hicieran Uruguay y 
Paraguay. Argentina y, obviamente, Brasil ya lo han hecho. 
Este último país -miren ustedes qué casualidad- aprobó esta 
norma en 1994, pocos meses antes del Protocolo de Ouro 
Preto. Quiere decir que cuando nosotros estábamos bus- 
cando una definición de carácter común, Brasil ya adelan- 
taba sus criterios para evitar someterse a una conducta de 
carácter comunitario que lo limitara en sus expresiones. 
Esto fue así de tal forma, que el Protocolo de 1996 -cuando 
ya se inicia el proceso de unión aduanera- queda condicio- 
nado por las normas que Brasil establecía, y que siguen 
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vigentes, entre otras cosas porque -vuelvo a insistir- el 
Protocolo del MERCOSUR no está vigente en el ámbito 
regional. 


Estos temas, señor Presidente, tienen que ver con la 
esencia de nuestra posibilidad de subsistir en el ámbito 
regional. Aquí el señor Miembro Informante ha analizado, 
con mucho detalle, la legislación comparada de Sherman y 
la de Clayton, y en todos estos casos las normas son de 
esencia del sistema capitalista, porque éste trató, desde el 
punto de vista comercial, de evitar que la posición dominan- 
te -los monopolios o los oligopolios- limitara la competen- 
cia, que es uno de los elementos claves de la economía de 
mercado. Esto fue trasmitiéndose a las respectivas legisla- 
ciones, pero Brasil y Argentina han aprobado normas dis- 
tintas a las nuestras. 


Hemos discutido en la Comisión, con bastante preci- 
sión, algunos aspectos y normas que venían aprobadas de 
la Cámara de Representantes. Allí se había incluido otro 
procedimiento, sin desnaturalizar la esencia del concepto 
“competencia”, en algunas normas particularmente referi- 
das a los artículos 7” y 8%, que tienen que ver con la 
concentración o con la notificación de funciones que se dan 
en el área comercial. En esto también nos estamos apartan- 
do de las legislaciones del MERCOSUR, porque más allá de 
los argumentos bien explicitados en el informe del econo- 
mista Quijano -que fue convocado por la Comisión-, donde 
desarrolla claramente los argumentos a favor y en contra de 
la notificación en cuanto a si corresponde que sea ex ante 
o post facto, se modifican las normas que existen en la 
región. En las legislaciones de Argentina y Brasil se esta- 
blece que la notificación debe hacerse post facto, es decir, 
con posterioridad a la concertación o al acuerdo que se 
realice entre las empresas. Vuelvo a insistir -y está claro- 
que estamos hablando de notificación y no de autorización, 
es decir, de una notificación previa o de una notificación 
posterior. Brasil y Argentina, repito, obligan a que la noti- 
ficación sea posterior. O sea que en este aspecto estaríamos 
legislando con un criterio distinto, insisto, al de nuestros 
colegas del MERCOSUR. 


Obviamente, señor Presidente, voy a ahorrar al Senado 
la discusión en torno a los argumentos a favor o en contra 
de una notificación previa o de una notificación posterior; 
pero, evidentemente, esta notificación de alguna forma 
supone una señal de alerta respecto del funcionamiento del 
Mercado, en particular de aquellos elementos que lo alte- 
ran, de los cuales los más importantes son, como quedó 
claro en la Comisión, el precio y la cantidad. 


En fin, el hecho concreto es que estamos actuando en 
forma distinta. Nuestro razonamiento es: bueno, muy bien, 
tenemos inversiones en el ámbito del MERCOSUR, quere- 
mos que haya más y necesitamos inversiones no sólo de 
carácter nacional, sino también extranjeras. Aquí no esta- 
mos distinguiendo entre distintas inversiones; se trata de 
la inversión. Quien decide invertir en un mercado pequeño 
va a concentrarse, obviamente, en las actividades que 
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tienen mayores posibilidades en general y, en particular, 
mayores posibilidades de conectarse en cadena de produc- 
ción. De acuerdo con los criterios que estamos manejando 
y con la notificación previa, cada decisión empresarial que 
se realice en el país va a tener que ir a una notificación 
previa. Uno de los argumentos que se esgrime a nivel 
internacional -más allá de que se pueda asegurar la eficien- 
cia de la burocracia, de su pronunciamiento, aun incluyen- 
do el pronunciamiento tácito- es que esto puede significar 
un retardo o una señal de cierta obstrucción a las necesida- 
des de las inversiones por parte de empresas nacionales o 
extranjeras en algunas áreas sustanciales. 


La notificación se puede hacer con posterioridad, como 
lo definen Brasil y Argentina, y también está sujeta a un 
análisis. Claramente, por un lado, el articulado distingue 
una serie de elementos sobre prácticas prohibidas; y, por 
otro, según lo establecen los artículos 6%, 7* y 8%, la defini- 
ción de abuso de posición dominante, la notificación de las 
concentraciones y la autorización de concentración 
monopólica. Nosotros legislamos en todas estas áreas aho- 
ra con un criterio de notificación previa. Creemos que esto, 
en primer lugar, se aparta de la legislación comparada del 
MERCOSUR y, en segundo término, puede tener elementos 
retardatarios respecto de la agilidad de las inversiones y de 
la necesidad de ir creando condiciones para que no haya 
limitaciones. El control se va arealizar igual, pero cuando se 
pregunte cuáles son las normas vigentes, se puede decir 
simplemente que hay una notificación previa. Entonces, de 
por sí, con las dificultades que tiene un mercado pequeño 
como el uruguayo, se va a agregar un elemento burocrático 
que puede desalentar la inversión. Hablo de que puede 
desalentar, porque no digo que en forma irreversible va a 
producir un efecto de esta naturaleza. 


Esa es nuestra percepción, nuestra discrepancia con la 
modificación que se ha hecho a la norma aprobada por la 
Cámara de Representantes e ingresada al Senado, que ha 
derivado de un asesoramiento que incorporó determinadas 
informaciones sobre cómo se van manejando los distintos 
criterios a nivel internacional y, en particular, que los que 
aplican Brasil y Argentina no son los que se siguen en el 
Uruguay en esta oportunidad. 


Para ir avanzando en el tema, quiero decir que no vamos 
a acompañar el criterio de modificar la norma aprobada por 
la Cámara de Representantes, sino que nos quedamos con 
lo que su mayoría decidió, en consonancia con los criterios 
anivel regional. 


En distintas partes del articulado -no quiero entrar al 
análisis particular, cosa que sí ha hecho el Miembro Infor- 
mante-, como podrán observar, hay procedimientos muy 
claros para la investigación y sanción de las prácticas 
prohibidas. Tan es así que si evitáramos esa notificación 
previa, de todas maneras queda librado a cualquier persona 
física o jurídica -y escuchen bien para ver el alcance que 
esto tiene-, pública o privada, nacional o extranjera, la 
denuncia de la existencia de prácticas prohibidas por la 
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presente ley. Inclusive, la denuncia que se presenta ante el 
órgano de aplicación puede mantener en reserva la identi- 
dad del denunciante si así lo entiende aquel. Es decir que 
estamos en un procedimiento en el que, como decía el 
Miembro Informante, si bien es cierto que existe una pre- 
sunción respecto a que si no se facilitan determinadas 
informaciones es porque puede tratarse de una práctica 
prohibida, se trata de un procedimiento que establece ga- 
rantías más allá de profundidades o de minuciosidades que 
creemos excesivas, sobre todo cuando la norma, además, se 
somete y remite a la futura reglamentación que dictará el 
Poder Ejecutivo. 


Todos estos procedimientos -que inclusive suponen la 
aplicación de medidas cautelares en caso de que estén 
debidamente fundadas, y el cese inmediato de esaconducta 
prohibida dictada por el propio órgano de aplicación-, de 
por sí, tienen una regulación importante y detallada que se 
agrega a las normas que establecen la notificación previa de 
las concentraciones y de las funciones. 


Estamos de acuerdo con lo que se plantea respecto a los 
monopolios, porque se trata de una actividad más importan- 
te que lo que son las concentraciones; es más, aquí se habla 
de autorización de concentración monopólica. ¿Qué quiere 
decir eso? Que el proceso debe ser autorizado por el órgano 
de aplicación. Es bueno pensar y seguir insistiendo en que 
en este tema de los monopolios también deberíamos re- 
flexionar sobre los monopolios públicos, que en la econo- 
mía pequeña de nuestro país realmente distorsionan y crean 
situaciones inmanejables en materia de competencia. Con 
esto no queremos decir que estamos en contra de las 
empresas públicas; estamos en contra de los monopolios 
públicos. Los monopolios son a la economía lo que la 
dictadura a la política: restricciones a la libertad. Bien 
podríamos haber aprovechado las instancias del tratamien- 
to de un tema como este de la competencia, precisamente 
para asegurar competencias incluyendo a las empresas 
públicas, de forma tal que su participación monopólica no 
termine limitando o estableciendo excepciones que impli- 
quen una salida lateral a muchos aspectos que quiere regu- 
lar la norma. 


Por todos estos motivos, señor Presidente, y sin entrar 
en mayores detalles particulares, anunciamos que vamos a 
votar afirmativamente en general este proyecto de ley que 
entendemos importante, pero con esas reservas, en particu- 
lar a lo que refiere a las notificaciones previas. También 
podremos hacer también algún tipo de consideración o 
comentario durante el transcurso del debate con respecto 
a otros artículos. 


Muchas gracias. 
SEÑOR ALFIE.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 
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SEÑOR ALFIE.- Señor Presidente: hemos escuchado el 
muy detallado y minucioso informe del señor Miembro 
Informante, que nos ilustraba acerca de la historia de este 
tipo de leyes, señalando que la primera se aprobó en 1890. 
El tema es que las condiciones económicas en el mundo han 
cambiado mucho; el mundo actual no tiene nada que ver, ya 
no con el de 1890, sino con el de treinta años atrás. El acceso 
alainformación, el desarrollo de los llamados “mecanismos 
de señales” -de acuerdo con la literatura económica-, que 
aseguran determinada calidad y prestaciones de los pro- 
ductos -que brindan informaciones adicionales a la siempre 
asimétrica información que existe entre el que vende y el que 
compra-, y la caída de las barreras arancelarias ocurrida a lo 
largo de los últimos años, ya sea por rondas generales de 
comercio o por acuerdos bilaterales, hacen que, en los 
hechos, la competencia -que es lo que quiere promover esta 
ley y que me parece bien correcto- haya mejorado notoria- 
mente, a tal punto que son muy poco frecuentes, en países 
con economías de mercado, las situaciones de monopolio, 
oligopolio o restricciones a la competencia. 


El Partido Colorado va a acompañar en general el proyec- 
to de ley. Creemos haber hecho un aporte al análisis del 
texto en la Comisión y hemos trabajado conjuntamente con 
todos los Legisladores que la integran para mejorar la 
redacción, de modo de entender las situaciones que preten- 
de regular cada artículo y la mejor forma de resolverlas. 
Vamos a acompañar este proyecto de ley en el entendido de 
que la legislación uruguaya, que empezó como todas las 
cosas, en forma embrionaria, es insuficiente y tiene que ir 
progresando y adecuándose a los nuevos tiempos. 


Dicho esto, quiero ser bien franco y honesto conmigo 
mismo. En general, la literatura económica demuestra que 
estas leyes son inútiles, inclusive con el establecimiento de 
multas. Normalmente, la multa funciona como un adicional 
al Impuesto a la Renta y salvo que ese adicional sea tan 
grande que anule la actividad, igual los agentes se compor- 
tan de manera oligopólica, en caso de que sea la única 
manera de ingresar al mercado o de que el mercado funcione. 


Ahora, si bien vamos a votar en general el proyecto de 
ley, hay algunos artículos que no acompañaremos y las 
razones las voy a señalar someramente, ya que dichos 
artículos fueron discutidos en la Comisión. Es cierto que en 
muchos aspectos el Miembro Informante nos dio la razón y, 
en otros, reconoció que no tenía argumentos para oponerse 
a nuestras propuestas, pero lo concreto es que la decisión 
del Poder Ejecutivo era adoptar una posición distinta a la 
nuestra, en ese caso. Debemos decir que en algunos casos 
no existe una única posición en esta materia y que no se ha 
llegado a un consenso internacional en el tema. Algunos 
prefieren adoptar una posición y otros se inclinan por una 
diferente pero, en todo caso, nos parece razonable que la 
mayoría diga cuál es la posición que va a acompañar y que 
aquellos que piensan que la misma no es correcta, no la 
acompañen, y nada más que eso. Aquí no se trata de 
discusiones filosóficas sino, básicamente, de mérito y prác- 
ticas. 
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En primer lugar, adelanto que no vamos a acompañar el 
artículo 5”, porque habla de “mercado relevante”, que con- 
sideramos es una definición bien imprecisa. En realidad, si 
bien en la segunda frase el artículo expresa: “Esto implica 
analizar, entre otros factores, la existencia de productos o 
servicios sustitutos, así como el ámbito geográfico”, es 
muy difícil saber, por ejemplo, cuál es el mercado relevante 
de las mandarinas. Podemos incluir sólo las mandarinas, o 
agregar las naranjas y todos sus injertos o derivados, o 
incluir también las manzanas y las bananas, porque son 
frutas de la misma estación. En consecuencia, hubiéramos 
preferido evitar esa definición tan ambigua, justamente 
porque genera problemas con el tema de la notificación 
previa. No tendríamos inconveniente en votar el artículo tal 
como está si hubiera una notificación posterior. La notifi- 
cación previa, precisamente, da lugar a toda esta suerte de 
discusiones y se pueden trabar los procesos, tal como decía 
el señor Senador Abreu. 


Tampoco vamos a votar el artículo 7” porque, de acuerdo 
con la experiencia práctica, nos parece más razonable la 
notificación posterior, pese a que quizás la lógica indique 
que la notificación previa sea más adecuada. No sólo Ar- 
gentina y Brasil tienen notificación posterior y, de hecho, 
en más de una década de aplicación en esos países creo que 
hay un solo caso -a lo sumo dos- en el que realmente opera 
la cláusula en que se rechaza la fusión o adquisición de las 
empresas. Recordemos que los casos en los que hay que 
hacer la notificación son cuando una empresa se fusiona 
con otra o adquiere otra, pasando a tener una participación 
relevante en el mercado. 


Por las razones expuestas, no votaremos los artículos 5* 
ni7*. 


La redacción del artículo 8* fue propuesta por nosotros 
y creo que la Comisión recogió todos los artículos que 
sugerimos. 


El artículo 9% es correcto conceptualmente, salvo la 
definición de monopolio que, tal como está redactada, ado- 
lece de un error -esto ya lo discutimos en la Comisión-, no 
desde el punto de vista teórico, pero sí en cuanto a su 
aplicación práctica. Tal como está redactado el artículo, se 
entiende por monopolio el tener el 100% del mercado, y 
todos sabemos que puede haber monopolios sin que se 
cumpla esa condición. Pretendíamos que se dijera que se 
entiende por monopolio a los efectos de esta ley cuando 
una sola empresa concentra más de determinado porcentaje 
del mercado. Con la definición tal como está, nunca hay 
monopolio, salvo el monopolio legal público. Además, con 
libertad de importación en materia de bienes, la existencia 
de monopolios en las condiciones planteadas por la ley es, 
realmente, casi imposible. 


El último artículo que no vamos a apoyar es el 27, que 
refiere alos sectores regulados. Entendemos que el regula- 
dor no puede decir por sí mismo si hay competencia, si no 
la hay, o si ejerció bien o mal, y estábamos dispuestos a 


12 de junio de 2007 


apoyarlo sólo para el caso del Banco Central, por su notoria 
especialización y los marcados conocimientos específicos 
que tiene en la materia, para un mercado tan chico. 


El caso de las agencias reguladoras nos parece que 
refiere a situaciones que cualquier órgano de defensa de la 
competencia puede dirimir perfectamente. Además, en este 
caso se condice con las normas internacionales. Normal- 
mente, los órganos de defensa de la competencia tienen 
facultades sobre las unidades reguladoras para los aspec- 
tos que ésta regula. Entonces, no nos parece adecuado que 
en los servicios de telefonía -en el caso de la energía no hay 
casi competencia, aunque podría haberla en el mercado 
mayorista de generación- y, en un futuro, en el mercado de 
los combustibles y, quizás, en el del agua, el propio órgano 
que hace la regulación y dicta las normas, establezca si son 
lo suficientemente buenas para promover la competencia, o 
si alguna de las empresas autorizadas por el mismo órgano 
practica o no una conducta anticompetitiva o de abuso de 
posición. A nuestro juicio, no es algo razonable en estos 
casos, y por tal motivo tampoco votaremos el artículo 27. 


Hechas estas salvedades, acompañaremos el resto del 
articulado, aunque podemos tener algunas diferencias me- 
nores con respecto a la redacción, lo que en definitiva no 
hace al fondo del mismo. Es más, el artículo referente al 
deber de información, a propuesta nuestra, deja afuera el 
“saber cómo”, “los planos” y demás. En este aspecto, 
nosotros pretendíamos que se incluyera una frase, que fue 
excluida porque era un poco vaga -y lo reconocemos- y 
podía dejar abierta una puerta demasiado grande. Sin em- 
bargo, no encontramos una redacción alternativa y, por lo 
tanto, vamos a apoyar el artículo tal como está, porque 
seguramente la práctica nos dirá cómo modificarlo. 


En definitiva, con estas salvedades -si no me equivoco, 
se trata de cuatro artículos-, vamos a apoyar el proyecto de 
ley, reiterando que en general nos parece una norma mejor 
que la que está vigente, más moderna, que adecua la legis- 
lación luego de los primeros pasos que se dieron creo que 
en el año 2000. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley sustitutivo 
aprobado por la Comisión. 


(Se vota:) 
-19en20. Afirmativa. 
SEÑOR BRECCIA.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BRECCIA.- Por la vía de fundamento de voto, 
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quisiera agradecer ala Comisión que me hiciera el alto honor 
de entender que podía fungir como Miembro Informante de 
este proyecto de ley. Por otra parte, deseo destacar el 
espíritu con el que se trabajó en dicha Comisión donde, 
como bien señaló el señor Senador Alfie, todos hicimos 
esfuerzos para que esta iniciativa tuviera la mejor redacción 
posible. 


15) SESION EXTRAORDINARIA 


SEÑORA DALMAS.- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA DALMAS.- Quiero aprovechar el quórum que 
tenemos en este momento y hacer una solicitud. 


La Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión del 
Senado, después de haber trabajado arduamente durante 
más de un año en un extenso proyecto de ley sobre personas 
con discapacidad, que establece un marco legal muy com- 
pleto, ha llegado a un acuerdo y lo ha votado por unanimi- 
dad. Es nuestra intención, entonces, que esta iniciativa sea 
considerada por el Senado antes de finalizar el mes de junio 
ya que, como sabemos, en julio ingresará el proyecto de ley 
de Rendición de Cuentas y se nos hará más difícil sesionar. 


Por lo tanto, todos los miembros de la referida Comisión 
solicitamos que se estudie la posibilidad de celebrar una 
sesión extraordinaria antes de finalizar el mes, incluyendo 
este tema en primer lugar del Orden del Día ya que, como 
bien me acota el señor Senador Michelini, pueden haber 
otros asuntos de importancia que también se desee consi- 
derar. Cabe destacar que esa sesión puede ser convocada 
por el señor Presidente en el momento que lo crea conve- 
niente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En ese caso, podríamos fijarla 
para el martes 26 de junio. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la moción 
de la señora Senadora Dalmás en el sentido de realizar una 
sesión extraordinaria el martes 26 de junio, incluyendo 
como primer punto del Orden del Día el proyecto de ley 
relativo a personas con capacidades diferentes. 


(Se vota) 


- 19en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


16) PROMOCION Y DEFENSA DE LA COMPETENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado continúa con la con- 
sideración del asunto que figura en segundo término del 
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Orden del Día: “Proyecto de ley por el que se crean normas 
para la promoción y defensa de la competencia”. 


En discusión particular. 
Léase el artículo 1*. 


SEÑOR KORZENIAK - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK..- Solicito que se suprima la lectura 
del articulado y se vote en bloque el proyecto de ley, con 
excepción de aquellos artículos cuyo desglose sea solicita- 
do o haya sido pedido por algún señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, quedarían 
desglosados los artículos 5%, 7%, 9% y 27. 


SEÑOR BRECCIA.- Propongo que también se desglosen 
los artículos 6%, 8” y 11, en los cuales plantearemos peque- 
ñas modificaciones en la redacción. Deseo señalar que 
éstas fueron acordadas a nivel de la Comisión pero, sin 
embargo, no fueron votadas. 


SEÑOR KORZENIAK.- Solicito que también se desglose 
el artículo 24. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si nose hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción del señor Senador Korzeniak en el 
sentido de que se suprima la lectura y se voten en bloque 
el proyecto de ley, con excepción de los artículos 5*, 6%, 7%, 
8%,9%,11,24 y 27. 


(Se vota:) 
- 17en 19. Afirmativa. 


Se va a votar en bloque el proyecto de ley, exceptuando 
los artículos 5%, 6%, 7%, 8%, 9%, 11, 24 y 27. 


(Se vota:) 

- 19en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 5*. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


- 16en 19. Afirmativa. 
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En consideración el artículo 6*. 
SEÑOR BRECCIA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BRECCIA.- Al comienzo de este artículo, luego 
de donde dice “A efectos de lo previsto en el artículo 2*”, 
proponemos que se agregue “de la presente ley”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 6* con el agregado sugerido por el 
señor Senador Breccia. 


(Se vota:) 

- 18en 19. Afirmativa. 

En consideración el artículo 7”. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

- 16en 18. Afirmativa. 

En consideración el artículo 8. 

SEÑOR BRECCIA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BRECCIA.- Con relación a este artículo, luego de 
donde dice “La obligación de notificación a que hace refe- 
rencia el artículo anterior no corresponde cuando”, sugeri- 
mos que se agregue “la operación consista en:”, y luego se 
mantendría su redacción actual. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se vaa votar el artículo 8 con la modificación propuesta por 
el señor Senador Breccia. 


(Se vota:) 

- 18en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 9”. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


-16en 18. Afirmativa. 
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En consideración el artículo 11. 
SEÑOR BRECCIA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BRECCIA.- Habíamos convenido en la Comisión 
que de este artículo se suprimieran los términos finales del 
segundo inciso, es decir, las palabras “y correspondencia”, 
por lo cual dicho párrafo quedaría redactado en sus últimas 
líneas, de la siguiente manera: “libros de comercio, libros de 
actas de órganos sociales y bases de datos contables”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se vaa votar el artículo 11 con la supresión de los términos 
“y correspondencia”, de acuerdo con la propuesta del 
señor Senador Breccia. 


(Se vota:) 

- 18en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 24. 
SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: el artículo 24 
serefiere ala posibilidad de destitución de los miembros de 
la Comisión de Promoción y Defensa de la Competencia. 
Estos miembros son funcionarios públicos e integran un 
órgano desconcentrado. Para ser funcionario público se 
requiere tener la ciudadanía en ejercicio, y esta se suspen- 
de, según el artículo 80 de la Constitución, por un procesa- 
miento del que pueda resultar pena de penitenciaría y, en 
todo caso, de condena aplicada, sea el delito doloso o no. 


En consecuencia, para adecuar el artículo a la Constitu- 
ción, sugiero que en el literal C) se sustituya el texto 
“Condena por delito doloso”, por “Procesamiento por de- 
lito del que pueda resultar pena de penitenciaría o aplica- 
ción de sentencia de condena penal”, que son los dos casos 
-los numerales 2* y 4”- del artículo 80. Por lo tanto, después 
del literal D), la frase que sigue diría: “Los miembros de la 
Comisión serán suspendidos preventivamente por padecer 
impedimento físico”, etcétera, y se eliminaría, después de 
“serán suspendidos preventivamente”, “en sus funciones, 
en caso de ser procesados por delito doloso”. Si tienen un 
impedimento físico momentáneo, se les suspende, pero hay 
que sacar lo del delito doloso, que es un caso en que hay que 
destituirlos. No es una destitución; técnicamente es un 
cese por descaecimiento de una de las condiciones necesa- 
rias para ser funcionario público, que es no estar condena- 
do por un delito, sea doloso o no. 
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En síntesis, la última parte diría: “Los miembros de la 
Comisión serán suspendidos preventivamente por padecer 
impedimento físico”, etcétera, quitándose entonces la refe- 
rencia al delito. Por su parte, el literal C) contempla la 
situación del delito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se vaa votar el artículo 24 con las modificaciones sugeridas 
por el señor Senador Korzeniak. 


(Se vota:) 

- 18en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 27. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


- 16en 18. Afirmativa. 


Ha quedado aprobado el proyecto de ley, que vuelve a 
la Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 


“CAPITULO I 


DISPOSICIONES GENERALES 


ARTICULO 1”. (Objeto).- La presente ley es de orden 
público y tiene por objeto fomentar el bienestar de los 
actuales y futuros consumidores y usuarios, a través de la 
promoción y defensa de la competencia, el estímulo a la 
eficiencia económica y la libertad e igualdad de condiciones 
de acceso de empresas y productos a los mercados. 


ARTICULO 2”. (Principio general).- Todos los merca- 
dos estarán regidos por los principios y reglas de la libre 
competencia, excepto las limitaciones establecidas por ley, 
por razones de interés general. 


Se prohíbe el abuso de posición dominante, así como 
todas las prácticas, conductas o recomendaciones, indivi- 
duales o concertadas, que tengan por efecto u objeto, 
restringir, limitar, obstaculizar, distorsionar o impedir la 
competencia actual o futura en el mercado relevante. 


A efectos de valorar las prácticas, conductas o recomen- 
daciones indicadas en el párrafo que antecede, el órgano de 
aplicación podrá tomar en cuenta siesas prácticas, conduc- 
tas O recomendaciones generan ganancias de eficiencia 
económica de los sujetos, unidades económicas y empresas 
involucradas, la posibilidad de obtener las mismas a través 
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de formas alternativas, y el beneficio que se traslada a los 
consumidores. La conquista del mercado resultante del 
proceso natural fundado en la mayor eficiencia del agente 
económico en relación con sus competidores, no constitu- 
ye una conducta de restricción de la competencia. 


El ejercicio de un derecho, facultad o prerrogativa excep- 
cional otorgada o reconocida por ley no se considerará 
práctica anticompetitiva ni abuso de posición dominante. 


ARTICULO 3”. (Ambito subjetivo).- Todas las personas 
físicas y jurídicas, públicas y privadas, nacionales y extran- 
jeras, que desarrollen actividades económicas con o sin 
fines de lucro, en el territorio uruguayo, están obligadas a 
regirse por los principios de la libre competencia. 


Quedan también obligados en idénticos términos, quie- 
nes desarrollen actividades económicas en el extranjero, en 
tanto éstas desplieguen total o parcialmente sus efectos en 
el territorio uruguayo. 


ARTICULO 4". (Prácticas prohibidas).- Las prácticas 
que se indican a continuación, se declaran expresamente 
prohibidas, en tanto configuren alguna de las situaciones 
enunciadas en el artículo 2” de la presente ley. 


La enumeración que se realiza es a título enunciativo. 


A) Concertar o imponer directa o indirectamente precios 
de compra o venta u otras condiciones de transac- 
ción de manera abusiva. 


B) Limitar, restringir o concertar de modo injustificado 
la producción, la distribución y el desarrollo tecno- 
lógico de bienes, servicios o factores productivos, 
en perjuicio de competidores o de consumidores. 


C) Aplicar injustificadamente a terceros condiciones 
desiguales en el caso de prestaciones equivalentes, 
colocándolos así en desventaja importante frente a la 
competencia. 


D) Subordinar la celebración de contratos a la acepta- 
ción de obligaciones complementarias o suplementa- 
rias que, por su propia naturaleza o por los usos 
comerciales, no tengan relación con el objeto de esos 
contratos. 


E) Coordinar la presentación o abstención a licitaciones 
o concursos de precios, públicos o privados. 


F) Impedir el acceso de competidores a infraestructuras 
que sean esenciales para la producción, distribución 
o comercialización de bienes, servicios o factores 
productivos. 


G) Obstaculizar injustificadamente el acceso al mercado 
de potenciales entrantes al mismo. 
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H) Establecer injustificadamente zonas o actividades 
donde alguno o algunos de los agentes económicos 
operen en forma exclusiva, absteniéndose los restan- 
tes de operar en la misma. 


ID) Rechazar injustificadamente la venta de bienes o la 
prestación de servicios. 


J) Las mismas prácticas enunciadas, cuando sean 
resueltas a través de asociaciones o gremiales de 
agentes económicos. 


ARTICULO 5”. (Mercado relevante).- A efectos de eva- 
luar si una práctica afecta las condiciones de competencia, 
deberá determinarse cuál es el mercado relevante en el que 
la misma se desarrolla. Esto implica analizar, entre otros 
factores, la existencia de productos o servicios sustitutos, 
así como el ámbito geográfico comprendido por el mercado, 
definiendo el espacio de competencia efectiva que co- 
rresponda. El órgano de aplicación establecerá los crite- 
rios generales para la determinación del mercado rele- 
vante. 


ARTICULO 6”. (Abuso de posición dominante).- A efec- 
tos de lo previsto en el artículo 2” de la presente ley se 
entiende que uno o varios agentes gozan de una posición 
dominante en el mercado cuando pueden afectar 
sustancialmente las variables relevantes de éste, con pres- 
cindencia de las conductas de sus competidores, compra- 
dores, o proveedores. 


Se considera que existe abuso de posición dominante 
cuando el o los agentes que se encuentran en tal situación 
actúan de manera indebida, con el fin de obtener ventajas 
o causar perjuicios a otros, los que no hubieran sido posi- 
bles de no existir tal posición de dominio. 


ARTICULO 7”. (Notificación de concentraciones).- Todo 
acto de concentración económica deberá ser notificado al 
órgano de aplicación diez días antes de la celebración del 
mismo por las empresas participantes cuando se dé por lo 
menos una de las condiciones siguientes: 


A) Cuando como consecuencia de la operación se alcan- 
ce una participación igual o superior al 50% (cincuen- 
ta por ciento) del mercado relevante. 


B) Cuando la facturación bruta anual en el territorio 
uruguayo del conjunto de los participantes en la 
operación, en cualquiera de los últimos tres ejerci- 
cios contables, sea igual o superior a UL750:000.000 
(setecientos cincuenta millones de unidades 
indexadas). 


A los efectos de la interpretación del presente artículo, 
se considerarán posibles actos de concentración económi- 
ca aquellas operaciones que supongan una modificación de 
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la estructura de control de las empresas partícipes median- 
te: fusión de sociedades, adquisición de acciones, de cuo- 
tas o de participaciones sociales, adquisición de estableci- 
mientos comerciales, industriales o civiles, adquisiciones 
totales o parciales de activos empresariales, y toda otra 
clase de negocios jurídicos que importen la transferencia 
del control de la totalidad o parte de unidades económicas 
o empresas. 


El órgano de aplicación reglamentará la forma y el con- 
tenido de las notificaciones requeridas, así como las san- 
ciones correspondientes en concordancia con lo dispuesto 
por los artículos 17, 18 y 19 de la presente ley. Asimismo, 
podrá requerir información periódica a las empresas 
involucradas a efectos de realizar un seguimiento de las 
condiciones de mercado en los casos en que entienda 
conveniente. 


ARTICULO $".- La obligación de notificación a que hace 
referencia el artículo anterior no corresponde cuando la 
operación consista en: 


a) la adquisición de empresas en las cuales el comprador 
ya tenía al menos un 50% (cincuenta por ciento) de 
las acciones de la misma; 


b) las adquisiciones de bonos, debentures, obligacio- 
nes, cualquier otro título de deuda de la empresa, o 
acciones sin derecho a voto; 


c) la adquisición de una única empresa por parte de una 
única empresa extranjera que no posea previamente 
activos o acciones de otras empresas en el país; 


d) adquisiciones de empresas, declaradas en quiebra o 
no, queno hayan registrado actividad dentro del país 
en el último año. 


ARTICULO 9”. (Autorización de concentración mono- 
pólica).- En los casos en que el acto de concentración 
económica implique la conformación de un monopolio de 
hecho, dicho proceso deberá ser autorizado por el órgano 
de aplicación. El análisis de estos casos deberá incorporar, 
entre otros factores, la consideración del mercado relevan- 
te, la competencia externa y las ganancias de eficiencia. Si 
el órgano de aplicación no se expidiera en un plazo de 
noventa días desde la notificación correspondiente, se dará 
por autorizado el acto. 


La autorización expresa o tácita por parte del órgano de 
aplicación, de una concentración monopólica de hecho, de 
ninguna forma constituirá un monopolio de origen legal de 
acuerdo con lo establecido en el numeral 17) del artículo 85 
de la Constitución de la República. Dicha autorización no 
podrá limitar el ingreso de otros agentes al mercado, a los 
cuales les serán de aplicación las disposiciones de la pre- 
sente ley. 
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CAPITULO II 


PROCEDIMIENTO PARA LA INVESTIGACION 
Y SANCION DE PRACTICAS PROHIBIDAS 


ARTICULO 10. (Competencia).- El órgano de aplica- 
ción será competente para desarrollar los procedimientos 
tendientes a investigar, analizar y sancionar las prácticas 
prohibidas por la presente ley. Podrá actuar de oficio o por 
denuncia. 


ARTICULO 11. (Medidas preparatorias).- Antes de 
iniciar formalmente una investigación, el órgano de aplica- 
ción podrá requeririnformación de cualquier persona, física 
ojurídica, pública o privada, que le permita tomar conoci- 
miento de actos o hechos relativos a la conformación de los 
mercados y a las prácticas que se realizan en los mismos. 


Asimismo, si lo estimare oportuno, el órgano de aplica- 
ción podrá requerir ante la Justicia ordinaria la realización 
de medidas probatorias con carácter reservado y sin noticia 
de los eventuales investigados o terceros, tales como la 
exhibición y obtención de copias de documentos civiles y 
comerciales, libros de comercio, libros de actas de órganos 
sociales y bases de datos contables. 


A tales efectos serán competentes los Jueces Letrados 
de Primera Instancia en lo Civil de Montevideo y los Jueces 
Letrados de Primera Instancia del Interior, según corres- 
ponda. 


ARTICULO 12. (Presentación de la denuncia).- Cual- 
quier persona, física o jurídica, pública o privada, nacional 
o extranjera, puede denunciar la existencia de prácticas 
prohibidas por la presente ley. 


La denuncia deberá presentarse por escrito ante el órga- 
no de aplicación, conteniendo la identificación del denun- 
ciante y la descripción precisa de la conducta presuntamen- 
te anticompetitiva que está siendo desarrollada, acompa- 
ñando en la misma oportunidad todos los medios probato- 
rios que disponga a ese respecto. 


Sin perjuicio de que el denunciante deberá identificarse 
en todos los casos, podrá solicitar del órgano de aplicación, 
por motivos fundados, que mantenga reserva acerca de su 
identidad. 


De la denuncia formulada se deberá conferir vista a los 
denunciados, salvo que se la considerara manifiestamente 
improcedente. 


Si el órgano de aplicación entendiere que, además de los 
sujetos denunciados expresamente, pudieran existir otras 
personas que también fueran presuntamente infractores de 
los preceptos de esta ley, también conferirá vista a las 
mismas, conforme a lo preceptuado por el artículo 66 de la 
Constitución de la República. 
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ARTICULO 13. (Cese preventivo).- En cualquier mo- 
mento del procedimiento el órgano de aplicación podrá 
expedirse acerca de las posibles consecuencias dañosas de 
la conducta objeto de los procedimientos. 


En caso que la misma fuese capaz de producir daños 
graves, podrá disponer el cese preventivo de esa conducta. 


ARTICULO 14. (Prueba).- Toda persona, física o jurídi- 
ca, pública o privada, nacional o extranjera, queda sujeta al 
deber de colaboración con el órgano de aplicación y estará 
obligada a proporcionar arequerimiento de éste, en un plazo 
de diez días corridos contados desde el siguiente al que le 
fuere requerida, toda la información que conociere y todo 
documento que tuviere en su poder. En caso que la infor- 
mación fuera requerida del o de los involucrados en la 
conducta que se investiga, su omisión en proporcionarla 
deberá entenderse como una presunción en su contra. 


Los deberes establecidos en este artículo en ningún 
caso significan la obligación de revelar secretos comercia- 
les, planos, “como hacer”, inventos, fórmulas y patentes. 


ARTICULO 15. (Medidas cautelares).- Sin perjuicio de 
la posibilidad de disponer el cese preventivo de las prácti- 
cas investigadas a que refiere el artículo 13 de la presente 
ley, el órgano de aplicación está facultado para solicitar a 
la Justicia ordinaria las medidas cautelares que considere 
pertinentes, con carácter reservado y sin noticia, antes de 
iniciar las actuaciones administrativas o durante el trans- 
curso de las mismas. 


A tales efectos serán competentes los Jueces Letrados 
de Primera Instancia en lo Civil de Montevideo y los Jueces 
Letrados de Primera Instancia del Interior, según corres- 
ponda, y se aplicarán, en cuanto fuera pertinente, las solu- 
ciones del artículo 311 y siguientes del Código General del 
Proceso, excepto en lo que se refiere a la prestación de 
contracautela, de la cual queda exonerado el órgano de 
aplicación. 


Asimismo, en lo que respecta a la previsión del artículo 
311.2 del Código General del Proceso se interpretará la 
misma en el sentido de que las medidas cautelares caduca- 
rán si el órgano de aplicación no iniciara las actuaciones 
administrativas dentro del plazo de treinta días corridos 
contados desde que se hicieron efectivas aquéllas. 


ARTICULO 16. (Compromisos de cese y conciliación).- 
El órgano de aplicación podrá suspender las actuaciones, 
por un término no mayor a diez días corridos, a efectos de 
acordar con el presunto infractor un compromiso de cese o 
modificación de la conducta investigada, salvo que la ilegi- 
timidad de la misma y la identidad de quien la realizó fueren 
evidentes. 


También podrá suspender las actuaciones por idéntico 
plazo, por solicitud conjunta de denunciante y denunciado, 
a efectos de considerar la posible conciliación, siempre que 
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la conducta investigada consista en la situación prevista 
por el artículo 6” de esta ley y el único perjudicado por la 
misma sea el denunciante. 


ARTICULO 17. (Sanciones).- Cuando las actuaciones 
administrativas concluyeran con la constatación de que se 
desarrollaron prácticas anticompetitivas, el Órgano de apli- 
cación deberá ordenar su ceseinmediato y de los efectos de 
las mismas que aún subsistieren, así como sancionar a sus 
autores y responsables. 


Las sanciones consistirán en: 
A) Apercibimiento. 


B) Apercibimiento con publicación de la resolución, a 
costa del infractor, en dos diarios de circulación 
nacional. 


C) Multa que se determinará entre una cantidad mínima 
de UI 100.000 (cien mil unidades indexadas) y una 
cantidad máxima del que fuere superior de los si- 
guientes valores: 


1) 20:000.000 UI (veinte millones de unidades 
indexadas). 


2) El equivalente al 10% (diez por ciento) de la fac- 
turación anual del infractor. 


3) El equivalente a tres veces el perjuicio causado 
por la práctica anticompetitiva, si fuera determi- 
nable. 


Las sanciones podrán aplicarse independiente o con- 
juntamente según resulte de las circunstancias del caso. 


A efectos de su determinación, se tomará en cuenta: la 
entidad patrimonial del daño causado; el grado de partici- 
pación de los responsables; la intencionalidad; la condi- 
ción de reincidente; y la actitud asumida durante el desarro- 
llo de las actuaciones administrativas. 


Estas sanciones también podrán aplicarse a aquellos 
que incumplan las obligaciones dispuestas por el artículo 
14 de esta ley. 


Enel caso de prácticas concertadas entre competidores, 
se considerará como especial atenuante la denuncia realiza- 
da por uno de los miembros del acuerdo o el aporte que éste 
brinde para la obtención de pruebas suficientes para la 
sanción de los restantes infractores. 


ARTICULO 18. (Publicación).- Las resoluciones del 
órgano de aplicación serán publicadas en su página electró- 
nica institucional. Asimismo, éste podrá dar una descrip- 
ción detallada de los casos analizados. 
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ARTICULO 19. (Sanciones a Administradores, Direc- 
tores y Representantes de Personas Jurídicas, y a Socie- 
dades Controlantes).- Además de las sanciones que el 
órgano de aplicación imponga alas personas jurídicas que 
realicen conductas prohibidas por esta ley, también podrán 
imponer multas a los integrantes de sus órganos de admi- 
nistración y representación que hayan contribuido activa- 
mente en el desarrollo de la práctica. 


Las conductas desarrolladas por una persona jurídica 
controlada por otra, serán también imputables a la 
controlante. De la misma manera, las responsabilidades que 
pudieren corresponder a los integrantes de los órganos de 
administración y representación de la sociedad controlada, 
podrán también ser imputadas a quienes cumplen las mis- 
mas funciones en la sociedad controlante. 


ARTICULO 20. (Título Ejecutivo).- El testimonio de la 
resolución firme que imponga pena de multa constituirá 
título ejecutivo. 


CAPITULO MI 


ORGANO DE APLICACION 


ARTICULO 21. (Comisión de Promoción y Defensa de 
la Competencia).- El órgano de aplicación de las disposi- 
ciones de la presente ley será la Comisión de Promoción y 
Defensa de la Competencia, que funcionará como órgano 
desconcentrado en el ámbito del Ministerio de Economía y 
Finanzas. 


El funcionamiento de la Comisión se ajustará a lo que 
disponga el reglamento que la misma habrá de dictar, que 
contendrá como mínimo el régimen de convocatoria, delibe- 
ración, votación y adopción de resoluciones. 


ARTICULO 22.- La Comisión estará integrada por tres 
miembros designados por el Poder Ejecutivo actuando en 
Consejo de Ministros, entre personas que, por sus antece- 
dentes personales, profesionales y conocimiento de la 
materia, aseguren independencia de criterio, eficiencia, 
objetividad e imparcialidad en su desempeño. 


Los miembros de la Comisión tendrán dedicación exclu- 
siva, con excepción de la actividad docente y de investiga- 
ción. Si al momento de la designación ocuparan otros car- 
gos públicos, quedarán suspendidos en los mismos a partir 
de la toma de posesión de dicho cargo y por todo el tiempo 
que actúen como integrantes de la Comisión, de acuerdo 
con lo establecido por el artículo 21 de la Ley N* 17.930, de 
19 de diciembre de 2005. 


Su mandato durará seis años y podrán ser designados 
nuevamente. 


Las renovaciones se realizarán de a un miembro cada dos 
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años; a efectos de hacer posible dicho sistema de renova- 
ción, los tres primeros miembros que se designen tendrán, 
respectivamente, mandatos de dos, cuatro y seis años de 
duración. 


ARTICULO 23.- La representación del órgano de apli- 
cación será ejercida por su Presidente. 


La Presidencia de la Comisión será ejercida por todos 
sus integrantes por espacio de dos años, en forma rotativa. 
En el caso de la primera integración de la Comisión, la 
Presidencia será ejercida, en primer término, por el miembro 
designado con mandato de dos años; y en segundo término, 
por el miembro designado con mandato de cuatro años. 


ARTICULO 24.- Los integrantes de la Comisión podrán 
ser destituidos por el Presidente de la República, actuando 
en Consejo de Ministros, en cualquiera de los siguientes 
casos: 


A) Negligencia o mal desempeño en sus funciones. 
B) Incapacidad sobreviniente. 


C) Procesamiento por delito del que pueda resultar pena 
de penitenciaría o aplicación de sentencia de conde- 
na penal. 


D) Comisión de actos que afecten su buen nombre o el 
prestigio del órgano. 


Los miembros de la Comisión serán suspendidos pre- 
ventivamente por padecer impedimento físico momentáneo 
para desempeñar la función. La suspensión se verificará de 
pleno derecho, por el dictado del auto de procesamiento, 
independientemente de que el mismo sea objeto de recur- 
sos. 


ARTICULO 25.- En caso de destitución, renuncia o 
fallecimiento, la duración del mandato de quien lo sustitu- 
ya, será igual al tiempo que restare del mandato original. 


ARTICULO 26. (Funciones y facultades).- Compete a la 
Comisión de Promoción y Defensa de la Competencia: 


A) Emitir normas generales e instrucciones particulares 
que contribuyan al cumplimiento de los objetivos de 
la presente ley. 


B) Realizar los estudios e investigaciones que conside- 
re pertinentes, a efectos de analizar la competencia 
en los mercados. 


C) Requerir de las personas físicas o jurídicas, públicas 
o privadas, la documentación y colaboración que 
considere necesarias. Los datos e informaciones 
obtenidos sólo podrán ser utilizados para las finali- 
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dades previstas en esta ley, sujeto a las limitaciones 
establecidas en el artículo 14 de la presente ley. 


D) Realizar investigaciones sobre documentos civiles y 
comerciales, libros de comercio, libros de actas de 
órganos sociales y bases de datos contables. 


E) Asesorar al Poder Ejecutivo en materia de promo- 
ción y políticas de competencia. 


F) Emitir recomendaciones no vinculantes, dirigidas al 
Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial, 
Gobiernos Departamentales, y entidades y organis- 
mos públicos, relativos al tratamiento, protección, 
regulación, restricción o promoción de la competen- 
ciaen leyes, reglamentos, ordenanzas municipales y 
actos administrativos en general. Estas recomenda- 
ciones se realizarán respecto de leyes, reglamentos, 
ordenanzas municipales y otros actos administrati- 
vos vigentes o a estudio de cualquiera de los orga- 
nismos señalados. 


G) Emitir recomendaciones no vinculantes, de carácter 
general o sectorial, respecto de las modalidades de la 
competencia en el mercado. 


H) Emitir dictámenes y responder consultas que le for- 
mule cualquier persona física o jurídica, pública o 
privada, acerca de las prácticas concretas que realiza 
o pretende realizar, o que realizan otros sujetos. 


ID) Mantener relaciones con otros órganos de defensa de 
la competencia, nacionales o internacionales, y par- 
ticipar en los foros internacionales en que se dis- 
cutan o negocien temas relativos a la competen- 
cia. 


ARTICULO 27. (Sectores regulados).- En los sectores 
que están sometidos al control o superintendencia de órga- 
nos reguladores especializados, tales como el Banco Cen- 
tral del Uruguay, la Unidad Reguladora de Servicios de 
Energía y Agua y la Unidad Reguladora de Servicios de 
Comunicaciones, la protección y fomento de la competencia 
estarán a cargo de dichos órganos. 


El alcance de la actuación de los mismos incluirá activi- 
dades que tengan lugar en mercados vertical u horizontal- 
mente relacionados con los mercados bajo control y regu- 
lación, en la medida en que afecten las condiciones compe- 
titivas de los mercados que se encuentran bajo sus respec- 
tivos ámbitos de actuación regulatoria. 


En el desarrollo de este cometido, los órganos re- 
guladores deberán cumplir con todas y cada una de las 
disposiciones de la presente ley, pudiendo, en caso de 
entenderlo conveniente, efectuar consultas no vinculan- 
tes ala Comisión de Promoción y Defensa de la Competen- 
cia. 
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CAPITULO IV 
DISPOSICIONES FINALES 


ARTICULO 28. (Prescripción).- Las acciones que tie- 
nen su origen en la realización de prácticas prohibidas por 
la presente ley, prescribirán a los cinco años de verificadas 
las mismas, tanto en lo que respecta a la potestad pública 
de investigar y sancionar a los responsables, como al 
derecho de los perjudicados directamente por las mismas a 
obtener el resarcimiento de los daños padecidos. 


La prescripción se interrumpe con el acto que dispone la 
iniciación de un procedimiento de oficio o con el acto que 
ordena dar vista de la denuncia al presunto responsable. 


ARTICULO 29. (Remisión).- En todo lo no previsto en 
esta ley o en su decreto reglamentario, relativo al procedi- 
miento para la investigación y sanción de prácticas prohi- 
bidas, se aplicarán las soluciones del Decreto N* 500/991, de 
27 de setiembre de 1991, sus modificativos y concordantes. 


ARTICULO 30. (Derogaciones).- Se derogan los artícu- 
los 13, 14 y 15 de la Ley N* 17.243, de 29 de junio de 2000, 
los artículos 157 y 158 de la Ley N* 17.296, de 21 de febrero 
de 2001, y el artículo 699 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero 
de 1996. 


ARTICULO 31. (Modificaciones).- Se modifica el 
artículo 65 de la Ley N* 17.296, de 21 de febrero de 2001, 
el que quedará redactado de la siguiente manera: 


“ARTICULO 65.- Toda iniciativa en materia de tasas a 
ser percibidas por las unidades ejecutoras de la Admi- 
nistración Central por concepto de trámites, servicios o 
similares requerirá informe previo de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto (OPP), la que actuará de 
conformidad con los criterios establecidos en los artícu- 
los 700 a 702 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996”. 


ARTICULO 32. (Reglamentación).- La presente ley será 
reglamentada en lo pertinente por el Poder Ejecutivo dentro 
de los ciento veinte días contados a partir de su 
promulgación.” 


17) ACUERDO CONTRA EL TRAFICO ILICITO DE 
MIGRANTES ENTRE LOS ESTADOS PARTES DEL 
MERCOSUR, SUSCRITO EN LA CIUDAD DE BELO 
HORIZONTE, REPUBLICA FEDERATIVA DEL 
BRASIL, EL 16 DE DICIEMBRE DE 2004 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa al asunto que 
figura en tercer término del Orden del Día: “Proyecto de ley 
por el cual se aprueba el Acuerdo contra el Tráfico Ilícito de 
Migrantes entre los Estados Partes del MERCOSUR, suscri- 
to en Belo Horizonte, República Federativa del Brasil, el 16 
de diciembre de 2004. (Carp. N* 794/07 - Rep. N* 474/07)”. 


12 de junio de 2007 
(Antecedentes:) 


“Carp. N* 794/07 
Rep. N*474/07 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio del Interior 


Montevideo, 28 de marzo de 2007. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse ala Asam- 
blea General, de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 83 numeral 7 y 168 numeral 20 de la Constitución 
de la República, a fin de someter a su consideración el 
proyecto de ley adjunto, mediante el cual se aprueba el 
Acuerdo contra el Tráfico Ilícito de Migrantes entre los 
Estados Partes del MERCOSUR, suscrito en la ciudad de 
Belo Horizonte, República Federativa del Brasil, el día 16 de 
diciembre del año 2004. 


I. INTRODUCCION. 


Es importante destacar la trascendencia actual de las 
migraciones, en tanto constituyen una realidad que com- 
prende millones de personas en muchos Estados de la 
comunidad internacional y, por tanto, de la región. En una 
importante cantidad de casos, este fenómeno involucra 
situaciones de tránsito clandestino y otros problemas, en- 
tre los que se encuentra el empleo frecuente de trabajadores 
no documentados o en situación irregular por parte de 
empresas que pretenden obtener beneficios mediante el 
ofrecimiento a los migrantes de condiciones de trabajo 
menos favorables que las de otros trabajadores. 


El tráfico de seres humanos constituye en la actualidad, 
el negocio de más rápido crecimiento para el crimen organi- 
zado, estimándose que cada año, más de setecientas mil 
personas son víctimas de tráfico con el propósito de explo- 
tarlas sexualmente y de realizar trabajos forzados, por lo que 
puede considerarse una modalidad moderna de la esclavi- 
tud. Porese motivo, se hace necesario fortalecer la respues- 
ta de la justicia penal y de los órganos competentes en estas 
áreas, aefectos de combatir este fenómeno delictivo no sólo 
a través de medidas legislativas y educativas, sino también 
a través de la cooperación nacional, regional e internacio- 
nal. 


Como antecedente de este Acuerdo debe tenerse pre- 
sente que, en junio de 2001, los Ministros del Interior del 
MERCOSUR, Bolivia y Chile, profundamente preocupados 
por las situaciones que deben enfrentar las víctimas de 
organizaciones delictivas que lucran con el tráfico de per- 
sonas, declararon su condena a dicha conducta, su volun- 
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tad de garantizar el pleno respeto de los derechos humanos 
de los migrantes y sus familias y su propósito de establecer 
mecanismos de cooperación regional en materia de asisten- 
cia técnica y capacitación para la investigación y detección 
de las organizaciones que se dedican al tráfico de personas, 
así como su disposición a adoptar medidas efectivas para 
impedir que sus países se utilicen como rutas de tráfico de 
personas hacia otros Estados. 


Reafirmando la “Declaración de Asunción sobre Tráfico 
de Personas y de Migrantes”, la suscripción del Instrumen- 
to sujeto a aprobación parlamentaria en el marco del 
MERCOSUR, viene a complementar la Convención de Na- 
ciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Trasnacional y su Protocolo Adicional en materia de Tráfi- 
co Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire, de los que la 
República es Parte. 


Dado que las acciones para prevenir y combatir eficaz- 
mente el tráfico ilícito de migrantes requieren la coopera- 
ción, intercambio de información y la actuación conjunta de 
los Estados de la región, a la vez que se hace necesario 
contar con un procedimiento común para actuar en esta 
materia a través de la participación coordinada de las fuer- 
zas de seguridad y/o policiales y otros organismos de 
control, los Estados Partes del MERCOSUR han suscrito el 
presente Acuerdo, como forma de adoptar medidas para 
prevenir, detectar y penalizar el tráfico de personas y 
migrantes. 


IL FINALIDAD. 


Los fines principales perseguidos por el Acuerdo que 
hoy se somete a consideración de ese Cuerpo son la preven- 
ción y el combate del tráfico ilícito de migrantes. A dichos 
efectos, se propone la promoción de la cooperación einter- 
cambio de información entre los Estados Partes (artículo 1). 


III. DEFINICIONES 


Para facilitar su aplicación y al mismo tiempo evitar 
interpretaciones divergentes, el artículo 2 del Acuerdo 
incluye la definición de algunos términos esenciales: 


a) tráfico ilícito de migrantes: esta figura está determi- 
nada por una conducta: la facilitación de la entrada en forma 
ilegal de una persona en un Estado Parte del cual no sea 
nacional o residente; y una finalidad: la obtención, directa 
o indirecta, de un beneficio financiero o material; 


b) entradailegal: la entrada se considerará ilegal cuan- 
do el ingreso tenga lugar sin cumplirse los requisitos nece- 
sarios para entrar legalmente en el Estado Parte receptor; y 


c) documento de identidad o de viaje falso: para que un 
documento de viaje o de identidad sea considerado falso, 
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este deberá estar afectado por alguna de las siguientes 
características: haber sido elaborado, expedido en forma 
fraudulenta o alterado materialmente por quien no esté 
legalmente autorizado para otorgar el correspondiente do- 
cumento en nombre de un Estado Parte; haber sido expedido 
u obtenido mediando una declaración falsa, corrupción u 
otra forma ilegal; o haber sido utilizado por quien no sea su 
titular legítimo. 


IV. AMBITO DE APLICACION. 


Según el artículo 3, este Acuerdo se aplica a la coopera- 
ción, prevención e investigación de los ilícitos penales 
tipificados de conformidad con el artículo 4 cuando tengan 
carácter transnacional, así como a la protección de los 
derechos de los migrantes que hayan sido objeto de tales 
ilícitos. Si bien este Instrumento no define en qué consiste 
la “transnacionalidad” del delito, teniendo en cuenta el 
vínculo ya señalado con la Convención de las Naciones 
Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, 
parece adecuado acudir al concepto que brinda la misma en 
el párrafo 2 del artículo 3, esto es, si se comete en más de un 
Estado; si se comete dentro de un solo Estado pero una 
parte sustancial de su preparación, planificación, dirección 
o control se realiza en otro; si se comete dentro de un solo 
Estado pero entraña la participación de un grupo delictivo 
organizado que realiza actividades delictivas en más de un 
Estado; si se comete en un solo Estado pero tiene efectos 
sustanciales en otro. 


V. PENALIZACION. 


El párrafo 1 del artículo 4 constituye una norma 
programática, por cuanto los Estados Partes asumen el 
compromiso de adoptar las medidas legislativas, reglamen- 
tarias y administrativas que sean necesarias para tipificar 
como ilícito penal las siguientes conductas, cuando medie 
intencionalidad y cuando su finalidad sea obtener, directa 
o indirectamente algún beneficio financiero o material: el 
tráfico ilícito de migrantes, la creación de un documento de 
viaje o de identidad falso, la facilitación, suministro o la 
posesión de tal documento; la habilitación de un migrante 
para permanecer en el territorio de un Estado Parte sin haber 
cumplido los requisitos legales exigidos por el mismo, todo 
ello cuando se realice con el fin de posibilitar el tráfico ilícito 
de migrantes; la tentativa de comisión de alguno de los 
ilícitos tipificados en el presente párrafo; la participación 
como cómplice oencubridor; o bien la organización de otras 
personas para la comisión de alguno de los ilícitos penales 
tipificados de conformidad con el presente Acuerdo. 


Se consideran circunstancias agravantes el uso de vio- 
lencia, la intimidación o el engaño, el abuso de una situa- 
ción de necesidad de la víctima, la circunstancia de poner 
en peligro su vida, su salud o su integridad personal, la 
condición de menor de edad de la víctima o el hecho de que 
los autores de las conductas actúen prevaleciéndose de su 
condición de autoridad o funcionario público (párrafo 2). 
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VI. RESPONSABILIDAD PENAL DE LOS MIGRANTES. 


Según prevé el artículo 5, los migrantes estarán exentos 
de responsabilidad penal cuando sean víctimas de las con- 
ductas tipificadas en el artículo 4, sin perjuicio de las 
sanciones administrativas correspondientes y de la potes- 
tad de enjuiciamiento penal de los Estados Partes. 


VII. MEDIDAS DE PREVENCION Y COOPERACION. 


Los Estados Partes del presente Acuerdo que tengan 
fronteras comunes o estén situados en las rutas del tráfico 
ilícito de migrantes, intercambiarán información sobre asun- 
tos tales como: lugares de embarque y de destino, rutas, 
transportistas y medios de transporte a los que puedan 
recurrir los grupos delictivos; identidad y métodos utiliza- 
dos por las organizaciones o los grupos delictivos organi- 
zados involucrados o sospechosos de las conductas 
tipificadas según lo enunciado en el artículo 4. 


La información a intercambiar también versará sobre la 
autenticidad y la debida forma de los documentos de viaje 
expedidos por los Estados Partes, medios utilizados para 
ocultar y transportar personas, asícomo experiencias legis- 
lativas, prácticas y medidas de prevención y combate de las 
conductas mencionadas (artículo 6, párrafo 1). 


De acuerdo con lo previsto en el párrafo 2 del artículo 6, 
cada Estado parte deberá designar en un plazo de noventa 
días contados a partir de la aprobación de este Acuerdo, el 
Organismo que centralizará la información transmitida des- 
de los otros Estados Partes y desde los organismos nacio- 
nales con competencia en la materia. 


A su vez, cada Estado considerará la necesidad de 
reforzar la cooperación entre los organismos de control 
fronterizo, estableciendo y manteniendo conductos de co- 
municación directa. Los Estados que estén siendo utiliza- 
dos como rutas de tráfico de migrantes, se obligan aempren- 
der investigaciones sobre esta conducta delictiva a la bre- 
vedad posible, adoptando medidas para reprimirla, promo- 
viendo la comunicación de inmediato al Estado Parte de 
destino de esos migrantes (artículo 6, párrafos 3 y 4). 


En caso de que un Estado Parte detecte que nacionales 
de otro Estado Parte son víctimas de tráfico en su territorio, 
deberá comunicarlo inmediatamente a las autoridades con- 
sulares correspondientes, informando las medidas 
migratorias que respecto de esas personas pretende adop- 
tar. Asimismo, esta información será comunicada al orga- 
nismo de enlace nacional respectivo (artículo 6, párrafo 6). 


Conforme lo previsto en el párrafo 7 del artículo 6, los 
Estados Partes se comprometen a realizar campañas de 
prevención en los lugares de entrada y salida de sus respec- 
tivos territorios, entregando información relativa a docu- 
mentos de viaje, requisitos para solicitar residencia y toda 
otra información que resulte conveniente. 
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VIH. SEGURIDAD Y CONTROL DELOSDOCUMENTOS. 


El Acuerdo dedica el artículo 7 ala seguridad y al control 
de los documentos de viaje o de identidad, previendo la 
necesidad de que cada Estado Parte adopte las medidas 
necesarias para garantizar la calidad de dichos documen- 
tos, de manera que no puedan utilizarse indebidamente, 
falsificarse, adulterarse, reproducirse o expedirse de forma 
ilícita. Asimismo deberán adoptar medidas para garantizar 
la integridad y la seguridad de los documentos de viaje o de 
identidad que expidan e impedir su creación, expedición y 
utilización ilícita. 


Por otra parte cuando lo solicite un Estado Parte, “se 
verificará a través del organismo de enlace nacional, dentro 
de un plazo razonable, la legitimidad y validez de los docu- 
mentos de viaje o de identidad expedidos o presuntamente 
expedidos y sospechosos de ser utilizados para los fines de 
las conductas enunciadas en el artículo 4”. 


IX. CAPACITACION Y COOPERACIÓN TÉCNICA. 


Uno de los aspectos fundamentales para prevenir y 
combatir el tráfico ilícito de migrantes es la capacitación de 
los funcionarios vinculados al control migratorio. En virtud 
de ello, de acuerdo con el artículo 8, los Estados Partes 
asumen el compromiso de impartir o bien reforzar la capaci- 
tación especializada en la prevención de las conductas 
previstas en el artículo 4 y en el trato humano de los 
migrantes que sean víctimas de las mismas, de conformidad 
con las normas de derecho nacional e internacional. 


La capacitación incluirá, entre otros aspectos, el reco- 
nocimiento y la detección de los documentos de viaje o de 
identidad falsificados o adulterados; información relativa a 
la identificación de los grupos delictivos organizados 
involucrados o sospechosos de estar involucrados en las 
conductas enunciadas en el artículo 4; los métodos utiliza- 
dos para transportar a los migrantes objeto de dicho tráfico; 
la utilización indebida de documentos de viaje o de identi- 
dad y los medios de ocultación utilizados para estos fines. 


Los Estados Partes que tengan conocimientos especia- 
lizados en la materia coordinarán, através del organismo de 
enlace nacional, la prestación de asistencia técnica a los 
Estados Partes que sean frecuentemente países de origen o 
de tránsito de personas que hayan sido objeto de las 
conductas tipificadas de conformidad a lo enunciado en el 
artículo 4. 


X. CLAUSULA DE SALVAGUARDIA. 


El párrafo 1 del artículo 9 consagra que nada de lo 
dispuesto en el Acuerdo afectará los derechos, obligacio- 
nes y responsabilidades de los Estados Partes y de las 
personas con arreglo al derecho internacional, comprendi- 
dos el derecho internacional humanitario y la normativa 
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internacional sobre derechos humanos y en particular, cuan- 
do sean aplicables, la Convención sobre el Estatuto de los 
Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967, así como el 
principio de non refoulement consagrado en dichos instru- 
mentos. 


Las medidas previstas en el presente Acuerdo se inter- 
pretarán y aplicarán en forma no discriminatoria para los 
migrantes por el hecho de ser víctimas del tráfico ilícito. La 
interpretación y aplicación de esas medidas estarán en 
consonancia con los principios de no discriminación 
internacionalmente reconocidos. 


XI. RELACION CON LA CONVENCION CONTRA LA 
DELINCUENCIA ORGANIZADA TRANSNACIONAL 
Y SUPROTOCOLO. 


Tal como se señalara, el presente Acuerdo complementa 
la Convención de Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional y se debe interpretar en forma 
conjunta con dicha Convención y con su Protocolo Adicio- 
nal sobre Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire, 
de los que la República es Parte (artículo 10). 


XII. SOLUCION DE CONTROVERSIAS. 


Las diferencias que surjan sobre la interpretación, la 
aplicación o el no cumplimiento de las disposiciones del 
Acuerdo, serán resueltas de conformidad con el régimen 
establecido paa la solución de controversias en el 
MERCOSUR. 


Por los motivos antes expuestos, el Poder Ejecutivo 
considera de fundamental importancia la aprobación del 
Acuerdo que hoy se somete a la aprobación de la Asamblea 
General por cuanto representa un nuevo esfuerzo a nivel 
regional en la lucha contra el tráfico ilegal de personas, 
problema creciente y grave que sólo puede resolverse por 
medio de una estrecha cooperación internacional. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la Asam- 
blea General las seguridades de su más alta consideración. 


Dr. TABARE VAZQUEZ, Presidente de 
la República; Reinaldo Gargano, Daisy 
Tourné. 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio del Interior 


Montevideo, 28 de marzo de 2007. 


PROYECTO DELEY 


Artículo Unico.- Apruébase el Acuerdo contra el Tráfi- 
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co lícito de Migrantes entre los Estados Partes del 
MERCOSUR, suscrito en la ciudad de Belo Horizonte, Repú- 
blica Federativa del Brasil, el día 16 de diciembre del año 
2004. 


Reinaldo Gargano, Daisy Tourné. 


ACUERDO CONTRA EL TRAFICO ILICITO DE 
MIGRANTES ENTRE LOS ESTADOS PARTES DEL 
MERCOSUR 


Los Gobiernos de la República Argentina, de la Repú- 
blica Federativa del Brasil, de la República del Paraguay y 
de la República del Uruguay, Estados Partes del 
MERCOSUR. 


CONSIDERANDO que las acciones para prevenir y 
combatir eficazmente el tráfico ilícito de migrantes, requie- 
ren la cooperación, intercambio de información y la actua- 
ción conjunta de los Estados de la región; 


REAFIRMANDO los términos de Declaración de Asun- 
ción sobre “Tráfico de Personas y de Migrantes”; 


CONVENCIDOS de la necesidad de adoptar medidas 
para prevenir, detectar y penalizar el tráfico de personas y 
migrantes; 


REITERANDO la voluntad de contar con un procedi- 
miento común para actuar en esa materia a través de la 
participación coordinada de las Fuerzas de Seguridad y/o 
Policiales y demás organismos de control; 

RECORDANDO los términos de la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional y sus protocolos adicionales. 

ACUERDAN: 

Artículo 1 
Finalidad 

El propósito del presente Acuerdo es prevenir y comba- 

tir el tráfico ilícito de migrantes, así como promover la 


cooperación e intercambio de información entre los Estados 
Partes con ese fin. 


Artículo 2 
Definiciones 


Para los fines del presente Acuerdo, se entenderá por: 


1. “Tráfico ilícito de migrantes”: la facilitación de la 
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entrada ilegal de una persona en un Estado Parte del presen- 
te Acuerdo del cual no sea nacional o residente con el fin 
de obtener, directa o indirectamente, algún beneficio finan- 
ciero o material; 


2. “Entrada ilegal”: el ingreso sin haber cumplido los 
requisitos necesarios para entrar legalmente en el Estado 
Parte receptor; 


3. “Documento de identidad o de viaje falso”: cualquier 
documento de viaje o de identidad que sea: 


a. elaborado o expedido de forma fraudulenta o alterado 
materialmente por cualquiera que no sea la persona o enti- 
dad legalmente autorizada para producir o expedir el docu- 
mento de viaje o de identidad en nombre de un Estado Parte 
del presente Acuerdo; 


b. expedido u obtenido indebidamente mediante decla- 
ración falsa, corrupción, coacción o de cualquier otra forma 
ilegal; o 


c. utilizado por una persona que no sea su titular legítimo. 


Artículo 3 
Ambito de Aplicación 


El presente Acuerdo se aplicará a la cooperación, pre- 
vención e investigación de los ilícitos penales tipificados, 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 4, cuando los 
mismos sean de carácter transnacional, asícomo a la protec- 
ción de los derechos de los migrantes que hayan sido objeto 
de tales ilícitos. 


Artículo 4 
Penalización 


1. Las Partes del presente Acuerdo adoptarán las medi- 
das legislativas, reglamentarias y administrativas que sean 
necesarias para tipificar como ilícito penal las siguientes 
conductas, cuando se cometan intencionalmente y con el 
fin de obtener, directa o indirectamente algún beneficio 
financiero o material: 


a. eltráfico ilícito de migrantes; 


b. cuando se cometa con el fin de posibilitar el tráfico 
ilícito de migrantes: 


1) la creación de un documento de viaje o de identi- 
dad falso; 


2) la facilitación, suministro o la posesión de tal 
documento; 
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3) la habilitación de un migrante para permanecer en 
el territorio de un Estado Parte sin haber cumplido 
los requisitos legales exigidos por dicho Estado 
Parte. 


Cc. la tentativa de comisión de un ilícito penal tipificado 
con arreglo al párrafo 1 del presente artículo ; 


d. la participación como cómplice o encubridor en la 
comisión de un ilícito penal tipificado con arreglo al 
presente Acuerdo; 


e. laorganización de otras personas para la comisión de 
un ilícito penal tipificado con arreglo al presente 
Acuerdo. 


2. Constituirán circunstancias agravantes de la res- 
ponsabilidad penal: 


a. cuando se emplee violencia, intimidación o engaño 
en las conductas tipificadas en el presente Acuerdo; 


b. cuando en la comisión del ilícito penal se hubiere 
abusado de una situación de necesidad de la víctima, 
se hubiere puesto en peligro su vida, su salud o su 
integridad personal; 


c. cuando la víctima sea menor de edad; 


d. cuando los autores de los hechos actúen prevalién- 
dose de su condición de autoridad o funcionario 
público. 


Artículo 5 


Responsabilidad penal de los migrantes 


En los términos del presente Acuerdo, los migrantes 
estarán exentos de responsabilidad penal cuando sean 
víctimas de las conductas tipificadas en el artículo 4, sin 
perjuicio de las sanciones administrativas correspondien- 
tes y de la potestad de enjuiciamiento penal de los Estados 
Partes. 


Artículo 6 


Medidas de prevención y cooperación 


1. Los Estados Partes del presente Acuerdo que tengan 
fronteras comunes o estén situados en las rutas del tráfico 
ilícito de migrantes, intercambiarán información pertinente 
sobre asuntos tales como: 


a. lugares de embarque y de destino, así como las rutas, 
los transportistas y los medios de transporte a los 
que, según se sepa o se sospeche, recurran los 
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grupos delictivos organizados involucrados en las 
conductas enunciadas en el artículo 4; 


b. laidentidad y los métodos de las organizaciones o los 
grupos delictivos organizados involucrados o sos- 
pechosos de las conductas tipificadas de conformi- 
dad a lo enunciado en el artículo 4; 


Cc. la autenticidad y la debida forma de los documentos 
de viaje expedidos por los Estados Partes del presen- 
te Acuerdo, así como todo robo y/o concomitante 
utilización ilegítima de documentos de viaje o de 
identidad en blanco; 


d. los medios y métodos utilizados para la ocultación y 
el transporte de personas, la adulteración, reproduc- 
ción o adquisición ilícita y cualquier otra utilización 
indebida de los documentos de viaje o de identidad 
empleados en las conductas tipificadas de conformi- 
dad a lo enunciado en el artículo 4, así como las 
formas de detectarlos; 


e. experiencias de carácter legislativo, asícomo prácti- 
cas y medidas conexas para prevenir y combatir las 
conductas tipificadas de conformidad a lo enunciado 
en el artículo 4; 


f. cuestiones centíficas y tecnológicas de utilidad para 
el cumplimiento de la ley, a fin de reforzar la capaci- 
dad respectiva de prevenir, detectar e investigar a: 
conductas tipificadas de conformidad a lo enunciado 
en el artículo 5 y de enjuiciar a las personas implica- 
das en ellas. 


2. En un plazo de noventa (90) días desde la aprobación 
del presente Acuerdo, cada Estado Parte deberá designar, 
informando a los demás Estados Partes, el organismo que 
centralizará la información transmitida desde los otros Es- 
tados Partes y desde los organismos Nacionales con com- 
petencia en la materia. 


3. El Estado Parte del presente Acuerdo receptor de 
información a través del organismo de enlace nacional dará 
cumplimiento a toda solicitud del Estado Parte que lo haya 
facilitado, en cuanto a las restricciones de su utilización. 


4. Cada Estado Parte considerará la necesidad de refor- 
zar la cooperación entre los organismos de control fronte- 
rizo, estableciendo y manteniendo conductos de comunica- 
ción directa. 


5. Los Estados Partes del presente Acuerdo que estén 
siendo utilizados como rutas de tráfico de migrantes, em- 
prenderán, a la brevedad posible, investigaciones sobre 
esta conducta delictiva, adoptando medidas para re- 
primirla, promoviendo la inmediata comunicación al 
Estado Parte de destino de los migrantes víctimas del tráfi- 
co. 
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6. Cuando un Estado Parte detecte que nacionales de 
otro Estado Parte del presente Acuerdo estén siendo objeto 
de tráfico en su territorio, en los términos del presente 
Acuerdo, deberá comunicarlo en forma inmediata a las 
autoridades consulares correspondientes, informando de 
las medidas migratorias que respecto de esas personas 
pretende adoptar. Del mismo modo, se comunicará esta 
información al organismo de enlace nacional respectivo. 


7. Los Estados Partes del presente Acuerdo realizarán 
campañas de prevención, tanto en los lugares de entrada 
como de salida de sus respectivos territorios, entregando 
información respecto de los documentos de viaje, los requi- 
sitos para solicitar residencias, y toda otra información que 
resulte conveniente. 


Artículo 7 
Seguridad y control de los documentos 


1. Cada Estado Parte del presente Acuerdo adoptará las 
medidas necesarias para: 


a. garantizar la calidad de los documentos de viaje o de 
identidad que expida, a fin de evitar que puedan ser 
utilizados indebidamente, falsificados, adulterados, 
reproducidos o expedidos de forma ilícita; y 


b. garantizar la integridad y seguridad de los documen- 
tos de viaje o de identidad que expida e impedir la 
creación, expedición y utilización ilícita de dichos 
documentos. 


2. Cuando lo solicite un Estado Parte del Presente Acuer- 
do, se verificará a través del organismo de enlace nacional, 
dentro de un plazo razonable, la legitimidad y validez de los 
documentos de viaje o de identidad expedidos o presunta- 
mente expedidos y sospechosos de ser utilizados para los 
fines de las conductas enunciadas en el artículo 4. 


Artículo 8 
Capacitación y cooperación técnica 


1. Los Estados Partes del presente Acuerdo impartirán 
a los funcionarios de Migración y a otros funcionarios 
pertinentes, capacitación especializada en la prevención y 
erradicación de las conductas que serán tipificadas de 
conformidad a lo enunciado en el artículo 4 y en el trato 
humanitario de los migrantes objeto de esas conductas, 
respetando al mismo tiempo sus derechos reconocidos 
conforme al derecho nacional e internacional. 


2. La capacitación incluirá, entre otras cosas: 


a. el reconocimiento y la detección de los documentos 
de viaje o de identidad falsificados o adulterados; 
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b. información, respecto a la identificación de los gru- 
pos delictivos organizados involucrados o sospe- 
chosos de estar involucrados en las conductas enun- 
ciadas en el artículo 4; los métodos utilizados para 
transportar alos migrantes objeto de dicho tráfico; la 
utilización indebida de documentos de viaje o de 
identidad para tales fines; y los medios de ocultación 
utilizados en el tráfico ilícito de migrantes; 


c. la mejora de los procedimientos para detectar a los 
migrantes objeto de tráfico ilícito en puntos de en- 
trada y salida convencionales y no convencionales; 


d. el trato humano de los migrantes afectados y la 
protección de sus derechos reconocidos conforme al 
derecho internacional. 


3. Los Estados Partes del presente Acuerdo que tengan 
conocimientos especializados pertinentes coordinarán, a 
través del organismo de enlace nacional, la prestación de 
asistencia técnica a los Estados Partes del presente Acuer- 
do que sean frecuentemente países de origen o de tránsito 
de personas que hayan sido objeto de las conductas 
tipificadas de conformidad a lo enunciado en el artículo 4. 


Artículo 9 
Cláusula desalvaguardia 


1. Lo dispuesto en el presente Acuerdo no afectará los 
derechos, obligaciones y responsabilidades de los Estados 
Partes del presente Acuerdo y las personas con arreglo al 
derecho internacional, incluidos el derecho internacional 
humanitario y la normativa internacional sobre derechos 
humanos y, en particular, cuando sean aplicables, la Con- 
vención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su 
Protocolo de 1967, asícomo el principio de non-refoulement 
consagrado en dichos instrumentos. 


2. Las medidas previstas en el presente Acuerdo se 
interpretarán y aplicarán de forma que no sea discriminatoria 
para los migrantes por el hecho de ser víctimas del tráfico 
ilícito. La interpretación y aplicación de esas medidas esta- 
rán en consonancia con los principios de no discriminación 
internacionalmente reconocidos. 


Artículo 10 


Relación con la Convención de las Naciones Unidas con- 
tra la Delincuencia Organizada Transnacional 


El presente Acuerdo complementa la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional y se interpretará juntamente con dicha Con- 
vención y su Protocolo Adicional en materia de “Tráfico 
Tícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire”. 
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Artículo 11 
Solución de Controversias 


Las controversias que surjan sobre la interpretación, la 
aplicación o el no cumplimiento de las disposiciones del 
presente Acuerdo se resolverán por el sistema de solución 
de controversias vigentes en el MERCOSUR. 


Artículo 12 
Vigencia 


El presente Acuerdo entrará en vigencia treinta días (30) 


| = 4 
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después al depósito del instrumento de ratificación por los 
cuatro Estados Partes del MERCOSUR. 


La República de Paraguay será depositaria del presente 
Acuerdo y de los respectivos instrumentos de ratificación, 
debiendo notificar a las Partes la fecha de los depósitos de 
esos instrumentos y de la entrada en vigencia del Acuerdo, 
así como enviarles copia debidamente autenticada del mis- 
mo. 


Firmado en Belo Horizonte, República Federativa del 
Brasil, a los dieciséis días del mes de diciembre del año de 
dos mil cuatro, en dos ejemplares originales, en los idiomas 
español y portugués, siendo ambos textos igualmente au- 
ténticos. 


A 
Í a 
7 A A 


POR LA REPUBLICA FEDERATIVA 


DEL BR45I 


A 
ha, 


POR LA REPÚBLICA ORIENTA / 
DEL URUGUAY ¿ 
l 
A ¿4 


tilerla Amarilla 
Lireciora de Tralados 
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ACORDO SOBRE TRÁFICO ILÍCITO DE MIGRANTES ENTRE OS ESTADOS 
PARTES DO MEHCOSUL 


A Hepública Argentina, a República Federativa do Brasil, a República do 
Paraguai e a República Oriental do Uruguai, Estados Partes do MEACOSUL, a seguir” 
denominados Estado partes do presente Acordo. 


o CONSIDERANDO que as acóos para prevenir e combater eficazmente o lráfico 
lícito de migrantes requerem a cooperacio, o intercámbio de informacáo e a aluacio 
conjunta dos Estados da regiáo; 


REAFIRMANDO os termos da Declararáo de Assungáo sobre * Tráfico de 
Pessoas e de Migrantes” 


y CONVENCIDOS, da necessidade de adolar medidas para prevenir, detectar e 
penalizar o tráfico de pessoas e migrantes: . 


REIMTERANDO a vonlade de procurar um procedimento comum para altuar 
nessa maléra através da panicipagáo coordenada das Formas de Seguranca efou 
Polictais e demais organismos de controle: 

HECORDANDO us termos da Convengio das Nagóes Unidas contra a 
Delingúéncia Organizada Transnacional e seus Protocolos Adicionais 


ACORDAM 


Ártigo 1 
Finalidade 


O propósito do presente Acordo é prevenir e combaier o tráfico ilicito de migrantes, 


bem como promover a cooperagáo e intercámbic de informagáo entre seus Estados 
partes com esse firm. 


Artigo 2 
Delinigóes 


Para os fins de presente Acordo, se entenderá por: 


- co CENA, 
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l. “Tráfico ilícito de imigrantes”:; a lacilhlaqáo da entrada legal de uma pessoa num 
Estado parte do presente Acordo do qual náov seja nacional ou residente com o fim de . 
obter, direta 04 indiretamente, algum beneficio imanceiro cu material; 

2. "Entrada ilegal”: o ingresso sem ter cumprido 0s requisilos necessários para entrar 
legalmente no Estado parte receptor; 


3. "Documento de idemtidade vu de viagen falso”: qualquer documento de viagem ou, 
de identidade que seja: 


áa. elaborado ou expedido de forma fraudulenta ou alterado malerialmente par_ 
qualquer um que náo seja a pesssa ou entidade legalmente autorizada para 
produzir ou expedir o documento de viagem ou de identidade em nome de um 
Estado Parte: 

b. expedido ou obtido indewdamente mediante declaragáo falsa, corrupgio, 
coagáo de qualquer outra forma ilegal; ou 

c. ublizado por uma pessoa que náo seja seu lilular legilimo. 


) Artigo 3 
Ambito de Aplicagáo 


Ú presente Acordo se aplicará á coopesacáo, prevengáo e investigagdo dos ilícitos 
penals tipificados, de conformidade com o disposlo no arligo 4, quando os mesmos 
¡sejam de caráter transnacional, ber como á prulegáo dos direitos dos migrantes que 
tenham sido objeto de tals ilícitos. 


Argo 4 
Penalizaqdo 
i. Os Estados partes do presente Acerdo adolaráo as medidas legislativas, 
regulamentares € administrativas que selarn pecessárias para tipificar como ilícito 
penal as seguintes condutas, quando se cometer intencionalmente e com o fim de 
obter, diretamente ou indiretamente algum beneficio financeiro ou material: 


a. 0 tráfico ilícito de migrantes; 

b. quando se cometer com o fim de possibilitar o tráfico ilícito de migrantes: 
1) a criagáo de um documento de viaguió vu de identidade falso; 
2a ta cilitacáo, lornecimento ou a possessáo de tal documento; : 
a habilitagáo de um emigrante para permanecer no lerritório de um Estado ] 
Parte sem ter cumprido 0s requisitos legaís exigidos por dito Estado Parte. ¡ 


<. a lentaliva de perpetrapáo de um ilicto penal tipificado de acordo com o 
parágrafo 1 do presente artigo; 


a 


d. a participapáo como cómplice ou encobridor na perpetragáo de um ilícito poa. 
tipificado de acordo com a presente Decisño: FU 


ral 
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e. a Organizacáo de outras pessous para a perpetragio de um jlícito penal 
tipificado conforme a presente Decisáo 


Po 


- Constituiráo circunstáncias agravantes da responsabilidade penal: 


a. quando se empregar violencia, intimidagáo ou engano nas condutas lipilicadas 
na presente Decisáo: 


b. quando na comissáo do ilícito pena! houwesse ubusado de uma situagáo de 
. nhecessidade da vitima, se houvesse colocado em perigo sua vida, suá saúde 0u 
sua integnidade pessoal; 


c. quando a vílima for menor de idade: 


d. quando 05 aulores dos falos aluemn prevalecendo de sua condipáo de autoridade 
ou funcionário público. 


Artigo 5 
Responsabilidade penal dos migrantes 


Mos termos da presente Decisáo, os migrantes estaráo isentos de responsabilidade 
penal quando sejam vibmas das condulas Upificadas no artigo 4, sem prejuizo das 
sangóes administrativas correspondentes e da polestade de julgamento penal dos 
Estados Partes, 


Artigo 6 
Medidas de prevengáv e cooperagio 


í. Os Estados parles do presente Ácordo que tentham fronteiras comuns ou estejam 


situados nas rotas de tráfico ¡lícito de migrantes, intercambiaráo inlormagáo pertinente 
sobre assuntos tais como: 


a. lugares de embarque e de destino, assim como as rolas, 08 transportistas € 05 
meios de transporte aos que, conforme se saiba ou se suspeile, recorram 0s 
grupos deliluosos organizados envolvidos nas cundutas enunciadas no artigo 4: 


b. a identidade e os métodos da organizapáo ou os grupos deliluosos organizados 


envolvidos ou suspeitos das condutes tipiticadas de conformidade ao enunciado no 
artigo 4; 


c. 8 autenticidade e a devida forma dos documentos de viageri expedidos pelos 
Estados partes do presente Acordo, assim como todo roubo e/ou concomitante 
utilizaráo legitima de documentos de viagem ou de identidade em branco: 


d. 05 meios e métodos ulilizados para a ocultagáo e 0 transpore de pessoas, a 
adulteragáo, reproducáo ou aquisigáo ilicita e qualquer outra utilizacio indevida 
dos documentos de viagem ou de identidade empregados nas condutas tipificadas 
de conformidade ao enunciado no artigo «, assim como as formas de detectar-los: 


FAA AA ha 
j q 73 po ¿er + 
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e. experiéncias de caráter legislativo, assim como práticas e medidas conexas para 
prevenir e combater as condutas tipificadas de conformidade ao enunciado no 
artigo +; 


í. questóes cientificas e tecnológicas de ulilidade para o cumprimento da lei, a fim 
de reforgar a capacidade respectiva de prevenir, detectar e investigar a: condutas 
tipificadas de contormidade ao enunciado no artigo 4 € de julgar as pessoas 
implicadas nelas. 


2. Em um prazo de noventa (90) días desde a assinalura.do- presente Acordo, cada 
Estado parte deverá designar, informando aos demais Estados partes, o organismo e 

- qué centralizará a informagáo transmitida desde os olros Estados partes do presente 
Acordo e desde os organismos Nacionais com competéncia na matéria. 


3. O Estado parle receplor de informagdo através do organismo de enlace nacional 
dara cumprimento á toda solicitagáo do Estado parte que tenha facilitado, em quanto 
as restripóes de sua utilizagáio, 


4, Cada Estado parte considerará a necessidade de relorgar a cooperacáo enlre os 
organismos de controle fronteirigo, estabelecendo e mantendo vias de comunicado 
direta, 


5. Os Estados partes do presente Acordo ue estejam sendo utilizados como rotas de 
tráfico de migrantes, empreenderáo, na brevedade possivel, investigagóes sobre esta 
conduta deliluosa, adotando medidas para raprimir-la, promovendo a imediata 
comunicacúo ao Estado Parte de destino dos migrantes vilimas do tráfico. 


6. Quando um Estado parte do presente Acordo delecte que nacionais de outro 
Estado parte estejam sendo objeto de tráfico em seu território, nos termos do 
presente Acordo, deverá comunicá-lo imeciatamente as autoridades consulares 
correspondentes, informando das medidas migratórias com relagáo a essas pessoas 
prelende adotar, Do mesmo modo, se comunicará esta informagáo ao organismo de 
enlace nacional respectivo, | 


7. Os Estados Partes realizaráo campanhas de prevengáo, tanto nos lugares de ¡ 
entrada como de saida de sus respectivos terrilórios, entregando informagáo com ' 
respelto aos documentos de viagem, os requisitos para solicitar residéncias, e toda 
outra informagáo que seja conveniente. 


Artigo 7 
Seguranga e controle dos documentos 


1. Cada Estado parte do presente Acordo adotará as medidas necessárias para: 
á. garantir a qualidade dos documentos de viagem ou de identidade que expida, a 
fim de evitar que possam ser utilizados indevidamente, falsificados, adulterados, 
reproduzidos ou expedidos de forma ilícita; e 
b. garantir a integridade e seguranca dos documentos de viagem ou de identidade=— 
que expida e impedir a criagio, expedicáo e utilizagdo ilícita de lais document 


2 EAVGANAL 
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2. Quando tor solicitado por um Estado pañe do presente Acordo, se verilicará, 
através do organismo de enlace — nacional, dentro de um prazo razoável a 
legilimidade e validez dos documentos de-viagem ou de identidade expedidos ou 
supostamente expedidos e suspeillos de serem ulilizados para a finalidade das 
condulas enunciadas no artigo 4. 


Artigo E 
Capacitagáo e cooperagáo léecnica 


1. Os Estados partes de presente Acordo brindaráo aos funcionários de Migragáo e a 
outros funcionários pertinentes, capacitacáio especializada na prevengáo € 
erradicacao das condutas que seráo tipificadas de conformidade ao enunciado no 
artigo 4 e no tratamento humanitário dos migrantes objeto dessas condutas, 
respeilando 20 mesmo tempo seus direitos reconhecidos conforme o direito nacional 
e internacional. 


2. A capacitagáo incluirá, entre outras coisas: 


a. o reconhecimento e a detecgáo dos documentos de viagem ou de identidade 
lalsiticados ou adulterados; 


b. intormacáo, com respeito a identificagáo dos grupos deliluosos organizados, 
envolvidos Ou suspeitos de estar envolvidos nas condutas enunciadas no artigo 4; 
os métodos utilizados para transportar aos migrantes objeto desse. tráfico; a 
utifizacáo indevida de documentos de viagem ou de identidade para tais fins; e 05 
melos de ocullagáo utilizados no tráfico ilícito de migrantes; 


ce. a melhora dos procedimentos para detectar aos migrantes objeto de tráfico ilícito 
em pontos de entrada e salda convencionais e náo convancionais: 


d. o tratamento humano dos migrantes afetados e a protecáo de seus direitos 
reconhecidos conforme o direito internacional. 


a. Os Estados partes do presente Acordo que tenham conhecimentos especializados 
perlmantes couordenaráo, alravés do organismo de enlace nacional, a prestacáo de 
essisiéncia técnica aos Estados pares do presente Acordo que sejam 
lrequentemente países de origem ou de tránsito de pessoas que tenham sido objeto 
das condutas tipilicadas de conformidade ao enunciado no artigo 4 . 


Árligo Y 
Cláusula de salvaguarda 


¡a disposto no presente Acordo náo alatará sos direilos, as obrigaqdes e as 
responsabilidaces dos Estados panes do presenie Acerdo e as pessoas de acordo 20 
direilo internacional, incluidos o direito inisrnacioral humanitário e a normativa 
imernaciorial sobre direitos humanos e, em particular, quando sejam aplicáveis, : 


PA 


Convengáo sobre o Estatuto dos Refugiados de 1951 e seu Protocolo de 19620 DEA: 
assim como 6 principio de "non-retoulement” consagrado em tals instrumentos. gs PES Cl. 6 
ES E a eS 
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2, Ás medidas previstas no presente Acorde se inlerpretaráo e aplicaráo de ftonm:: 

| que náo seja discriminatoria para os migrantes pelo falo de serem vítimas do trahc: 
ficito. A interpretacáo e aplicacáo dessas medidas estaráo em consonáncia como: - 

principios de náo diseriminagáo internacionalmen te reconhecidas. 


Artigo 10 
Relacáo com a Convengáo das Nacóes Unidas contra a Delinguéncia Organizada 
Transnacional 


O presente Acordo complementa a Convencio das Nacóes Unidas contra a 
Delinglénrcia Organizada Transnacional e se interpretará juntamente com tal 
Convencáo e seu Protocolo Adicional em matéria de "Tráfico Micito de Migrantes por 
Terra, Mare Ar”. 


Áriigo 11 
Solugáo de Controversias 


As controvérsias que surjam sobre a interpretagáo, a aplicagáo ou 0 náo 
cumprimento das disposicóes 00 presente Acordo se resolveráo pelo - sistema de 
solugáo de controvérsias vigente no MERCOSUL 


Artigo 12 
Vigéncia 


' O presente Acordo entrará em vigéncia trinta (30) día g após 0 depósito do 
instrumento de ratificapáo pelo quarto Estado Parte do MERCOSUL. 


| A República do Paraguai será depositána do presente Acordo e dos respectivos 
instrumentos de ralificagáo devendo notificar as partes a dala dos depósitos desses 
instrumentos e da entrada em vigéncia do Acordo, assim como enviar-lhes cópia 
devidamente autenticada do mesmo. 


Feito em Belo Horizonte, República Federativa do Brasil, aos dezesseis dias do més 
de dezembro do ano dois' mil e quatro, em dois exemplares originals nos idiomas 
portugués e espanhol, sendo ambos 0s textos igualmente auténticos, 


A 


a A FEDERATIVA 


00 Eee 


| ACIPELA A 


E 


EA BLAS 

E 0H LE e: 

y Pa o , 4 A PIEL E h ORI a 
¡E pa een E ue O dA EN La IMECCION na E 


+ 1] 


a a p 
. E hb =e. TRATADAS 0 Hab o DES 1 1 A a . 
hi dd SN O lens EXTERIORES | 0 ad 0) 
Nh E a Ed AS EE ip 1" 
e Gia Anrrilla 
pa 


DA [Hrestora Es Tralarint 


270-C.S. 


ASESORIA DE POLITICA COMERCIAL 


Montevideo, 30 de enero de 2007. 


D Viene a consideración de esta Asesoría, en carácter 
de refrenda, el Mensaje del Poder Ejecutivo dirigido a la 
Asamblea General y el Proyecto de Ley adjunto, mediante 
el cual se aprueba el Acuerdo contra el Tráfico Ilícito de 
Migrantes entre los Estados Partes del MERCOSUR, suseri- 
to en la ciudad de Belo Horizonte, República Federativa del 
Brasil, el día 16 de diciembre de 2004. 


ID El artículo 149 de la Constitución de la República 
expresa que el “Poder Ejecutivo será ejercido por el Presi- 
dente de la República actuando con el Ministro o Ministros 
respectivos...”. 


El Decreto 574/974 de 12 de julio de 1974 establece la 
“correspondencia racional entre la denominación dada a los 
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diversos Ministerios por la Constitución de la República y 
las leyes -y de lo que permite inferirse de ella- y la compe- 
tencia en razón de materia a adjudicarse a las Secretarías de 
Estado”. 


De la norma constitucional que establece una corres- 
pondencia material en la formación de la voluntad de Poder 
Ejecutivo (Ministro o Ministros respectivos) y la compe- 
tencia en razón de materia imputadas al Ministerio de Eco- 
nomía y Finanzas por el artículo 4* de la norma reglamentaria 
citada, no se advierte que esta Secretaría de Estado deba 
intervenir en la refrenda del Proyecto de Ley recibido. 


II)En función de lo expuesto, salvo mejor opinión, 
debería remitirse el Mensaje del Poder Ejecutivo dirigido a 
la Asamblea General y el Proyecto de Ley adjunto, al Minis- 
terio de Relaciones Exteriores, sin la refrenda solicitada. 


Elévese a consideración de la Dirección General. 
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REPÚBLICA ORIENTAL 
DEL URICGLAY 


MINISTERIO 
DE 
ECONCEMÍA Y FINANZAS 
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MINISTERIÓ DE ECONOMIA Y FIMANZAS 
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De acuerdo a lo informado por la Asesoría de Política 
Comercial, y atento a la falta de competencia de esta Secretaria 
de Estado, se remiten las presentes actuaciones en devolución al 


iniscecrio de Relaciones Exteriores. - 
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> 
Ministeno de Relaciones Externas 


56 ¿2751 2007 
LC ib 


DIRECCION GENERAL DE SECRETARIA 
Montevideo, 6 de marzo de 2007 


Wisto la observación realizada por la Asesoría de Política Comercial 
del Ministerio de Economia y Finanzas, vuelva a la Dirección de Tratados a fin de 
proceder en consecuencia. 


Consejero Danisl Cástil 
Jato Fania 
Dirección General de Secretaria 
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ACUERDO CONTRA EL TRAFICO ILICITO DE 
MIGRANTES ENTRE LOS ESTADOS PARTES DEL 
MERCOSUR 


Los Gobiernos de la República Argentina, de la República 
Federativa del Brasil, de la República del Paraguay y de la 
República Oriental del Uruguay, Estados Partes del MERCOSUR. 


CONSIDERANDO que las acciones para prevenir y 
combatir eficazmente el tráfico ilícito de migrantes, requie- 
ren la cooperación, intercambio de información y la actua- 
ción conjunta de los Estados de la región; 


REAFIRMANDO los términos de la Declaración de Asun- 
ción sobre “Tráfico de Personas y de Migrantes”; 


CONVENCIDOS de la necesidad de adoptar medidas 
para prevenir, detectar y penalizar el tráfico de personas y 
migrantes; 


REITERANDO la voluntad de contar con un procedi- 
miento común para actuar en esa materia a través de la 
participación coordinada de las Fuerzas de Seguridad y/o 
Policiales y demás organismos de control; 


RECORDANDO los términos de la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional y sus protocolos adicionales. 


ACUERDAN: 
Artículo 1 
Finalidad 
El propósito del presente Acuerdo es prevenir y comba- 
tir el tráfico ilícito de migrantes, así como promover la 


cooperación e intercambio de información entre los Estados 
Partes con ese fin. 


Artículo 2 


Definiciones 


Para los fines del presente Acuerdo, se entenderá por: 


1. “Tráfico ilícito de migrantes”: la facilitación de la 
entrada ilegal de una persona en un Estado Parte del presen- 
te Acuerdo del cual no sea nacional o residente con el fin 
de obtener, directa oindirectamente, algún beneficio finan- 
ciero o material; 


2. “Entrada ilegal”: el ingreso sin haber cumplido los 
requisitos necesarios para entrar legalmente en el Estado 
Parte receptor; 
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3. “Documento de identidad o de viaje falso”: cualquier 
documento de viaje o de identidad que sea; 


a. elaborado o expedido de forma fraudulenta o alterado 
materialmente por cualquiera que no sea la persona 
o entidad legalmente autorizada para producir o ex- 
pedir el documento de viaje o de identidad en nombre 
de un Estado Parte del presente Acuerdo; 


b. expedido u obtenido indebidamente mediante decla- 
ración falsa, corrupción, coacción o de cualquier otra 
forma ilegal; o 


c. utilizado por una persona que no sea su titular legí- 
timo. 


Artículo 3 


Ambito de Aplicación 


El presente Acuerdo se aplicará a la cooperación, pre- 
vención e investigación de los ilícitos penales tipificados, 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 4, cuando los 
mismos sean de carácter transnacional, asícomo a la protec- 
ción de los derechos de los migrantes que hayan sido objeto 
de tales ilícitos. 


Artículo 4 
Penalización 


1. Las Partes del presente Acuerdo adoptarán las medi- 
das legislativas, reglamentarias y administrativas que sean 
necesarias para tipificar como ilícito penal las siguientes 
conductas, cuando se cometan intencionalmente y con el 
fin de obtener, directa o indirectamente algún beneficio 
financiero o material: 


a. eltráfico ilícito de migrantes; 


b. cuando se cometa con el fin de posibilitar el tráfico 
ilícito de migrantes: 


1) la creación de un documento de viaje o de identi- 
dad falso; 


2) la facilitación, suministro o la posesión de tal 
documento; 


3) la habilitación de un migrante para permanecer en 
el territorio de un Estado Parte sin haber cumplido 
los requisitos legales exigidos por dicho Estado 
Parte. 


c. latentativa de comisión de un ilícito penal tipificado 
con arreglo al párrafo 1 del presente artículo; 
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d. la participación como cómplice o encubridor en la 
comisión de un ilícito penal tipificado con arreglo al 
presente Acuerdo; 


e. la organización de otras personas para la comisión de 
un ilícito penal tipificado con arreglo al presente 
Acuerdo. 


2. Constituirán circunstancias agravantes de la res- 
ponsabilidad penal: 


a. cuando se emplee violencia, intimidación o engaño 
en las conductas tipificadas en el presente Acuerdo; 


b. cuando en la comisión del ilícito penal se hubiere 
abusado de una situación de necesidad de la víctima, 
se hubiere puesto en peligro su vida, su salud o su 
integridad personal; 


c. cuando la víctima sea menor de edad; 


d. cuando los autores de los hechos actúen prevalién- 
dose de su condición de autoridad o funcionario 
público. 


Artículo 5 
Responsabilidad penal de los migrantes 


En los términos del presente Acuerdo, los migrantes 
estarán exentos de responsabilidad penal cuando sean 
víctimas de las conductas tipificadas en el artículo 4, sin 
perjuicio de las sanciones administrativas correspondien- 
tes y de la potestad de enjuiciamiento penal de los Estados 
Partes. 


Artículo 6 
Medidas de prevención y cooperación 


1. Los Estados Partes del presente Acuerdo que tengan 
fronteras comunes o estén situados en las rutas de tráfico 
ilícito de migrantes, intercambiarán información pertinente 
sobre asuntos tales como: 


a. lugares de embarque y de destino, así como las rutas, 
los transportistas y los medios de transporte a los 
que, según se sepa o se sospeche, recurran los 
grupos delictivos organizados involucrados en las 
conductas enunciadas en el artículo 4; 


b. laidentidad y los métodos de las organizaciones olos 
grupos delictivos organizados involucrados o sos- 
pechosos de las conductas tipificadas de conformi- 
dad a lo enunciado en el artículo 4; 


c. la autenticidad y la debida forma de los documentos 
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de viaje expedidos por los Estados Partes del presen- 
te Acuerdo, así como todo robo y/o concomitante 
utilización ilegítima de documentos de viaje o de 
identidad en blanco; 


d. los medios y métodos utilizados para la ocultación y 
el transporte de personas, la adulteración, reproduc- 
ción o adquisición ilícita y cualquier otra utilización 
indebida de los documentos de viaje o de identidad 
empleados en las conductas tipificadas de conformi- 
dad a lo enunciado en el artículo 4, así como las 
formas de detectarlos; 


e. experiencias de carácter legislativo, asícomo prácti- 
cas y medidas conexas para prevenir y combatir las 
conductas tipificadas de conformidad a lo enunciado 
en el artículo 4; 


f. cuestiones científicas y tecnológicas de utilidad para 
el cumplimiento de la ley, a fin de reforzar la capaci- 
dad respectiva de prevenir, detectar e investigar a 
conductas tipificadas de conformidad a lo enunciado 
en el artículo 5 y de enjuiciar a las personas implica- 
das en ellas. 


2. Enun plazo de noventa (90) días desde la aprobación 
del presente Acuerdo, cada Estado Parte deberá designar, 
informado a los demás Estados Partes, el organismo que 
centralizará la información transmitida desde los otros Es- 
tados Partes y desde los organismos Nacionales con com- 
petencia en la materia. 


3. El Estado Parte del presente Acuerdo receptor de 
información a través del organismo de enlace nacional dará 
cumplimiento a toda solicitud del Estado Parte que la haya 
facilitado, en cuanto a las restricciones de su utilización. 


4. Cada Estado Parte considerará la necesidad de refor- 
zar la cooperación entre los organismos de control fronte- 
rizo, estableciendo y manteniendo conductos de comunica- 
ción directa. 


5. Los Estados Partes del presente Acuerdo que estén 
siendo utilizados como rutas de tráfico de migrantes, em- 
prenderán, a la brevedad posible, investigaciones sobre 
esta conducta delictiva, adoptando medidas para reprimir- 
la, promoviendo la inmediata comunicación al Estado Parte 
de destino de los migrantes víctimas del tráfico. 


6. Cuando un Estado Parte detecte que nacionales de 
otro Estado Parte del presente Acuerdo estén siendo objeto 
de tráfico en su territorio, en los términos del presente 
Acuerdo, deberá comunicarlo en forma inmediata a las 
autoridades consulares correspondientes, informando de 
las medidas migratorias que respecto de esas personas 
pretende adoptar. Del mismo modo, se comunicará esta 
información al organismo de enlace nacional respectivo. 
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7. Los Estados Partes del presente Acuerdo realizarán 
campañas de prevención, tanto en los lugares de entrada 
como de salida de sus respectivos territorios, entregando 
información respecto de los documentos de viaje, los requi- 
sitos para solicitar residencias, y toda otra información que 
resulte conveniente. 


Artículo 7 
Seguridad y control de los documentos 


1. Cada Estado Parte del presente Acuerdo adoptará las 
medidas necesarias para: 


a. garantizar la calidad de los documentos de viaje o de 
identidad que expida, a fin de evitar que puedan ser 
utilizados indebidamente, falsificados, adulterados, 
reproducidos o expedidos de forma ilícita; y 


b. garantizar la integridad y seguridad de los documen- 
tos de viaje o de identidad que expida e impedir la 
creación, expedición y utilización ilícita de dichos 
documentos. 


2. Cuando lo solicite un Estado Parte del Presente Acuer- 
do, se verificará a través del organismo de enlace nacional, 
dentro de un plazo razonable, la legitimidad y validez de los 
documentos de viaje o de identidad expedidos o presunta- 
mente expedidos y sospechosos de ser utilizados para los 
fines de las conductas enunciadas en el artículo 4. 


Artículo 8 
Capacitación y cooperación técnica 


1. Los Estados Partes del presente Acuerdo impartirán 
a los funcionarios de Migración y a otros funcionarios 
pertinentes, capacitación especializada en la prevención y 
erradicación de las conductas que serán tipificadas de 
conformidad a lo enunciado en el artículo 4 y en el trato 
humanitario de los migrantes objeto de esas conductas, 
respetando al mismo tiempo sus derechos reconocidos 
conforme al derecho nacional e internacional. 


2. La capacitación incluirá, entre otras cosas: 


a. el reconocimiento y la detección de los documentos 
de viaje de identidad falsificados o adulterados; 


b. información, respecto a la identificación de los gru- 
pos delictivos organizados involucrados o sospe- 
chosos de estar involucrados en las conductas enun- 
ciadas en el artículo 4; los métodos utilizados para 
transportar alos migrantes objeto de dicho tráfico; la 
utilización indebida de documentos de viaje o de 
identidad para tales fines; y los medios de ocultación 
utilizados en el tráfico ilícito de migrantes; 
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c. la mejora de los procedimientos para detectar a los 
migrantes objeto de tráfico ilícito en puntos de entra- 
da y salida convencionales y no convencionales; 


d. el trato humano de los migrantes afectados y la 
protección de sus derechos reconocidos conforme al 
derecho internacional. 


3. Los Estados Partes del presente Acuerdo que tengan 
conocimientos especializados pertinentes coordinarán, a 
través del organismo de enlace nacional, la prestación de 
asistencia técnica a los Estados Partes del presente Acuer- 
do que sean frecuentemente países de origen o de tránsito 
de personas que hayan sido objeto de las conductas 
tipificadas de conformidad a lo enunciado en el artículo 4. 


Artículo 9 
Cláusula de salvaguardia 


1. Lo dispuesto en el presente Acuerdo no afectará los 
derechos, obligaciones y responsabilidades de los Estados 
Partes del presente Acuerdo y las personas con arreglo al 
derecho internacional, incluidos el derecho internacional 
humanitario y la normativa internacional sobre derechos 
humanos y, en particular, cuando sean aplicables, la Con- 
vención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su 
Protocolo de 1967, así como el principio de “non- 
refoulement” consagrado en dichos instrumentos. 


2. Las medidas previstas en el presente Acuerdo se 
interpretarán y aplicarán de forma que no sea discriminatoria 
para los migrantes por el hecho de ser víctimas del tráfico 
ilícito. La interpretación y aplicación de esas medidas esta- 
rán en consonancia con los principios de no discriminación 
internacionalmente reconocidos. 


Artículo 10 


Relación con la Convención de las Naciones Unidas con- 
tra la Delincuencia Organizada Transnacional 


El presente Acuerdo complementa la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional y se interpretará juntamente con dicha Con- 
vención y su Protocolo Adicional en materia de “Tráfico 
Tlícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire”. 


Artículo 11 
Solución de Controversias 


Las controversias que surjan sobre la interpretación, la 
aplicación o el no cumplimiento de las disposiciones del 
presente Acuerdo se resolverán por el sistema de solución 
de controversias vigentes en el MERCOSUR. 
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Artículo 12 
Vigencia 


El presente Acuerdo entrará en vigencia treinta días (30) 
después al depósito del instrumento de ratificación por los 
cuatro Estados Partes del MERCOSUR. 


La República de Paraguay será depositaria del presente 
Acuerdo y de los respectivos instrumentos de ratificación, 
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debiendo notificar a las Partes la fecha de los depósitos de 
esos instrumentos y de la entrada en vigencia del Acuerdo, 


así como enviarles copia debidamente autenticada del mis- 
mo. 


Firmado en Belo Horizonte, República Federativa del 
Brasil, a los dieciséis días del mes de diciembre del año de 
dos mil cuatro, en dos ejemplares originales, en los idiomas 


español y portugués, siendo ambos textos igualmente au- 
ténticos. 
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ACORDO SOBRE TRÁFICO ILÍCITO DE MIGRANTES ENTRE OS ESTADOS 
PARTES DO MERCOSUL 


A República Argentina, a República Federaliva do Brasil, a Republica do 
Paraguai e a República Oriental do Uruguai, Estados Partes do MERCOSUL, a seguir 
cenominados Estado partes do presente Acordo. 


CONSIDERANDO que as agóes para prevenir e combater eficazmente o tráfico 
ilícito de migrantes reguerem a cooperacio, o intercámbio de infornmacáo e a aluagáo 


conjunta dos Estados da regido; 
REAFIRMANDO os ternos da Declaracáo de Assungio sobre * Tráfico de 
Pessoas e de Migrantes" 
CONVENCIDOS, da necessidade de adolar medidas para prevenir, deteciar e 
penalizar o tráfico de pessoas e migrantes; - 


REITERANDO a vontade de procurar um procedimento comum para aluar 
nessa Malérla atraves da parmicipacáo coordenada das Forpas de Seguranga plo. 


Polcials e demais organismos de controle; 


RECORDANDO os termos da Convengpáo das Magóes Unidas contra a 
Delingiéncia Organizada Transnacional e seus Protocolos Adicionais 


ACORDAM 


Artigo 1 
Fináalidade 


O propósito do presente Acoroo € prevenir e combater o tráfico ilicito de migrantes, 
bem como promover a cooperazáo e intercámbio de intormagáo entre seus Estados 


partes com esse rn 
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1. "Tráfico ilícito de migrantes”: a facililagáo da enlrada legal de uma pess0a rm 
Estado parte do presente Ácordo do qual náo seja naciona! ou residente com o fim de 
obter, direta 04 indiretamente, algum beneticio financeiro ou material; 


2. "Entrada ilegal”: o ingresso sem ter cumprido os requisitos necessános para entrar 
legalmente no Estado parte receptor; 


2. "Documento de identidade ou de wagem falso”: qualquer documeénto de viagerr 0u 
de identidade que seja 


a. elaborado ou expedido de forma fraudulenta ou alterado malerialmente por 
qualquer um que náo seja a pessoa ou entidade legalmente autorizada para 
produzir ou expedir o documento de viagem ou de identidade em nome de um - 
Estado Parte; 

b. expedido ou oblido indevidamente mediante declaragáo falsa, corruprdo, 
coapdo de qualquer outra lorma ilegal: ou 

c. ulilizado por uma pessoa que náo seja seu litular legitimo. 


] Artigo 3 
Ambito de Aplicacio 


O presente Ácordo se aplicará á cooperapáo, prevengáo e investigacáo dos ilicitos 
penals tipificados, de conformidade com o disposto no artigo d, quando os mesmos 
sejam de caráter iransnacional, bem como A protegáo dos direitos dos migrantes que . 
lenham sido objeto de teis icitos. 


Ártigo 4 
Penalizapáo 


l Os Estados partes do presente Acordo adotaráo ás medidas legislativas, 
regulamentares e administrativas que sejam necessárias para tipificar como ilicito 
penal as seguintes condutáas, quando se cometer intencionalmente e com o tim de 
oster, diretamente 04 indiretamente alguen beneficio financeiro ou material: 


a. O tráfico ilicito de migrantes; 
b. quando $e cometer com o im de possibililar o tráfico ilícito de migrantes: 
1) a criagáo de um documento de viagem ou de identidade falso; 
¿ja facihtacáo, fornecimento ou a possessio de lal documento: 
3) a habililacáo de um emigrante para permanecer no territóno de um Estaco 
Parte sem ter cumprido os requisitos legals exigidos por dito Estado Parte. 


ca lentáliva de perpetrapáo de um ilícito penal tipificado de acordo com 0 
parágrafo 1 do presente artigo; 


d. a participacáo como cómplice ou encobridor na perpetracio de um ilicito penal. - 
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e. á Organizacáo de oulras pessoas para 4 perpelracáo de um ilicto pam 
tipificado conforme a presente Decisáo. 


e 
e 


Constituiráo circunstáncias agravantes da resbonsabilidade penal: 


a, quando se empregar violáncia, intimidacdo ou engaño nas condutas lipilicadas 
na presente Decisáo; 


b. quando na comissáo do ilícito penal houvesse abusado de uma siluagao de 
necessidade da vítima, se houvesse colocado em perigo suá vida, sua saúde 0 
sua integridade pessoal; 


c. quando a vitima for menor de idade; 


d, quando os autores dos faltos aluem prewalecendo de sua condicáo de autoridade 
ou funcionario público 


Ártigo 5 
Responsabilidade penal dos migrantes 


Nos termos da presente Decisáo, os migrantes estaráo isentos de responsabilidade 
penal quando sejam vítimas das condutas tipiticadas no artigo 4, sem prejulzo das 


sangóes administrativas correspondentes e da potestade de julgamento penal dos 
Estados Panes. : 


Artigo 8 
Medidas de prevencáo e cooperagdo 


1. Os Estados partes do presente Acordo que tenham fronteiras comuns 0u estejam 


situados nas rolas de tráfico ilícito de migrantes, inte:cambiaráo informado pertinente 
sobre assuntos tais como: 


a. lugares de embarque e de destino, assim como as rolas, 08 transportistas e 05 
melos de transporte aos que, conforme se saiba 0u se suspeite, recorram os 
grupos delituosos organizados envolvidos nas condutas enunciadas no artigo 4 ; 


b. a identidade e os métodos da organizagáo ou cs grupos delituosos organizados 


envolvidos ou suspeitos das condutas tipificadas de conformidade ao enunciado no 
artigo 4; 


c. a éulenticidade e a devida forma dos documentos de viagem expedidos pelos 
Eslados partes do presente Acordo, assim come todo roubo elou concomitante 
ulilizaráo ¡legitima de documentos de viagera uu de identidade em branco; 


a as mesos e métodos utilizados para a ocultapáo e o transporte de pessoas, a 

adulleracáo, reprodugáo ou aquisicáo ilícita e qualquer outra utilizacáo indevida 

dos documentos de viagem ou de identidade empregados nas condutas tipificadas 
ai? ide conformidade ao enunciado no artigo 4, assim como as formas de detectar-los; 
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e. experiéncias de caráter legislativo, assim como práticas e medidas conexas para 
prevenir e combater as condutas tipificadas de conformidade ao enunciado no 
artigo 4; 


f. questóes cientificas e tecnológicas de utilidade para o cumprimento da lei, a fim 
de reforgar a capacidade respectiva de prevenir, detectar e investigar a: condutas 
tipificadas de conformidade ao enunciado no artigo 4 e de julgar as pessoas 
implicadas nelas. 


2. Em um prazo de noventa (90) dias desde a-assinatura do presente Ácordo, cada 
Estado parte deverá designar, informando aos demais Estados partes, o organismo 


que centralizará a informapáo transmitida desde os otros Estados partes do presente . 


Acordo e desde os organismos Nacionals com competáncia na matérla. 


3. O Estado parte receptor de informagáo através do organismo de enlace nacional 
dará cumprimento a toda solicitagáo do Estado parte que tenha facilitado, em quanto 
ás restrigóes de sua utilizapáo. 


4, Cada Estado parte considerará a necessidade de reforgar a cooperacáo entre os 


organismos de controle fronteirico, estabelecendo e mantendo was de comunicacáo 
direta. 


5. Os Estados partes do presénte Acordo que estejam sendo utilizados como rolas de 
tráfico de migrantes, empreenderáo, na brevedade possivel, investigagóes sobre esta 
conduta deliluosa, adotando medidas para reprmir-la, promovendo a imediata 
comunicacáo ao Estado Parte de destino dos migrantes vitimas do tráfico, 


6. Quando um Estado parte do presente Acordo detecte que nacionais de outro 
Estado parte estejam señdo objeto de tráfico em seu territóñio, nos termos do 
presente Ácordo, deverá comunicá-lo imediatamente as autoridades consulares 
correspondentes, informando das medidas migratórias com relagáo a essas pessoas 
pretende adotar. Do mesmo modo, se comunicará esta informagáo ao organismo de 
enlace nacional respectivo. 


7. Os Estados Partes realizaráo campanhas de prevencdo, tanto nos lugares de 
entrada como de saida de sus respectivos territórios, entregando informagáo com 
respeito aos documentos de viagem, os requisitos para solicitar residéncias, e toda 
Sutra informagáo que seja conveniente, 


Artigo 7 
Seguranga e controle dos documentos 


1. Cada Estado parte do presente Acordo adotará as medidas necessárias para: 
a. garantir a qualidade dos documentos de viagem ou de identidade que expida, a 
fim de evitar que possam ser utilizados indevidamente, falsificados, adullerados, 
reproduzidos ou expedidos de forma ilícita; e 


b. garantir a pame e e gin SES documentos de viagem ou de AMLO DER 
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assim como o principio de "non-refoulement" consagrado em tals instrumentos. 


2. Quando for solicitado por um Estado pañe do presente Ácordo, se verificará, 
alravés do organismo de enlace nacional, dentro de um prazo razodwel, a 
legitimidade e validez dos documentos de viagem ou de identidade expedidos Ou 
supostaménte expedidos e suspeitos dé serem utilizados para a finalidade das 
condutas enunciadas no artigo 4, 


Artigo E 
Capacitapáo e cooperaráo lácnica 


1, Os Estados partes-do presenté Acordo brindaráo aos funcionários de Migracáo 6 a 


outros funcionários pertinentes, capacitapgío especializada na prevencáo € 


erradicagáo das condutas que seráo tipificadas de conformidade ao enunciado na 


artigo 4 e no tralamento humanitário dos migrantes objeto dessas condutas, 


respeltando ao mesmo tempo seus direitos reconhecidos conforme o direito nacional 
e internacional. 


2, Á capacitagáo incluirá, entre outras colsas: 


a. o reconhecimento e a detecgáo dos documentos de viagem ou de identidade 
falsificados ou adulterados: 


b. informagáo, com respeito a identificacáo dos grupos delituosos organizados, 
envolvidos ou suspeitos de estar envolvidos nas condutas enunciadas no artigo 4; 
os métodos utilizados para transportar aos migrantes objeto desse, tráfico; a 
utilizagáo indevida de documentos de viagem ou de identidade para tais fins; e os 
meios de ocultagáo utilizados no tráfico ilícito de migrantes; 


c. a melhora dos procedimentos para delectar aos migrantes objeto de tráfico ilícito 
em pentos de entrada e salda convencionais e náo convencionais; 


d. o tratamento humano dos migrantes sfetados e a protegido de seus direitos 
reconhecidos conforme o direito internacional. 


3. Os Estados partes do presente Ácordo que tenham conhecimentos especializados 
pertinentes coordenaráo, através do organismo de enlace nacional, a prestacáo de 
assisténcia técnica aos Estados partes do presente Acordo que sejam 
frequentemente paises de origem ou de tránsito de pessoas que tenham sido objeto 
das condutas tipificadas de conformidade a0 enunciado no anftigo 4. 


Artigo 9 
Cláusula de salvaguarda 


1. O disposto no presente Acordo náo afetará aos direitos, as obrigacóes e as 
responsabilidades dos Estados partes do presente Acordo e as pessoas de acordo a0 
direito internacional, incluidos o direito internacional humanitário e a normativa 
imernacional sobre direitos humanos e, em particular, quando sejam aplicáveis, a 
Convencáo sobre o Estatuto dos Refugiados de 1951 e seu Protocolo de 196 
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2. As medidas previstas no presente Ácordo se interpretaráo e aplicaráo de forma 
que náo seja discriminatoria para os migrantes pelo falo de serem vitimas do trafico 
ilicito. A interpretacáo e aplicagdo dessas medidas estaráo em consonáncia com 0s 
principios de náo discriminagáo inlernacionalmente reconhecidas. 


Artigo 10 
Relagáo com a Convencáo das Nacóes Unidas contra a Delingúéncia Organizada 
Transnacional 


O presente Acordo complementa a Convengáo das Napóes Unidas contra a 
Delinqúéncia Organizada Transnacional e se interpretará juntamente com tal 
Convengáo e seu Protocolo Adicional em maléria de "Tráfico llicito de Migrantas por : 
Terra, Mare Ar”, 


Artigo 11 
Solugáo de Controvérsias 


— o A 


Ás controvérslas que suram sobre a interprelacáo, a aplicacpáo ou o náo 
cumprimento das disposigóes do presente Acordo se resolverdo pelo sistema de 
solugáo de controvérsias vigente no MERCOSUL 


Ártigo 12 
Vigáncia 


a presente Acordo entrará em vigáncia trinta (30) dias” após o depósito do 
instrumento de ratificacáo pelo quarto Estado Parte do MERCOSUL, 


A República do Paraguai será depositária do presente Ácordo e dos respéctivos 
instrumentos de ralificacáo devendo notificar as partes a dala dos depósitos desses 
| instrumentos e da entrada em vigéncia do Acordo, assim como enviar-lhes cópia 
| devidamente autenticada do mesmo. 
| 


| Feito em Belo Horizonte, República Federativa do Brasil, aos dezesseis dias do més 
| de dezembro do ano dois mil e quatro, em dois exemplares originais nos idiomas 
| portugués e espanhol, sendo ambos os textos igualmente auténticos. 


“PELA REPÚBLICA ORIENTAL 
URUGUAI 


6 Ñ 
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Ministerio de Relaciones Extenores 


SG / 2006 
JLC / ib 


DIRECCION GENERAL DE SECRETARIA 
Montevideo, 28 DIC. 2006 


Se remite al Ministerio de Economía y Finanzas a efectos de recabar 
la firma del señor Ministro Cr. Danilo Astori. 


>. A E 


Embajador 
bretario Lerner 
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Comisión de 
Asuntos Internacionales 


El tráfico de migrantes sería un delito contra el Estado, 
implicando actividades como de creación de un documento 
de viaje o de identidad falsos; la facilitación, el suminsitro 
o la posesión de tal documento; o la habilitación de una 
persona que no sea nacional o residente permanente en el 
Estado interesado sin haber cumplido los requisitos para 
permanecer legalmente en ese Estado, en cambio, la trata de 
personas es, sustancialmente, un delito contra el individuo, 
aun cuando puedan concurrir delitos de otra naturaleza. 


El migrante que entró ilegalmente a otro país tras haber 
dado su consentimiento puede no ser tratado como delin- 
cuente, por lo menos en principio, pero es potencialmente 
sujeto de deportación; a una persona que fue objeto de la 
trata, en cambio, se la considera en todos los casos víctima 
del delito, no existe su consentimiento o, en su caso, el 
mismo estaría viciado por encontrarse sujeta ala amenaza, 
al uso de la fuerza u otras formas de coacción. Aquí los 
gobiernos, en lugar de procurar su inmediata expulsión, 
deberían adoptar medidas que permitan a las víctimas per- 
manecer en su territorio temporal o permanentemente, como 
forma de protegerlos. 


Los acuerdos en análisis, independientemente de la 
referencia hecha a la explotación sexual o a los trabajos 
forzados, tienen como finalidad específica la prevención y 
el combate al trámite ilícito de migrantes y en tal marco 
deben considerarse sus disposiciones. 


En el Preámbulo del reseñado Protocolo contra el Tráfico 
Tícito de Migrantes se señala acertadamente que no basta 
con las medidas de control sino que el tema requiere un 
enfoque amplio que conlleve la cooperación, el intercambio 
de información y la adopción de otras medidas apropiadas 
en un plano nacional, regional e internacional, incluidas las 
de índole socioeconómica. El texto citado pone énfasis, 
además, en la necesidad de dar un trato digno a los migrantes 
y de proteger plenamente sus derechos humanos. 


Los primeros artículos de los Acuerdos cuya aprobación 
recomienda el Poder Ejecutivo refieren, justamente, a pro- 
mover la cooperación e intercambio de información entre 
los Estados firmantes con el fin de combatir el tráfico ilícito 
de migrantes y, luego de proporcionar una definición de 
algunos términos esenciales a la hora de realizar una inter- 
pretación, se establece expresamente que además de aplicar 
el Acuerdo a la cooperación, prevención e investigación de 
los ilícitos penales tipificados, el mismo procurará también 
la protección de los derechos de los migrantes que hayan 
sido objeto de tales ilícitos. 


La tipificación de tales ilícitos como delitos para cada 
país se inserta en una norma programática a través de la cual 
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los Estados Partes asumen el compromiso de adoptar las 
medidas legislativas, reglamentarias y administrativas que 
sean necesarias para que las conductas allí descriptas 
puedan obtener tal calificación. 


Como medidas concretas de prevención y cooperación 
entre los Estados que tengan fronteras comunes o su terri- 
torio sea utilizado como vía del tráfico ilícito que se procura 
combatir, se establecen las siguientes: 


a. intercambio de información en temas tales como: 


- lugares de embarque y destino, rutas, transpor- 
tistas y medios a los que puedan recurrir los 
grupos delictivos; 


- identidad y métodos utilizados por las organiza- 
ciones grupos involucrados o sospechosos de 
traficar migrantes; 


- autenticidad y debida forma de los documentos 
de viaje expedidos por los Estados Partes; 


- experiencias legislativas, prácticas y medidas de 
prevención y combate de las conductas mencio- 
nadas; 


b. reforzamiento de la cooperación entre los organis- 
mos de control fronterizo, estableciendo y mante- 
niendo conductos de comunicación directa; 


c. comunicación inmediata al Estado Parte que corres- 
ponda cuando se detecte que nacionales del mismo 
están siendo objeto de tráfico en otro territorio; 


d. realización de campañas de prevención en las entra- 
das y salidas de sus respectivos territorios, funda- 
mentalmente informando sobre los documentos de 
viaje y requisitos para solicitar residencias. 


Los Acuerdos contienen también disposiciones referi- 
das a la seguridad y control de los documentos de viaje o 
de identidad, estableciendo que cada Estado Parte deberá 
tomar las medidas necesarias para garantizar la calidad de 
dichos documentos, de manera que dificulten su uso inde- 
bido así como su falsificación. También se prevé la genera- 
ción de mecanismos ágiles entre los Estados, a través del 
organismo de enlace nacional, para verificar la legitimidad 
y validez de los documentos de viaje o de identidad sospe- 
chosos de ser utilizados para el tráfico ilícito de migrantes. 


Por último, en materia de actividades a promover, se 
entiende como un aspecto fundamental el relativo a la 
capacitación de los funcionarios vinculados al control mi- 
gratorio, tanto en lo que refiere a la prevención de las 
conductas previstas como ilícitas, como en el trato humano 
a dar alos migrantes víctimas de las mismas. 
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Se prevé también la asistencia técnica a brindar por los 
Estados Partes que pudieren tener conocimientos especia- 
lizados en la materia, la que se coordinará a través del 
organismo de enlace nacional. 


Finalmente se establecen cláusulas de salvaguardia en 
las que se consagra que nada de lo dispuesto afectará 
derechos, obligaciones y responsabilidades de los Estados 
Partes y de las personas con arreglo al derecho internacio- 
nal y se establece que la interpretación y aplicación de los 
acuerdos se realizará en forma no discriminatoria para los 
migrantes. Asimismo se explicita la relación de los Acuer- 
dos con la Convención de Naciones Unidas contra la Delin- 
cuencia Organizada Transnacional y el Protocolo Adicional 
sobre Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire 
estableciéndose, en un artículo final, los mecanismos de 
solución de controversias. 


Según puede inferirse de la síntesis realizada, las dispo- 
siciones en análisis implican la adopción de múltiples me- 
didas en un sentido recomendado por las Naciones Unidas 
en diferentes disposiciones; en función de ello esta Comi- 
sión manifiesta su opinión favorable en cuanto a la aproba- 
ción de los proyectos de ley puestos a su consideración. 


Sala de la Comisión, 24 de mayo de 2007. 


Rafael Michelini, Miembro Informan- 
te; Sergio Abreu, Carlos Baráibar, José 
Bentancor, Alberto Couriel, Luis Al- 
berto Heber, José Korzeniak, Jorge 
Larrañaga. Senadores. 
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ACTA N* 58 


En Montevideo, el día veinticuatro de mayo del año dos mil 
siete, ala hora diecisiete y diez minutos se reúne la Comisión 
de Asuntos Internacionales de la Cámara de Senadores. __ 
Asisten sus miembros los señores Senadores Carlos 
Baráibar, José Bentancor, Alberto Couriel, Luis Alberto 
Heber, José Korzeniak, Jorge Larrañaga y Rafael Michelini. 
Falta por estar en uso de licencia el señor Senador Julio 
María Sanguinetti. 
Preside el señor Senador Sergio Abreu, Presidente de la 
COMISIÓN Udo a a 
Actúan en Secretaría el señor Secretario de Comisión Julio 
Durán y el funcionario señor Fabio Rodríguez._________ 
De lo actuado se tomó versión taquigráfica cuya copia 
dactilográfica luce en el Distribuido N* 1685/2007 y forma 
parte ntegrante de la presente Acta. ________________ 
Abierto el acto, se pasa a considerar el; 
ORDEN DEL DIA: 
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ASUNTOS ENTRADOS: 
1.- El Ministerio de Relaciones Exteriores remite informe so- 
bre el “Estado de situación de los casos Uruguay ante la Comi- 
sión Interamericana de Derechos Humanos (18 de mayo 2007).” 
2.- Nota de la Embajada de la República de Turquía a la cual 
se adjunta un artículo de la prensa argentina publicada en 
el diario La Nación el día 25 de abril de 2007 sobre la posición 
turca en los eventos de 1915. 
3.- CARPETA N* 820/2007. DOCTOR JORGE LUIS JURE 
ARNOLETTI. Solicitud de acuerdo, para acreditarlo en ca- 
lidad de Embajador Extraordinario y Plenipotenciario de la 
República ante el Gobierno de la República Libanesa. Men- 
saje del Poder Ejecutvo. Distribuido N* 1679/2007.______ 
El señor Presidente da cuenta que por Secretaría se coordi- 
nará la concurrencia del señor Embajador a través de la 
Oficina de Relaciones Institucionales del Ministerio de 
Relaciones Exteriores. 
ASUNTOS CONSIDERADOS: 
1.- CARPETA N* 793/2007. ACUERDO CONTRA EL TRA- 
FICO ILICITO DE MIGRANTES ENTRE LOS ESTADOS 
PARTEDELMERCOSUR,LA REPUBLICA DEBOLIVIA Y LA 
REPUBLICA DE CHILE, SUSCRITOENLA CIUDAD DEBELO 
HORIZONTE, REPUBLICA FEDERATIVA DEL BRASIL, EL 16 
DEDICIEMBRE DE 2004. Mensaje y proyecto de ley del Poder 
Ejecutivo. Texto del Acuerdo. Distribuido N* 1596/2007. _ 
2.- CARPETA N* 794/2007. ACUERDO CONTRA EL TRA- 
FICO ILICITO DE MIGRANTES ENTRE LOS ESTADOS 
PARTES DEL MERCOSUR, SUSCRITO EN LA CIUDADDE 
BELO HORIZONTE, REPUBLICA FEDERATIVA DEL BRA- 
SIL, EL 16 DE DICIEMBRE DE 2004. Mensaje y proyecto de 
ley del Poder Ejecutivo. Texto del Acuerdo. Distribuido 
NASA ROA 
Informa sobre los referidos Convenios el señor Senador 
Rafael Michelini. 
3.- CARPETA N*732/2007. CONVENIO PARA LA PROTEC- 
CIÓN, CONSERVACION, RECUPERACION Y DEVOLUCION 
DE BIENES CULTURALES, ARQUEOLOGICOS, ARTISTI- 
COS E HISTORICOS ROBADOS, EXPORTADOS OTRANS- 
FERIDOS ILICITAMENTE, CONLA REPUBLICA DELPERU 
SUSCRITO EN MONTEVIDEO, EL 4 DE DICIEMBRE DE 
2002. Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo apro- 
bado por la Cámara de Representantes. Texto del Convenio. 
Informa sobre el referido Convenio el señor Senador José 
Bentancor. a ad as 
4.- CARPETA N* 792/2007. CONVENIO DE SEGURIDAD 
SOCIAL ENTRE LA REPUBLICA ORIENTAL DEL URU- 
GUAY Y ELREINO DE LOS PAISES BAJOS Y EL ACUERDO 
ADMINISTRATIVO PARA LA IMPLEMENTACION DEL 
CONVENIO DESEGURIDAD SOCIALENTRELA REPUBLTI- 
CA ORIENTAL DEL URUGUA Y Y EL REINO DELOS PAI- 
SES BAJOS, SUSCRITO EN LA CIUDAD DEMONTEVI- 
DEO, EL 11 DEOCTUBRE DE 2005. Mensaje y proyecto de 
ley del Poder Ejecutivo. Distribuido N* 1595/2007.______ 
Informa sobre el referido Convenio el señor Senador Sergio 
¿ADE US ARA A A A A A 
5.- El señor Senador Abreu reitera la solicitud realizada 
oportunamente por los señores Senadores del Partido Na- 
cional en relación a la remisión por parte del Poder Ejecutivo 
del Marco del Acuerdo de Comercio e Inversiones con 
Estados Unidos (TIFA). 
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En el mismo sentido el señor Senador Larrañaga hace refe- 
rencia a una reunión que oportunamente mantuviera en su 
calidad de Presidente del Directorio del Partido Nacional 
con el Presidente de la República doctor Tabaré Vázquez, en 
donde se consideró la remisión de dicho Tratado. _______ 
El señor Senador Heber manifiesta estar pendiente una 
reunión conjunta de las Comisiones de Asuntos Internacio- 
nales y de Hacienda con la concurrencia de los Ministros de 
Relaciones Exteriores, Hacienda y Ganadería, Agricultura y 
Pesca con motivo de la reciente visita al Uruguay del 
Presidente de los Estados Unidos de América, George W. 
BUSCO 2H A A 
El señor Senador Korzeniak expresa en relación al Tratado 
(TIFA) que el mismo debe ser remitido al Parlamento luego 
de culminadas las negociaciones por parte de los represen- 
tantes del Poder Ejecutivo, no habiendo plazo para su 
EOVLO ra A e A Y A e YURI 
En el mismo sentido intervienen los señores Senadores 
Baráibar y Couriel en cuanto a que la diferencia radica en la 
oportunidad del envío. 
El señor Senador Abreu plantea los motivos por los cuales 
el mismo debió ser remitido al Parlamento y entiende opor- 
tuno incluir en la agenda con el Poder Ejecutivo los temas 
del MERCOSUR haciendo referencia a la reunión que en ese 
ámbito se realizara recientemente en Asunción del Para- 


UA == A O a a E a 


1.- CARPETA N*793/2007. ACUERDO CONTRA EL TRAFI- 
CO ILICITO DE MIGRANTES ENTRE LOS ESTADOS PAR- 
TES DEL MERCOSUR, LA REPUBLICA DE BOLIVIA Y LA 
REPUBLICA DE CHILE, SUSCRITO EN LA CIUDAD DE 
BELO HORIZONTE, REPUBLICA FEDERATIVA DEL BRA- 
SIL, EL 16 DEDICIEMBRE DE 2004. Mensaje y proyecto de 
ley del Poder Ejecutivo. Texto del Acuerdo. Distribuido 
N* 1596/2007. 


Se designa Miembro Informante -escrito- al señor Senador 
Rafael Michelin. rr 
2.- CARPETA N* 794/2007. ACUERDO CONTRA EL TRA- 
FICO ILICITO DE MIGRANTES ENTRE LOS ESTADOS 
PARTES DEL MERCOSUR, SUSCRITOENLA CIUDAD DE 
BELO HORIZONTE, REPUBLICA FEDERATIVA DEL BRA- 
SIL, EL 16 DEDICIEMBRE DE 2004. Mensaje y proyecto de 
ley del Poder Ejecutivo. Texto del Acuerdo. Distribuido 
N* 1594/2007. 


Se designa Miembro Informante -escrito- al señor Senador 
Rafael Michelini. rr 
El señor Senador Michelini solicita que se consideren en el 
Orden del Día del Senado primero la Carpeta N* 794/2007 y 
luego la Carpeta N* 793/2007. 
3.- CARPETA N*732/2007. CONVENIO PARA LA PROTEC- 
CION, CONSERVACION, RECUPERACION Y DEVOLUCION 
DE BIENES CULTURALES, ARQUEOLOGICOS, ARTISTI- 
COS EHISTORICOS ROBADOS, EXPORTADOS OTRANS- 
FERIDOS ILICITAMENTE, CONLA REPUBLICA DEL PERU 
SUSCRITO EN MONTEVIDEO, EL 4DENOVIEMBRE DE 
2002. Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo apro- 
bado por la Cámara de Representantes. Texto del Convenio. 
Se vota: 8 en 8. AFIRMATIVA. Unanimidad. 
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Se designa Miembro Informante -escrito- al señor Senador 
José Bentancor. Sr 
4.- CARPETA N* 792/2007. CONVENIO DE SEGURIDAD 
SOCIAL ENTRE LA REPUBLICA ORIENTAL DEL URU- 
GUAY Y ELREINO DELOS PAISES BAJOS Y EL ACUERDO 
ADMINISTRATIVO PARA LA IMPLEMENTACION DEL 
CONVENIO DESEGURIDAD SOCIALENTRELA REPUBLI- 
CA ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL REINO DE LOS 
PAISES BAJOS, SUSCRITO EN LA CIUDAD DEMONTE- 
VIDEO, EL 11 DEOCTUBRE DE 2005. Mensaje y proyecto 
de ley del Poder Ejecutivo. Distribuido N* 1595/2007. 
Se vota: 8en8. AFIRMATIVA. Unanimidad._________ 
Se designa Miembro Informante -escrito- al señor Senador 
Sergio Abre 
A la hora dieciocho, se levanta la sesión. 
Para constancia se labra la presente Acta que, una vez 
aprobada firman el señor Presidente y el señor Secretario. 


Sergio Abreu 
Presidente 


Julio Durán 
Secretario.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: tanto el tercer 
punto del Orden del Día como el cuarto refieren a la misma 
temática. Se trata de acuerdos consagrados por la Repúbli- 
ca, el primero con todos los miembros del MERCOSUR, y el 
segundo de todo el MERCOSUR con Bolivia y Chile. Los 
dos fueron suscritos el mismo día, el 16 de diciembre de 
2004, en Belo Horizonte. 


El tema de la migración ilegal nos preocupa y nos com- 
pete. En el informe que estamos presentando por escrito 
decimos que el solo intercambio de información de los 
temas correspondientes, el reforzamiento de la cooperación 
de los organismos de control fronterizo, la comunicación 
inmediata de cada Estado Parte o la realización de campañas 
de prevención en las entradas y salidas de sus respectivos 
territorios, ya sería un avance de nuestros países. Pero el 
proyecto de Tratado que tenemos en consideración, tanto 
en la versión sólo del MERCOSUR como en la del 
MERCOSUR con Chile y Bolivia, trae un concepto distinto 
y nuevo con respecto a los migrantes, en la medida en que 
los migrantes ilegales no son cualquier tipo de migrantes. 
Incluso, hay una serie de consideraciones para tratarlos de 
esa manera. 
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No hay que olvidar que cuando hay una persona migrante 
ilegal del tipo que se conoce, se la manda rápidamente al 
país de origen. En este caso, cuando son migrantes por 
tráfico, tiene lugar un Protocolo muy distinto. Por ejemplo, 
si hay trata de mujeres y se las envía al país de residencia, 
quizás estamos cometiendo un daño adicional, o en el caso 
de niños, si no se establece contacto con la familia. Hay, 
entonces, una serie de aspectos que ayudan a ver este 
tratamiento de la migración y del tráfico de la migración de 
manera diferente al de la inmigración y de la inmigración 
ilegal. Por eso, señor Presidente, lo que se considera dife- 
rente en este tratamiento, es que los países que producen 
este tráfico de migrantes, no mandarían a las víctimas a su 
país de origen sin una serie de garantías que se especifican 
directamente en el Protocolo. 


Por consiguiente, como es un avance, estamos promo- 
viendo la votación de este artículo único en el primero de los 
Tratados, relativo al tráfico de migrantes para todos los 
Estado parte del MERCOSUR. Asimismo, me ahorro idénti- 
co informe para el cuarto punto del Orden del Día, que 
refiere al tráfico de migrantes para el MERCOSUR, más Chile 
y Bolivia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa hace notar al Cuerpo 
que estamos con el quórum justo. Si somos más breves en 
los informes, podremos adelantar la consideración de este 
temario, que está desde hace algunas semanas en el Orden 
del Día. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general 
el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

- 16en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Selee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo Unico.- Apruébase el Acuerdo contra el Trá- 
fico Ilícito de Migrantes entre los Estados Partes del 
Mercosur, suscrito en la ciudad de Belo Horizonte, Repúbli- 
ca Federativa del Brasil, el día 16 de diciembre del año 2004.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
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- 16en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Ha quedado aprobado el proyecto de ley, que se comu- 
nicará a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


18) ACUERDO CONTRA EL TRAFICO ILICITO DE 
MIGRANTES ENTRE LOS ESTADOS PARTES DEL 
MERCOSUR, LA REPUBLICA DE BOLIVIA Y LA 
REPUBLICA DE CHILE, SUSCRITO EN LA CIU- 
DAD DE BELO HORIZONTE, REPUBLICA 
FEDERATIVA DEL BRASIL, EL 16 DE DICIEMBRE 
DE 2004 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
que figura en cuarto término del Orden del Día: “Proyecto 
de ley por el cual se aprueba el Acuerdo contra el Tráfico 
Ilícito de Migrantes entre los Estados Partes del MERCOSUR, 
la República de Bolivia y la República de Chile, suscrito en 
Belo Horizonte, República Federativa del Brasil, el 16 de 
diciembre de 2004. (Carp. N*793/07 - Rep. N* 475/07)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N*793/07 
Rep. N* 475/07 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio del Interior 
Asuntos N* 88a/2007 


Montevideo, 28 de marzo de 2007. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse ala Asam- 
blea General, de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 85 numeral 7 y 168 numeral 20 de la Constitución 
de la República, a fin de someter a su consideración el 
proyecto de ley adjunto, mediante el cual se aprueba el 
Acuerdo contra el Tráfico Ilícito de Migrantes entre los 
Estados Partes del MERCOSUR, la República de Bolivia y la 
República de Chile, suscrito en la ciudad de Belo Horizonte, 
República Federativa del Brasil, el día 16 de diciembre del 
año 2004. 


TI. INTRODUCCION 


Es importante destacar la trascendencia actual de las 
migraciones, en tanto constituyen una realidad que com- 
prende millones de personas en muchos Estados de la 
comunidad internacional y, por tanto, de la región. Este 
fenómeno involucra en una importante cantidad de casos, 
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situaciones de tránsito clandestino y otros problemas, en- 
tre los que se encuentra el empleo frecuente de trabajadores 
no documentados o en situación irregular por parte de 
empresas que pretenden obtener beneficios mediante el 
ofrecimiento a los migrantes en condiciones de trabajo 
menos favorables que las de otros trabajadores. 


El tráfico de seres humanos constituye en la actualidad 
el negocio de mas rápido crecimiento para el crimen organi- 
zado, estimándose, que cada año, más de setecientas mil 
personas son víctimas de tráfico con el propósito de explo- 
tarlas sexualmente y de realizar trabajos forzados, por lo que 
puede considerarse una modalidad moderna de la esclavi- 
tud. Por ese motivo, se hace necesario fortalecer la respues- 
ta de la justicia penal y órganos competentes en esas áreas 
a efectos de combatir este fenómeno delictivo no solo a 
través de medidas legislativas y educativas, sino también a 
través de la cooperación nacional, regional e internacional. 


Como antecedente de este Acuerdo debe tenerse pre- 
sente que, en junio, los Ministros del Interior del 
MERCOSUR, Bolivia y Chile, profundamente preocupados 
por las situaciones que deben enfrentar las víctimas de 
organizaciones delictivas que lucran con el tráfico de per- 
sonas declararon su condena a dicha conducta, su voluntad 
de garantizar el pleno respeto de los derechos humanos de 
los migrantes y sus familias y su propósito de establecer 
mecanismos de cooperación regional en materia de asisten- 
clatécnica y capacitación para la investigación y detección 
de las organizaciones que se dedican al tráfico de personas, 
así como su disposición a adoptar medidas efectivas para 
impedir que sus países se utilicen como rutas de tráfico de 
personas hacia otros Estados. 


Reafirmando la “Declaración de Asunción sobre Tráfico 
de Personas y de Migrantes”, la suscripción del instrumen- 
to sujeto a aprobación parlamentaria en el marco del 
MERCOSUR, viene a complementar la Convención de Na- 
ciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional y su Protocolo Adicional en materia de Trá- 
fico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire, de los que 
la República es Parte. 


Dado que las acciones para prevenir y combatir eficaz- 
mente el tráfico ilícito de migrantes requiere la cooperación, 
intercambio de información y la actuación conjunta de los 
Estados de la región, a la vez que se hace necesario contar 
con un procedimiento común para actuar en esta materia a 
través de la participación coordinada de las fuerzas de 
seguridad y/o policiales y otros organismos de control, los 
Estados partes del MERCOSUR y los Estados Asociados, 
han suscrito el presente Acuerdo, como forma de adoptar 
medidas para prevenir, detectar y penalizar el tráfico de 
personas y migrantes. 


II. FINALIDAD. 


Los fines principales perseguidos por el Acuerdo que 
hoy se somete a consideración de ese Cuerpo son la preven- 
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ción y el combate del tráfico ilícito de migrantes. A dichos 
efectos, se propone la promoción de la cooperación einter- 
cambio de información entre los Estados Partes del Acuer- 
do (artículo 1). 


III. DEFINICIONES. 


Para facilitar su aplicación y al mismo tiempo evitar 
interpretaciones divergentes, el artículo 2 del Acuerdo 
incluye la definición de algunos términos esenciales: 


a) tráfico ilícito de migrantes: esta figura está determi- 
nada por una conducta: la facilitación de la entrada en forma 
ilegal de una persona en un Estado Parte del presente 
Acuerdo del cual no sea nacional o residente; y una finali- 
dad: la obtención, directa o indirecta, de un beneficio finan- 
ciero o material; 


b) entradailegal: la entrada se considerará ilegal cuan- 
do el ingreso tenga lugar sin cumplirse los requisitos nece- 
sarios para entrar legalmente en el Estado Parte receptor; 


c) documento de identidad o de viaje falso: para que un 
documento de viaje o de identidad sea considerado falso, 
éste deberá estar afectado por alguna de las siguientes 
características: haber sido elaborado, expedido en forma 
fraudulenta o alterado materialmente por quien no esté 
legalmente autorizado para otorgar el correspondiente do- 
cumento en nombre de un Estado Parte del Acuerdo; haber 
sido expedido u obtenido mediando una declaración falsa, 
corrupción u otra forma ilegal o haber sido utilizado por 
quién no sea su titular legítimo. 


IV. AMBITO DE APLICACION 


Según el artículo 3, este Acuerdo se aplica a la coopera- 
ción, prevención e investigación de los ilícitos penales 
tipificados de conformidad con el Artículo 4, cuando tengan 
carácter transnacional, así como a la protección de los 
deberes de los migrantes que hayan sido objeto de tales 
ilícitos. Si bien este instrumento no define en qué consiste 
la “transnacionalidad” del delito, teniendo en cuenta el 
vínculo ya señalado con la Convención de Naciones Unidas 
contra la Delincuencia Organizada Transnacional, parece 
adecuado acudir al concepto que brinda la misma en el 
párrafo 2 del artículo 3, esto es, si se comete en más de un 
Estado, si se comete dentro de un solo Estado pero una 
parte sustancial de su preparación, planificación, dirección 
o control se realiza en otro, si se comete dentro de un solo 
Estad pero entraña la participación de un grupo delictivo 
organizado que realiza actividades delictivas en más de un 
Estado; o si se comete en un solo Estado pero tiene efectos 
sustanciales en otro. 


V. PENALIZACION. 


El párrafo 1 del artículo 4 constituye una norma 
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programática, por cuanto los Estados Partes del presente 
Acuerdo asumen el compromiso de adoptar las medidas 
legislativas, reglamentarias y administrativas que sean 
necesarias para tipificar como ilícito penal las siguientes 
conductas, cuando medie intencionalidad y cuando su 
finalidad sea obtener, directa o indirectamente algún bene- 
ficio financiero o material, el tráfico ilícito de migrantes; la 
creación de un documento de viaje o de identidad falso, la 
facilitación, suministro o la posesión de tal documento; la 
habilitación de un migrante para permanecer en el territorio 
de un Estado Parte del Acuerdo sin haber cumplido los 
requisitos legales exigidos por el mismo, todo ello cuando 
se realice con el fin de posibilitar el tráfico ilícito de migrantes; 
la tentativa de comisión de alguno de los ilícitos tipificados 
en el presente párrafo; la participación como cómplice o 
encubridor; o bien la organización de otras personas para 
la comisión de alguno de los ilícitos penales tipificados de 
conformidad con el presente Acuerdo. 


Se consideran circunstancias agravantes el uso de vio- 
lencia, la intimidación o el engaño, el abuso de una situa- 
ción de necesidad de la víctima, la circunstancia de poner 
en peligro su vida, su salud o su integridad personal, la 
condición de menor de edad de la víctima o el hecho de que 
los autores de las conductas actúen prevaleciéndose de su 
condición de autoridad o funcionario público (párrafo 2). 


VI. RESPONSABILIDAD PENAL DE LOS MIGRANTES. 


Según prevé el artículo 5, los migrantes estarán exentos 
de responsabilidad penal cuando sean víctimas de las con- 
ductas tipificadas en el artículo 4, sin perjuicio de las sancio- 
nes administrativas correspondientes y de la potestad de 
enjuiciamiento penal de los Estados Partes del Acuerdo. 


VII. MEDIDAS DE PREVENCION Y COOPERACION. 


Los Estados Partes del presente Acuerdo que tenga 
fronteras comunes o estén situados en las rutas del tráfico 
ilícito de migrantes, intercambiarán información sobre asun- 
tos tales como: lugares de embarque y de destino, rutas, 
transportistas y medios de transporte a los que puedan 
recurrir los grupos delictivos; identidad y métodos de las 
organizaciones o los grupos delictivos organizados 
involucrados o sospechosos de las conductas tipificadas 
según lo enunciado en el artículo 4. 


La información a intercambiar también versará sobre la 
autenticidad y la debida forma de los documentos de viaje 
expedidos por los Estados Partes, medios utilizados para 
ocultar y transportar personas, así como experiencias legis- 
lativas, prácticas y medidas de prevención y combate de las 
conductas mencionadas (artículo 6, párrafo 1). 


De acuerdo con lo previsto en el párrafo 2 del artículo 6, 
cada Estado Parte deberá designar en un plazo de noventa 
días contados a partir de la aprobación de este Acuerdo, el 
organismo que centralizará la información transmitida des- 


CAMARA DE SENADORES 


12 de junio de 2007 


de los otros Esados Partes y desde los organismos nacio- 
nales con competencia en la materia. 


A su vez, cada Estado considerará la necesidad de 
reforzar la cooperación entre los organismos de control 
fronterizo, estableciendo y manteniendo conductos de co- 
municación directa. Los Estados Partes del Acuerdo que 
estén siendo utilizados como rutas de tráfico de migrantes, 
se obligan a emprender investigaciones sobre esta conduc- 
ta delictiva a la brevedad posible, adoptando medidas para 
reprimirla, promoviendo la comunicación de inmediato al 
Estado Parte de destino de esos migrantes (artículo 6, 
párrafos 3 y 4). 


En caso de que un Estado Parte del Acuerdo detecte que 
nacionales de otro son víctimas de tráfico en su territorio, 
deberá comunicarlo inmediatamente a las autoridades con- 
sulares correspondientes, informando las medidas 
migratorias que respecto de esas personas pretende adop- 
tar. Asimismo, esta información será comunicada al orga- 
nismo de enlace nacional respectivo (artículo 6, párrafo 6). 


Conforme lo previsto en el párrafo 7 del artículo 6, los 
Estados Partes del presente Acuerdo se comprometen a 
realizar campañas de prevención en los lugares de entrada 
y salida de sus respectivos territorios, entregando informa- 
ción relativa a documentos de viaje, requisitos para solici- 
tar residencias y toda otra información que resulte conve- 
niente. 


VIH. SEGURIDAD Y CONTROLDELOS DOCUMENTOS. 


El Acuerdo dedica este artículo a la seguridad y al 
control de los documentos de viaje o de identidad, previen- 
do la necesidad de que cada Estado Parte adopte las medi- 
das necesarias para garantizar la calidad de dichos docu- 
mentos, de manera que no puedan utilizarse indebidamente, 
falsificarse, adulterarse, reproducirse o expedirse de forma 
ilícita. Asimismo, deberá adoptar medidas para garantizar la 
integridad y la seguridad de los documentos de viaje o de 
identidad que expidan e impedir su creación, expedición y 
utilización ilícita. 


Por otra parte, cuando lo solicite un Estado Parte del 
Acuerdo, “se verificará a través del organismo de enlace 
nacional, dentro de un plazo razonable, la legitimidad y 
validez de los documentos de viaje o de identidad expedi- 
dos o presuntamente expedidos y sospechosos de ser 
utilizados para los fines de las conductas enunciadas en el 
artículo 4”. 


IX. CAPACITACION Y COOPERACION TECNICA. 


Uno de los aspectos fundamentales para prevenir y 
combatir el tráfico ilícito de migrantes es la capacitación de 
los funcionarios vinculados al control migratorio. En virtud 
de ello, de acuerdo con el artículo 8, los Estados Partes del 
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Acuerdo asumen el compromiso de impartir o bien reforzar 
la capacitación especializada en la prevención de las con- 
ductas previstas en el artículo 4 y en el trato humano de los 
migrantes que sean víctimas de las mismas, de conformidad 
con las normas de derecho nacional e internacional. 


La capacitación incluirá, entre otros aspectos, el reco- 
nocimiento y la detección de los documentos de viaje o de 
identidad falsificados o adulterados; información relativa a 
la identificación de los grupos delictivos organizados 
involucrados o sospechosos de estar involucrados en las 
conductas enunciadas en el artículo 4; los métodos utiliza- 
dos para transportar a los migrantes objeto de dicho tráfico; 
la utilización indebida de documentos de viaje o de identi- 
dad y los medios de ocultación utilizados para estos fines. 


Los Estados Partes de este Acuerdo que tengan cono- 
cimientos especializados en la materia coordinarán, através 
del organismo de enlace nacional, la prestación de asisten- 
cia técnica a los Estados Partes que sean frecuentemente 
países de origen o de tránsito de personas que hayan sido 
objeto de las conductas tipificadas de conformidad a lo 
enunciado en el artículo 4. 


X. CLAUSULA DESALVAGUARDIA. 


El párrafo 1 del artículo 9 consagra que nada de lo dispuesto 
en el Acuerdo afectará los derechos, obligaciones y respon- 
sabilidades de los Estados Partes en el mismo y las personas 
con arreglo al derecho Internacional, comprendidos el de- 
recho internacional humanitario y la normativa internacio- 
nal sobre derechos humanos y en particular, cuando sean 
aplicables, la Convención sobre el Estatuto de los Refugia- 
dos de 1951 y su Protocolo de 1967, así como el principio de 
non refoulement consagrado en dichos instrumentos. 


Las medidas previstas en el presente Acuerdo se inter- 
pretarán y aplicarán en forma no discriminatoria para los 
migrantes por el hecho de ser víctimas del tráfico ilícito. La 
interpretación y aplicación de esas medidas estarán en 
consonancia con los principios de no discriminación 
internacionalmente reconocidos. 


XI. RELACION CON LA CONVENCION CONTRA LA 
DELINCUENCIA ORGANIZADA TRANSNACIONAL 
Y SUPROTOCOLO. 


Tal como se señalara, el presente Acuerdo complementa 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-291 


la Convención de Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional y se debe interpretar en forma 
conjunta con dicha Convención y con su Protocolo Adicio- 
nal en materia de Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar 
y Aire, de los que la República es Parte (artículo 10). 


XII. SOLUCION DE CONTROVERSIAS. 


Las diferencias que surjan sobre el alcance, interpreta- 
ción y aplicación del Acuerdo serán resueltas según el 
mecanismo que se encuentre vigente en el momento de 
presentarse la situación antes mencionada y que hubiere 
sido consensuado entre los Estados Partes del primero. 


Por los motivos antes expuestos, el Poder Ejecutivo 
considera de fundamental importancia la aprobación del 
Acuerdo que hoy se somete a la aprobación de la Asamblea 
General, por cuanto representa un nuevo esfuerzo a nivel 
regional en la lucha contra el tráfico ilegal de personas, 
problema creciente y grave que sólo puede resolverse por 
medio de una estrecha cooperación internacional. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta conside- 
ración. 


Dr. TABARE VAZQUEZ, Presidente de 
la República; Reinaldo Gargano, Daisy 
Tourné. 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio del Interior 


Montevideo, 28 de marzo de 2007. 


PROYECTO DELEY 


Artículo Unico.- Apruébase el Acuerdo contra el Tráfi- 
co Ilícito de Migrantes entre los Estados Partes del 
MERCOSUR, la República de Bolivia y la República de 
Chile, suscrito en la ciudad de Belo Horizonte, Repú- 
blica Federativa del Brasil, el día 16 de diciembre del año 
2004. 


Reinaldo Gargano, Daisy Tourné. 
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ASESORIA DE POLITICA COMERCIAL 
Montevideo, 30 de enero de 2007. 


D Viene a consideración de esta Asesoría, en carácter 
de refrenda, el Mensaje del Poder Ejecutivo dirigido a la 
Asamblea General y el Proyecto de Ley adjunto, mediante 
el cual se aprueba el Acuerdo contra el Tráfico Ilícito de 
Migrantes entre los Estados Partes del MERCOSUR, la 
República de Bolivia y la República de Chile, suscrito en la 
ciudad de Belo Horizonte, República Federativa del Brasil, 
el día 16 de diciembre de 2004. 


ID) El artículo 149 de la Constitución de la República 
expresa que el “Poder Ejecutivo será ejercido por el Presi- 
dente de la República actuando con el Ministro o Ministros 
respectivos...”. 


El Decreto 574/974 de 12 de julio de 1974 establece la 
“correspondencia racional entre la denominación dada a los 
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diversos Ministerios por la Constitución de la República y 
las leyes -y de lo que permita inferirse de ella- y la compe- 
tencia en razón de materia a adjudicarse a las Secretarías de 
Estado”. 


De la norma constitucional que establece una corres- 
pondencia material en la formación de la voluntad de Poder 
Ejecutivo (Ministro o Ministros respectivos) y la compe- 
tencia en razón de materia imputadas al Ministerio de Eco- 
nomía y Finanzas por el artículo 4* de la norma reglamentaria 
citada, no se advierte que esta Secretaría de Estado deba 
intervenir en la refrenda del Proyecto de Ley recibido. 


II)En función de lo expuesto, salvo mejor opinión, 
debería remitirse el Mensaje del Poder Ejecutivo dirigido a 
la Asamblea General y el Proyecto de Ley adjunto, al Minis- 
terio de Relaciones Exteriores, sin la refrenda solicitada. 


Elévese a consideración de la Dirección General. 
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REPÚBLICA OHIENTAL 
ED LAICA Y 


MINISTERIO 
DE 
ROUESCIMTA YO KINA LAS 


20060694038 
MIMESTERIO DE ECOMOHIA Y FIRANEAS 


Montevideo, 55 FER. 2061 


De acuerdo a lo informido por la Asesoria de Foliítica 
Comercial, y atento a la falta de competencia de esta Secretaria 


remiten les presentes actuaciones en devolución al 
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de Estado, se 


Minilaterio de Helaciones Exteriores 
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Minssteno de Relaciones Exeriores 


SG 12740007 
A 


DIRECCION GENERAL DE SECRETARIA 


Montevideo, 6 de marzo de 2007 


Visto la observación realizada por la Asesoría de Politica Comercial 
del Ministerio de Economia y Finanzas, vuelva a la Dirección de Tratados a fin de 
proceder en consecuencia, 
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ACUERDO CONTRA EL TRAFICO ILICITO DE 

MIGRANTES ENTRE LOS ESTADOS PARTES DEL 

MERCOSUR, LA REPUBLICA DE BOLIVIA Y LA 
REPUBLICA DE CHILE 


Los Gobiernos de la República Argentina, de la Repúbli- 
ca Federativa del Brasil, de la República del Paraguay y de 
la República del Uruguay, Estados Partes del MERCOSUR 
y los Gobiernos de la República de Bolivia y de la República 
de Chile, Estados Asociados del MERCOSUR, en adelante 
denominados Estados Partes del presente Acuerdo. 


CONSIDERANDO que las acciones para prevenir y 
combatir eficazmente el tráfico ilícito de migrantes, requie- 
ren la cooperación, intercambio de información y la actua- 
ción conjunta de los Estados de la región; 


RECORDANDO que en la Declaración de Asunción 
sobre “Tráfico de Personas y de Migrantes”, los Estados 
Partes de MERCOSUR y los Estados Asociados destacarán, 
por unanimidad, la necesidad de adoptar medidas para 
prevenir, detectar y penalizar esa conducta delictiva. 


REAFIRMANDO la voluntad de contar con un procedi- 
miento común para actuar en esa materia a través de la 
participación coordinada de las Fuerzas de Seguridad y/o 
Policiales y demás organismos de control; 


CONSIDERANDO los términos de la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 


Transnacional y sus protocolos adicionales. 


ACUERDAN: 


Artículo 1 
Finalidad 


El propósito del presente Acuerdo es prevenir y comba- 
tir el tráfico ilícito de migrantes, así como promover la 
cooperación e intercambio de información entre los Estados 
Partes con ese fin. 


Artículo 2 


Definiciones 


Para los fines del presente Acuerdo, se entenderá por: 


1. “Tráfico ilícito de migrantes”: la facilitación de la 
entrada ilegal de una persona en un Estado Parte del presen- 
te Acuerdo del cual no sea nacional o residente con el fin 
de obtener, directa o indirectamente, algún beneficio finan- 
ciero o material; 


2. “Entrada ilegal”: el ingreso sin haber cumplido los 
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requisitos necesarios para entrar legalmente en el Estado 
Parte receptor; 


3. “Documento de identidad o de viaje falso”: cualquier 
documento de viaje o de identidad que sea: 


a. elaborado o expedido de forma fraudulenta o alterado 
materialmente por cualquiera que no sea la persona 
o entidad legalmente autorizada para producir o ex- 
pedir el documento de viaje o de identidad en nombre 
de un Estado Parte del presente Acuerdo; 


b. expedido u obtenido indebidamente mediante decla- 
ración falsa, corrupción, coacción o de cualquier otra 
forma ilegal; o 


c. utilizado por una persona que no sea su titular legí- 
timo. 


Artículo 3 
Ambito de Aplicación 


El presente Acuerdo se aplicará a la cooperación, pre- 
vención e investigación de los ilícitos penales tipificados, 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 4, cuando los 
mismos sean de carácter transnacional, asícomo a la protec- 
ción de los derechos de los migrantes que hayan sido objeto 
de tales ilícitos. 


Artículo 4 
Penalización 


1. Las Partes del presente Acuerdo adoptarán las medi- 
das legislativas, reglamentarias y administrativas que sean 
necesarias para tipificar como ilícito penal las siguientes 
conductas, cuando se cometan intencionalmente y con el 
fin de obtener, directa o indirectamente algún beneficio 
financiero o material: 


a. eltráfico ilícito de migrantes; 


b. cuando se cometa con el fin de posibilitar el tráfico 
ilícito de migrantes: 


1) la creación de un documento de viaje o de identi- 
dad falso; 


2) la facilitación, suministro o la posesión de tal 
documento; 


3) la habilitación de un migrante para permanecer en 
el territorio de un Estado Parte sin haber cumplido 
los requisitos legales exigidos por dicho Estado 
Parte. 
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c. la tentativa de comisión de un ilícito penal tipificado 
con arreglo al párrafo 1 del presente artículo; 


d. la participación como cómplice o encubridor en la 
comisión de un ilícito penal tipificado con arreglo al 
presente Acuerdo; 


e. laorganización de otras personas para la comisión de 
un ilícito penal tipificado con arreglo al presente 
Acuerdo. 


2. Constituirán circunstancias agravantes de la res- 
ponsabilidad penal: 


a. cuando se emplee violencia, intimidación o engaño 
en las conductas tipificadas en el presente Acuer- 
do; 


b. cuando en la comisión del ilícito penal se hubiere 
abusado de una situación de necesidad de la víctima, 
se hubiere puesto en peligro su vida, su salud o su 
integridad personal; 


c. cuando la víctima sea menor de edad; 


d. cuando los autores de los hechos actúen prevalién- 
dose de su condición de autoridad o funcionario 
público. 


Artículo 5 
Responsabilidad penal de los migrantes 


En los términos del presente Acuerdo, los migrantes 
estarán exentos de responsabilidad penal cuando sean 
víctimas de las conductas tipificadas en el artículo 4, sin 
perjuicio de las sanciones administrativas correspondien- 
tes y de la potestad de enjuiciamiento penal de los Estados 
Partes. 


Artículo 6 
Medidas de prevención y cooperación 


1. Los Estados Partes del presente Acuerdo que tengan 
fronteras comunes o estén situados en las rutas de tráfico 
ilícito de migrantes, intercambiarán información pertinente 
sobre asuntos tales como: 


a. lugares de embarque y de destino, así como las rutas, 
los transportistas y los medios de transporte a los 
que, según se sepa o se sospeche, recurran los 
grupos delictivos organizados involucrados en las 
conductas enunciadas en el artículo 4; 


b. laidentidad y los métodos de las organizaciones o los 
grupos delictivos organizados involucrados o sos- 
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pechosos de las conductas tipificadas de conformi- 
dad a lo enunciado en el artículo 4; 


Cc. la autenticidad y la debida forma de los documentos 
de viaje expedidos por los Estados Partes del presen- 
te Acuerdo, así como todo robo y/o concomitante 
utilización ilegítima de documentos de viaje o de 
identidad en blanco; 


d. los medios y métodos utilizados para la ocultación y 
el transporte de personas, la adulteración, reproduc- 
ción o adquisición ilícita y cualquier otra utilización 
indebida de los documentos de viaje o de identidad 
empleados en las conductas tipificadas, de conformi- 
dad a lo anunciado en el artículo 4, así como las 
formas de detectarlos; 


e. experiencias de carácter legislativo, asícomo prácti- 
cas y medidas conexas para prevenir y combatir las 
conductas tipificadas de conformidad a lo anunciado 
en el artículo 4; 


f. cuestiones científicas y tecnológicas de utilidad para 
el cumplimiento de la ley, a fin de reforzar la capaci- 
dad respectiva de prevenir, detectar e investigar a 
conductas tipificadas de conformidad a lo anunciado 
en el artículo 5 y de enjuiciar a las personas implica- 
das en ellas. 


2. En un plazo de noventa (90) días desde la aprobación 
del presente Acuerdo, cada Estado Parte deberá designar, 
informando a los demás Estados Partes, el organismo que 
centralizará la información transmitida desde los otros Es- 
tados Partes y desde los organismos Nacionales con com- 
petencia en la materia. 


3. El Estado Parte del presente Acuerdo receptor de 
información a través del organismo de enlace nacional dará 
cumplimiento a toda solicitud del Estado Parte que la haya 
facilitado, en cuanto a las restricciones de su utilización. 


4. Cada Estado Parte considerará la necesidad de refor- 
zar la cooperación entre los organismos de control fronte- 
rizo, estableciendo y manteniendo conductos de comunica- 
ción directa. 


5. Los Estados Partes del presente Acuerdo que estén 
siendo utilizados como rutas de tráfico de migrantes, em- 
prenderán, a la brevedad posible, investigaciones sobre 
esta conducta delictiva, adoptando medidas para reprimir- 
la, promoviendo la inmediata comunicación al Estado Parte 
de destino de los migrantes víctimas del tráfico. 


6. Cuando un Estado Parte detecte que nacionales de 
otro Estado Parte del presente Acuerdo estén siendo objeto 
de tráfico en su territorio, en los términos del presente 
Acuerdo, deberá comunicarlo en forma inmediata a las 
autoridades consulares correspondientes, informando de 
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las medidas migratorias que respecto de esas personas 
pretende adoptar. Del mismo modo, se comunicará esta 
información al organismo de enlace nacional respectivo. 


7. Los Estados Partes del presente Acuerdo realizarán 
campañas de prevención, tanto en los lugares de entrada 
como de salida de sus respectivos territorios, entregando 
información respecto de los documentos de viaje, los requi- 
sitos para solicitar residencias, y toda otra información que 
resulte conveniente. 


Artículo 7 
Seguridad y control de los documentos 


1. Cada Estado Parte del presente Acuerdo adoptará las 
medidas necesarias para: 


a. garantizar la calidad de los documentos de viaje o de 
identidad que expida, a fin de evitar que puedan ser 
utilizados indebidamente, falsificados, adulterados, 
reproducidos o expedidos de forma ilícita; y 


b. garantizar la integridad y seguridad de los documen- 
tos de viaje o de identidad que expida e impedir la 
creación, expedición y utilización ilícita de dichos 
documentos. 


2. Cuando lo solicite un Estado Parte del presente Acuer- 
do, se verificará a través del organismo de enlace nacional, 
dentro de un plazo razonable, la legitimidad y validez de los 
documentos de viaje o de identidad expedidos o presunta- 
mente expedidos y sospechosos de ser utilizados para los 
fines de las conductas enunciadas en el artículo 4. 


Artículo 8 
Capacitación y cooperación técnica 


1. Los Estados Partes del presente Acuerdo impartirán 
a los funcionarios de Migración y a otros funcionarios 
pertinentes, capacitación especializada en la prevención y 
erradicación de las conductas que serán tipificadas de 
conformidad a lo enunciado en el artículo 4 y en el trato 
humanitario de los migrantes objeto de esas conductas, 
respetando al mismo tiempo sus derechos reconocidos 
conforme al derecho nacional e internacional. 


2. La capacitación incluirá, entre otras cosas: 


a. el reconocimiento y la detección de los documentos 
de viaje o de identidad falsificados o adulterados; 


b. información, respecto a la identificación de los gru- 
pos delictivos organizados involucrados o sospe- 
chosos de estar involucrados en la conducta enun- 
ciadas en el artículo 4; los métodos utilizados para 
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transportar a los migrantes objeto de dicho tráfico; la 
utilización indebida de documentos de viaje o de 
identidad para tales fines; y los medios de ocultación 
utilizados en el tráfico ilícito de migrantes; 


c. la mejora de los procedimientos para detectar a los 
migrantes objeto de tráfico ilícito en puntos de entra- 
da y salida convencionales y no convencionales; 


d. el trato humano de los migrantes afectados y la 
protección de sus derechos reconocidos conforme al 
derecho internacional. 


3. Los Estados Partes del presente Acuerdo que tengan 
conocimientos especializados pertinentes coordinarán, a 
través del organismo de enlace nacional, la prestación de 
asistencia técnica a los Estados Partes del presente Acuer- 
do que sean frecuentemente países de origen o de tránsito 
de personas que hayan sido objeto de las conductas 
tipificadas de conformidad a lo anunciado en el artículo 4. 


Artículo 9 
Cláusula de salvaguardia 


1. Lo dispuesto en el presente Acuerdo no afectará los 
derechos, obligaciones y responsabilidades de los Estados 
Partes del presente Acuerdo y las personas con arreglo al 
derecho internacional, incluidos el derecho internacional 
humanitario y la normativa internacional sobre derechos 
humanos y, en particular, cuando sean aplicables, la Con- 
vención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su 
Protocolo de 1967, así como el principio de non-reloulement 
consagrado en dichos instrumentos. 


2. Las medidas previstas en el presente Acuerdo se 
interpretarán y aplicarán de forma que no sea discriminatoria 
para los migrantes por el hecho de ser víctimas del tráfico 
ilícito. La interpretación y aplicación de esas medidas esta- 
rán en consonancia con los principios de no discriminación 
internacionalmente reconocidos. 


Artículo 10 


Relación con la Convención de las Naciones Unidas con- 
tra la Delincuencia Organizada Transnacional 


El presente Acuerdo complementa la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional y se interpretará juntamente con dicha Con- 
vención y su Protocolo Adicional en materia de “Tráfico 
Tícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire”. 

Artículo 11 


Interpretación y Aplicación 


Los conflictos que se originen en el alcance, interpreta- 
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ción y aplicación del presente Acuerdo se solucionarán de 
conformidad al mecanismo que se encuentre vigente al 
momento de presentarse el problema y que hubiere sido 
consensuado entre los Estados Partes del presente Acuer- 
do. 


Artículo 12 


Vigencia 


El presente Acuerdo entrará en vigencia a partir de la 
última comunicación por los Estados Partes a la República 
del Paraguay informando que se ha dado cumplimiento a las 
formalidades internas necesarias para la entrada en vigen- 
cia del presente instrumento. 
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Artículo 13 
Depósito 


La República de Paraguay será depositaria del presente 
Acuerdo y de las notificaciones de los demás Estados 
Partes en cuanto a la vigencia. 


La República de Paraguay enviará copia debidamente 
autenticada del presente Acuerdo a los demás Estados 
Partes. 


Firmado en Belo Horizonte, República Federativa del 
Brasil, alos dieciséis días del mes de diciembre del año de dos 
mil cuatro, en dos (2) originales, en los idiomas portugués 
y español, siendo ambos textos igualmente auténticos. 
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CAMARA DESENADORES 


Comisión de 
Asuntos Internacionales 


INFORME 


Al Senado: 


Se remite a Ud. la opinión de la Comisión de Asuntos 
Internacionales del Senado en torno a dos proyectos de ley, 
oportunamente remitidos por el Poder Ejecutivo, a través de 
los cuales se propone la aprobación del “Acuerdo contra el 
tráfico ilícito de migrantes entre los Estados Partes del 
MERCOSUR” y el “Acuerdo contra el tráfico ilícito de 
migrantes entre los Estados Partes del MERCOSUR, la 
República de Bolivia y la República de Chile”, suscritos 
ambos en la ciudad de Belo Horizonte, República Federativa 
del Brasil, el día 16 de diciembre del año 2004. 


Previo al tratamiento del tema resulta necesario aclarar 
que se ha optado por informar ambos proyectos conjunta- 
mente en virtud de que se trata prácticamente del mismo 
texto con las únicas diferencias que surgen de la calidad de 
Estado Parte o de Estado Asociado al MERCOSUR, las que 
básicamente tienen relación con la solución de controver- 
sias y la interpretación o aplicación de las disposiciones 
acordadas. 


Millones de personas se ven involucradas a nivel mun- 
dial en el denominado fenómeno de la migración, ya sea 
porque abandonaron su país de origen en forma permanen- 
te, O se encuentran en otro país en carácter de refugiados 
o asilados, o simplemente su traslado obedece a razones 
laborales temporarias. Según un informe de Naciones Uni- 
das, del año 2004, la proporción de migrantes internaciona- 
les con respecto al total de la población mundial se situaba 
en un 2,9% en el año 2000. 


Al tiempo que aumentaban las migraciones podía obser- 
varse también un fuerte crecimiento en los movimientos 
irregulares, apoyados fundamentalmente por grupos orga- 
nizados de traficantes. 


En años recientes, la migración irregular se hatomado en 
una de las preocupaciones principales de los estados de 
expulsión, de recepción y de tránsito, por igual; convirtién- 
dose en una amenaza potencial para sus relaciones y pro- 
moviendo, principalmente en los estados receptores, per- 
cepciones negativas acerca de los migrantes mismos. 


El mencionado incremento del tráfico de migrantes ha 
permitido que se tome conciencia sobre la dimensión real 
del problema así como de los costos sociales, económicos 
y políticos que el mismo conlleva y, como consecuencia de 
esto, a percibir la necesidad de encontrar soluciones. 
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El 15 de noviembre de 2000, la Asamblea General de las 
Naciones Unidas aprueba el Protocolo contra el Tráfico 
Tícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire (que complemen- 
ta la Convención contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional), a través del cual se sugieren medidas para 
prevenir y combatir eficazmente el tráfico ilícito de migrantes. 


En el Mensaje del Poder Ejecutivo, que acompaña la 
iniciativa, se destaca la trascendencia actual de las 
migracinse en la medida que afecta a millones de personas 
en muchos Estados de la comunidad internacional. 


También se señala allí que en una importante cantidad de 
casos este fenómeno involucra situaciones de tránsito 
clandestino y otros problemas, entre los que se encuentra 
el empleo de trabajadores no documentados o en situación 
irregular, quienes trabajan en condiciones menos favora- 
bles que los otros trabajadores. 


Asimismo se hace referencia al tráfico de seres huma- 
nos, actividad que constituye en la actualidad el negocio de 
más rápido crecimiento para el crimen organizado, estimán- 
dose que cada año, más de setecientas mil personas son 
víctimas de tráfico con el propósito de explotarlas 
sexualmente y de realizar trabajos forzados. 


Quizás valga la pena detenerse en esta última afirmación 
para realizar algunas precisiones en torno a esta temática. 


Fundamentalmente dos tipos de actividad delictiva tie- 
nen que ver con el movimiento ilegal de personas a través 
de fronteras internacionales: la trata de personas y el tráfico 
de migrantes. 


La trata de personas y el tráfico de migrantes son acti- 
vidades similares y quizás en algún caso puedan hasta 
confundirse, pero tanto los acuerdos internacionales como 
las legislaciones nacionales establecen distinciones entre 
ellas. 


Según la definición del Protocolo antes referido, se 
entenderá por tráfico ilícito de migrantes “la facilitación de 
la entrada ilegal de una persona en un Estado Parte del cual 
dicha persona no sea nacional o residente permanente para 
obtener, directa o indirectamente, un beneficio financiero u 
otro beneficio de orden material”. 


Una primera diferencia entre trata de personas y tráfico 
de migrantes se da justamente porque este último es siem- 
pre de naturaleza transnacional, ya que supone necesaria- 
mente el paso de una frontera y la entrada de una persona 
en un país del cual no es nacional ni residente, sin haber 
cumplido los requisitos establecidos por el mismo. La trata 
de personas, en cambio, puede darse tanto en el ámbito 
internacional como en el ámbito interno. 


El tráfico de migrantes sería un delito contra el Estado, 
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implicando actividades como la creación de un documento 
de viaje o de identidad falsos; la facilitación, el suministro 
o la posesión de tal documento; o la habilitación de una 
persona que no sea nacional o residente permanente en el 
Estado interesado sin haber cumplido los requisitos para 
permanecer legalmente en ese Estado, en cambio, la trata de 
personas es, sustancialmente, un delito contra el individuo, 
aún cuando puedan concurrir delitos de otra naturaleza. 


El migrante que entró ilegalmente a otro país tras haber 
dado su consentimiento puede no ser tratado como delin- 
cuente, por lo menos en principio, pero es potencialmente 
sujeto de deportación; a una persona que fue objeto de la 
trata, en cambio, se la considera en todos los casos víctima 
del delito, no existe su consentimiento o, en su caso, el 
mismo estaría viciado por encontrarse sujeto a la amenaza, 
al uso de la fuerza u otras formas de coacción. Aquí los 
gobiernos, en lugar de procurar su inmediata expulsión, 
deberían adoptar medidas que permitan a las víctimas per- 
manecer en su territorio temporal o permanentemente, como 
forma de protegerlas. 


Los acuerdos en análisis, independientemente de la 
referencia hecha a la explotación sexual o a los trabajos 
forzados, tienen como finalidad específica la prevención y 
el combate al trámite ilícito de migrantes y en tal marco 
deben considerarse sus disposiciones. 


En el Preámbulo del reseñado Protocolo contra el Tráfico 
Tícito de Migrantes se señala acertadamente que no basta 
con las medidas de control sino que el tema requiere un 
enfoque amplio que conlleve la cooperación, el intercambio 
de información y la adopción de medidas apropiadas en un 
plano nacional, regional e internacional, incluidas las de 
índole socioeconómica. El texto citado pone énfasis, ade- 
más, en la necesidad de dar un trato digno a los migrantes 
y de proteger plenamente sus derechos humanos. 


Los primeros artículos de los Acuerdos cuya aprobación 
recomienda el Poder Ejecutivo refieren, justamente, a pro- 
mover la cooperación e intercambio de información entre 
los Estados firmantes con el fin de combatir el tráfico ilícito 
de migrantes y, luego de proporcionar una definición de 
algunos términos esenciales a la hora de realizar una inter- 
pretación, se establece expresamente que además de aplicar 
el Acuerdo a la cooperación, prevención e investigación de 
los ilícitos penales tipificados, el mismo procurará también 
la protección de los derechos de los migrantes que hayan 
sido objeto de tales ilícitos. 


La tipificación de tales ilícitos como delitos para cada 
país se inserta en una norma programática a través de la cual 
los Estados Partes asumen el compromiso de adoptar las 
medidas legislativas, reglamentarias y administrativas que 
sean necesarias para que las conductas allí descriptas 
puedan obtener tal calificación. 


Como medidas concretas de prevención y cooperación 
entre los Estados que tengan fronteras comunes o su terri- 
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torio sea utilizado como vía de tráfico ilícito que se procura 
combatir, se establecen las siguientes: 


a. intercambio de información en temas tales como: 


- lugares de embarque y destino, rutas, transpor- 
tistas y medios a los que puedan recurrir los 
grupos delictivos; 


- identidad y métodos utilizados por las organiza- 
ciones, grupos involucrados o sospechosos de 
traficar migrantes; 


- autenticidad y debida forma de los documentos 
de viaje expedidos por los Estados Partes; 


- experiencias legislativas, prácticas y medidas de 
prevención y combate de las conductas mencio- 
nadas; 


b. reforzamiento de la cooperación entre los organis- 
mos de control fronterizo, estableciendo y mante- 
niendo conductos de comunicación directa; 


c. comunicación inmediata al Estado Parte que corres- 
ponda cuando se detecte que nacionales del mismo 
están siendo objeto de tráfico en otro territorio; 


d. realización de campañas de prevención en las entra- 
das y salidas de sus respectivos territorios, funda- 
mentalmente informando sobre los documentos de 
viaje y requisitos para solicitar residencias. 


Los Acuerdos contienen también disposiciones referi- 
das a la seguridad y control de los documentos de viaje o 
de identidad, estableciendo que cada Estado Parte deberá 
tomar las medidas necesarias para garantizar la calidad de 
dichos documentos, de manera que dificulten su uso inde- 
bido asícomo su falsificación. También se prevé la genera- 
ción de mecanismos ágiles entre los Estados, a través del 
organismo de enlace nacional, para verificar la legitimidad 
y validez de los documentos de viaje o de identidad sos- 
pechosos de ser utilizados para el tráfico ilícito de migran- 
tes. 


Por último, en materia de actividades a promover, se 
entiende como un aspecto fundamental el relativo a la 
capacitación de los funcionarios vinculados al control mi- 
gratorio, tanto en lo que refiere a la prevención de las 
conductas previstas como ilícitas, como en el trato humano 
a dar a los migrantes víctimas de las mismas. 


Se prevé también la asistencia técnica a brindar por los 
Estados Partes que pudieren tener conocimientos especia- 
lizados en la materia, la que se coordinará a través del 
organismo de enlace nacional. 
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Finalmente se establecen cláusulas de salvaguardia en 
las que se consagra que nada de lo dispuesto afectará 
derechos, obligacions y responsabilidades de los Estados 
Partes y de las personas con arreglo al derecho internacio- 
nal y se establece que la interpretación y aplicación de los 
acuerdos se realizará en forma no discriminatoria para los 
migrantes. Asimismo se explicita la relación de los acuerdos 
con la Convención de Naciones Unidas contra la Delincuen- 
cia Organizada Transnacional y el Protocolo Adicional 
sobre Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire 
estableciéndose, en un artículo final, los mecanismos de 
solución de controversias. 


Según puede inferirse de la síntesis realizada, las dis- 
posiciones en análisis implican la adopción de múltiples 
medidas en un sentido recomendado por las Naciones Uni- 
das en diferentes disposiciones; en función de ello esta 
Comisión manifiesta su opinión favorable en cuanto a la 
aprobación de los proyectos de ley puestos a su conside- 
ración. 


Sala de la Comisión, 24 de mayo de 2007. 


Rafael Michelini, Miembro Informan- 
te; Sergio Abreu, Carlos Baráibar, José 
Bentancor, Alberto Couriel, Luis Al- 
berto Heber, José Korzeniak, Jorge 
Larrañaga. Senadores.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
- En discusión general. 


Este punto ya fue informado por el señor Senador 
Michelini. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general 
el proyecto. 


(Se vota:) 

- 16en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Selee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo Unico.- Apruébase el Acuerdo contra el Trá- 
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fico Ilícito de Migrantes entre los Estados Partes del 
Mercosur, la República de Bolivia y la República de Chile, 
suscrito en la ciudad de Belo Horizonte, República Federativa 
del Brasil, el día 16 de diciembre del año 2004”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

- 17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Ha quedado aprobado el proyecto de ley, que se comu- 
nicará a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


19) CONVENIO PARA LA PROTECCION, CONSER- 
VACION, RECUPERACION Y DEVOLUCION DE 
BIENES CULTURALES, ARQUEOLOGICOS, AR- 
TISTICOS E HISTORICOS ROBADOS, EXPORTA- 
DOS O TRANSFERIDOS ILICITAMENTE ENTRE 
LA REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y LA 
REPUBLICA DEL PERU, SUSCRITO EN MONTE- 
VIDEO, EL 4 DE NOVIEMBRE DE 2002 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
que figura en quinto término del Orden del Día: “Proyecto 
de ley por el cual se aprueba el Convenio para la Protección, 
Conservación, Recuperación y Devolución de Bienes Cul- 
turales, Arqueológicos, Artísticos e Históricos Robados, 
Exportados o Transferidos Ilícitamente, entre la República 
Oriental del Uruguay y la República del Perú, suscrito en 
Montevideo, el 4 de noviembre de 2002. (Carp. N*752/07 - 
Rep. N* 473/07)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N*752/07 
Rep. N* 473/07 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes de la República Orien- 
tal del Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguien- 
te 


PROYECTO DELEY 


Artículo Unico.- Apruébase el Convenio para la Protec- 
ción, Conservación, Recuperación y Devolución de Bienes 
Culturales, Arqueológicos, Artísticos e Históricos Roba- 
dos, Exportados o Transferidos Nlícitamente entre la Repú- 


304-C.S. 


blica Oriental del Uruguay y la República del Perú, suscrito 
en Montevideo, el 4 de noviembre de 2002. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 14 de febrero de 2007. 


Julio Cardozo Ferreira 
Presidente 


José Pedro Montero 
Secretario. 
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Comisión de 
Asuntos Internacionales 


INFORME 


Al Senado: 


El robo y laexportación ilícita de objetos pertenecientes 
al patrimonio de un país configuran no sólo una pérdida de 
bienes culturales, sino un grave daño a sitios de interés 
histórico-cultural. 


El presente Convenio entre Uruguay y Perú recoge 
elementos de convenios anteriores de intercambio cultural 
(1983), como del Acuerdo de Abril de 1987 que establecía la 
protección, conservación y recuperación de bienes arqueo- 
lógicos, históricos y culturales. 


En el entendido de que ambos países coinciden en la 
necesidad de adecuar las normas a la realidad actual del 
tráfico ilícito de bienes culturales, arqueológicos, artísticos 
e históricos, el presente Convenio suscrito en Montevideo 
el 4 de noviembre de 2002, establece básicamente la prohi- 
bición del ingreso a ambos países de dichos bienes cuando 
no se hayan seguido los procedimientos legales para la 
salida del país de origen. 


El artículo 2* detalla lo que se consideran bienes cultu- 
rales, arqueológicos, artísticos e históricos, y una exhaus- 
tiva nómina de los datos que deberá suministrar el país 
requirente con la información descriptiva que permita iden- 
tificar los objetos robados. 


Le siguen luego disposiciones referidas a los medios 
legales conducentes para recuperar y devolver los bienes 
robados, exportados y transferidos ilícitamente del territo- 
rio de la parte requirente. 


El procedimiento deberá canalizarse a través de Interpol 
y formalizarse por la vía diplomática. 
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La Comisión de Asuntos Internacionales recomienda al 
Senado su aprobación por parte de la Cámara. 


Sala de la Comisión, 24 de mayo de 2007. 


José Bentancor, Miembro Informante; 
Sergio Abreu, Carlos Baráibar, Alber- 
to Couriel, Luis Alberto Heber, José 
Korzeniak, Jorge Larrañaga, Rafael 
Michelini. Senadores. 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio del Interior 

Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Educación y Cultura 


Montevideo, 26 de junio de 2006. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse ala Asam- 
blea General, de conformidad con lo dispuesto en los artí- 
culos 85, numeral 7 y 168, numeral 20 de la Constitución de 
la República,a fin de someter a su consideración, el Proyec- 
to de Ley adjunto, mediante el cual se aprueba el Convenio 
para la Protección, Conservación, Recuperación y Devolu- 
ción de Bienes Culturales, Arqueológicos, Artísticos e 
Históricos Robados, Exportados o Transferidos Ilícitamente 
entre la República Oriental del Uruguay y la República del 
Perú, suscrito en Montevideo, el 4 de noviembre de 2002. 


Las Partes Contratantes han suscrito este Convenio, 
conscientes del perjuicio que representa el robo, la expor- 
tación, importación y transferencia ilícitas de objetos per- 
tenecientes a su patrimonio cultural, tanto por la pérdida de 
los bienes culturales como por el daño que se infringe a 
sitios y yacimientos arqueológicos y otros lugares de inte- 
rés histórico-cultural. 


Los bienes culturales, arqueológicos, artísticos e histó- 
ricos pertenecientes al patrimonio de cada país, son objeto 
de un negocio delictivo que trasciende los límites de las 
fronteras nacionales, para enriquecer las redes internacio- 
nales de comercio ilegal. El hurto, saqueo, vandalismo, las 
excavaciones clandestinas, las falsificaciones y el tráfico 
ilícito, constituyen amenazas constantes para la preserva- 
ción de aquellos bienes, lo que hace imprescindible frenar 
los actos delictivos que atentan contra el patrimonio cultu- 
ral. 


Los bienes culturales forman parte integrante de la 
memoria colectiva, contribuyen al fortalecimiento de la 
identidad, son el vínculo entre el pasado, el presente y el 
futuro, por lo que reiterando lo estipulado en el Convenio 
de Intercambio Cultural suscrito con la República del Perú 
el 23 de marzo de 1983 y en el Acuerdo para la Difusión, 
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Protección, Conservación y Recuperación de Bienes Ar- 
queológicos, Históricos y Culturales, suscrito por notas 
reversales del 10 de abril de 1987, las Partes Contratantes 
reconocen la importancia de proteger y conservar su patri- 
monio cultural, de conformidad con los principios y normas 
establecidas en la Convención de la UNESCO celebrada en 
París en 1970 sobre las medidas a adoptarse para prohibir e 
impedir laimportación, exportación y transferencia de pro- 
piedad ilícitas de bienes culturales y la Convención de la 
UNESCO de 1972 sobre la protección del patrimonio mun- 
dial, cultural y natural. 


El Convenio no pretende resolver la problemática que 
gira en torno al tráfico y comercialización ilícita de bienes 
culturales, arqueológicos, artísticos e históricos, pero se 
convierte en un instrumento tendiente a lograr una eficaz 
cooperación institucional, concientización, control y vigi- 
lancia para disminuir los peligros de hurto y tráfico ilegal de 
dichos bienes, con el objetivo de optimizar la acción de 
protección del patrimonio cultural, recuperando los bienes 
robados o exportados ilícitamente, para devolverlos a su 
país de origen. 


Los fundamentos expuestos justifican el interés en so- 
licitar la aprobación del Convenio. 


El Poder Ejecutivo, hace propicia la oportunidad para 
reiterar al señor Presidente de la Asamblea General las 
seguridades de su más alta consideración. 


Dr. TABARE VAZQUEZ, Presidente de 
la República; Reinaldo Gargano, Da- 
nilo Astori, Jorge Brovetto, José 
Díaz. 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio del Interior 

Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Educación y Cultura 


Montevideo, 26 de junio de 2006. 


PROYECTO DELEY 


Artículo Unico.- Apruébase el Convenio para la Protec- 
ción, Conservación, Recuperación y Devolución de Bienes 
Culturales, Arqueológicos, Artísticos e Históricos Roba- 
dos, Exportados o Transferidos Ilícitamente entre la Repú- 
blica Oriental del Uruguay y la República del Perú, suscrito 
en Montevideo, el 4 de noviembre de 2002. 


Reinaldo Gargano, Danilo Astori, Jor- 
ge Brovetto, José Díaz. 
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CONVENIO PARA LA PROTECCION, CONSEVACION, 
RECUPERACION Y DEVOLUCION DE BIENES CULTU- 
RALES, ARQUEOLOGICOS, ARTISTICOS E HISTORI- 
COS ROBADOS, EXPORTADOS O TRANSFERIDOS 
ILICITAMENTE ENTRELA REPUBLICA ORIENTAL DEL 
URUGUA Y Y LA REPUBLICA DEL PERU 


La República Oriental del Uruguay y la República del 
Perú, en adelante denominadas las Partes; 


CONSCIENTES del grave perjuicio que representa para 
ambos países el robo y la exportación ilícita de objetos 
pertenecientes a su patrimonio cultural, tanto por la pérdida 
de los bienes culturales como por el daño que se infringe a 
sitios y yacimientos arqueológicos y otros lugares de inte- 
rés histórico-cultural; 


REITERANDO lo estipulado en el “Convenio de Inter- 
cambio Cultural entre el Gobierno de la República del Perú 
y el Gobierno de la República Oriental del Uruguay”, del 23 
de Marzo de 1983, así como el “Acuerdo para la Difusión, 
Protección, Conservación y Recuperación de Bienes Ar- 
queológicos, Históricos y Culturales”, suscrito por Notas 
Reversales del 10 de Abril de 1987; 


RECONOCIENDO la importancia de proteger y conser- 
var su patrimonio cultural, de conformidad con los princi- 
pios y normas establecidas en la Convención de la UNESCO 
de 1970 sobre las medidas a adoptarse para prohibir e 
impedir la importación, exportación y transferencia de pro- 
piedad ilícitas de bienes culturales y la Convención de la 
UNESCO de 1972 sobre la protección del patrimonio mun- 
dial, cultural y natural; 


SEGUROS de que una colaboración entre ambas Partes 
para la recuperación de bienes culturales robados, importa- 
dos, exportados o transferidos ilícitamente, constituye un 
medio eficaz para proteger y reconocer el derecho del pro- 
pietario originario de cada Parte sobre sus bienes culturales 
respectivos; 


DESEOSOS de establecer normas comunes que permitan 
la recuperación de los referidos bienes, en los casos que 
éstos hayan sido robados o exportados ilícitamente, así 
como su protección y conservación; 


RECONOCIENDO que el patrimonio cultural de cada 
país es único y propio y que no puede ser objeto de 
comercio; 


SIENDO conveniente la adecuación de ambos países a 
los requerimientos que impone la realidad actual del tráfico 
ilícito de bienes culturales, arqueológicos, artísticos e his- 
tóricos; 


Han acordado lo siguiente: 
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ARTICULO 1 


Ambas Partes prohibirán e impedirán el ingreso en sus 
respectivos territorios de bienes culturales, arqueológicos, 
artísticos e históricos provenientes de la otra Parte, que no 
hayan seguido los procedimientos legales para su salida del 
país, o hayan excedido el plazo otorgado, o no se encuen- 
tren inscriptos como bienes culturales en el Registro Nacio- 
nal correspondiente, por los organismos estatales compe- 
tentes, de acuerdo a la normatividad de cada país. 


ARTICULO 2 


A los efectos del presente Convenio, se entenderán por 
bienes culturales, arqueológicos, artísticos e históricos a 
los siguientes: 


a) Los objetos de arte y artefactos de las culturas 
precolombinas de ambas Partes, incluyendo elemen- 
tos arquitectónicos, esculturas, piezas de cerámica, 
trabajos de metal, textiles y otros vestigios de la 
actividad humana, o fragmentos de estos; 


b) Las colecciones y ejemplares raros de zoología, bo- 
tánica, mineralogía, anatomía y los objetos de interés 
paleontológicos, clasificados o no clasificados; 


c) Los objetos de arte y artefactos religiosos de las 
épocas precolombina, virreinal y republicana de 
ambos países, o fragmentos de los mismos; 


d) Los bienes relacionados con la historia, con inclu- 
sión de la historia de las ciencias y de las técnicas, la 
historia militar y la historia social, así como con la 
vida de los dirigentes, pensadores, sabios y artistas 
nacionales y con los acontecimientos de importancia 
nacional; 


e) El producto de las excavaciones (tanto autorizadas 
como clandestinas) o de los descubrimientos ar- 
queológicos; 


f) Los elementos procedentes de la desmembración de 
monumentos artísticos o históricos y de lugares de 
interés arqueológico; 


g) Los documentos provenientes de los archivos ofi- 
ciales de gobiernos centrales, estatales o municipa- 
les o de sus agencias correspondientes, de acuerdo 
a las leyes de cada Parte o con una antigiedad 
superior a los cincuenta años, que sean propiedad de 
éstos o de organizaciones religiosas a favor de los 
cuales ambos gobiernos están facultados para ac- 
tuar; 


h) Antigúedades que tengan más de cien años, tales 
como monedas, inscripciones y sellos grabados; 
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1) Bienes de interés artístico, como cuadros, pinturas y 
dibujos hechos enteramente a mano sobre cualquier 
soporte y en cualquier material, producción de origi- 
nales de arte estatutario y de escultura en cualquier 
material, grabados, estampados y litografía origina- 
les, conjuntos y montajes artísticos originales en 
cualquier material; 


3) Manuscritos raros e incunables, libros, documentos 
y publicaciones antiguos de interés histórico, artís- 
tico, científico o literario, sean sueltos o en coleccio- 
nes; 


k) Sellos de correo, sellos fiscales y análogos, sueltos 
o en colecciones; 


1) Archivos, incluidos los fonográficos, fotográficos y 
cinematográficos; 


m) Muebles y/o mobiliario, equipos e instrumentos de 
trabajo, incluidos instrumentos de música, de interés 
histórico y cultural, que tengan más de cien años; 


n) El material etnológico, clasificado o no clasificado, 
incluyendo el material de grupos étnicos de la 
Amazonia en peligro de extinción; 


0) El patrimonio cultural subacuático; 


Quedan igualmente incluidos aquellos bienes culturales 
y documentales de propiedad privada que cada Parte estime 
necesario por sus especiales características, y que estén 
debidamente registrados y catalogados por la respectiva 
autoridad cultural competente. 


ARTICULO 3 


1. A solicitud expresa de una de las Partes, la otra 
empleará los medios legales a su alcance para recuperar y 
devolver, desde su territorio, los bienes culturales, arqueo- 
lógicos, artísticos e históricos que hubieran sido robados, 
exportados o transferidos ilícitamente del territorio de la 
Parte requirente debidamente verificados como pertene- 
cientes a su patrimonio cultural, de conformidad con su 
legislación y los convenios internacionales vigentes. 


2. El intercambio de información, los pedidos de recu- 
peración y devolución de bienes culturales, arqueológicos, 
artísticos e históricos específicos, deberán canalizarse por 
la vía de la Organización Internacional de Policía Criminal 
INTERPOL, a modo de adelanto y a través de las respectivas 
Oficinas Centrales Nacionales, lo cual deberá formalizarse 
por la vía diplomática. 


3. Los gastos inherentes a la recuperación y devolu- 
ción mencionados en el artículo anterior serán sufragados 
por la Parte requirente. 
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ARTICULO 4 


1. Cada Parte deberá informar a la Otra, de los robos de 
bienes culturales, arqueológicos, artísticos e históricos de 
que tenga conocimiento y de la metodología empleada, 
cuando exista razón para creer que dichos objetos serán 
probablemente introducidos en el comercio internacional. 


2. Con este propósito, y en base a la investigación 
policial realizada para tal efecto, deberá presentarse a la otra 
Parte suficiente información descriptiva que permita iden- 
tificar los objetos e igualmente a quienes hayan participado 
en el robo, venta, importación/exportación ilícita y/o con- 
ductas delictivas conexas; así como esclarecer el modo 
operativo empleado por los delincuentes. 


3. Asimismo, las Partes difundirán entre sus respecti- 
vas autoridades aduaneras y policiales de puertos, aero- 
puertos y fronteras, información relativa a los bienes cultu- 
rales que hayan sido materia de robo y tráfico ilícito, con el 
fin de facilitar su identificación y la aplicación de las medi- 
das cautelares y coercitivas correspondientes. 


ARTICULO5 


Ambas Partes liberarán de derechos aduaneros y 


POR LA REPUBLICA 


ORIENTAL DEL URUGUAY 
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demás impuestos a los bienes culturales, arqueoló- 
gicos, artísticos e históricos que sean recuperados y de- 
vueltos en aplicación de lo dispuesto en el presente Conve- 
nio. 


ARTICULO 6 


El presente Convenio podrá ser modificado por acuerdo 
de las Partes, a petición de cualquiera de ellas. Dichas 
modificaciones podrán ser oficializadas mediante intercam- 
bio de Notas Diplomáticas o por otro procedimiento que las 
Partes acuerden. 


ARTICULO?7 


El presente Convenio regirá desde el canje de las ratifi- 
caciones y es de carácter indefinido, salvo que una de las 
Partes comunique a la Otra, con aviso previo de un año, su 
intención de darlo por terminado. 


Hecho en la ciudad de Montevideo, a los cuatro días del 
mes de noviembre de 2002 en dos originales igualmente 
auténticos.” 


POR LA REPÚBLICA 
DEL PERU 


e IA 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Bentancor. 


SEÑOR BENTANCOR.- Señor Presidente: el presente 
Convenio refiere al robo y a la exportación ilícita de objetos 
pertenecientes al patrimonio de un país, lo que configura no 
sólo una pérdida de bienes culturales, sino también un 
grave daño a sitios de interés histórico cultural. 


Uruguay y Perú recogen elementos de convenios ante- 
riores -uno efectuado en 1983 y otro en abril de 1987- en los 
que ya se establecía la protección, conservación y recupe- 
ración de bienes artísticos, arqueológicos, históricos y 
culturales. En el entendido de que ambos países coinciden 
en la necesidad de adecuar sus normas a la realidad actual 
del tráfico ilícito de bienes culturales, arqueológicos, artís- 
ticos e históricos, este Convenio, que se suscribió el 4 de 
noviembre de 2002 en Montevideo, establece básicamente 
la prohibición del ingreso de dichos bienes a ambos países 
cuando no se hayan seguido los procedimientos legales 
para la salida del país de origen. 


En su artículo 2* se realiza una extensa enumeración de 
los bienes culturales, arqueológicos, artísticos e históricos 
y siguen disposiciones que tienen que ver con los medios 
legales conducentes para recuperar esas obras y devolver- 
las a sus países. 


Teniendo en cuenta el pedido del señor Presidente, en 
cuanto a la brevedad del informe, esto sería todo. Entiendo 
que es muy clara la intención que se persigue, por lo que la 
Comisión aconseja que se vote el proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general. 


(Se vota:) 

- 17en 17. Afirmativa. Unanimidad. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Selee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo único.- Apruébase el Convenio para la Pro- 
tección, Conservación, Recuperación y Devolución de Bie- 
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nes Culturales, Arqueológicos, Artísticos e Históricos Ro- 
bados, Exportados o Transferidos Ilícitamente entre la Re- 
pública Oriental del Uruguay y la República del Perú, sus- 
crito en Montevideo, el 4 de noviembre de 2002”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

- 17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunicará 
al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado 
por ser igual al considerado) 


20) CONVENIO DE SEGURIDAD SOCIAL ENTRE LA 
REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL REI- 
NO DE LOS PAISES BAJOS Y EL ACUERDO AD- 
MINISTRATIVO PARA LA IMPLEMENTACION 
DEL CONVENIO DE SEGURIDAD SOCIAL ENTRE 
LA REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL 
REINO DE LOS PAISES BAJOS, SUSCRITOS EN 
LA CIUDAD DE MONTEVIDEO, EL DIA 11 DE OC- 
TUBRE DE 2005 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
que figura en sexto término del Orden del Día: “Proyecto de 
ley por el cual se aprueban el Convenio de Seguridad Social 
entre la República Oriental del Uruguay y el Reino de los 
Países Bajos y el Acuerdo Administrativo para la 
Implementación del Convenio de Seguridad Social, entre la 
República Oriental del Uruguay y el Reino de los Países 
Bajos, suscritos en la ciudad de Montevideo, el 11 de 
octubre de 2005. (Carp. N* 792/07 - Rep. N* 476/07)” 


(Antecedentes:) 


“Carp. N*792/07 
Rep.N*476/07 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 


Montevideo, 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse ala Asam- 
blea General, de conformidad con lo dispuesto en los artí- 
culos 85, numeral 7 y 168 numeral 20 de la Constitución de 
la República, a fin de someter asu consideración el proyecto 
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de ley adjunto, por el cual se aprueba el Convenio de 
Seguridad Social entre la República Oriental del Uruguay y 
el Reino de los Países Bajos y el Acuerdo Administrativo 
para la Implementación del Convenio de Seguridad Social 
entre la República Oriental del Uruguay y el Reino de los 
Países Bajos, suscritos en la ciudad de Montevideo, el día 
11 de octubre de 2005. 


El Convenio, como otros similares firmados en la materia, 
atiende y soluciona la problemática que se plantea a las 
personas que estén o hayan estado sujetas a la legislación 
de una o ambas Partes Contratantes, así como a aquellas a 
quienes deriven sus derechos. Esta situación es de vital 
importancia para la protección de los derechos de los traba- 
jadores dado el fenómeno migratorio que se ha producido 
en las últimas décadas. 


Es indudable por tanto, que dos países unidos por 
fuertes lazos de amistad y cooperación no podían permane- 
cer indiferentes a esta realidad. Por ese motivo, la suscrip- 
ción de este tipo de instrumentos es especialmente alentada 
por los órganos competentes en la materia en el entendido 
de que el derecho a la seguridad social es un derecho 
inalienable de los trabajadores. 


1. El Convenio. 


Dividido en cuatro Títulos y treinta artículos, el Conve- 
nio que se remite para su aprobación establece las normas 
que regularán, una vez ratificado, las relaciones entre am- 
bos países en materia de seguridad social. Su finalidad es 
permitir a las personas mencionadas en el mismo, benefi- 
clarse de las cotizaciones que han efectuado en ambos 
países y así, mantener una continuidad en su historia 
previsional, hecho que, en definitiva, les permitirá perci- 
bir las prestaciones de la seguridad social en forma inte- 
gra, pasando a ser éstas un fiel reflejo de la actividad laboral 
de los trabajadores en el territorio de cada Parte Contra- 
tante. 


En el artículo 1, se definen las expresiones y términos 
más utilizados, a fin de establecer una interpretación unívoca 
que permita la aplicación adecuada del Convenio. A efectos 
de mayor ilustración se destacan las siguientes: 


a) se designa como “Autoridad Competente” en la Re- 
pública Oriental del Uruguay al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social o una Entidad Delegada, mientras que en 
el Reino de los Países Bajos ese rol lo cumple el Ministro de 
Trabajo y Asuntos Sociales; 


b) se entiende por “Entidad Gestora” la entidad o el 
organismo responsables, en cada caso, de la aplicación de 
la legislación a que alude el Artículo 2. En la República 
Oriental del Uruguay lo será el Banco de Previsión Social o 
cualquier organización autorizada para llevar a cabo cual- 
quier función que actualmente sea ejercida por esa entidad; 
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en relación al Reino de los Países Bajos, el organismo será 
el Instituto de los Seguros para los Trabajadores o el Banco 
de los Seguros Sociales, según sea la clase de beneficio 
recibido; 


c) el “Organismo de Enlace” es el organismo a cargo de 
la coordinación e información entre las Entidades Gestoras 
de ambas Partes Contratantes que intervengan en la aplica- 
ción del Convenio y en la información a las partes interesa- 
das sobre derechos y obligaciones derivadas del mismo. En 
la República Oriental del Uruguay será el Banco de Previ- 
sión Social, en el Reino de los Países Bajos, el Instituto de 
los Seguros para Trabajadores o cualquier cuerpo autoriza- 
do para llevar a cabo cualquier función que actualmente sea 
ejercida pr la citada entidad o el Banco de los Seguros 
Sociales, según sea la categoría de beneficio recibido. 


En lo que se refiere al ámbito de aplicación material, es 
decir, en lo relativo a las prestaciones reconocidas, el 
artículo 2 indica que el Convenio se aplicará: en Uruguay, 
ala legislación relativa a las prestaciones contributivas de 
seguridad social referidas a los regímenes de jubilaciones 
y pensiones basados en reparto y capitalización individual. 
En el caso de los Países Bajos, se aplicará a la legislación 
concerniente a prestaciones de enfermedad y maternidad, 
invalidez para trabajadores asalariados y autónomos, pen- 
siones de vejez, prestaciones de supervivencia, subsidios 
familiares y a efectos del Título II, también se aplicará a la 
legislación sobre prestaciones de desempleo. 


Desde el punto de vista personal, el Convenio se aplica- 
rá a las persona que estén o hayan sido sujetas a la legis- 
lación de una o ambas Partes Contratantes, así como a los 
miembros de su familia y a sus supervivientes siempre que 
éstos últimos deriven derechos de esas personas (artículo 
3). 


El Convenio introduce el principio de igualdad de trato, 
conforme al cual las personas mencionadas en el artículo 4 
(nacionales de una Parte Contratante, refugiados y miem- 
bros de sus familias y supervivientes -con independencia 
de su nacionalidad- que residan o permanezcan en el terri- 
torio de una de las Partes Contratantes) tendrán los mismos 
derechos y obligaciones bajo la legislación de esa Parte 
Contratante que los nacionales de esta última. El pago de 
prestaciones se encuentra regulado en el artículo 5. 


El Título Il (artículos 6 a 8) recoge las disposiciones 
sobre la legislación aplicable. Como regla general, el artícu- 
lo 6 establece que las personas a las que se aplique esta 
parte del Convenio, estarán sometidas únicamente a la 
legislación de una Parte Contratante, de acuerdo con las 
disposiciones de los artículos 7 y 8 (numeral1), mientras en 
sus numerales 2 y 3 señala el régimen que se aplicará a los 
trabajadores por cuenta ajena y por cuenta propia, a los 
efectos de la ley aplicable. 


Por su parte, el artículo 7 desarrolla el régimen especial 
de algunos trabajadores, destacándose -entre otros- el 
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aplicable a los miembros de la tripulación de naves y 
aeronaves y a los miembros de misiones diplomáticas u 
oficinas consulares. El artículo 8 permite a las Partes Con- 
tratantes establecer excepciones para trabajadores depen- 
dientes o por cuenta propia sin establecer las pautas con 
que las mismas se harán efectivas. 


En lo que respecta a las disposiciones sobre el pago de 
pensiones (Título III), es de suma importancia el principio 
que consagra el artículo 9 sobre totalización de períodos de 
seguros o continuidad previsional internacional, que es el 
mecanismo en virtud del cual los períodos de seguro cum- 
plidos en una de las Partes Contratantes, se consideran para 
la concesión de las pensiones establecidas en el Convenio, 
de conformidad con la legislación de la otra Parte Contra- 
tante, siempre que no se superpongan. En los artículos 10 
y 11 se determina el régimen a aplicar al pago de pensiones 
por invalidez y supervivencia, el que será establecido de 
acuerdo con la legislación de la Parte Contratante a la que 
el asegurado o beneficiario se hallare sometido en el mo- 
mento de producirse la contingencia. 


Para determinar el grado de incapacidad laboral del 
solicitante o beneficiario, las Entidades Gestoras de cual- 
quiera de las Partes se valdrán de los informes médicos y 
datos administrativos provistos por éstas. Lo relacionado 
con los costos de los exámenes médicos se encuentra 
determinado en los numerales 2 y 3 del artículo 11 y en el 
Acuerdo administrativo. 


Enel Capítulo 3 del Título III se contemplan los siguien- 
tes aspectos vinculados con la aplicación de la legislación 
uruguaya; régimen de pago de pensiones (artículo 12), 
determinación del derecho a las pensiones y su liquidación 
(artículo 13), suma de períodos de cotización en regímenes 
especiales o bonificados (artículo 14) y actualización del 
pago de pensiones (artículo 15). 


Por su parte, el Capítulo 4 regula la aplicación de la 
legislación de los Países Bajos, refiriéndose en su artículo 
16 a las normas sobre prestaciones de vejez, supervivencia 
e invalidez. 


Los datos personales que las Autoridades Competentes 
o las Entidades Gestoras se comuniquen, estarán sometidos 
a la legislación sobre protección de datos de la Parte que 
comunique. El almacenamiento, alteración o destrucción de 
los mismos estarán sometidos a la legislación de la Parte 
Contratante receptora (artículo 17). 


Las solicitudes y recursos que deban presentarse en un 
plazo determinado por las Entidades Gestoras o Autorida- 
des de una Parte Contratante a efectos de la aplicación de 
su legislación, se considerarán presentados ante ellas si se 
presentan dentro del mismo plazo ante la Entidad Gestora o 
la autoridad de la otra Parte Contratante. Las solicitudes de 
pagos de pensiones presentadas en virtud de la legislación 
de una Parte Contratante, también se considerarán solicitu- 
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des para una pensión similar en virtud de la legislación de 
la otra Parte Contratante (artículo 18). 


En el artículo 19 se prevé la ayuda administrativa entre 
las Autoridades Competentes, las Entidades Gestoras y los 
Organismos de Enlace de ambas Partes. Los mencionados 
organismos podrán solicitarse en cualquier momento reco- 
nocimientos médicos, comprobaciones de hechos y actos 
de los que pueda derivarse la adquisición, modificación, 
suspensión, reducción, extinción supresión o conserva- 
ción del derecho al pago de pensiones. Los gastos que 
puedan ocasionar estos procedimientos serán reintegrados 
sin demora por la Entidad Gestora que solicitó el reconoci- 
miento o la comprobación, cuando reciba los justificativos 
detallados de dichos gastos. 


A su vez, los Organismos de Enlace de ambas Partes 
intercambiarán datos estadísticos relativos a pagos de pen- 
siones concedidas a los beneficiarios de una Parte Contra- 
tante que residan en el territorio de la otra. 


Para hacer menos gravosos y ágiles los procedimientos 
de pago de pensiones en uno y otro país, se los ha eximido 
del pago de impuestos y derechos, así como del requisito de 
la legalización, de conformidad con lo previsto en el artículo 
20 del presente instrumento. Las modalidades y garantías 
del pago de las pensiones se encuentran establecidas en el 
artículo 21. 


A los efectos del seguimiento del presente Convenio y 
del Acuerdo Administrativo, se ha previsto el funciona- 
miento de una Comisión Mixta de Expertos designados por 
las Autoridades Competentes (artículo 22 numeral 2). 


Asimismo, las controversias que puedan suscitarse 
sobre la interpretación o aplicación del Convenio y del 
Acuerdo Administrativo, se resolverán de mutuo acuerdo 
por las Autoridades Competentes de ambas Partes Contra- 
tantes (artículo 23). Las Autoridades Competentes y las 
Entidades Gestoras podrán comunicarse entre sí en idioma 
inglés. Asimismo se destaca que no se rechazará ningún 
documento por el único motivo de haber sido redactado en 
el idioma oficial de una de las Partes Contratantes (artículo 
24). 


El Capítulo 2 contiene disposiciones transitorias, entre 
las que se desarrollan normas sobre cómputo de períodos 
anteriores a la vigencia de este Convenio y otras relaciona- 
das con los hechos causantes anteriores a su vigencia. 


De estas disposiciones surge que los períodos de segu- 
ro cumplidos de acuerdo a la legislación de cada una de las 
Partes Contratantes antes de la fecha de entrada en vigor 
del presente Convenio, serán tomados en consideración 
para determinar el derecho a los pagos de pensiones que se 
reconozcan conforme al mismo. 


Si bien no se efectuará el pago de ninguna pensión por 
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períodos anteriores a la entrada en vigor del Convenio, su 
aplicación otorgará derecho al pago de pensiones por con- 
tingencias acaecidas con anterioridad a la fecha de su 
entrada en vigor. Los pagos de pensiones que hayan sido 
realizados por una o ambas Partes o los derechos de pago 
de pensiones que hayan sido denegados antes de la entrada 
en vigor del Convenio, serán revisados a petición de la 
persona interesada o de oficio, sólo si la solicitud de revi- 
sión se presenta en el plazo establecido en el artículo 26 
numeral 2. 


El Convenio y su Acuerdo Administrativo entrará en 
vigor el primer día del mes siguiente a aquél en el que haya 
tenido lugar la última comunicación por la que las Partes se 
informen el cumplimiento de sus respectivos requisitos 
constitucionales y legales de aprobación, entendiendo que 
para el Reino de los Países Bajos, el artículo 5 entrará en 
vigor de forma retroactiva, a partir del 1 de enero de 2003 y 
aplicará este artículo y el Acuerdo Administrativo de forma 
provisional desde el primer día del segundo mes, a contar 
desde la fecha en que se firmó el Convenio. 


El presente Convenio y su Acuerdo Administrativo, se 
aplicarán para el Reino de los Países Bajos, únicamente en 
el territorio del Reino en Europa. 


2. El Acuerdo Administrativo. 


A fin de poner en funcionamiento las disposiciones del 
Convenio, las Partes Contratantes suscribieron en la misma 
fecha, un Acuerdo Administrativo, el que también se adjun- 
ta a los efectos de su aprobación. 


El Acuerdo Administrativo para la Implementación del 
Convenio establece en su artículo 2 que las Entidades 
Gestoras de la República Oriental del Uruguay serán las 
Entidades u Organismos de seguridad social, públicos, 
paraestatales y privados, responsables de aplicar la legis- 
lación relacionada con el régimen de jubilaciones y pensio- 
nes basados en el sistema de reparto y capitalización indi- 
vidual. Por su parte, en los Países Bajos lo serán las Insti- 
tuciones designadas en los literales a) a c) del numeral 2 del 
Artículo 2. 


En cuanto al régimen de trabajadores trasladados tem- 
poralmente a que alude el Acuerdo Administrativo, se acor- 
dó que en el caso de los trabajadores que son enviados al 
territorio de otro Estado, el Organismo de Enlace de la Parte 
Contratante en la que está estableciendo el empleador (en 
Uruguay, el Banco de Previsión Social y en los Países Bajos, 
el Banco de Seguros Sociales) expedirá, a solicitud del 
empleador o del empleado, un certificado donde conste que 
durante su ocupación temporal en el territorio de la otra 
Parte Contratante, la persona empleada permanecerá sujeta 
a la legislación de la primera, debiendo remitir copia del 
citado certificado al Organismo de Enlace de la otra Parte 
Contratante. 
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El Acuerdo también establece las normas respecto al 
régimen de prórroga del período de traslado temporal de 
trabajadores. En efecto, según el artículo 5, las solicitudes 
de prórroga deberán gestionarse ante el Organismo de 
Enlace de la Parte Contratante donde el empleador que 
envía al empleado tenga su sede y deberán presentarse 
antes del vencimiento del período de trabajo temporal con- 
cedido. De no ser así, el trabajador quedará sujeto -au- 
tomáticamente- a partir del vencimiento del período origi- 
nal, ala legislación de la Parte Contratante donde continua 
prestando servicios. 


El resto del articulado contenido en los Capítulos III y 
TV incluye los requisitos necesarios que deben exigirse para 
que se haga efectivo el pago de las personas correspon- 
dientes. A estos efectos se destacan las normas relaciona- 
das con el procesamiento de las solicitudes, transmisión de 
datos a los efectos de establecer el derecho del solicitante 
al pago de la pensión, formularios, identificación de los 
beneficiarios, verificación de las solicitudes y pagos, veri- 
ficación de información en caso de enfermedad e invalidez 
e intercambio de estadísticas. 


Por tanto, entendiendo que es de interés para la Repú- 
blica, la entrada en vigor de este Convenio y su Acuerdo 
Administrativo los cuales recogen soluciones jurídicas ya 
aceptadas por los principales sistemas de seguridad social, 
cimentadas en la idea de justicia e igualdad social, pilares 
de nuestros sistemas democráticos, el Poder Ejecutivo so- 
licita a esa Corporación la aprobación parlamentaria co- 
rrespondiente. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la Asam- 
blea General las seguridades de su más alta consideración. 


Dr. TABARE VAZQUEZ, Presidente de 
la República; Reinaldo Gargano, Danilo 
Astori, Eduardo Bonomi. 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 


Montevideo, 28 de marzo de 2007. 


PROYECTO DELEY 


Artículo Unico.- Apruébase el Convenio de Seguridad 
Social entre la República Oriental del Uruguay y el Reino de 
los Países Bajos y el Acuerdo Administrativo para la 
Implementación del Convenio de Seguridad Social entre la 
República Oriental del Uruguay y el Reino de los Países 
Bajos, suscritos en la ciudad de Montevideo, el día 11 de 
octubre de 2005. 


Reinaldo Gargano, Danilo Astori, 
Eduardo Bonomi. 
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CAMARA DESENADORES 
Comisión de 
Asuntos Internacionales 
Carpeta N* 792/2007 

INFORME 
Al Senado: 


El Poder Ejecutivo ha enviado para la aprobación de este 
Cuerpo el Convenio de Seguridad Social entre la República 
Oriental del Uruguay y el Reino de los Países Bajos y el 
Acuerdo Administrativo para la implementación del Conve- 
nio de Seguridad Social entre la República Oriental del 
Uruguay y el Reino de los Países Bajos, suscritos en la 
ciudad de Montevideo, el 11 de Octubre de 2005. 


El Convenio y el Acuerdo Administrativo tienen por 
finalidad regular las relaciones entre los dos países signa- 
tarios en materia de Seguridad Social, de manera tal que las 
personas amparadas por dichos tratados puedan benefi- 
ciarse de las cotizaciones que han realizado en ambos 
países, manteniendo una continuidad en su historia 
previsional. Esto les permitirá percibir las prestaciones de 
la seguridad social de forma íntegra siendo las mismas una 
representación fidedigna de sus aportes en el territorio de 
cada parte signataria. 


Este Convenio encuentra antecedentes en otros nume- 
rosos Convenios similares celebrados por la República con 
diversos países (Estados Unidos, Argentina, Paraguay, 
Bolivia, Grecia, Portugal, Suiza, Venezuela, Italia, España, 
Israel, Ecuador, Costa Rica y Canadá, entre otros que están 
en curso de negociación). 


En la medida en que el presente Convenio recoge en lo 
esencial varias de las disposiciones de los referidos acuer- 
dos ya aprobados por este Cuerpo, nos limitaremos a la 
exposición de los aspectos medulares del articulado de este 
Convenio y del Acuerdo Administrativo que a nuestro 
entender deben destacarse de manera especial. 


En primer lugar, en referencia al Convenio, el ámbito de 
aplicación material del mismo, previsto en su artículo 2, 
indica que el mismo se aplicará, para el Uruguay, a la 
legislación relativa a las prestaciones contributivas de 
seguridad social referidas a los regímenes de jubilaciones 
y pensiones basados en el sistema de reparto y de capita- 
lización individual. Para los Países Bajos, se aplicará a la 
legislación concerniente a los siguientes rubros de la segu- 
ridad social: prestaciones de enfermedad o maternidad, 
invalidez para trabajadores asalariados y autónomos, pen- 
siones de vejez, prestaciones de supervivencia, subsidios 
familiares, y alos efectos del Título Ill del Convenio (Legis- 
lación aplicable) también se aplicará a la legislación sobre 
prestaciones de desempleo. 
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En segundo lugar el ámbito de aplicación personal (ar- 
tículo 3 del Convenio) establece que el mismo se aplicará a 
las personas que estén o hayan estado sujetas a la legisla- 
ción de una o ambas Partes Contratantes, así como a los 
miembros de su familia y asus supervivientes siempre que 
éstos últimos deriven derechos de esas personas. 


En los restantes artículos de este Título el Convenio 
menciona al principio de igualdad de trato (artículo 4) y el 
pago de las prestaciones (artículo 5). 


El Título II del Convenio se refiere a la legislación 
aplicable. Se establece el régimen general en el artículo 6 en 
donde se menciona que las personas estarán sometidas 
únicamente a la legislación de una Parte Contratante. 


Luego se establece un régimen especial para ciertas 
categorías de trabajadores, como los miembros de la tripu- 
lación de naves y aeronaves o los miembros de misiones 
diplomáticas u oficinas consulares. 


El Título MI del Convenio está destinado a las disposicio- 
nes relativas al pago de las pensiones. En el Capítulo 1 (artículo 
9) se establece el principio básico conocido como de la totali- 
zación de períodos de seguro, que permite que se computen 
los períodos de seguro cumplidos en cada Parte Contratante 
alos efectos de la concesión de las pensiones establecidas 
en el Convenio, siempre que éstos no se superpongan. 


También se establecen en el Capítulo 2 disposiciones 
relativas al pago de pensiones por invalidez y superviven- 
cia (artículo 10) y a la determinación de la incapacidad 
(artículo 11). 


El Capítulo 3 de este Título prevé la aplicación de la 
legislación uruguaya al régimen del pago de pensiones, la 
determinación del derecho alas pensiones y su liquidación, 
la suma de períodos de cotización en regímenes especiales 
o bonificados y la actualización del pago de pensiones. Por 
su parte el Capítulo 4 determina la misma situación respecto 
de los Países Bajos, que aplicará su legislación en lo refe- 
rido a las normas sobre prestaciones de vejez, superviven- 
cia, einvalidez. 


El Título IV del Convenio contiene disposiciones diver- 
sas, transitorias y finales. Las primeras, contenidas en el 
Capítulo 1, están referidas a la protección y confidencialidad 
de los datos personales; a los efectos recíprocos de la 
presentación de la documentación requerida para una soli- 
citud de pago de pensión; a la necesidad de cooperación 
administrativa entre las Autoridades Competentes de am- 
bas Partes y a la exención de impuestos, derechos y requi- 
sitos de legalización de la que beneficiarán los certificados 
y documentos que se expidan por las Autoridades Compe- 
tentes en aplicación del presente Convenio. 


Para el seguimiento y cumplimiento del Convenio y del 
Acuerdo Administrativo que lo acompaña, se establece la 
creación de una Comisión Mixta de Expertos designados 
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por las Autoridades Competentes. Los restantes artículos 
de este Capítulo se refieren al arreglo de las controversias 
y alos idiomas de comunicación entre las Partes, donde se 
autoriza el uso del idioma inglés. 


El Capítulo 2 de este Título, referido a las disposiciones 
transitorias, menciona que los períodos de seguro cumpli- 
dos antes de la fecha de entrada en vigor del presente 
Convenio serán tomados en consideración para determinar 
el derecho a los pagos de pensiones. Si bien se aclara que 
no se efectuarán el pago de ninguna pensión por períodos 
anteriores a la entrada en vigor del Convenio. 


El Capítulo 3, por su parte, contiene las disposiciones 
finales habituales en este tipo de tratados. Debe remarcarse 
que para los Países Bajos el artículo 5 (referido al pago de 
las prestaciones), entrará en vigor de forma retroactiva a 
partir del 1” de enero de 2003. 


El Convenio es acompañado por un Acuerdo Adminis- 
trativo que se suscribe en la misma fecha que el Convenio, 
con la finalidad de implementar las disposiciones del mismo. 


Dicho Acuerdo detalla aspectos vinculados con la apli- 
cación del Título II del Convenio (legislación aplicable y 
regímenes especiales de trabajadores trasladados tempo- 
ralmente); establece cuáles habrán de ser las Entidades 
Gestoras en cada país y regula la forma de procesamiento de 
una solicitud referida al pago de una pensión bajo el régi- 
men que se establece en el Convenio. 


En ese marco, incluye la descripción de los formularios 
y procedimientos necesarios a tales efectos, la identifica- 
ción del beneficiario y el procedimiento de verificación de 
las solicitudes y de los pagos, así como de la información 
necesaria en caso de enfermedad o invalidez. 


Por todo lo expuesto, se considera que la aprobación del 
presente Convenio y del Acuerdo que lo acompaña son de 
interés para la República, en particular por atender la pro- 
tección de los derechos de los trabajadores en un contexto 
de movimientos migratorios que ha caracterizado a nuestra 
región en los últimos años. 


Sala de la Comisión, 24 de mayo de 2007. 


Sergio Abreu, Miembro Informante; 
Carlos Baráibar, José Bentancor, Al- 
berto Couriel, Luis Alberto Heber, José 
Korzeniak, Jorge Larrañaga, Rafael 
Michelini. Senadores. 


CONVENIO DE SEGURIDAD SOCIAL ENTRE LA 
REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL REINO DE 
LOS PAISES BAJOS 


La República Oriental del Uruguay y el Reino de los 
Países Bajos, 
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animados por el deseo de regular sus relaciones en el 
área de la Seguridad Social 


han convenido lo siguiente 


TITULOI 


DISPOSCIONES GENERALES 


Artículo 1 
Definiciones 


1. Las expresiones y los términos descritos en el si- 
guiente párrafo tienen, en relación con este Convenio, el 
siguiente significado: 


a) “Partes Contratantes” designa la República Oriental 
del Uruguay y el Reino de los Países Bajos; 


b 


=— 


“Territorio” designa respecto del Reino de los Países 
Bajos, el territorio del Reino en Europa; 


0 


— 


“Legislación” designa la Constitución, las leyes, los 
reglamentos y las disposiciones en materia de Segu- 
ridad Social indicadas en el artículo 2* de este Con- 
venio; 


d 


=— 


“Autoridad Competente” designa, respecto de la 
República Oriental del Uruguay, el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social o una Entidad Delegada 
y respecto del Reino de los Países Bajos, el Ministro 
de Trabajo y Asuntos Sociales de los Países Bajos; 


O 
= 


“Entidad Gestora”, designa la entidad o el organismo 
responsable, en cada caso, de la aplicación de la 
legislación a que alude el artículo 2 del presente 
Convenio. Con relación al Reino de los Países Bajos 
respecto a los rubros de la seguridad social mencio- 
nados en los subapartados a, b, c y g del párrafo 1 B) 
del artículo 2; el “Uitvoeringsinstituut 
werknemersverzekeringen” (Instituto de los seguros 
para trabajadores) y, respecto a los rubros de la 
seguridad social mencionados en los subapartados 
d, e y f del párrafo 1 B) del artículo 2: el “Sociale 
verzekenngsbank” (Banco de los Seguros Sociales); 
con respecto a la República Oriental del Uruguay, el 
Banco de Previsión Social o cualquier organización 
autorizada para llevar a cabo cualquier función que 
actualmente sea ejercida por las citadas entidades. 


f) “Organismo de Enlace”, organismo a cargo de la 
coordinación e información entre las Entidades Ges- 
toras de ambas Partes Contratantes que intervengan 
en la aplicación de este Convenio y en la información 
a las partes interesadas sobre derechos y obligacio- 
nes derivados del mismo. En Uruguay será el Banco 
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de Previsión Social y en el Reino de los Países Bajos 
será, respecto a los rubros de la seguridad social 
mencionados en los subapartados a, b, c y g del 
párrafo 1 B) del artículo 2 el “Uitvoeringsinstituut 
werknemersverzekeringen” (Instituto de los serguros 
para trabajadores) o cualquier cuerpo autorizado 
para llevar a cabo cualquier función que actualmente 
sea ejercida por la citada entidad, y respecto a los 
rubros de la seguridad social mencionados en los 
subapartados d, e y f del párrafo 1B) del artículo 2, el 
“Sociale Verzekeringsbank” (Banco de los Seguros 
Sociales) o cualquier organización autorizada para 
llevar a cabo cualquier función que actualmente sea 
ejercida por los citados organismos. 


g) “Beneficiario” designa la persona que tiene derecho 
a una prestación. 


h) “Período de seguro” o “período de cotización” de- 
signa todo período reconocido como tal por la legis- 
lación bajo la cual se haya cumplido, así como cual- 
quier período considerado por dicha legislación como 
equivalente a un período de seguro o de cotización. 


1) “Prestación” designa cualquier pago o asignación 
en dinero o en especie, que esté previsto en la legis- 
lación mencionada en el artículo 2 del presente Con- 
venio, incluyendo suplementos, incrementos o ac- 
tualizaciones en virtud de esta legislación. 


2. Los demás términos o expresiones utilizados en este 
Convenio, tienen el significado que les atribuye la legisla- 
ción aplicable. 


Artículo 2 
Ambito de aplicación material 
1. El presente Convenio se aplicará: 


A) Respecto de Uruguay, a la legislación relativa a las 
prestaciones contributivas de la Seguridad Social en 
lo que se refiere a los regímenes de jubilaciones y 
pensiones basados en el sistema de reparto y de 
capitalización individual. 


B) Respecto de los Países Bajos, a la legislación con- 
cerniente a los siguientes rubros de la seguridad 
social; 


a) prestaciones de enfermedad y maternidad; 


b) prestaciones de invalidez para trabajadores asa- 
lariados; 


c) prestaciones de invalidez para trabajadores autó- 
nomos; 
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d) pensiones de vejez; 
e) prestaciones de supervivencia; 
f) subsidios familiares; 


y, a efectos del Título II del Convenio, también se 
aplicará a la legislación sobre 


g) prestaciones de desempleo 


2. El presente Convenio se aplicará igualmente a las 
leyes y reglamentos que en el futuro complementen o mo- 
difiquen las señaladas en el párrafo 1. 


Artículo 3 
Ambito de aplicación personal 


El presente Convenio se aplicará a las personas que 
estén o hayan estado sujetas a la legislación de una o ambas 
Partes Contratantes, así como a los miembros de su familia 
y a sus supervivientes siempre que éstos últimos deriven 
derechos de esas personas. 


Artículo 4 
Igualdad de trato 


Salvo que se disponga otra cosa en este Convenio, las 
personas mencionadas a continuación, que residan o per- 
manezcan en el territorio de una de las Partes Contratantes, 
tendrán los mismos derechos y obligaciones bajo la le- 
gislación de esa Parte Contratante que sus propios nacio- 
nales. 


a) nacionales de la otra Parte Contratante 
b) refugiados 


c) miembros de la familia y supervivientes -indepen- 
dientemente de su nacionalidad- de las personas 
mencionadas en a) y b) en relación con los derechos 
que ellos deriven de esas personas. 


Artículo 5 
Pago de prestaciones 


1. Salvo que se estipule de otro modo en este Convenio, 
cualquier legislación que restringa el pago de una presta- 
ción sólo porque el beneficiario o miembro de su familia 
resida o permanezca fuera del territorio de una u otra Parte 
Contratante, no se aplicará a los beneficiarios o miembros 
de su familia que residan o permanezcan en el territorio de 
la otra Parte Contratante. 
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2. El párrafo 1 no afectará a la legislación neerlandesa 
que introduzca restricciones al pago de subsidios familiares 
con respecto a los hijos que residan o permanezcan fuera del 
territorio del Reino de los Países Bajos o que excluyan el 
citado pago. 


3. En lo que respecta a los Países Bajos, el apartado 
primero no será de aplicación alas prestaciones concedidas 
en virtud de la Ley de Complementos neerlandesa 
(Toeslagenwet”), ley de 6 de noviembre de 1986. 


TITULOI 


DISPOSICIONES SOBRE LA LEGISLACION APLICABLE 


Artículo 6 


Regla general 


1. Las personas a las que se les aplique las disposicio- 
nes de esta parte del Convenio, estarán sometidas única- 
mente a la legislación de una Parte Contratante, de acuerdo 
con las disposiciones de los artículos 7 y 8. 


2. Un trabajador por cuenta ajena que trabaje en el 
territorio de una Parte Contratante, estará sujeto a la legis- 
lación de esa Parte Contratante, aunque resida en el territo- 
rio de la otra Parte Contratante o aunque su empleador o el 
centro de trabajo de su empleador se encuentren en el 
territorio de la otra Parte Contratante. 


3. Un trabajador por cuenta propia que realice sus 
actividades en el territorio de una u otra Parte Contratante, 
estará sujeto a la legislación de esa Parte Contratante, 
aunque resida en el territorio de la otra Parte Contratante. 


4. Unapersona que esté sometida a la legislación de los 
Países Bajos de acuerdo con las disposiciones de esta 
Parte, será considerada como residente en el territorio de 
los Países Bajos. 


Artículo 7 
Disposiciones especiales 


1. Una persona que esté empleada en el territorio de una 
u otra Parte Contratante que haya sido destinada a trabajar 
para su empleador en el territorio de la otra Parte Contratan- 
te, estará sometida únicamente, con respecto a esas activi- 
dades, a la legislación de la primera Parte Contratante como 
siese trabajo se hubiera realizado en su territorio y, siempre 
que el desplazamiento no supere los 24 meses y la persona 
interesada no esté además empleada por otro empleador 
diferente ubicado en ese territorio. 


2. El miembro de la tripulación aérea de una compañía 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-315 


que se dedique al transporte internacional aéreo de pasaje- 
ros o de mercancías, que trabaje en el territorio de ambas 
Partes, estará sometido a la legislación de la Parte Contra- 
tante en cuyo territorio se encuentren las oficinas centrales 
de la compañía. En caso de que esa persona resida en el 
territorio de la otra Parte Contratante y la empresa tenga una 
sucursal o una representación permanente de la citada 
compañía en el territorio de esa Parte Contratante, estará 
sometida a la legislación de la última Parte Contratante. 


3. El trabajador por cuenta ajena que trabaje a bordo de 
una embarcación que enarbole la bandera de una Parte Contra- 
tante y que sea remunerado por el citado empleo por una 
compañía o por una persona cuya oficina registrada o centro 
de trabajo se encuentre en el territorio de la otra Parte Con- 
tratante, estará sujeto a la legislación de este último Estado 
Contratante si reside en el territorio de ese Estado Contra- 
tante. 


4. Los nacionales de una Parte Contratante que son 
enviados por el Gobierno de esa Parte Contratante al terri- 
torio de la otra Parte Contratante como miembros de una 
misión diplomática o de una oficina consular, estarán some- 
tidos a la legislación de la primera Parte Contratante. 


5. La persona que trabaje en una misión diplomática u 
oficina consular de una de las Partes Contratantes en el 
territorio de la otra Parte Contratante, estará sometida a la 
legislación de la última Parte Contratante. 


6. Sila misión diplomática o la oficina consular de una 
de las Partes Contratantes emplea a personas que, conforme 
al párrafo 5 de este artículo están sometidas a la legislación 
de la otra Parte Contratante, la misión u oficina cumplirá con 
las obligaciones que la legislación de esa Parte Contratante 
impone a los empleadores. 


7. Las disposiciones de los párrafos 5 y 6 de este 
artículo se aplicarán igualmente al personal de servicio que 
trabaje únicamente para una de las personas mencionadas 
en el párrafo 4 de este artículo. En ese caso, la persona física 
que emplee al personal de servicio cumplirá con las obliga- 
ciones que impone a los empleadores la legislación de la 
Parte Contratante donde se realice la actividad laboral. 


8. Las disposiciones de los párrafos 4 y 7 de este 
artículo no se aplicarán a los miembros honorarios de una 
oficina consular o a las personas que estén al servicio 
privado de dichas personas. 


Artículo 8 


Excepciones 


Las Autoridades Competentes de ambas Partes Contra- 
tantes podrán, de común acuerdo, establecer excepciones 
para trabajadores dependientes o por cuenta propia. 
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TITULO HI 


DISPOSICIONES RELATIVAS ALPAGO DELAS 
PENSIONES 


CAPITULO 1 
TOTALIZACIÓN 
Artículo 9 
Totalización de períodos de seguro 


Cuando la legislación de una Parte Contratante subordi- 
ne la adquisición, conservación o recuperación del derecho 
al pago de pensiones al cumplimiento de determinados 
períodos de seguro, la Entidad Gestora tendrá en cuenta a 
tal efecto, cuando sea necesario, los períodos de seguro 
cumplidos en este régimen con arreglo a la legislación de la 
otra Parte Contratante, como si se tratara de perídos cum- 
plidos con arreglo a su propia legislación, siempre que no 
sean simultáneos. 


CAPITULO 2 

DERECHO Y LIQUIDACION DELAS PENSIONES 
Artículo 10 

Pago de pensiones por invalidez y supervivencia 


El derecho al pago de pensiones por invalidez y su- 
pervivencia será determinado de acuerdo con la legisla- 
ción de la Parte Contratante a la que el asegurado o bene- 
ficiario se hallare sujeto en el momento de producirse la 
contigencia. 


Artículo 11 
Determinación de la incapacidad 


1. A fin de determinar el grado de incapacidad laboral 
del solicitante o beneficiario, las Entidades Gestoras de cual- 
quiera de las Partes Contratantes se valdrán de los informes 
médicos y los datos administrativos provistos por la Entidad 
Gestora de la otra Parte Contratante. No obstante, la Entidad 
Gestora de la primera Parte Contratante podrá solicitar al 
beneficiario que se someta a un examen médico por un médico 
elegido por aquélla o un examen médico en su territorio. 


2. Los costos de los exámenes serán sufragados por la 
Entidad Gestora a cuyo pedido se efectúa el examen. 


3. El Acuerdo Administrativo determinará la forma en 
que se efectuará el reembolso de los exámenes adicionales 
entre cada Parte Contratante. 


CAMARA DE SENADORES 


12 de junio de 2007 
CAPITULO 3 
APLICACION DELA LEGISLACION DEURUGUAY 
Artículo 12 
Régimen del pago de pensiones 


1. Los trabajadores afiliados a una Administración de 
Fondos de Ahorro Previsional, en Uruguay, financiarán el 
pago de sus pensiones con el importe acumulado en sus 
cuentas de capitalización individuales. 


2. Los pagos de pensiones otorgados por un régimen 
de capitalización, se adicionarán a los pagos de pensiones 
derivados de un régimen de solidaridad, cuando el trabaja- 
dor reúna los requisitos establecidos por la legislación 
vigente, aplicándose en caso de resultar necesario, la 
totalización de períodos de seguro. 


Artículo 13 


Determinación del derecho a y liquidación de 
pensiones 


El trabajador que hayaestado sucesiva o alternativamente 
sometido a la legislación de una o ambas Partes Contratantes, 
tendrá derecho al pago de las pensiones reguladas en este 
Capítulo de acuerdo con las condiciones siguientes: 


1. La Entidad Gestora de una Parte Contratante determi- 
nará el derecho y calculará el pago de la pensión, teniendo 
en cuenta únicamente los períodos de seguro acreditados 
por dicha Parte Contratante. 


2. Asimismo, la Entidad Gestora determinará el derecho 
al pago de pensión totalizando dentro de sus propios perío- 
dos de seguro los períodos cubiertos en la legislación de la 
otra Parte Contratante. Cuando se haya efectuado la 
totalización y se tenga derecho al pago de la pensión, para 
calcular el importe a pagar, se aplicarán las siguientes reglas: 


a) El importe del pago de la pensión a que tiene derecho 
la Parte Contratante interesada será calculado como 
si todos los períodos de seguro totalizados hubieran 
sido cubiertos bajo su propia legislación (pensión 
teórica). 


b) El importe del pago de la pensión se establecerá 
aplicando a la pensión teórica, calculada según su 
propia legislación, la misma proporción existente entre 
el período de seguro cubierto en una Parte Contratante 
y la totalidad de los períodos de seguros cubiertos en 
ambas Partes Contratantes (pensión prorrata). 


3. La persona con derecho a pensión tendrá derecho al 
importe superior de entre los calculados conforme a lo 
estipulado en los puntos 1 y 2. 
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Artículo 14 


Suma de períodos de cotización en regímenes especia- 
les o bonificados 


1. Sila legislación de una Parte Contratante condiciona 
el derecho o la concesión de determinadas prestaciones al 
cumplimiento de períodos de seguro en una actividad some- 
tida a un régimen Especial o Bonificado, en una actividad o 
empleo determinado, los períodos cumplidos bajo la legis- 
lación de la otra Parte Contratante sólo se tendrán en cuenta 
para la concesión de tales pagos de pensiones o prestacio- 
nes, si hubieran sido acreditados al amparo de un régimen 
de igual naturaleza o, a falta de éste, en la misma actividad 
o en un trabajo de características similares. 


2. Si, teniendo en cuenta los períodos así cumplidos, la 
persona interesada no satisface las condiciones requeridas 
para beneficiarse del pago de una pensión de un Régimen 
Especial o Bonificado, estos períodos serán tenidos en 
cuenta para la concesión del pago de pensiones del Régi- 
men General o de otro Régimen Especial o Bonificado en el 
que el interesado pueda acreditar su derecho. 


Artículo 15 


Actualización del pago de pensiones 


Los pagos de las pensiones reconocidas en aplicación 
de las disposiciones del Título III del presente Convenio, se 
actualizarán periódicamente en importes idénticos a los 
pagos de las pensiones reconocidas al amparo de la legis- 
lación interna. 


Sin embargo, cuando se trate de pagos de pensiones 
calculadas bajo la fórmula “prorrata temporis” prevista en 
el párrafo 2 del artículo 13, la actualización se podrá evaluar 
aplicándose la misma regla de proporcionalidad que se haya 
aplicado para establecer el importe de la pensión. 


CAPITULO 4 


APLICACION DELA LEGISLACION DE LOS PAISES 
BAJOS 


Artículo 16 
Prestaciones de vejez, supervivencia e invalidez 


1. La Entidad Gestora de los Países Bajos fijará la pres- 
tación de vejez basándose directa y exclusivamente en los 
períodos de seguro cumplidos al amparo de la Ley General 
Neerlandesa de Pensiones de Vejez. 


2. La Entidad Gestora de las Países Bajos determinará la 
prestación de supervivencia basándose directa y exclusi- 
vamente en la Ley General Neerlandesa de Supervivencia. 
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3. La Entidad Gestora de los Países Bajos determinará 
la prestación de invalidez basándose directa y exclusiva- 
mente en la Ley Neerlandesa de Incapacidad Laboral o en la 
Ley Neerlandesa de Incapacidad Laboral para trabajadores 
por cuentra propia. 


TITULOIV 


DISPOSICIONES DIVERSAS, TRANSITORIAS Y 
FINALES 


CAPITULO 1 
DISPOSICIONES DIVERSAS 
Artículo 17 


Protección de datos 


1. Cuando, en virtud del presente Convenio, las Auto- 
ridades Competentes o las Entidades Gestoras comuniquen 
datos personales a las Autoridades Competentes o a las 
Entidades Gestoras, a los organismos competentes de la 
otra Parte Contratante, esa comunicación estará sometida a 
la legislación sobre protección de datos de la Parte Contra- 
tante que comunica los datos. Cualquier transmisión sub- 
siguientes, así como el almacenamiento, la alteración o la 
destrucción de datos quedará sometida a las disposiciones 
de la legislación sobre protección de datos de la Parte 
Contratante receptora. 


2. El uso de datos personales para fines distintos de los 
de la seguridad social quedará sujeto al consentimiento de 
la persona afectada o se hará de acuerdo con otras garantías 
previstas por la legislación nacional. 


Artículo 18 


Efectos de la presentación de documentos 


1. Las solicitudes y recursos que, a efectos de la apli- 
cación de la legislación de una Parte Contratante, deban ser 
presentados en un plazo determinado por las Entidades 
Gestoras o Autoridades de esa Parte Contratante, se con- 
siderarán como presentados ante ella si se presentan dentro 
del mismo plazo ante la Entidad Gestora o la autoridad de la 
otra Parte Contratante. 


2. Las solicitudes de pagos de pensiones presentadas 
en virtud de la legislación de una Parte Contratante, también 
se considerarán solicitudes para una pensión similar en 
virtud de la legislación de la otra Parte Contratante. 


3. La fecha en que dichas solicitudes y recursos hayan 
sido presentados ante una Parte Contratante, será conside- 
rada como la fecha de presentación ante la otra Parte Con- 
tratante. 
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Artículo 19 
Ayuda administrativa 


1. Para la aplicación del presente Convenio, las Auto- 
ridades Competentes, las Entidades Gestoras y los Organis- 
mos de Enlace de ambas Partes podrán solicitarse en cual- 
quier momento, reconocimientos médicos, comprobaciones 
de hechos y actos de los que pueda derivarse la adquisi- 
ción, modificación, suspensión, reducción, extinción, su- 
presión o conservación del derecho a pagos de pensiones. 
Los gastos que puedan ocasionar estos procedimientos 
serán reintegrados sin demora por la Entidad Gestora que 
solicitó el reconocimiento o la comprobación, cuando reci- 
ba los justificantes detallados de tales gastos. 


2. Los Organismos de Enlace de ambas Partes 
intercambiarán los datos estadísticos relativos a los pagos 
de pensiones concedidos a los beneficiarios de una Parte 
Contratante que residan en el territorio de la otra Parte 
Contratante. Estos datos contendrán el número de benefi- 
ciarios y el importe total de los pagos de pensiones satis- 
fechos por año natural. 


3. Lainformación contenida en los formularios de soli- 
citud o enlace y otros documentos necesarios así como 
cualquier otra información que las Autoridades Competen- 
tes consideren de interés para la aplicación del presente 
Convenio, podrá ser intercambiada entre los Organismos de 
Enlace de cada Parte Contratante, de forma electrónica o por 
otro medio de información acordado que garantice el acceso 
limitado y la confidencialidad. 


4. Las Partes Contratantes a efectos de la 
implementación de este Convenio, detallarán los conteni- 
dos de la ayuda mutua en un Acuerdo Administrativo. 


Artículo 20 


Exención de impuestos, derechos y requisitos de 
legalización 


1. Lasexcenciones correctas de registros, de documen- 
tos, de timbre y de tasas consulares y similares previstos en 
la legislación de cada una de las Partes Contratantes, se 
extenderán a los certificados y documentos que se expidan 
por las Entidades Gestoras de la otra Parte Contratante en 
aplicación del presente Convenio. 


2. Todos los actos administrativos y documentos expe- 
didos al aplicar el presente Convenio estarán exentos de los 
requisitos de legalización y demás formalidades similares 


cuando vayan a ser presentados a las Entidades Gestoras 
de la otra Parte Contratante. 


Artículo 21 
Modalidades y garantías del pago de las pensiones 


1. Las Entidades Gestoras de cada una de las Partes 
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Contratantes quedarán liberadas de los pagos que se rea- 
licen en aplicación del presente Convenio, cuando éstos se 
efectúen en la moneda de su país y conforme a la fecha y 
forma que determine cada Parte Contratante. 


2. En el caso de que una de las Partes Contratantes 
imponga restricciones sobre divisas ambas Partes adopta- 
rán de inmediato las medidas necesarias para garantizar la 
ejecución de los derechos derivados del presente Conve- 
nio. 


Artículo 22 
Atribuciones de las autoridades competentes 


1. Las Autoridades Competentes de las dos Partes Con- 
tratantes: 


a) Establecerán el Acuerdo Administrativo necesario 
para la aplicación del presente Convenio. 


b) Se comunicarán las medidas adoptadas en el plano 
interno para la aplicación del presente Convenio. 


c) Se notificarán recíprocamente las disposiciones le- 
gislativas y reglamentarias que modifiquen las men- 
cionadas en el artículo 2. 


d) Se asistirán mutuamente en sus asuntos y se ofrece- 
rán la más amplia cooperación técnica y administra- 
tiva posible. 


2. A efectos del seguimiento del presente Convenio y 
del Acuerdo Administrativo, funcionará una Comisión Mix- 
ta de Expertos designados por las Autoridades Competen- 
tes. 


La Comisión Mixta de Expertos se reunirá periódicamen- 
te y de forma alternativa en uno y otro país y podrá ser 
convocada en cualquier momento por las Autoridades 
Competentes. 


Artículo 23 
Arreglo de controversias 
Las Autoridades Competentes de ambas Partes Contra- 
tantes harán todos los esfuerzos razonables para resolver 
de mutuo acuerdo las diferencias de interpretación o de 


aplicación del presente Convenio y de su Acuerdo Admi- 
nistrativo. 


Artículo 24 
Idioma 


1. Aefectos de la aplicación del presente Convenio, las 
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Autoridades Competentes y las Entidades Gestoras de las 
Partes Contratantes podrán comunicarse directamente en- 
tre sí en el idioma inglés. 


2. No se rechazará ningún documento únicamente por 
haber sido redactado en un idioma oficial de una de las 
Partes Contratantes. 


CAPITULO 2 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
Artículo 25 


Cómputo de períodos anteriores a la vigencia de este 
Convenio 


Los períodos de seguro cumplidos de acuerdo a la 
legislación de cada una de las Partes Contratantes antes de 
la fecha de entrada en vigor del presente Convenio, serán 
tomados en consideración para determinar el derecho a los 
pagos de pensiones que se reconozcan conforme al presen- 
te Convenio. 


Artículo 26 


Hechos causantes anteriores a la vigencia de este 
Convenio 


1. La aplicación del presente Convenio, otorgará dere- 
chos al pago de pensiones por contingencias acaecidas con 
anterioridad a la fecha de su entrada en vigor. Sinembargo, 
no se efectuará el pago de ninguna pensión por períodos 
anteriores a la entrada en vigor del Convenio. 


2. Los pagos de las pensiones que ya hayan sido rea- 
lizados por una o ambas Partes o los derechos al pago de 
pensiones que hayan sido denegadas antes de las entrada 
en vigor del Convenio, serán revisadas a petición de la 
persona interesada o de oficio, teniendo en cuenta las 
presentes disposiciones, sólo si la solicitud de revisión se 
presenta en un plazo de dos años a partir de la entrada en 
vigor del presente Convenio. El derecho se adquirirá desde 
la fecha de la solicitud, salvo cuando exista una disposición 
más favorable en la legislación de esa Parte Contratante. No 
se revisarán los pagos de pensiones que hayan consistido 
en una cantidad única. 


3. Las normas sobre prescripción y caducidad vigentes 
en cada una de las Partes Contratantes podrán aplicarse a los 
derechos previstos en este artículo siempre que las partes 
interesadas presenten la solicitud dos años después de la fecha 
de entrada en vigor de este Convenio, salvo que exista una 
disposición más favorable en la legislación de la Parte 
Contratante ante la cual se formula la petición. El monto del 
pago de la pensión resultante de este nuevo cálculo no 
podrá ser inferior al del pago de la pensión inicial. 
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CAPITULO 3 
DISPOSICIONES FINALES 


Artículo 27 
Duración del presente Convenio 


1. El presente Convenio tendrá una duración inde- 
finida, salvo denuncia por una de las Partes Contratan- 
tes, que surtirá efectos a los seis meses de su notificación a 
la otra Parte Contratante. El Acuerdo Administrativo, regu- 
lará la forma y condiciones en que deberá esta notificación. 


2. En caso de finalización del presente Convenio por 
denuncia o por mutuo acuerdo y, no obstante las disposi- 
ciones restrictivas que cada una de las Partes Contratantes 
pueda prever para los casos de residencia de un beneficiario 
en otro país del extranjero, las disposiciones del presente 
Convenio serán aplicables a los derechos adquiridos al 
amparo de este Convenio. 


3. Las Partes Contratantes acordarán las disposi- 
ciones que garanticen los derechos en adquisición deriva- 
dos de los períodos de seguro o equivalentes, cumplidos con 
anterioridad a la fecha de terminación del presente Conve- 
nio. 


Artículo 28 
Aprobación y entrada en vigor 


1. El presente Convenio y el Acuerdo Administrativo 
serán aprobados de acuerdo con la legislación interna de 
cada una de las Partes Contratantes y entrarán en vigor el 
primer día del mes siguiente a aquél en el que haya tenido 
lugar la última comunicación entre las Partes informándose 
del cumplimiento de sus respectivos requisitos constitu- 
cionales y legales de aprobación, entendiendo que para el 
Reino de los Países Bajos, el artículo 5 entrará en vigor de 
forma retroactiva, a partir del 1 de enero de 2003. 


2. ElReino de los Países Bajos aplicará el artículo 5 de 
este Convenio y el Acuerdo Administrativo de forma pro- 
visional desde el primer día del segundo mes, a contar desde 
la fecha en que se firmó el Convenio. 


Artículo 29 
Aplicación territorial 


Respecto al Reino de los Países Bajos, este Convenio y 
el Acuerdo Administrativo se aplicarán únicamente en el 
territorio del Reino en Europa. 
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Artículo 30 por notificación escrita a la otra Parte Contratante. En caso 
de denuncia, este Convenio seguirá estando en vigor hasta 
Denuncia la expiración del año natural siguiente a aquél en que la 
notificación de la denuncia fue recibida por la otra Parte 
Este Convenio podrá denunciarse en cualquier momento Contratante. 
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ACUERDO ADMINISTRATIVO PARA LA IMPLEMEN- 

TACION DELCONVENIO DESEGURIDAD SOCIALENTRE 

LA REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL REINO 
DELOS PAISES BAJOS 


De conformidad con lo dispuesto por el artículo 22, 
párrafo 1, subapartado a) del Convenio de Seguridad Social 
entre la República Oriental del Uruguay y el Reino de los 
Países Bajos, firmado en Montevideo el 11 de octubre de 
2005, las Autoridades Competentes; 


por la República Oriental del Uruguay, el Banco de 
Previsión Social y por el Reino de los Países Bajos, el 
Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales, 


Han acordado lo siguiente para la implementación del 
Convenio: 


CAPITULOI 


DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo l 


Definiciones 


1. En relación con este Acuerdo Administrativo: 


a) “Convenio” significa el Convenio de Seguridad So- 
cial entre la República Oriental del Uruguay y el 
Reino de los Países Bajos; 


b) “Acuerdo”, se refiere al presente Acuerdo Adminis- 
trativo; 


2. Cualquier otro término tendrá el significado asigna- 
do al mismo en el artículo 1 del Convenio. 


3. Este Acuerdo también se aplicará a la legislación 
neerlandesa de asistencia social. 


Artículo 2 


Entidades Gestoras 


Las Entidades Gestoras a que refiere el artículo 1, párrafo 
1, subapartado e) del Convenio serán: 


1. En Uruguay, las Entidades u Organismos de seguri- 
dad social, públicos, paraestatales y privados, responsa- 
bles de aplicar la legislación indicada en el artículo 2, 
párrafo 1, subapartado A del Convenio. 


2. En los Países Bajos: 
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a. en cuanto a las prestaciones de invalidez: el 
“Uitvoeringsintituut werknemersverzekeringen” (Ins- 
tituto de Seguros para Trabajadores). 


b. en cuanto a las pensiones de vejez y prestaciones de 
supervivientes; el “Sociale Verzekeringsbank (Ban- 
co de los Seguros Sociales); 


c. respecto de la legislación en materia de asistencia 
social: el organismo designado a tal efecto por la 
Autoridad Competente de los Países Bajos. 


CAPITULO II 


APLICACION DEL TITULO "DEL CONVENIO 


Artículo 3 
Organismos de Enlace 


El Organismo de Enlace para la aplicación a los trabaja- 
dores traslados temporalmente, en virtud del artículo 7, 
párrafo 1 y artículo 8 del Convenio es: 


a) en relación con el Reino de los Países Bajos: 


el “Sociale verzekeringsbank” (Banco de Seguros 
Sociales) 


b) en relación con la República Oriental del Uruguay: 


el “Banco de Previsión Social” 


Artículo 4 
Trabajadores traslados temporalmente 


En el caso de los trabajadores que son enviados al 
territorio de otro Estado, previsto por el artículo 7, párrafo 
1 del Convenio, el Organismo de Enlace de la Parte Contra- 
tante en la que está establecido el empleador, expedirá a 
solicitud del empleador o del empleado, un certificado don- 
de conste que durante su ocupación temporal en el territorio 
de la otra Parte Contratante, la persona empleada permane- 
cerá sujeta a la legislación de la primera, debiendo remitir 
copia del citado certificado al Organismo de Enlace de la 
otra Parte Contratante. El certificado se expedirá conforme 
al modelo que se haya acordado. 


Artículo 5 


Prórroga para los trabajadores traslados 
temporalmente 


En caso de prórroga del período de traslado temporal, 
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según lo previsto en el artículo 7, párrafo 1 del Convenio, 
las solicitudes de prórroga serán asimismo gestionadas 
ante el Organismo de Enlace de la Parte Contratante en que 
tiene su sede el empleador que envía al empleado, y deberán 
ser presentadas con anterioridad al vencimiento del perío- 
do de trabajo temporal que se hubiere concedido. 


En caso contrario, el trabajador quedará automáticamente 
sujeto, a partir del vencimiento del período original, a la 
legislación de la Parte Contratante en cuyo territorio con- 
tinúa prestando servicios. 


El Organismo de Enlace que reciba la solicitud de prórro- 
ga comunicará al Organismo de Enlace de la otra Parte 
Contratante la decisión adoptada por la Autoridad Compe- 
tente o el cuerpo designado por dicha autoridad. 


CAPITULO HMI 


DISPOSICIONES RELATIVAS A LOS PAGOS DE 
PENSIONES 


Artículo 6 
Procesamiento de una solicitud 


1. El asegurado que solicite el pago de una pensión con 
arreglo a las disposiciones del Título III del Convenio, 
deberá presentar la respectiva solicitud ante la Entidad 
Gestora de la Parte Contratante donde resida o haya reali- 
zado su última actividad, en la que deberá aparecer necesa- 
riamente un documento oficial identificatorio del solicitan- 
te. 


2. El Organismo de Enlace, al recibir la solicitud, enviará 
sin demora la solicitud al Organismo de Enlace de la otra 
Parte Contratante, indicando la fecha en la cual se ha 
recibido la solicitud. 


3. Junto con la solicitud, el Organismo de Enlace de la 
primera Parte Contratante transmitirá los datos disponibles 
que pudieran ser necesarios para la Entidad Gestora de la 
otra Parte Contrante a los efectos de establecer el derecho 
del solicitante al pago de la pensión. 


4. Los datos personales contenidos en la solicitud se- 
rán certificados por el Organismo de Enlace de la primera 
Parte Contratante, la transmisión del formulario certificado 
de esta forma exonerará al Organismo de Enlace de enviar 
los documentos probatorios. Los Organismos de Enlace 
acordarán el tipo de información que deberá incluirse en la 
aplicación de este párrafo. 


5. Además de la solicitud y la documentación a que 
hacen referencia los párrafos 1 y 3 de este artículo, el 
Organismo de Enlace de la primera Parte Contratante envia- 
rá al Organismo de Enlace de la otra Parte Contratante un 
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formulario de correlación indicando, en especial, los perío- 
dos cubiertos bajo la legislación de la primera Parte Contra- 
tante. 


6. Posteriormente, la Entidad Gestora de la otra Parte 
Contratante determinará el derecho del solicitante y a tra- 
vés de los Organismos de Enlace, se notificará a la Entidad 
Gestora de la primera Parte Contratante, los pagos de pen- 
siones otorgados al interesado, en caso de existir. 


CAPITULOIV 


DISPOSICIONES VARIAS 


Artículo 7 
Formularios y Procedimientos 


1. Los Organismos de Enlace y las Entidades Gestoras 
de las Partes Contratantes, acordarán los formularios y los 
procedimientos detallados necesarios para la aplicación del 
Convenio, incluidos los formularios necesarios para el re- 
embolso de los costos de exámenes médicos adicionales de 
conformidad con las disposiciones del Convenio. 


2. El Organismo de Enlace o la Entidad Gestora de una 
Parte Contratante podrá negarse a aceptar una solicitud de 
pago de una prestación bajo la legislación de la otra Parte 
Contratante si la solicitud no es presentada en el formulario 
acordado. 


Artículo 8 


Identificación 


1. Aefectos de determinar el derecho a las prestaciones 
y la legitimidad de los pagos al amparo de la legislación 
uruguaya o neerlandesa, el beneficiario, el solicitante y los 
miembros de su familia o de la unidad familiar, compren- 
didos en el ámbito del Convenio se identificarán debida- 
mente ante las Entidades Gestoras en cuyo territorio resi- 
dan o permanezcan, presentando una prueba oficial de 
identidad. 


2. Prueba oficial de identidad, se considera un docu- 
mento emitido por el Organismo de identificación en cuyo 
territorio resida o permanezca esa persona o el pasaporte de 
su país de origen. 


3. LaEntidad Gestora en cuestión deberá informar a la 
Entidad Gestora de la otra Parte Contratante, que la identi- 
dad del beneficiario, el solicitante o el miembro de su familia 
o de la unidad familiar ha sido declarada o verificada, 
mediante el envío de una copia certificada del documento 
identificativo o correspondiente. 
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4. Alosefectos de este artículo “la unidad familiar” no 
incluye el personal de servicio doméstico. 


Artículo 9 
Verificación de solicitudes y pagos 


1. Para la aplicación de este artículo la “información” 
deberá, a lo menos, incluir los datos concernientes a iden- 
tidad, domicilio, unidad familiar, trabajo, educación, ingre- 
sos, estados de salud, fallecimiento, detención y cualquier 
otro dato relevante para la implementación de este Acuer- 
do, en base a la información proveniente de las entidades 
públicas o privadas que correspondan. 


2. Respecto a la solicitud o la legitimidad del pago de 
prestaciones, la Entidad Gestora de una Parte Contratante 
verificará, a pedido de la Entidad Gestora de la otra Parte 
Contratante, la información acerca del beneficiario, el soli- 
citante o los miembros de su familia o la unidad familiar. Si 
es necesario, la Entidad Gestora enviará a la Entidad Ges- 
tora de la otra Parte Contratante una declaración de la 
verificación, adjuntando copia de los documentos relevan- 
tes. 


3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 2 de este 
artículo, la Entidad Gestora de una Parte Contratante debe- 
rá, sin solicitud previa y en la medida de lo posible, informar 
ala Entidad Gestora de la otra Parte Contratante, acerca de 
cualquier cambio en la información relativa al beneficiario, 
el solicitante o el miembro de su familia o de la unidad 
familiar. 


4. Las Entidades Gestoras de las Partes Contratantes o 
sus representantes, podrán comunicarse directamente en- 
tre sí, así como con los beneficiarios, los solicitantes y los 
miembros de sus familias o unidades familiares. 


5. Alosfines de implementar el presente Convenio, las 
agencias brindarán sus buenos oficios y actuarán como si 
se tratara de la implementación de su propia legislación. La 
asistencia administrativa provista por las agencias será 
gratuita. No obstante, las Autoridades Competentes de las 
Partes Contratantes podrán acordar el reintegro de ciertos 
gastos. 


6. Alosefectos de este artículo “la unidad familiar” no 
incluye el personal de servicio doméstico. 


Artículo 10 


Verificación de información en caso de enfermedad e 
invalidez 


1. A fin de determinar el grado de incapacidad laboral 
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del solicitante, el beneficiario o el miembro de su familia, las 
Entidades Gestoras de cualquiera de las Partes Contratan- 
tes se valdrán de los informes médicos y los datos adminis- 
trativos provistos por la Entidad Gestora de la otra Parte 
Contratante. No obstante, la Entidad Gestora de la primera 
Parte Contratante podrá solicitar al beneficiario, el solici- 
tante o el miembro de su familia que se someta a un examen 
médico por un médico elegido por aquélla o un examen 
médico en su territorio. 


2. A pedido de la Entidad Gestora de una Parte Contra- 
tante, el examen médico del beneficiario, el solicitante o el 
miembro de su familia que resida o permanezca en el territo- 
rio de la otra Parte Contratante, será realizado por la Entidad 
Gestora de la última Parte Contratante. 


3. El beneficiario, el solicitante, o el miembro de su 
familia deberá cumplir con los requerimientos indicados en 
los párrafos 1 y 2 de este artículo, presentándose a los 
exámenes médicos que se soliciten. Si la persona a la que se 
ha pedido que se someta a un examen médico considera que, 
por razones médicas, no está en condiciones de viajar al 
territorio de la otra Parte Contratante, deberá informarlo a la 
Entidad Gestora de esa Parte Contratante de inmediato. En 
tal caso, deberá presentar una constancia expedida por 
un médico nombrado a ese fin por la Entidad Gestora en 
cuyo territorio resida o permanezca. Dicha constancia 
deberá incluir las razones médicas de su imposibilidad pa- 
ra viajar asícomo la duración estimada de dicha circunstan- 
cia. 


4. Los costos de los exámenes a que refiere el presente 
artículo y, según sea el caso, los gastos de viaje y estadía, 
serán sufragados por la Entidad Gestora a cuyo pedido se 
efectúa el examen. 


Artículo 11 
Intercambio de Estadísticas 


Las Entidades Gestoras de las Partes Contratantes 
intercambiarán estadísticas relativas a los pagos que cada 
Parte Contratante ha realizado bajo este Convenio, sobre 
una base anual. Estas estadísticas incluirán datos sobre el 
número de beneficiarios y el monto total de pagos de 
pensiones, por clase de prestación. 


Artículo 12 


Entrada en vigencia 


Este Acuerdo Administrativo comenzará a regir en la 
fecha de entrada en vigencia del Convenio, y tendrá el 
mismo período de duración. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 

(Se lee) 

- En discusión general. 

El señor Senador Abreu, que era el Miembro Informante, 
no se encuentra presente. De todos modos, la Mesa comu- 
nica que hay un informe escrito recomendando la aproba- 
ción de este Convenio. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Selee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 

“Artículo Unico.- Apruébase el Convenio de Seguridad 
Social entre la República Oriental del Uruguay y el Reino de 
los Países Bajos y el Acuerdo Administrativo para la 
Implementación del Convenio de Seguridad Social entre la 
República Oriental del Uruguay y el Reino de los Países 
Bajos, suscrito en la ciudad de Montevideo, el día 11 de 
octubre de 2005”. 

SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 


- 17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


21) “ISLAS BALEARES” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
que figura en séptimo término del Orden del Día: “Proyecto 
de ley por el que se designa “Islas Baleares” la Escuela 
N* 317 del departamento de Montevideo, jurisdicción Este, 
dependiente del Consejo Nacional de Educación Prima- 
ria, Administración Nacional de Educación Pública. (Carp. 
N* 802/07 - Rep. N*466/07)”. 
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(Antecedentes:) 


“Carp. N* 802/07 
Rep. N* 466/07 
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Comisión de 
Educación y Cultura 


PROYECTO DELEY SUSTITUTIVO DELA COMISION 


Artículo Unico.- Desígnase “Islas Baleares” la Escuela 
N* 317, departamento de Montevideo, Jurisdicción Este, 
dependiente del Consejo de Educación Primaria, Adminis- 
tración Nacional de Educación Pública. 


Sala de la Comisión, a 16 de mayo de 2007. 


Gustavo Penadés, Miembro Informan- 
te; Alberto Breccia, Alberto Cid, Eduar- 
do Lorier, Margarita Percovich. Sena- 
dores. 


Ministerio de 
Educación y Cultura 


Montevideo, 12 de abril de 2007. 


Sr. Presidente de la 
Asamblea General. 

Don Rodolfo Nin Novoa. 
Mensaje N* 04/07 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse aese Alto 
Cuerpo con el fin de someter a su consideración el Proyecto 
de Ley que se acompaña, por el cual se designa la Escuela 
N*317, del departamento de Montevideo, Jurisdicción Este, 
con el nombre de “Islas Baleares”. 


La propuesta efectuada por la Comisión Directiva del 
Centro Balear del Uruguay, cuenta con el apoyo de la 
Dirección, Comisión Fomento y personal docente del centro 
escolar, y con el informe favorable de las autoridades de la 
Administración Nacional de Educación Pública. 


Sin otro particular, saludo al señor Presidente, y por su 
intermedio al resto de los integrantes de ese Alto Cuerpo, 
con mi mayor consideración. 


Dr. TABARE VAZQUEZ, Presidente de 
la República; Jorge Brovetto. 
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PROYECTODELEY 


Artículo 1”.- Desígnase la Escuela N* 317, del departa- 
mento de Montevideo, Jurisdicción Este, con el nombre de 
“Islas Baleares”. 


Artículo 2”.- Comuníquese, publíquese, archívese. 


Jorge Brovetto. 
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ACTA N*45 


En Montevideo, el día dieciséis de mayo del año dos mil 
siete, a la hora catorce y diez minutos se reúne la Comisión 
de Educación y Cultura de la Cámara de Senadores. _____ 
Asisten la señora Senadora Margarita Percovich y los se- 
ñores Senadores Alberto Breccia, Alberto Cid, Eduardo 
Lorier y Gustavo Penadés. 
Faltan con aviso los señores Senadores Pablo Iturralde y 
Julio María Sanguinetti, quienes remiten nota justificando 
su inasistencia. rr 
Preside el señor Senador Gustavo Penadés, Presidente de la 
COMISIÓN” ¿ctm e rt o A 
Actúa en Secretaría el señor Secretario Alberto Martínez 
Payssé, con la colaboración de la funcionaria Susana 
Rodriguez. 
ORDEN DELE DIA. 
ASUNTOS ENTRADOS. Por Secretaría se da cuenta de los 
ST 
- CARPETA N*753/2007. EJERCICIO DELA PROFESION 
DE PSICOLOGO. Modificación del artículo 3” de la Ley 
N* 17.154, de 17 de agosto de 1999. Proyecto de ley apro- 
bado por la Cámara de Representantes. Distribuido 
NASA 
- CARPETA N*759/2007. “GLADIS NOTAROBERTO DE 
FLORES”. Se designa el Jardín de Infantes N* 246 del 
departamento de Montevideo. Proyecto de ley con exposi- 
ción de motivos presentado por los señores Senadores 
Percovich, Gallinal y Sanguinetti. Distribuido N* 1510/2007. 
- CARPETA N*760/2007. “MAESTRO TECNICO SERGIO 
GONZALEZ OLAIZOLA”. Se designa la Escuela Técnica de 
Bella Unión, departamento de Artigas. Mensaje y Proyecto 
de Ley del Poder Ejecutivo. Distribuido N* 1509/2007. 

- CARPETA N* 770/2007. “BIENESTAR ANIMAL”. Se 
establecen normas y se crea una Comisión Nacional Hono- 
raria. Proyecto de ley con exposición de motivos presenta- 
do por los señores Senadores Isaac Alfie, Juan Justo Amaro 
y Julio María Sanguinetti. Distribuido N* 1562/2007. ___ 

- CARPETA N* 785/2007. “MAESTRO ALVARO BUSTOS 
SPINELLT”. Se designa la Escuela Técnica de la ciudad de 
Rosario, departamento de Colonia. Proyecto de ley aproba- 
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do por la Cámara de Representantes. _______________ 
- CARPETA N*787/2007. “DOCTOR BALTASAR BRUM”. 
Se designa el Liceo N* 13 del departamento de Montevideo. 
Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representan- 
tes. 

- CARPETAN?"788/2007. “ESPAÑA”. Se designa la Es- 
cuela N* 95, de la ciudad capital del departamento de 
Maldonado, dependiente del Consejo de Educación Prima- 
ria. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Represen- 
tantes. oops o 
- CARPETA N*789/2007. “CAPITAN MANUEL ANTO- 
NIO ARTIGAS”. Se designa la Escuela N* 95, Especial para 
Discapacitados Intelectuales, del departamento de San José. 
Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representan- 
tes. 

- CARPETA N*790/2007. “ISLAS DELAS PALOMAS”. 
Se designa el Liceo Rural de La Paloma, departamento de 
Durazno. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Repre- 
Ode 
- CARPETA N* 795/2007. “MAESTRO ROSALIO A. 
PEREIRA”. Se designa la Escuela N* 52, de la ciudad de La 
Paloma, del departamento de Rocha. Proyecto de ley apro- 
bado por la Cámara de Representantes. ______________ 
- CARPETA N* 797/2007. SISTEMA NACIONAL DE AR- 
CHIVOS. Creación. Proyecto de ley con exposición de mo- 
tivos de las señoras Senadoras Percovich, Castro, Dalmás, 
Topolansky y Xavier y los señores Senadores Korzeniak, 
Breccia, Saravia, Vaillant, Baráibar, Bentancor, Cid, Couriel, 
Oliver, Lorier y Fernández Huidobro.______________ 
- CARPETA N* 802/2007. “ISLAS BALEARES”. Se desig- 
na la Escuela N* 317 del departamento de Montevideo, 
jurisdicción Este. Mensaje y proyecto de ley del Poder 
Ejecutivo. Distribuido N* 1627/2007._______________ 
- CARPETA N* 803/2007. “PROF. JULIO FERNANDEZ”. 
Se designa el Jardín de Infantes N* 88 del departamento de 
Treinta y Tres. Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecu- 
tivo. Distribuido N*1628/2007._________________ 
- CARPETA N* 805/2007. “MAESTRO JULIO MACEDO”. 
Se designa el Instituto de Formación Docente del departa- 
mento de Treinta y Tres. Proyecto de ley aprobado por la 
Cámara de Representantes. Distribuido N* 1629/2007. ___ 
- CARPETAN?* 806/2007. “REINO DE ESPAÑA”. Se de- 
signa la Escuela N* 83 de la ciudad de San José de Mayo, 
departamento de San José. Proyecto de ley con exposición 
de motivos presentado por el señor Senador Carlos Daniel 
Camy. NO 1630007. 
- Nota remitida por la Asociación Nacional de Protección 
Animal (ANPA) solicitando audiencia en relación con los 
proyectos presentados por los señores Senadores Alber-to 
Cid y Gustavo Penadés (Protección y/o Bienestar Animal). 
- Nota remitida por la Junta Departamental de Rivera 
adjuntando el planteamiento efectuado por el señor Edil 
Javier Utermark, relacionado con el proyecto de ley presen- 
tado al Parlamento sobre Descentralización y Creación de la 
Universidad Pública en el Interior del País, el mismo cuenta 
con el apoyo de los Ediles presentes en la sesión ordinaria 
de fecha 25 de abril de 2007. 
- Nota remitida por el señor Presidente de la Cámara de 
Senadores adjuntando versión taquigráfica de las palabras 
pronunciadas por el señor Representante Nacional Pablo 
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Alvarez López, referidas a la posibilidad de que las perso- 
nas privadas de libertad acceden a la educación universita- 
- Fax remitido por la Federación Uruguaya de Magisterio 
- Trabajadores de Educación Primaria solicitando audiencia 
en relación con la Rendición de Cuentas. 
- Memorándum adjuntando proyecto remitido por los pro- 
fesores de Educación Física y Entrenadores Deportivos 
egresados de ISEF. O 
- Nota solicitando audiencia remitida por la Federación 
Uruguaya de Teatros Independientes (FUTI) en relación 
con la Ley del Artista. 
- E-mail remitido por la señora Rosario Beisso comunican- 
do el trámite de los expedientes enviados por esta Comisión 
a fin de obtener la autorización para las designaciones. __ 
- Nota remitida por los señores Helene M. Sarli y Rafael 
Garat relacionada con un caso de Discriminación por Salud 
Mentales 2 A A o e 
- Nota remitida por el Señor Presidente del Senado adjun- 
tando proyecto de resolución y complementario presenta- 
do por el Edil Pablo Chalar de la Junta Departamental de 
Treinta y Tres proponiendo la instrumentación de la ense- 
ñanza del lenguaje de señas como materia curricular en las 
escuelas públicas. 
- Nota remitida por el señor Presidente del Senado adjun- 
tando versión taquigráfica con las palabras pronunciadas 
por el señor Senador Lapaz Correa, relacionadas con la 
conmemoración del Grito de Asencio. 
- Nota invitación a los integrantes de la Comisión para el 
homenaje conmemoratorio del aniversario del natalicio de 
José P. Varela, remitida por el señor Director de Protocolo 
y Relaciones Públicas del Poder Legislativo. __________ 
- Nota invitación para el Seminario sobre “Tenencia res- 
ponsable de mascotas”. 
- Nota solicitando audiencia remitida por la Asociación 
de Trabajadores de Educación y Cultura, Coordinadora de 
Sindicatos del MEC, a fin de poner en conocimiento de la 
Comisión la situación en que se encuentra el Ministerio de 
Educación y Cultura. 
- Nota remitida por la Junta Departamental de Cerro Largo, 
adjuntando palabras del Edil William Bordachar relaciona- 
das con el reciente fallecimiento del cantautor Eduardo 
Darnauchads: ot testa art as 
- El Grupo de Viaje 2007 de la Facultad de Ciencias Econó- 
micas y de Administración remiten dos ejemplares de la 
publicación “Nuestro país, Nuestra Universidad, Nuestra 
Facultad”. (Se encuentran en poder de la Secretaría de la 
Cra SID 
- Informe final de la Comisión Organizadora del Debate 
Educativo (CODE). (Un ejemplar en poder de la Secretaría de 
La ComisIóÓD 
ASUNTOS TRATADOS. 
Por Secretaría se informa que las Carpetas Nos. 760, 789, 
790, 802 y 803/2007, cuentan con la aprobación de la ANEP. 
En consideración. rr 
- CARPETA N*760/2007. “MAESTRO TECNICO SERGIO 
GONZALEZ OLAIZOLA”. Se designa la Escuela Técnica de 
Bella Unión, departamento de Artigas. Mensaje y proyecto 
de ley del Poder Ejecutivo. Distribuido N* 1509/2007. 

Se vota el proyecto de ley sustitutivo: 4 en 4. Afirmativa. 
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UNANIMIDAD. Se designa Miembro Informante al señor 
Senador Alberto Cid, quien lo hará en forma verbal. 
TEXTO DELPROYECTODELEY APROBADO.________ 
Artículo Unico.- Desígnase “Maestro Técnico Sergio 
González Olaizola” la Escuela Técnica de Bella Unión, de- 
partamento de Artigas, Administración Nacional de Educa- 
ción: Públicas. Lt A e 

-  CarpetaN*789/2007. “Capitán Manuel Antonio Artigas”. 
Se designa la Escuela N* 95, Especial para Discapacitados 
Intelectuales, del departamento de San José. Proyecto de 
ley aprobado por la Cámara de Representantes. _________ 
Se vota: 4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. Se designa 
Miembro Informante al señor Senador Gustavo Penadés, 
quien lo hará en forma verbal. ____________________ 
- Carpeta N*” 790/2007. “Isla de las Palomas”. Se designa 
el Liceo Rural de La Paloma, departamento de Durazno. 
Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes. 
Se vota: 4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. Se designa 
Miembro Informante al señor Senador Gustavo Penadés, 
quien lo hará en forma verbal. ____________________ 
- Carpeta N” 802/2007. “ISLAS BALEARES”. Se designa la 
Escuela N* 317 del departamento de Montevideo, Jurisdic- 
ción Este. Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo. 
Distribuido N* 1627/2007. 
Se vota proyecto de ley sustitutivo: 4 en 4. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. Se designa Miembro Informante al señor 
Senador Gustavo Penadés, quien lo hará en forma verbal. _ 
TEXTO DELPROYECTODELEY APROBADO. _______ 
Artículo Unico.- Desígnase “Islas Baleares” la Escuela 
N* 317, departamento de Montevideo, Jurisdicción Este, 
dependiente del Consejo de Educación Primaria, Adminis- 
tración Nacional de Educación Pública. 
- Carpeta N* 803/2007. “PROF. JULIO FERNANDEZ”. Se 
designa el Jardín de Infantes N” 88 del departamento de 
Treinta y Tres. Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecu- 
tivo. Distribuido N*1628/2007.________________ 
Se vota el proyecto de ley sustitutivo: 4 en 4. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. Se designa Miembro Informante al señor 
Senador Alberto Cid, quien lo hará en forma verbal. 
TEXTO DELPROYECTODELEY APROBADO.________ 
Artículo Unico.- Desígnase “Prof. Julio Fernández” el Jar- 
dín de Infantes N* 88, departamento de Treinta y Tres, 
dependiente del Consejo de Educación Primaria, Adminis- 
tración Nacional de Educación Pública. 


RESOLUCIONES. 


LAA A A A it 
Conceder las audiencias solicitadas: Como primer punto del 
Orden del Día de la próxima sesión, la Federación Uruguaya 
de Magisterio; como segundo punto a la Federación Uru- 
guaya de Teatros Independientes (FUTI); y como tercer 
punto a la Asociación de Trabajadores de Educación y 
Cultura, Coordinadora de Sindicados del MEC. Se les con- 
cederá 20 minutos a cada delegación. ______________ 
Acto seguido, la Comisión acuerda invitar a la Directora 
General del Archivo General de la Nación para la sesión a 
realizarse el miércoles 30, a fin de escuchar su opinión sobre 
la Carpeta N*797/2007. SISTEMA NACIONAL DE ARCHI- 
VOS y como segundo punto continuar con la consideración 
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de la Carpeta N* 541/2007. ACCESO ALA INFORMACION 
PUBLICA: > ocio rt tetirisciaita 
De lo actuado se procede a la toma de versión taquigrá- 
fica, cuya copia dactilografiada luce en el Distribuido 
N* 1664/2007, que forma parte integrante de la presente 
INCAS. A OS A A 
A la hora catorce y cuarenta minutos se levanta la sesión. 
Para constancia se labra la presente Acta que, una vez 
aprobada, firman el señor Presidente y el señor Secretario 


de la Comisión. 


Gustavo Penadés 
Presidente 


Alberto Martínez Payssé 
Secretario.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Penadés. 


SEÑOR PENADÉS.- Señor Presidente: este proyecto, 
que establece la designación de la Escuela N* 317 con el 
nombre “Islas Baleares”, viene informado por el Poder 
Ejecutivo, y la Comisión de Educación y Cultura ha enten- 
dido oportuno proceder a su aprobación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 

- 17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo Unico.- Desígnase “Islas Baleares” la Escuela 
N* 317, departamento de Montevideo, Jurisdicción Este, 
dependiente del Consejo de Educación Primaria, Adminis- 
tración Nacional de Educación Pública”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
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(Se vota:) 
-17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


22) NUMERALES OCTAVO, NOVENO, DUODECIMO, 
DECIMOCUARTO, DECIMOSEXTO DEL ORDEN 
DEL DIA. SU POSTERGACION 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde pasar a considerar 
el asunto que figura en octavo término del Orden del Día. 


SEÑOR CID.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CID.- Señor Presidente: estaría solicitando al 
Cuerpo postergar la consideración de este proyecto de 
designación porque, dada la importancia que tiene el profe- 
sor Julio Fernández, me gustaría realizar una exposición un 
poco más detallada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se vaa votar la moción del señor 
Senador Cid. 


(Se vota:) 
- 17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Corresponde pasar a considerar el asunto que figura en 
noveno término del Orden del Día. 


SEÑOR PENADES.- Pido la palabra para una consulta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador 
Penadés. 


SEÑOR PENADES.- Señor Presidente: quisiera consul- 
tar si la sesión del Senado del día de mañana es ordinaria o 
extraordinaria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es extraordinaria, señor Sena- 
dor. 


SEÑOR PENADES.- Entonces, como el señor Senador 
Romero, que en estos momentos no se encuentra en Sala, 
estaba muy interesado en informar este proyecto, propongo 
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que se postergue el asunto y se considere la semana que 
viene. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción del señor Senador Penadés. 


(Se vota:) 


- 17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


23) EDUARDO VICTOR HAEDO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
que figura en décimo término del Orden del Día: “Proyecto 
de ley por el que se designa “Eduardo Víctor Haedo”, el 
Liceo N* 4 de la ciudad de Maldonado, dependiente del 
Consejo de Educación Secundaria, Administración Nacio- 
nal de Educación Pública. (Carp. N”*529/06 - Rep. 481/07).” 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 529/06 
Rep. N*481/07 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes de la República Oriental 
del Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguiente 


PROYECTODELEY 


Artículo Unico.- Desígnase con el nombre de “Eduardo 
Víctor Haedo” el Liceo N* 4 de la ciudad de Maldonado, 
dependiente del Consejo de Educación Secundaria, Admi- 
nistración Nacional de Educación Pública. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 17 de mayo de 2006. 


Julio Cardozo Ferreira 
Presidente 


Marti Dalgalarrondo Añón 
Secretario. 


Comisión de 
Educación y Cultura 


INFORME 


Señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Educación y Cultura aconseja al 
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Cuerpo aprobar el proyecto de ley, por el cual se designa 
“Eduardo Víctor Haedo” el Liceo N* 4 de la ciudad de 
Maldonadoe 


Eduardo Víctor Haedo nace en la ciudad de Mercedes, 
departamento de Soriano, el 28 de julio de 1901. 


Realiza sus estudios primarios en la escuela pública y 
luego en el Colegio San Miguel de los Padres Salesianos. 
Sus estudios secundarios fueron cursados en la misma 
ciudad, para luego realizar estudios terciarios en la Univer- 
sidad de la República. 


Desde su temprana juventud ejerce el periodismo, cola- 
borando asiduamente en varios de los más importantes 
diarios locales. En Montevideo, escribe en “La Mañana”, en 
“La Democracia” y, posteriormente, realiza relatos políticos 
y de asuntos internacionales en “El Debate”, órgano del 
Partido Nacional (desde 1931). 


Se dedica entonces al periodismo y a la enseñanza 
trabajando también como administrativo en la Dirección 
General de Impuestos Directos, interrumpiendo sus estu- 
dios. 


Realiza diferentes críticas literarias y filosóficas que 
comienzan a darle nombradía intelectual. 


Vinculado extensamente a los deportes integra el Con- 
sejo de la Asociación Uruguaya de Fútbol, siendo uno de 
los más eficaces colaboradores de la construcción del gran 
estadio y del campeonato del mundo realizado en 1930, en 
Montevideo. 


En 1931 fue electo Diputado Nacional por el departamen- 
to de Soriano, hasta 1933, pasando entonces a integrar la 
Asamblea Deliberante constituida ese año con funciones 
legislativas. En ese momento es electo Constituyente por el 
mismo departamento, respondiendo a las inspiraciones del 
doctor Herrera. 


En el Parlamento integra las Comisiones de Asuntos 
Internacionales, de Presupuesto, de Instrucción Pública y 
de Hacienda. 


Realiza varias publicaciones: “El Partido Nacional frente 
a la Situación”; “La caída de un régimen”, dividido en dos 
tomos: el primero relacionado con la “Crisis del Partido 
Nacional” y el segundo con la “Revolución del 31 de mar- 
zo”; “Los cursos interamericanos de vacaciones”; “La ley 
de derechos de autor”; “La creación de la Facultad de 
Humanidades y Ciencias”; “La defensa de la soberanía”; 
“El Uruguay y la Ley de Holding”, “Las relaciones diplomá- 
ticas con España”; “Artigas y San Martín”; “El Uruguay y 
los empréstitos extranjeros”; “Reconocimiento del Gobier- 
no de Bolivia” y “El Río Uruguay”. 


Ostenta los cargos de Ministro de Instrucción Pública y 
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Previsión Social y Ministro Interino de Industrias y Traba- 
jo. 


Fue el creador de la “Revista Nacional” de la Facultad de 
Humanidades y Ciencias, del Salón de Bellas Artes, de la 
Ley de Derechos de Autor, de los cursos de vacaciones y 
de las escuelas auxiliares. 


Desde 1938 integra el Senado de la República, siendo 
reelecto como Senador en cuatro períodos consecutivos 
hasta 1966. 


Dicta conferencias en Londres, Berlín, Madrid, París, 
Bruselas, Perú, Chile, Bolivia, Paraguay y Brasil. 


Fue un experto en Asuntos Internacionales, particular- 
mente en lo referente al continente americano. 


Se le consideró el intérprete más autorizado de los 
ideales políticos del doctor Luis Alberto de Herrera. 


Obtuvo el título de “Doctor ad-honoris causa” de la 
Universidad de San Marco, Lima (Perú). Condecorado con 
las insignias de las Ordenes: “Cruceiro do Sul”, “Gran Cruz 
de Isabel la Católica”, de España; “Gran Oficial al Mérito”, 
de Italia y “Gran Cruz” de Bolivia y de Paraguay. 


El 1? de marzo de 1959, ingresa al Consejo Nacional de 
Gobierno, en su carácter de tercer titular de la lista triunfan- 
te en los comicios realizados el 30 de noviembre de 1958. 


Este hombre ilustre fallece el 15 de noviembre de 1970. 


Sala de la Comisión, 7 de diciembre de 2005. 


Juan José Bruno, Miembro Informan- 
te; Pablo Alvarez López, Roque Aregui, 
Sandra Etcheverry, Nora Gauthier, 
Tabaré Hackenbruch Legnani, José 
Carlos Mahía. 
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Educación y Cultura 


ACTA N* 47 


En Montevideo, el día seis de junio del año dos mil siete, a 
la hora catorce y cuarenta minutos se reúne la Comisión de 
Educación y Cultura de la Cámara de Senadores.________ 
Asisten la señora Senadora Margarita Percovich y los se- 
ñores Senadores Washington Abdala, Alberto Cid, Ruperto 
Long y Gustavo Penadés. 
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Faltan con aviso los señores Senadores Alberto Breccia y 
Eduardo Lorier, quienes remiten nota justificando su 
INASIStencids > tua a A A 
Concurre por haber sido invitada especialmente la Directo- 
ra General del Archivo General de la Nación, Profesora 
Alicia Casas de Barrán. 
Preside el señor Senador Gustavo Penadés, Presidente de la 
CAMA A 
Actúa en Secretaría la señora Secretaria Josefina Reissig 
Flores, con la colaboración de la funcionaria Susana 
ROdEÍSUEZ: 22 ts 
ORDEN DEL DIA. 
ASUNTOS ENTRADOS. Por Secretaría se da cuenta de los 
SISUIENtES:. y e ta e da 
-  Reiteración de la solicitud de audiencia remitida el 6 de 
marzo del corriente año por varios señores Fiscales Letra- 
dos a fin de plantear problemas que los afectan. ________ 
- — Solicitud de audiencia remitida por el Dr. Alberto Quintela 
en relación con la Carpeta N* 753/2007. EJERCICIO DELA 
PROFESION DE PSICOLOGO. 
- Nota remitida por el Arq. Ellen Cardozo en representa- 
ción de la Comisión de Patrimonio de La Paloma (Rocha) 
solicitando se designe la Escuela N* 52 de La Paloma con el 
nombre “Doña María Escardó”, que fue su primera Direc- 


tora. 


Por Secretaría se informa que las Carpetas Nos. 501/2006, 
“General Aparicio Saravia”; 529/2006, “Eduardo Víctor 
Haedo”; 606/2006, “Protector de los Pueblos Libres” y 
646/2006, “Maestro Ruben Lena” cuentan con la aproba- 
ción de la ANEP. En consideración. 
Se vota: 4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. Se designan 
Miembros Informantes a los señores Senadores Penadés 
(Carp. 501 y 529/2006), Percovich (Carp. 606/2006) y Cid 
(Carp. 646/2007), quienes lo harán en forma verbal. _____ 
A continuación el señor Presidente le da la bienvenida a la 
señora Directora del Archivo General de la Nación y le 
concede el uso de la palabra. ____________________ 
Intervienen varios señores Senadores. Siendo la hora quin- 
ce y diez minutos se retira de Sala la señora Directora 
General del Archivo General de la Nación. 
RESOLUCIONES. 


La Comisión resuelve conceder la audiencia solicitada a los 
señores Fiscales Letrados el próximo miércoles trece a la 
hora 14 y 30, como primer punto del Orden del Día; y 
como segundo punto continuar con la consideración de la 
Carpeta N*797/2007. SISTEMA NACIONAL DE ARCHI- 
MOSS LAA a tt E Ns 
Asimismo se resuelve conceder la audiencia solicitada por 
el Dr. Alberto Quintela una vez la Comisión comience con 
la consideración de la Carpeta N*753/2007, Ejercicio de la 
Profesión de Psicólogo, así como las otras audiencias pen- 
dientes relacionadas a este tema. 
De lo actuado se procede a la toma de versión taquigrá- 
fica, cuyas copias dactilografiadas lucen en los Distribui- 
dos N* 1702 y 1705/2007, que forman parte integrante de la 
presente Acta. 
A la hora quince y quince minutos se levanta la sesión. ___ 
Para constancia se labra la presente Acta que, una vez 
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aprobada, firman el señor Presidente y la señora Secretaria 
de la Comisión. 


Gustavo Penadés 
Presidente 


Josefina Reissig Flores 
Secretaria.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Penadés. 


SEÑOR PENADES.- Señor Presidente: mediante este 
proyecto, se designa el Liceo N* 4 de la ciudad de Maldonado 
con el nombre “Eduardo Víctor Haedo”. Hablar de don 
Eduardo Víctor Haedo es hablar de una de las partes más 
ricas de la vida democrática del Uruguay y, por qué no 
decirlo, de la vida de nuestro Partido, el Partido Nacional. 


Don Eduardo Víctor Haedo, oriundo de la ciudad de 
Mercedes, de un origen muy humilde, llegó a ostentar las 
responsabilidades más altas de nuestro país. Estamos ha- 
blando de un hombre cuya personalidad la podríamos reco- 
nocer en la figura de un “cicerone” italiano del Renacimien- 
to; de un hombre que de todo sabía: arte, política, cultura. 
Un hombre que enterado de que tenía que dar una conferen- 
ciaen la Universidad de Salamanca en su viaje hacia España, 
la dio de tal altura que inmediatamente se lo designó Doctor 
Honoris Causa de dicha Casa de Estudios. 


Fue Ministro de Instrucción Pública y a él se le debe la 
Ley de Derechos de Autor. Fue Senador y, como tal, un 
parlamentario de fuste. Puede decirse que hasta el día de 
hoy suena en las paredes de este Senado la interpelación 
llevada adelante contra el entonces Ministro de Relaciones 
Exteriores oponiéndose a la instalación de bases norteame- 
ricanas en la Laguna del Sauce, departamento de Maldonado. 


Un hombre que se puede insertar en la expresión de un 
tiempo, del tiempo del Senado de tarde, del café del Tupí 
Nambá, donde sus magistrales conferencias lograron ense- 
ñar y educar a varias generaciones de orientales. 


Un hombre que llegó a ser Presidente del Consejo Nacio- 
nal de Gobierno al haber integrado el primer Colegiado 
blanco que en 1958 ganara las elecciones. 


Un hombre que podía caminar por su Mercedes natal del 
brazo de don Arturo Frondizi, ambos en calidad de Presi- 
dentes: uno del Uruguay y otro de la Argentina. Para él eso 
tenía, nada más ni nada menos, que la importancia de haber 
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sido hijo de una lavandera del departamento de Soriano, de 
la ciudad de Mercedes. 


La anécdota ha tapado la figura de Haedo y todos tienen 
una para contar. Algunas buenas y otras no tanto, las que 
calculo no están inscriptas en la realidad. 


También podemos decir que fue un escritor espectacu- 
lar. Entre los varios que escribió puedo resaltar uno que es 
un placer leer llamado “Herrera, caudillo oriental”, donde 
personifica e ilustra su relación de más de cuarenta años 
con don Luis Alberto de Herrera. Muchos dicen que varias 
de las cosas que allí se dicen las inventó, pero son de una 
magistralidad tal y es tan espectacular la forma como las 
relata que vale la pena que sean ciertas. 


A su vez, don Eduardo Víctor Haedo terminó pintando 
y lo hizo bien. 


Por tanto, que en Maldonado y al lado de su casa, el 
Liceo lleve su nombre, es un acto de justicia. Tengamos 
presente que en “La Azotea” se reunía con personalidades 
tales como el “Che” Guevara. Además, Haedo fue quien se 
propuso, con aquel gran empresario de Maldonado, el señor 
Litman, llevar adelante los encuentros de cine del Cantegril 
Country Club. Hizo que Punta del Este fuera conocida por 
la primera reunión de aquella idea que fue la Alianza para el 
Progreso y que se contara con la presencia -también por 
primera vez- de un Presidente de los Estados Unidos, entre 
tantos otros de Latinoamérica. Todo esto hace de esta 
figura, un personaje entrañable desde todo punto de vista. 


Por haber sido un hombre combatiente y combativo en 
sus ideas y por haber sido un gran oriental, creo que el 
Parlamento Nacional y las autoridades de la educación, que 
han dado su beneplácito para que este liceo lleve su nom- 
bre, están haciendo un acto de justicia. Estoy seguro de que 
en estos minutos, todos, en nuestro íntimo fuero, hemos 
recordado alguna anécdota de don Eduardo Víctor Haedo y 
su descollante personalidad al servicio de nuestro país. 


Por todas estas razones, la Comisión de Educación y 
Cultura recomienda la aprobación de este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto. 


(Se vota:) 

- 17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo único. 


(Se lee:) 
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SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo unico.- Desígnase con el nombre de “Eduardo 
Víctor Haedo” el Liceo N* 4 de la ciudad de Maldonado, 
dependiente del Consejo de Educación Secundaria, Admi- 
nistración Nacional de Educación Pública”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

- 17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunicará 
al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado 
por ser igual al considerado) 


24) PROTECTOR DE LOS PUEBLOS LIBRES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
que figura en undécimo lugar del Orden del Día: “Proyecto 
de ley por el que se designa “Protector de los Pueblos 
Libres”, el Liceo de Chapicuy, del departamento de Paysandú, 
dependiente del Consejo de Educación Secundaria, Admi- 
nistración Nacional de Educación Pública (Carp. N” 606/06 
- Rep. N* 482/07)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N*606/06 
Rep. N* 482/07 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes de la República Oriental 
del Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguiente 


PROYECTODELEY 


Artículo Unico.- Desígnase con el nombre de “Protector 
de los Pueblos Libres” el Liceo de Chapicuy, en el departamen- 
to de Paysandú, dependiente del Consejo de Educación Se- 
cundaria (Administración Nacional de Educación Pública). 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 22 de agosto de 2006. 


Julio Cardozo Ferreira 
Presidente 
Marti Dalgalarrondo Añón 
Secretario. 
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Comisión de 
Educación y Cultura 


INFORME 


Señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Educación y Cultura aconseja al 
Cuerpo aprobar el proyecto de ley por el cual se designa 
“Protector de los Pueblos Libres”, al Liceo de Chapicuy, 
departamento de Paysandú. 


Chapicuy está ubicada en el kilómetro 463, de la Ruta 
Nacional N* 3 “General José Gervasio Artigas”, zona de 
producción agrícola-ganadera y citrícola, ocupando mano 
de obra en un centro poblado de alrededor de mil habitantes, 
que se ha ido incrementando en los últimos diez años junto 
con la creación de dos grupos de MEVIR, compuestos por 
cincuenta y cuatro viviendas cada uno. 


Chapicuy fue creada por el Banco Hipotecario del Uru- 
guay enel año 1944, con emigrantes de diferentes regiones 
europeas, de origen alemán, ruso, polaco, italiano, argenti- 
no y de otros departamentos y localidades de nuestro país: 
Tacuarembó, Soriano y Colonia Concordia. 


Este suelo fue en principio el corazón de la patria, 
“Tiemblen los tiranos al paso majestuoso de los pueblos 
libres” aclamaba el Jefe de los Orientales, quien gobernó 
por el sistema federal los destinos de los Pueblos Libres de 
su Protectorado, desde Purificación del Hervidero. 


A pocos kilómetros se erige el busto al General José 
Artigas, en lo que se conoce como la Meseta de Artigas y 
donde anualmente, desde hace diez años, se realiza el 
denominado “Encuentro con el Patriarca”, coincidiendo en 
el mes de setiembre con el aniversario de la muerte del 
Prócer, donde escolares, liceales, sociedades nativistas, 
público y, fundamentalmente, fuerzas vivas de Chapicuy 
realizan su homenaje con actividades de carácter nativista. 


Los estudiantes del Liceo de Chapicuy difunden esta 
actividad teniendo un rol preponderante. 


En este mismo lugar fueron esparcidas las cenizas del 
General Líber Seregni, colocándose una placa recordatoria 
al fundador del Frente Amplio. 


Por lo expuesto, solicitamos al plenario la aprobación del 
adjunto proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 5 de octubre de 2005. 


Juan José Bruno, Miembro Informan- 
te; Roque Arregui, Pablo Alvarez López, 
Nora Gauthier, José Carlos Mahía.” 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de ley. 
(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra la Miembro Informante, señora Senado- 
ra Percovich. 


SEÑORA PERCOVICH.- Señor Presidente: este proyec- 
to de ley también refiere a la designación de un liceo, en este 
caso del pueblito de Chapicuy, que está asentado en esas 
tierras tan ilustres y tan históricas por donde pasó el Exodo 
de la Banda Oriental y donde nuestro Prócer, el creador de 
nuestra nacionalidad, pensó, negoció y organizó el sistema 
del Protectorado de los Pueblos Libres. Este pueblito, que 
tiene dos grupos de MEVIR, fue creado a mediados del siglo 
pasado por el Banco Hipotecario. Su comunidad, que es 
muy pujante, seguramente recogiendo toda la historia de la 
zona, ha propuesto la designación de este Liceo -a pesar 
de que Chapicuy tiene una población muy reducida, vive allí 
mucha gente joven y, por lo tanto, se ofrece todo el servicio 
educativo- con el precioso nombre de “Protector de los 
Pueblos Libres”. 


Por supuesto que hemos acompañado esta iniciativa, 
que ya fue votada por la Cámara de Representantes, y 
estamos proponiendo que el Senado, a su vez, le dé su 
aprobación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Selee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo Unico.- Desígnase con el nombre de *Protec- 
tor de los Pueblos Libres” el Liceo de Chapicuy, en el 
departamento de Paysandú, dependiente del Consejo de 
Educación Secundaria (Administración Nacional de Educa- 
ción Pública)”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
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- 17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunicará 
al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado 
por ser igual al considerado) 


25) NUMERALES OCTAVO, NOVENO, DUODECIMO, 
DECIMOCUARTO Y DECIMOSEXTO DEL ORDEN 
DEL DIA. SU POSTERGACION 


SEÑOR PENADES.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR PENADES.- Señor Presidente: observo que fal- 
tan siete minutos para la hora de finalización de la sesión y 
que el siguiente punto del Orden del Día refiere a un proyec- 
to de ley por el que se designa una escuela con el nombre 
de “Maestro Ruben Lena”, cuyo Miembro Informante es el 
señor Senador Cid. Teniendo en cuenta la trascendencia 
que seguramente le quiere dar al tema, voy a proponer que 
se levante la sesión y que este asunto se incluya como 
primer punto del Orden del Día de la sesión del próximo 
martes. 


SEÑOR CID.- Pido la palabra para una cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CID.- En el mismo sentido que el señor Senador 
Penadés, formulo moción en el sentido de que se postergue 
el tratamiento de este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se vaa votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 


-16en 17. Afirmativa. 


26) “ISLA DE LAS PALOMAS” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
que figura en decimotercer lugar del Orden del Día: “Proyec- 
to de ley por el que se designa “Isla de las Palomas”, el Liceo 
Rural de La Paloma, departamento de Durazno, dependiente 
del Consejo Nacional de Educación Secundaria, Adminis- 
tración Nacional de Educación Pública (Carp. N* 790/07 - 
Rep. N* 465/07)”. 


334-C.S. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N*790/07 
Rep. N* 465/07 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes de la República Oriental 
del Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguiente 


PROYECTODELEY 


Artículo Unico.- Desígnase “Isla de las Palomas”, el 
Liceo Rural de La Paloma, departamento de Durazno, depen- 
diente del Consejo de Educación Secundaria, Administra- 
ción Nacional de Educación Pública (ANEP). 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 10 de abril de 2007. 


Enrique Pintado 
Presidente 


Marti Dalgalarrondo Añón 
Secretario. 


Comisión de 
Educación y Cultura 


INFORME 


Señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Educación y Cultura aconseja al 
Cuerpo la aprobación del adjunto proyecto de ley, mediante 
el cual se designa “Isla de las Palomas” al Liceo Rural de La 
Paloma, departamento de Durazno. 


“De Humilde Origen y Honesto Proceder” nace el pueblo 
de “La Paloma”, que debe su nombre a la cantidad de esas 
aves que albergan sus montes. Sus orígenes, como núcleo 
de población, deben ubicarse dentro del proceso de moder- 
nización rural a mediados de la década de 1870, donde su 
fundación podría situarse alrededor del año 1884, cuando el 
Teniente Coronel Parallada, dueño del paraje “La Paloma”, 
comienza a vender pequeñas fracciones de terrenos. 


Situada en la 7* Sección del departamento de Durazno, 
sobre Ruta N* 42, al noroeste del departamento, y atrescien- 
tos kilómetros de Montevideo por la Ruta Nacional N* 6 
“Joaquín Suárez” y a ciento setenta kilómetros de la capital 
departamental. 


Su población actual es de mil trescientos setenta y tres 
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habitantes, zona preferentemente ganadera, con 
emprendimientos citrícolas por la aptitud de sus suelos. Si 
ahondamos un poco en la historia de este pueblo, si nos 
atenemos a los documentos, la zona en la que hoy está 
asentado se denominó tadicionalmente “Isla de la Paloma”, 
lugar al que se refieren varios testigos como sitio donde 
estarían los restos de los primeros estancieros. Así se 
llamaba uno de los tres cementerios que había en la zona. 


Este lugar tiene un importante desarrollo forestal, sus 
principales atractivos turísticos naturales son formaciones 
geológicas que dan lugar a “La llorona”, una gruta perma- 
nentemente húmeda, muy fresca en el verano, con abundan- 
te vegetación de helechos y culandrillos. Al entrar a su 
entorno la vegetación nos transporta a paraísos tropicales, 
en el frente de la gruta, hacia la base, se ven distintos 
médanos de arena media a fina. 


Existe otra vertiente de agua, es el sitio denominado “El 
Chorro”, con caudal escaso pero constante. También está 
“El Perao”, curioso afloramiento de piedras, arenisca y 
conglomerados con estructura de canal, la segmentación de 
las rocas sedimentarias y la erosión meteórica ha generado 
formas abruptas y pequeñas cuevas. 


La cuchilla sobre la que está la “isla” se le denomina 
“Chuchilla de las Palomas”, todas las tardes las mujeres de 
La Paloma solían ir a lavar la ropa a la gruta, por lo que ésta 
se convirtió en el punto obligado de reunión y en el centro 
de información de todo lo sucedido y por suceder. 


Las mujeres iban con sus hijos, quienes aprovechaban 
la oportunidad para jugar en el espeso follaje de la isla, en 
la parte baja de la misma corre una cañada que tiene origen 
en el “chorro” y la “gruta”. 


Muchos de los habitantes de la zona fueron indígenas, 
otro tanto de origen brasilero, los cuales, según declaracio- 
nes de la época, escapaban de una guerra. Aún hoy hay 
vecinos con acento “abrasilerado” y se mantienen palabras 
enel uso diario con ese origen. 


La Paloma siempre estuvo ligada de alguna manera a las 
revoluciones, en el año 1897, Benito Lamas acampó al este 
del pueblo, sobre una cañada, en un lugar hoy descampado, 
pero en aquel momento era una gran “isla”. Luego del año 
1904, se instaló otro regimiento pero en este caso en el 
pueblo mismo, procedente de Montevideo. 


Desde la época en que surgió el poblado fue progresan- 
do poco a poco, pero podemos decir que a partir de 1920 es 
cuando ese progreso se comienza a notar más, sinembargo, 
si tuviéramos que elegir un período de mayor esplendor 
sería el que va desde 1949 hasta 1963. 


Enel año 1984, por Ley N* 15.542, de 3 de mayo de 1984, 
se eleva a la categoría de pueblo la localidad con el nombre 
de “La Paloma”, también se consiguió que la Administra- 
ción de Ferrocarriles del Estado (AFE) denominara “Isla de 
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la Paloma” a la estación que se conocía como kilómetro 
doscientos noventa y seis. 


En setiembre del mismo año se consigue que un conoci- 
do artista duraznense realizara un proyecto, con ideas apor- 
tadas por los vecinos del lugar, de lo que sería el escudo 
oficial del pueblo. 


El escudo en sí ha sido dividido en tres campos, uno de 
ellos contiene una visión estilizada de la “Isla de la Paloma”, 
esa isla está compuesta por flora autóctona y entre ellas se 
han mezclado citrus, como naranjas y limones, que si bien 
no existen en la realidad significan la riqueza del futuro del 
pueblo. Sobre la isla se ven volar las palomas como en la 
época de antaño, pero también constituyen un simbolismo 
de libertad y de paz. 


En el cuadrante izquierdo hay otro campo que tiene tres 
ranchos sobre fondo verde, éstos están vinculados al ori- 
gen del pueblo y su relación con el Brasil. 


A la derecha encontramos “el chorro” que significa lo 
turístico de “La Paloma”, el agua además genera energía que 
se transforma y genera trabajo humano. 


Por lo expuesto y en el afán de mantener viva nuestra 
historia autóctona, recomendamos al plenario la aproba- 
ción del proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 17 de mayo de 2006. 


Jorge Lladó, Miembro Informante; Pa- 
blo Alvarez López, Roque Arregui, Fe- 
derico Casaretto, Tabaré Hackenbruch 
Legnani, José Carlos Mahía.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de ley. 
(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Penadés. 


SEÑOR PENADES.- Por este proyecto de ley, que tam- 
bién es enviado por la Comisión de Educación y Cultura, se 
propone que se designe con el nombre de “Isla de las 
Palomas” el Liceo Rural de La Paloma, departamento de 
Durazno. Este pueblo fue fundado en la década de 1870, 
cuando el Teniente Coronel Parallada, dueño del Paraje “La 
Paloma”, donó los terrenos para su fundación. Se trata de 
una zona muy linda del interior de nuestro país, que ha 
sufrido en los últimos tiempos el cierre de la estación de 
ferrocarril y, por ende, una disminución de su población. 
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Creemos que es justo que este liceo lleve ese nombre, 
por lo cual estamos recomendando la aprobación del pro- 
yecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

- 17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo Unico.- Desígnase “Isla de las Palomas” el 
Liceo Rural de La Paloma, departamento de Durazno, depen- 
diente del Consejo de Educación Secundaria, Administra- 
ción Nacional de Educación Pública (ANEP)»”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

- 17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunicará 
al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado 
por ser igual al considerado) 


27) NUMERALES OCTAVO, NOVENO, DUODECIMO, 
DECIMOCUARTO Y DECIMOSEXTO DEL ORDEN 
DEL DIA. SU POSTERGACION 


SEÑOR MICHELINL.- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MICHELINI.- Formulo moción en el sentido de 
que se postergue el asunto que figura como punto 14) del 
Orden del Día. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se vaa votar la moción formula- 
da. 
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(Se vota:) 


- 17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


28) PRORROGA DE FINALIZACION DE LA HORA DE 
LA SESION 


SEÑOR PENADES.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR PENADES.- Formulo moción en el sentido de 
que se prorrogue la hora de finalización de la sesión hasta 
concluir con la consideración del Orden del Día. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se vaa votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 


- 17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


29) DOCTOR JORGE LUIS JURE ARNOLETTI. SOLI- 
CITUD DE VENIA PARA ACREDITARLO EN CA- 
LIDAD DE EMBAJADOR EXTRAORDINARIO Y 
PLENIPOTENCIARIO DE LA REPUBLICA, ANTE 
EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA LIBANESA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
que figura en decimoquinto término del Orden del Día: 
“Informe de la Comisión de Asuntos Internacionales rela- 
cionado con la solicitud de acuerdo del Poder Ejecutivo a 
efectos de acreditar en calidad de Embajador Extraordinario 
y Plenipotenciario de la República ante el Gobierno de la 
República Libanesa, al doctor Jorge Luis Jure Arnoletti. 
(Carp. N* 820/07 - Rep. N* 484/07)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 820/07 
Rep. N* 484/07 


CAMARA DESENADORES 


Comisión de 
Asuntos Internacionales 


PROYECTO DERESOLUCION 


Artículo Unico.- Concédese al Poder Ejecutivo el acuer- 
do solicitado para acreditar en calidad de Embajador Ex- 
traordinario y Plenipotenciario de la República ante el Gobier- 
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no de la República Libanesa, al señor Jorge Luis Jure 
Arnoletti. 


Sala de la Comisión, 7 de junio de 2007. 


José Korzeniak, Miembro Informante; 
Washington Abdala, Carlos Baráibar, 
José Bentancor, Alberto Couriel, Ra- 
fael Michelini. 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Montevideo, 9 de mayo de 2007. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Rodolfo Nin Novoa. 
Presente. 


Señor Presidente: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo, con el fin de solicitar su conformidad, de acuerdo 
con lo dispuesto por el numeral 12 del artículo 168 de la 
Constitución de la República, para acreditar en calidad de 
Embajador de la República, al Doctor Jorge Luis Jure 
Arnoletti. 


La capacidad y eficiencia que el Doctor Jorge Luis Jure 
Arnoletti ha puesto de manifiesto en las actividades desa- 
rrolladas a lo largo de su carrera profesional, según se 
manifiesta en el currículum vitae que se adjunta, constitu- 
ye a juicio del Poder Ejecutivo, un factor evidente de ido- 
neidad para las responsabilidades que el Gobierno de la 
República se propone asignarle como Embajador Extraor- 
dinario y Plenipotenciario de la República ante el Gobierno 
de la República Libanesa. 


El Poder Ejecutivo confía en que ese Cuerpo habrá de 
manifestar su conformidad con el propósito antes expuesto, 
accediendo a la solicitud que se le formula por el presente 
Mensaje. 


El Poder Ejecutivo saluda a la Cámara de Senadores con 
su más alta consideración. 


Dr. TABARE VAZQUEZ, Presidente de 
la República; Reinaldo Gargano. 


CURRICULUMVITAE 


DATOS PERSONALES: 


Nombres y apellidos: Jorge Luis Jure Arnoletti. 
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Lugar y fecha de nacimiento: Montevideo, 30 de junio de 
1955. 


Filiación: Hijo de Jorge Jure (h), uruguayo, comerciante 
(fallecido) e Iris Arnoletti, uruguaya, docente- 
fonoaudióloga. 


Domicilio: Javier Barrios Amorín 1485, apto. 601, Mon- 
tevideo. 


Estado civil: Soltero 


Profesión: Diplomático 


FORMACION PROFESIONAL: 


Egresado de la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales 
(Universidad de la República) en 1978 como Doctor en 
Diplomacia. 


1980 - cursó y aprobó el Curso de Derecho Internacional 
Público y Privado dictado por el Comité Jurídico Interame- 
ricano de OEA, en la Fundación Getulio Vargas, Río de 
Janeiro. 


En el mismo año finalizó el Curso 1978-1980 de formación 
del Instituto Artigas del Servicio Exterior del Ministerio de 
Relaciones Exteriores. 


1987 - Curso GATT/ALADI sobre la Ronda Uruguay. 


Seminario BID/INTAL sobre técnicas de negociación 
internacional (1* Parte). 


1989 - Seminario sobre negociación internacional (2* 
parte). 


1992 - Diploma de 3er. Nivel en Marketing, Relaciones 
Públicas y Publicidad, otorgado por la London Chamber of 
Comerse and Industry, obtenido “con honores” (examen 
profesional rendido en Londres, preparado en el Cavendish 
College de dicha ciudad). 


1993 - Diploma de 3er. Nivelen Administración otorgado 
por la London Chamber of Comerse and Industry, Londres. 


1995-97 - Curso de actualización en el Instituto Artigas 
del Servicio Exterior, Ministerio de Relaciones Exteriores. 


2005 - Curso de Política Comercial OMC-ALADI, Mon- 
tevideo. 


2006 - Curso de especialización en Derecho Internacio- 
nal Público y Privado en la Academia de Derecho Interna- 
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cional de La Haya, seleccionado por un tribunal internacio- 
nal y becado por el Gobierno suizo. 


2005-06 - Diploma de posgrado en estudios internacio- 
nales, sistema internacional e integración. Facultad de Cien- 
cias Sociales, Universidad de la República. 


IDIOMAS: 


Inglés y francés (escrito y hablado). 


CARRERA PROFESIONAL: 


1974 - técnico en administración y en Organización y 
Métodos en UTE (ingreso por concurso, como becario de 
UTU); 


1977 - cargo profesional en Relaciones Públicas en 
ANCAP (ingreso por concurso, como becario de la Univer- 
sidad de la República); 


1978 - ingreso por concurso de oposición y méritos como 
3er. Secretario del Servicio Exterior, al Ministerio de Rela- 
ciones Exteriores. Funciones en la Dirección de Tratados; 


1980 - ascenso a 2” Secretario; 


1982-1987 - Cónsul Adscripto al Consulado General en 
Nueva York. A partir de 1983, Cónsul de Distrito en Nueva 
York. Entre octubre de 1984 y diciembre de 1985, Encargado 
del Consulado General en Nueva York. Colabora con la 
organización de varias instituciones de la Colectividad 
uruguaya e hispano-parlante (escuelas, clubes sociales, 
culturales, deportivos, etc.); inaugura una actividad cultu- 
ral continua desde el Consulado, incluyendo la creación de 
un espacio de exposiciones plásticas y publica un boletín 
periódico de actividades uruguayas en el área; inicia y 
continúa vinculado por doce años al proyecto de instala- 
ción de una estatua de Artigas en Nueva York; 


1986 - ascenso al ler. Secretario; 


1987 - Jefe de Departamento de Organismos Económicos 
Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores; 


1987-1990 - Funcionario de Enlace entre el Ministerio de 
Relaciones Exteriores y la Presidencia de la República. 
Participa en la organización de numerosas misiones presi- 
denciales al exterior y la recepción de visitas presidenciales 
a Uruguay, así como de eventos especiales preparados 
desde la Presidencia de la República, tales como la visita de 
S.S. Juan Pablo Il a Florida, Melo y Salto y la Reunión 
Presidencial del Grupo de los Ocho en Punta del Este. 
Participa en la creación de la Junta Nacional de Drogas; 


1990-1995 - Cónsul y ler. Secretario (Consejero, desde 
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1994) en la Embajada en Londres, Reino Unido. Desarrolla 
fuertes vínculos con la Colectividad uruguaya y la Asocia- 
ción de amistad británico-uruguaya (The British-Uruguayan 
Society); presenta un gran número de artistas uruguayos. 
A cargo de la cooperación británica. Realiza un estudio 
general de oportunidades comerciales en el Reino Unido 
que presenta en un seminario dedicado al sector empresa- 
rial en Montevideo, organizado por el Ministerio de Rela- 
ciones Exteriores. Representante Permanente Alterno ante 
la Organización Marítima Internacional; 


1994 - ascenso a Consejero; 


1995 - Subdirector de Tratados, Ministerio de Relacio- 
nes Exteriores; 


1996-1997 - Coordinador por el Gobierno uruguayo de 
las siguientes conferencias internacionales, que tuvieron 
lugar en Montevideo, auspiciadas por la Presidencia de la 
República; Administración de Justicia (organizada por el 
BID); Derecho de Asilo; y Aplicación Directa del Derecho 
Comunitario en la Unión Europea y el MERCOSUR (organi- 
zada conjuntamente entre el Colegio de Abogados de Italia 
y la Facultad de Derecho de la Universidad de la República); 


1996-1997 - Consejero de la Delegación Permanente del 
Uruguay ante la Asociación Latinoamericana de Integra- 
ción (ALADD.. Participaen las negociaciones de los Acuer- 
dos MERCOSUR-Chile y MERCOSUR-Bolivia; 


1997-1998 - Asesor de la Presidencia de la República. 
Funciones en la Prosecretaría de la Presidencia de la Repú- 
blica y en la Junta Nacional de Drogas; 


1998-2004 - Ministro Consejero (Encargado de Negocios 
a.i. en varias oportunidades) en la Embajada en París, Fran- 
cia. Realiza actividades culturales y de promoción comer- 
cial, iniciando una serie de estudios de mercado que se 
prolonga por varios años, una sala de exposiciones de artes 
plásticas, la participación permanente en los festivales de 
tango, misiones comerciales a París y ciudades de Provincia 
y participa activamente en la iniciativa tendiente a la insta- 
lación del Instituto Pasteur de investigaciones biológicas 
en Montevideo. Representante ante el Buró Internacional 
de Exposiciones y la Organización Internacional de la Viña 
y el Vino; 


1999 - ascenso por concurso a Ministro Consejero; 


2004 al presente - Ministro de la Delegación Permanente 
del Uruguay ante ALADI y MERCOSUR. Participa en la 
creación del Fondo de Convergencia Estructural del 
MERCOSUR y en la reestructura de la ALADI. 


INFORMACION ADICIONAL: 


Recibió diplomas y distinciones de la Municipalidad de 
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Nueva York (diploma de honor), de la ciudad de Orange, 
Nueva Jersey, de la Pan American Society of the United 
States (parte de la Americas Society, miembro de honor), del 
Desfile de la Hispanidad y de varias instituciones de la 
Colectividad uruguaya en el área de Nueva York: Comisión 
25 de Agosto, Escuelas José Pedro Varela, Artigas-Was- 
hington y Uruguay-USA; 


Luego de su regreso a Montevideo, en 1988, fue invitado 
especial de la Colectividad uruguaya en Nueva York-Nueva 
Jersey para participar en la celebración del 25 de Agosto en 
N.York; 


Miembro fundador de la Sociedad de Amigos del Teatro 
Solís,en 1988; 


Electo en carácter personal miembro del Comité Ejecuti- 
vo de la British-Uruguayan Society de Londres, en 1994 y 
1995; 


En 1997 fue nuevamente invitado a Nueva York por la 
Colectividad uruguaya, en ocasión de la inauguración de la 
estatua de Artigas en esa ciudad; 


Medalla de la Organización Internacional de la Viña y el 
Vino, por su contribución jurídica a la creación de la nueva 
estructura del organismo (2004); 


Integrante del grupo de trabajo interministerial de redac- 
ción del informe ala OCDE sobre sistema tributario urugua- 
yo, Montevideo (2004); 


Funcionario de enlace con la Comitiva de la Casa Real 
española a la Cumbre Iberoamericana, Montevideo (2006); 


Miembro de honor del Concurso de piano Ciudad de 
Montevideo Eliane Richepin, Montevideo (2006). 


Abril, 2007. 


CAMARA DESENADORES 


Comisión de 
Asuntos Internacionales 


ACTA N* 59 


En Montevideo, el día siete de junio del año dos mil siete, 
a la hora diecisiete y diez minutos se reúne la Comisión de 
Asuntos Internacionales de la Cámara de Senadores. _____ 
Asisten sus miembros los señores Senadores Washington 
Abdala, Carlos Baráibar, José Bentancor, Alberto Couriel, 
José Korzeniak y Rafael Michelini. 
Faltan con aviso los señores Senadores Sergio Abreu, Luis 
Alberto Heber y Jorge Larrañaga. _________________ 
Preside el señor Senador José Korzeniak, Vicepresidente de 


12 de junio de 2007 


la Comisión. rr 
Actúan en Secretaría el señor Secretario de Comisión Julio 
Durán y el funcionario señor Fabio Rodríguez._________ 
De lo actuado se tomó versión taquigráfica cuya copia 
dactilográfica luce en el Distribuido N* 1722/2007 y forma 
parte integrante de la presente Acta. _______________ 
Abierto el acto, se pasa a considerar el; 


ORDEN DEL DIA: 


1.- CARPETA N* 820/2007. DOCTOR JORGE LUIS JURE 
ARNOLETTI. Solicitud de acuerdo para acreditarlo en cali- 
dad de Embajador Extraordinario y Plenipotenciario de la 
República ante el Gobierno de la República Libanesa. Men- 
saje del Poder Ejecutivo. Distribuido N* 1679/2007. _____ 
Se recibió al doctor Jorge Luis Jure Arnoletti, a bien de 
informar sobre los lineamientos de trabajo en esa misión 
diplomática. 
Luego de la exposición realizada por la visita y la interven- 
ción de todos los señores Senadores, se pasa a un cuarto 
intermedio a bien de votar el acuerdo solicitado. ______ 
RESOLUCIONES: 
1.- CARPETA N* 820/2007. DOCTOR JORGE LUIS JURE 
ARNOLETTI. Solicitud de acuerdo para acreditarlo en cali- 
dad de Embajador Extraordinario y Plenipotenciario de la 
República ante el Gobierno de la República Libanesa. Men- 
saje del Poder Ejecutivo. Distribuido N* 1679/2007. ____ 

Se recibió al doctor Jorge Luis Jure Arnoletti, a bien de 
informar sobre los lineamientos de trabajo en esa misión 
diplomática. 
Se pone a consideración la solicitud de acuerdo. 
Se vota: 6en6. AFIRMATIVA. Unanimidad.__________ 
Se designa Miembro Informante -verbal- al señor Senador 
José: Korzeniak: 22 o oa iaa 
Se transcribe el texto del proyecto de resolución aprobado: 
Artículo Unico.- Concédese al Poder Ejecutivo el acuerdo 
solicitado para acreditar en calidad de Embajador Extraordi- 
nario y Plenipotenciario de la República ante el Gobierno de 
la República Libanesa, al señor Jorge Luis Jure Arnoletti. _ 
A la hora dieciocho, se levanta la sesión. 
Para constancia se labra la presente Acta que, una vez 
aprobada firman el señor Presidente y el señor Secretario. 


José Korzeniak 
Vicepresidente 


Julio Durán 
Secretario.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de resolución. 
(Selee:) 
SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo único.- Concédese al Poder Ejecutivo el acuer- 
do solicitado para acreditar en calidad de Embajador Ex- 
traordinario y Plenipotenciario de la República ante el Go- 
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bierno de la República Libanesa, al doctor Jorge Luis Jure 
Arnoletti”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- La Comisión de Asuntos Inter- 
nacionales recibió la visita del doctor Jure y su informe 
satisfizo con creces a todos sus miembros. Además, allí 
tuvimos oportunidad de analizar su largo y profesional 
currículum, en el que queda demostrado un conocimiento 
muy extenso de la labor diplomática. Por consecuencia, se 
aconseja al Plenario que se apruebe el acuerdo para desig- 
narlo como Embajador de nuestro país en el Líbano. 


SEÑOR COURIEL .- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR COURIEL .- Señor Presidente: propongo que la 
versión taquigráfica de las palabras vertidas en la Comisión 
de Asuntos Internacionales por sus distintos integrantes a 
propósito de esta venia de designación se incorpore al 


Diario de Sesiones correspondiente al día de hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se vaa votar la moción formula- 
da por el señor Senador Couriel. 


(Se vota:) 
- 17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto 
de resolución. 


(Se vota:) 
- 17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de resolución, que se co- 
municará al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de resolución apro- 
bado por ser igual al considerado) 


(Texto de la versión taquigráfica de la Comisión de 
Asuntos Internacionales que se resolvió incluir:) 


“SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta 
la sesión. 


(Es la hora 17 y 8 minutos) 


La Comisión de Asuntos Internacionales del Senado 
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tiene el placer de recibir al doctor Jorge Luis Jure Arnoletti, 
para que exponga sus propósitos, sus planes y haga una 
síntesis de cómo piensa desarrollar la labor en su calidad de 
Embajador Extraordinario y Plenipotenciario de la Repúbli- 
ca, ante el Gobierno de la República Libanesa, hacia el cual 
seguramente irá, con el apoyo de esta Comisión y también 
del Plenario del Senado. 


SEÑOR JURE.- Muchas gracias, señor Presidente, seño- 
res Senadores y funcionarios de la Cámara de Senadores 
aquí presentes. 


Está de más decir que, en lo personal, es un honor y 
también lo es, en general, para los funcionarios del Servicio 
Exterior, poder venir a la Comisión de Asuntos Internacio- 
nales de esta Cámara para poder conversar, presentarnos y 
también para hablar un poco del país a donde vamos a ir y 
mencionar especialmente nuestros planes de trabajo. Es un 
gran placer y un gusto ver a los señores Senadores. 


Reitero -porque así es- que además del honor profesio- 
nal y de Cuerpo por estar aquí con ustedes, manifiesto el 
gusto de encontrarnos con muchos distinguidos Legisla- 
dores, con quienes hemos tenido la posibilidad de compar- 
tir momentos del pasado, pues algunos de ellos han sido 
profesores nuestros en las numerosas clases de la Facultad 
de Derecho. 


Dicho esto, me voy a referir a las funciones que nos ha 
encomendado el Poder Ejecutivo en la República Libanesa. 


Seguramente muchos de los Senadores aquí presentes 
conocen ese país o forman parte de la Comisión de Amistad 
con el Líbano y probablemente algunos sean descendientes 
de libaneses como el señor Senador Washington Abdala, 
que se encuentra aquí. Personalmente, soy nieto de 
libaneses. 


Me parece interesante destacar el origen y el carácter de 
las relaciones diplomáticas que tenemos con el Líbano. 
Digo esto porque, en muchas ocasiones, he escuchado 
preguntar por qué el Líbano, qué pasa en ese país y en qué 
situación se encuentran las relaciones con un país que ha 
sufrido tantos conflictos y que, de alguna manera, los sigue 
padeciendo. Creo que en el origen de la relaciones entre el 
Uruguay y el Líbano hay dos o tres grandes vectores. 


Uno de esos vectores es justamente la existencia de una 
importante colectividad de descendientes de libaneses en 
el Uruguay. El Embajador del Líbano en el Uruguay manifes- 
tó que al día de hoy se calculan unas 60.000 personas con 
algún parentesco o consanguinidad en segundo grado con 
libaneses. Esas personas tienen por lo menos uno de los 
cuatro abuelos libanés. Es una colectividad numerosa y 
tradicional. 


Como seguramente sabrán los señores Senadores, los 
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primeros libaneses comenzaron a llegar aquí a fines del siglo 
XIX. Es interesante destacar que, en virtud de esa inmigra- 
ción efectuada durante el Imperio Otomano, muchos se 
instalaron como pequeños comerciantes, algunos como 
profesionales y la mayoría se asentaron en el interior de la 
República y en la Ciudad Vieja de Montevideo, cuya calle 
Sarandí era una pléyade, una parada de comercios de origen 
judío y libanés y, a veces, judío - libanés y libanés - judío, 
ya que no fueron pocos los judíos que vinieron del Líbano. 
Si alguno proviene del interior del país, sabrá que la colec- 
tividad libanesa se instaló principalmente en la zona este y 
noreste del país. Con el Vicepresidente de la República 
siempre recordamos a los turcos de Cerro Largo, Treinta y 
Tres y Lavalleja, donde a principios del siglo XX se insta- 
laron mis abuelos Jorge Jure y Ema Joen con los hijos que 
traían del Líbano. 


Ese es un primer vector de las relaciones con el Líbano. 


El segundo, es la caracterización que aún hoy se hace de 
ese país como una gran puerta de entrada desde Occidente 
al Medio Oriente y, a su vez, a Europa y a Occidente para los 
países árabes. Es muy interesante ver como está el Líbano 
aún ahora, después de los grandes conflictos y de esa 
guerra que yo digo que fue una guerra civil internacional. 
Así como tuvimos la “Guerra Grande” uruguaya, desde 1975 
a 1990 la tuvieron en el Líbano. Fue una guerra civil inter- 
nacional, donde los Partidos y los sectores -no solamente 
confesionales, sino políticos-, se entrelazaron con sus ve- 
cinos y con potencias mundiales -como por ejemplo, Fran- 
cia y Estados Unidos-, haciendo alianzas y contra alianzas 
dentro del país. A pesar de esa guerra y de la que ocurrió el 
año pasado, entre el Estado de Israel y Hezbollah, con las 
enormes pérdidas humanas y la gran emigración que ella 
significó, aún hoy las reservas bancarias del Líbano se 
siguen incrementando. Es decir que, a pesar de que el 
Líbano sigue en un colapso comercial y de consumo y en 
una crisis de crecimiento -no hay crecimiento desde hace 
tres años-, mantiene el récord en sus reservas bancarias. 
Según datos sacados de estadísticas francesas, hay 
U$S 12.600:000.000 en La Banque du Liban -que es el Banco 
de la República Libanesa- y U$S 76.200:000.000 en la banca 
privada. Es obvio que esos depósitos en el Líbano tienen 
hoy una procedencia mayoritariamente árabe, saudí y 
kuwaití -también de otros países del Golfo-, mientras que 
por años, antes de la guerra, el Líbano se posicionaba como 
un centro financiero y turístico para los países europeos. 
Era muy interesante ver a Beirut, antes de la guerra de 1975, 
como un gran centro del “jet set” y del lujo europeo, al 
mismo nivel de la Costa Azul francesa, para los europeos de 
todos los países de Europa -sobre todo de Europa Occiden- 
tal-, mientras que hoy esa oferta turística y financiera - 
estamos mencionando aquí a dos de los principales servi- 
cios que ofrece este país y, por lo tanto, a sectores princi- 
pales de su economía-, está orientada a los países árabes. 
A pesar de eso, el Líbano continúa concitando como prin- 
cipales inversores a países occidentales. Estados Unidos 
ahora desplazó a Italia y Francia sigue estando en segundo 
lugar como inversor extranjero. Podemos preguntarnos en 
qué invierten estos países; pues básicamente lo hacen en 
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productos de lujo. El Líbano se ha ido especializando en 
productos de lujo que antes ofrecía a Occidente; ahora lo 
ofrece a los países árabes y continúa siendo esa puerta 
rotatoria en dos sentidos, tanto para Oriente como para 
Occidente lo que, precisamente, es de interés para Uruguay. 
Como decíamos, el hecho de que el Líbano sea un centro 
comercial y financiero, es un segundo vector o camino de 
interés para el Uruguay, además de esas relaciones entre la 
colectividad libanesa en nuestro país y sus familiares en el 
Líbano. 


Pese a que resulte obvio decirlo, quiero señalar que el 
Líbano, para bien o para mal -seguramente para mal de 
muchos de los libaneses que lo sufren-, desde hace muchos 
años es el epicentro de los conflictos en Medio Oriente. 
Entonces, para el mundo el Líbano es un centro de atención 
y de información invalorable cuando se tiene que evaluar la 
situación del Medio Oriente. Es de gran importancia para 
nuestra Cancillería recibir la información proveniente de la 
representación diplomática uruguaya en el Líbano por todo 
lo que ello significa en cuanto a la evaluación del conflicto 
en Medio Oriente y, por tanto, también la toma de posición 
frente a él, tanto para las relaciones bilaterales como para 
los vínculos a nivel de los organismos internacionales, 
principalmente de las Naciones Unidas. 


Este es un pantallazo sobre la importancia del Líbano 
para el Uruguay, con el que mantiene antiguas relaciones 
diplomáticas. Sabido es que después de finalizada la Prime- 
ra Guerra Mundial, el Líbano -que ya era el Monte Líbano y 
después el Gran Líbano, con la costa, el norte y la planicie 
de la Bekaa agregada-, junto con algunas provincias que 
luego constituyeron Siria, quedaron bajo mandato francés. 
Aun en esa época, en 1924, el Uruguay nombró un Cónsul 
en Beirut. Recién en 1926 es promulgada la Constitución 
libanesa y el 22 de noviembre de 1943 se declara su indepen- 
dencia. Á poco menos de dos años, el 25 de octubre de 1945 
-cuando ejercía la Presidencia del Uruguay don Juan José 
de Amézaga- se dicta un decreto por el que se dice que, en 
reconocimiento de los vínculos tradicionales con el Líbano 
y ala numerosa y laboriosa colectividad de origen libanés, 
se instauran las relaciones diplomáticas. Allí se nombró a 
un descendiente libanés, José Manzour, que fue por años 
nuestro Ministro, hasta que esa legación se transformó en 
una Embajada. Tuvimos personas entrañables representán- 
donos en ese país, como por ejemplo el señor Abdo Chelala 
-recientemente fallecido-, que estuvo por décadas en la 
Embajada uruguaya en el Líbano trabajando en diferentes 
cargos. Nuestro último Embajador también es un gran pro- 
fesional, el señor Alberto Voss Rubio, quien acaba de 
finalizar sus funciones y que desarrolló sus tareas en todos 
los ámbitos, tanto comercial como político, tejiendo relacio- 
nes a nivel de cooperación, combinándolas incluso con 
algo muy simbólico, como fue hace pocos días -el 14 de 
mayo- la inauguración de un busto al Prócer José Artigas en 
Yunie, que es una población al lado de Beirut. 


Redondeamos así lo que han sido las relaciones diplo- 
máticas y la situación actual en el Líbano que, obviamente 
saben los señores Senadores, es de estancamiento econó- 
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mico, con un déficit estructural de su balanza comercial. El 
Líbano no tiene petróleo ni fuentes alternativas de energía. 
Casi el 30% de sus compras son de petróleo. Es un impor- 
tador neto de muchos rubros, así como también de produc- 
tos agrícolas, aunque es un buen productor agrícola para el 
consumo interno. A pesar de ello, las inversiones siguen 
llegando, sobre todo en el área inmobiliaria y el Uruguay ha 
visto mejorada y acrecentada su balanza comercial con el 
Líbano en el correr de los últimos años en forma vertiginosa. 
La balanza siempre es favorable a nuestro país como con- 
secuencia de un tema estructural. El Líbano tiene una balan- 
za comercial deficitaria prácticamente con todos sus socios 
comerciales y lo mismo ocurre -reitero- con el Uruguay. En 
el año 2004 se empezaron a vender productos lácteos y 
también pescado y el año pasado, ganado bovino lechero 
y reproductor en pie y ganado ovino en pie, destinado al 
consumo, con lo cual se aumentaron nuestras expor- 
taciones aese país. Nosotros exportamos hacia allí cerca de 
U$S 6:000.000 mientras que importamos menos de 
U$S 100.000 del Líbano. La balanza comercial es dificulto- 
sa, sobre todo en vista de la inestabilidad política. Hemos 
estado hablando, por ejemplo, con representantes del Cen- 
tro de Comercio Internacional de la UNCTAD -que está 
haciendo estudios a través de “Uruguay XXI”- y vimos que 
hay posibilidades de aumentar la compra de productos en 
esos mismos rubros: ganado bovino lechero, reproductor, 
ganado ovino en pie para el consumo de su carne, pescado 
y lácteos. También hay posibilidades de aumentar la compra 
de madera y de piedras semipreciosas. El primer producto de 
exportación del Líbano son sus joyas. Posee una mano de 
obra muy calificada y, seguramente, si fuéramos a bienes y 
no a servicios, veríamos que su primer producto de expor- 
tación es su alta capacidad intelectual. Líbano es el gran 
hospital -precisamente, los hospitales libaneses tienen una 
gran fama en Medio Oriente-, el gran Banco, el gran centro 
de seguros para todo Medio Oriente, tiene centros de 
investigación muy importantes afiliados, por ejemplo -como 
ocurre ahora en nuestro país-, al Instituto Pasteur. 


Hay posibilidades de investigar para ampliar nuestro 
comercio también en lo que tiene que ver con artículos y 
artesanías de lujo y con el cuero. Decimos que el Líbano es 
un mercado donde se comercializan productos de lujo, de 
alta calidad, para sectores europeos y árabes de gran ex1- 
gencia y de importante poder adquisitivo. 


En lo que tiene que ver con las inversiones, tenemos que 
decir lo siguiente. Básicamente, las inversiones libanesas 
en el exterior están radicadas en los Países Árabes, en Siria 
y algo en Francia. Los grandes capitales libaneses siguen 
buscando inversiones en propiedades inmobiliarias, en 
tierras para la producción de carnes destinada a su propio 
consumo. Como ustedes saben, desde la época de los 
cananeos y de los fenicios el Líbano es un muy buen 
productor de vinos que hoy gozan de gran reputación en 
Europa. Por ejemplo, los vinos libaneses son muy bien 
considerados en Francia. 


Asimismo, dado lo exiguo de sus 10.000 kilómetros cua- 
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drados para sus 4:000.000 de pobladores, los libaneses 
buscan tierras donde poder extender sus producciones. 


Estas son algunas de las ideas que queríamos compartir 
con ustedes a nivel comercial. 


A nivel político, habida cuenta de que en el Parlamento 
uruguayo existe una Comisión de Amistad con el Líbano y 
otra de parlamentarios de origen libanés, creemos que es de 
gran importancia incrementar la relación interparlamentaria 
con ese país. 


En esta gran convulsión en la cual a veces se ve envuelto 
el Líbano, como un gran huracán con vientos que proceden 
de los cuatro puntos cardinales, el contacto extracontinental 
con países amigos como el Uruguay, con características 
hasta similares -porque es un país que comparte con el 
Líbano el hecho de estar inmerso en una región con la cual 
mantiene lazos con todos los países de su propia región-, es 
una de sus grandes ventajas y también una de sus grandes 
debilidades. 


Sería muy importante que pudiéramos concretar la invi- 
tación a parlamentarios libaneses, cosa que ya ha sido 
planteada a nivel del Vicepresidente de la República y 
Presidente de la Asamblea General, para que puedan viajar 
dos o tres Legisladores. En el Líbano hay un sistema 
unicameral y adelanto que no habrá elecciones hasta el año 
2009, por lo que la composición de la Cámara es estable -por 
decirlo de alguna manera- en este momento. En virtud de 
que ese país tiene un sistema de elecciones indirectas, 
habrá elecciones presidenciales en setiembre, lo que explica 
parte de los movimientos políticos que actualmente está 
viviendo. Esta invitación que está pendiente para los Dipu- 
tados libaneses sería muy bienvenida. ¿Por qué? Porque 
sería una demostración de que el Uruguay sigue mirando al 
Líbano como un país que tiene esperanza. 


Asimismo, será muy bienvenida la visita de distinguidos 
parlamentarios uruguayos al Líbano -que también ha sido 
conversada-, o de integrantes de esa Comisión de Amistad 
Bicameral o de la de descendientes de libaneses; en fin, eso 
queda a su alto criterio. 


El sistema político libanés precisa de aire fresco y del 
intercambio que pueda venir de América Latina. Por eso a 
este punto le damos mucha importancia. 


Otro asunto importante es el de las relaciones con las 
colectividades. En la medida en que la colectividad libanesa 
está relativamente unificada, porque no es tan antigua y hay 
muchos clubes libaneses, descendientes de libaneses en 
Montevideo y en Soriano, Flores, Salto y Rivera, creemos 
que estas personas deben estar deseosas de visitar el país 
de sus antepasados, por lo que pueden ser -y así lo hemos 
planteado en el Ministerio de Turismo- un excelente vehí- 
culo de difusión del Uruguay para atraer y traer consigo a 
esos familiares que están en el Líbano y que desean conocer 
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la tierra de algunos de sus primos o tíos que vinieron a 
nuestro país. A nivel de la colectividad uruguaya de origen 
libanés, estamos conversando para que se organicen uno o 
varios viajes al Líbano, los que estarían acompañados de la 
tarea de promover el Uruguay y de convocar e invitar a los 
parientes que están allá a conocer nuestro país. 


Por otra parte, hay otros temas que son más puntuales, 
como el hermanamiento de ciudades. La Intendencia de 
Montevideo está deseosa de poder firmar con otra de las 
pocas capitales sobre el mar, como es Beirut, un acuerdo de 
hermanamiento. Asimismo, en la ciudad de Pando de Cane- 
lones se ha radicado una colectividad que viene de 
Darbeshtar, un pueblo del norte del Líbano y en ese caso 
también se está hablando de un hermanamiento entre Pando 
y Darbeshtar. Este fue un punto planteado por el Embajador 
Voss, a quien ya tuve el gusto de nombrar. 


Otro asunto en el que queremos seguir trabajando es en 
el de los medicamentos. El Líbano es un país importador de 
medicamentos. En ese sentido, Argentina y Chile exportan 
muchos medicamentos a ese país, pero Uruguay todavía 
debe realizar gestiones a nivel de autorizaciones sanita- 
rias, para poder ingresar con una diversificación mayor. 


Por otra parte, a nivel de la cooperación técnica, 
Uruguay ha ofrecido a la FAO los conocimientos de sus 
técnicos en agronomía y en veterinaria, para poder colabo- 
rar en la reconstrucción del Líbano. 


Esta era la exposición que deseaba presentar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agracemos al doctor Jure su 
exposición. 


SEÑOR COURIEL.- Hemos recibido con mucho gusto 
una extensa y exhaustiva presentación del futuro Embaja- 
dor de Uruguay ante el Gobierno de la República Libanesa. 
Se trató de una exposición de carácter profesional, pero, 
sobre todo, de carácter afectivo y eso lo quisiera marcar, 
porque me pareció algo novedoso y específico que está 
caracterizando la presencia del futuro Embajador en la Co- 
misión de Asuntos Internacionales del Senado. 


Por otra parte, acabo de leer su currículum y de allí surge 
que hace 30 años que ingresó al Ministerio de Relaciones 
Exteriores y tiene una proficua y larga tarea en esa área, con 
trabajos en Nueva York, en París y en muchos otros lados, 
que seguramente le deben haber dado una extraordinaria 
experiencia para cumplir de la mejor manera posible su 
futura tarea. Desde ese punto de vista me siento muy 
consustanciado con su presentación y experiencia, pero 
también con la cercanía que me provoca. Cuando el doctor 
Jure habla de los libaneses me siento cerca, porque mis 
padres sefardistas provienen de Smirna y cuando arribaron 
al Uruguay también pasaron por las calles Sarandí, Colón, 
Pérez Castellano y 25 de Mayo antes de ira Juan Lacaze. Es 
por eso que me siento muy cercano a lo que nos mostró el 
doctor Jure de esa manera tan afectiva y emotiva. 
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Quisiera hacer una reflexión final. 


En mi opinión, el Líbano atraviesa una situación política, 
sin duda, difícil: la influencia de Siria, la influencia de Irán, 
no son temas, por cierto, menores. Pero cada vez que pienso 
en aquella región me viene a la mente el concepto de 
democracia y el Uruguay. ¿Por qué la democracia? Porque, 
entre otras cosas, significa respeto y tolerancia. Lo que 
falta en aquella región es, precisamente, respeto y toleran- 
cia y, por lo tanto, lo que falta es democracia. 


Pienso en el Uruguay, porque este es un país de 
inmigrantes que, en base a la democracia, el respeto y la 
tolerancia, conseguimos una convivencia armónica y pací- 
fica entre quienes vinieron desde múltiples nacionalidades 
del mundo. 


Creo que si en el sistema educativo de aquella región no 
se encuentran salidas tendientes a incorporar este tipo de 
conceptos, o sea, el respeto y la tolerancia y se sigue 
enseñando que el que está enfrente es enemigo y hay que 
destruirlo, seguramente las posibilidades de paz se van a 
ver limitadas. 


Sólo me resta decir que estamos a las órdenes para 
ayudarlo, con mucho gusto, en todo lo que sea necesario 
para su mejor actuación en representación del Uruguay, 
¡qué ojalá sea muy buena! 


SEÑOR BARAIBAR.- Muy brevemente, señor Presi- 
dente, quiero expresar que hemos escuchado con mucho 
interés la exposición del doctor Jorge Luis Jure, futuro 
Embajador de nuestro país en el Líbano, cuya venia votare- 
mos con mucho gusto en la Comisión y en el Pleno del 
Senado. 


El señor Senador Couriel prácticamente ha dicho todo lo 
que podemos decir, por lo que simplemente quiero señalar 
que lo comparto plenamente y que celebramos su designa- 
ción. Le deseamos toda la suerte en su representación 
-porque va a estar en un lugar muy difícil- y desde ya 
descontamos que ello contribuirá en el estrechamiento de 
vínculos entre el Líbano y el Uruguay. 


Simplemente, mucha suerte. 


En virtud de que tengo que retirarme, dejo constancia de 
mi voto afirmativo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se toma debida nota de ello. 


SEÑOR ABDALA.- Antes que nada, quiero disfrutar de 
este momento con la designación de este gran Embajador, 
que se dirige a un destino que, como todos hemos adverti- 
do, le es muy caro; no es un destino más. Inclusive, tal como 
señalaba el señor Senador Couriel, es importante revisar el 
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currículum del doctor Jure, pues nos indica que es un 
hombre que ha tenido una gran solvencia en su gestión y 
que ha estado en destinos que pueden llegar a ser importan- 
tes para el país. Francamente, los lugares en los que ha 
estado el doctor Jure son importantísimos. 


De pronto, alguien podría hacer una lectura incorrecta 
de la naturaleza del destino al que pronto arribará, pero 
luego de la versión que nos diera el futuro Embajador me 
siento muy satisfecho, porque entiendo que es uno de esos 
representantes del país que está para trabajar en aquellos 
lugares que lo hagan sentir bien afectivamente, donde el 
país lo necesite y con complicaciones o sin ellas. 


Conozco el Líbano y sé que no es un destino sencillo. El 
doctor Jure sabe que tengo una lectura particular de ese 
país, pues estuve allí inclusive en momentos de 
conflictividad. Me parece importante para el Uruguay que 
ocupe esa Embajada alguien que entienda el mundo árabe. 
Realmente, éste es uno de los problemas que tiene la Can- 
cillería -lo digo con todo respeto y me hago cargo de ello- 
pues hay ciertos universos alos que no ha podido adentrarse 
y que resulta imprescindible entenderlos, traducirlos y 
captar los hechos. Es verdad que hay varios Líbanos dentro 
de un mismo país: hay un Líbano con influencia iraní, otro 
con influencia siria, uno más que pelea por la autonomía 
-O sea, sin la influencia de Siria ni de Irán-, hay una sociedad 
con un grado de pujanza comercial y empresarial como 
pocas veces se puede imaginar -si se miran los indicadores 
de inversión externa se podrá observar que siguen siendo 
absolutamente apabullantes- y una obra pública descomu- 
nal, en la que los europeos tienen mucho que ver. En fin, 
creo que hay mucho por aprender, sobre todo, por esa 
combinación -que bien reseñó el futuro Embajador Jure- de 
Oriente y Occidente. Podríamos decir que el Líbano es el 
país bisagra de esas dos dimensiones. El mundo islámico allí 
convive perfectamente con la visión occidental. Por ejem- 
plo, las horas de oración islámica conviven perfectamente 
bien con el casino y con los valores, a veces capitalistas, 
muy impresionantes e impactantes que uno puede llegar a 
ver en ese país. 


En estos últimos tiempos, el Uruguay empezó - y el señor 
Presidente hizo algo muy interesante y, como tal, creo que 
hay que decirlo- a captar un poco los distintos mundos 
árabes y comenzó a tomar conciencia de ello a través de las 
misiones a Qatar y a Dubai, además del hecho de que no 
hace mucho nos visitó gente de Arabia Saudita. Parecería 
que estamos empezando a despertar y a mostrar interés por 
buena parte de lo que ocurre en esa parte del planeta. Sin 
embargo, debemos tener cuidado, porque esos son lugares 
donde uno no se puede equivocar con los códigos cultura- 
les. 


Por lo tanto, me da una gran felicidad que el doctor Jure 
sea el hombre que va a estar afincado en Beirut. Digo esto, 
porque si mañana viene alguien al Río de la Plata o a 
Montevideo, no nos gustaría que confundiera el Uruguay 
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con el Paraguay -como tan habitualmente sucede- o nuestro 
mate e idiosincrasia carnívora con otro tipo de costumbres 
de distinto rango. 


Aunque parezca mentira, la clave para entrar a una 
sociedad es conocer sus códigos culturales y sus 
subculturas. 


Por eso, reitero, es muy importante la designación del 
doctor Jure como Embajador, porque su sangre libanesa le 
hará, de alguna manera, el camino más expedito y, segura- 
mente, nos lo allanará a los uruguayos, pues considero que 
tenemos una oportunidad. 


El Líbano -esto es algo que el doctor Jure no lo puede 
decir, pero me animo a hacerlo yo- es útil por el Líbano y por 
el salto a la región. El Líbano es una plataforma de penetra- 
ción en la región; seguramente la más cómoda por una 
mirada occidental. Ahí, uno habla con códigos occidenta- 
les, cosa que no se puede hacer, por ejemplo, en Riad, 
aunque sí un poco mejor en Kuwait. De todas formas, 
muchos países de la región son muy herméticos a la hora de 
interpretar el mundo y la vida. Esto es algo que no ocurre en 
el Líbano, porque este país triangula en la región con una 
gran influencia. 


Por ejemplo, a quienes nos gusta mucho la Unión 
Interparlamentaria, podemos advertir que en ella el grupo 
libanés es el que nos traduce el mundo árabe. Cuando 
queremos hablar con el mundo árabe a nivel de la Unión 
Interparlamentaria, hablamos con los libaneses, porque son 
bisagra y tienen ese doble “switch” que les permite estar en 
los dos universos. Me parece que esto es algo realmente 
muy útil para nosotros y, seguramente, para el país. 


Por último, quiero decir al doctor Jure que lo felicito y, 
como lo conocemos desde hace muchos años por su labor 
diplomática, sabemos de su capacidad para el desempeño 
de este cargo. Es un profesional ciento por ciento y ¡ojalá 
que el Uruguay tuviera más Embajadores como él! 


SEÑOR MICHELINI.- El doctor Jure ha realizado una 
excelente exposición y tengo la sensación de que vamos a 
estar muy bien representados, porque nuestro futuro Emba- 
jador captó ese sentimiento de simpatía que el pueblo 
uruguayo tiene por la colectividad libanesa. Y más allá de 
que hay mucha gente que no tiene contacto con ella, se 
siente muy afín con el Líbano; siente que tenemos pareci- 
dos aunque, notoriamente, también tenemos muchas dife- 
rencias. Se trata de un país chico, con la misma cantidad de 
habitantes y con dificultades. 
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Creo que el doctor Jure ha captado esa simpatía, entre 
otras cosas, porque él quiere ir a ese país; quizás, hace 
muchos años que viene soñando con este desafío. 


A mijuicio, si él lleva ese sentimiento afectivo -del que 
habló el señor Senador Couriel-, pienso que vamos a estar 
muy bien representados y, seguramente, podremos lo- 
grar muchas más cosas que podrían lograr otros -capaz que 
más calificados que todos los que estamos acá-, por 
el calor y el corazón que el doctor Jure está poniendo en 
esta tarea. ¡Y vaya que no es un desafío menor! 


La suerte que tendrá él será la de todos nosotros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa adhiere a todas las 
expresiones vertidas, le desea mucha suerte en su activi- 
dad al futuro Embajador y, de acuerdo con las formalidades, 
entraremos en cuarto intermedio para despedir a nuestro 
invitado y votar la designación aunque, como él muy bien 
sabe, la Comisión va a aconsejar al Plenario, por unanimi- 
dad, que se apruebe la moción. 


Agradecemos la presencia de nuestro invitado”. 


30) NUMERALES OCTAVO, NOVENO, DUODECIMO, 
DECIMOCUARTO Y DECIMOSEXTO DEL ORDEN 
DEL DIA. SU POSTERGACION 


SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MICHELINI.- En el caso de las solicitudes de 
venia que correspondería poner a consideración, falta toda- 
vía bastante tiempo para que venzan los plazos. Por lo tanto, 
propongo que se incorporen al Orden del Día de la sesión 
extraordinaria del día 26 de junio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se vaa votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 


- 17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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31) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos, se 
levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 19 y 59 minutos, presidiendo el 
señor Rodolfo Nin Novoa y estando presentes los señores 
Senadores Baráibar, Bentancor, Breccia, Cid, Couriel, 
Dalmás, Korzeniak, Lorier, Michelini, Oliver, Penadés, 
Percovich, Saravia, Topolansky, Vaillant y Xavier.) 
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